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Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado
“Código Procesal de Familia”
1. INTRODUCCIÓN

El proyecto de ley bajo la denominación de “Código Procesal de Familia” (CPF), corresponde al expediente N° 19455 que se encuentra en la Asamblea Legislativa a la espera de ser convocado por el Poder Ejecutivo para su respectiva discusión y aprobación.
A mediados de enero del presente año, varios funcionarios y funcionarias del Poder Judicial formularon propuestas a la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa para ser incorporadas de previo a  la aprobación del CPF, dentro de las que destaca establecer como fecha de aprobación el 8 de octubre del 2018. De esta forma, se garantizaría que la jurisdicción de Familia utilice un cuerpo jurídico ajustado a su realidad, superando así la forma de trabajo vigente que aplica las disposiciones del Código Procesal Civil.
Al respecto, la Corte Plena definió dentro de las prioridades presupuestarias para el ejercicio económico del 2018 analizar el impacto de los proyectos de ley que actualmente se tramitan en la Asamblea Legislativa, dentro de los cuales se encuentra el referido proyecto de CPF. 

Dado lo anterior, surge la necesidad de analizar los posibles cambios que implicaría la aplicación de esa normativa (una vez aprobada) sobre la estructura organizativa del Poder Judicial, así como definir los costos presupuestarios asociados con su implementación. 
2. METODOLOGÍA

Se integró un equipo de trabajo interdisciplinario con participación de la Dirección de Planificación y la Comisión de la Jurisdicción de Familia, principalmente, con la finalidad de revisar el contenido del mencionado proyecto de ley para identificar las modificaciones que traería consigo la aprobación y posterior entrada en vigencia del CPF en el Poder Judicial. 
Dado lo anterior, se utilizó como referencia el documento que contiene la versión del proyecto de ley elaborado el 6 de octubre del 2016, que contiene el informe interdisciplinario rendido por los departamentos de Servicios Técnicos y de Servicios Parlamentarios, así como por la Comisión de Redacción, adscritos a la Asamblea Legislativa
.

Asimismo, se realizaron sesiones de trabajo para analizar el contenido del CPF y sus efectos en el Poder Judicial, con los siguientes funcionarios y servidores judiciales:

· Lic. Alberto Jiménez Mata, Juez de Familia de Puntarenas quien participó en la redacción de la normativa procesal propuesta para Familia, Integrante de la Comisión de la Jurisdicción de Familia y designado como Coordinador del proyecto de CPF. 
· Profesionales de la Defensa Pública, específicamente las Licdas. Sandra Mora Venegas y Yanela Álvarez Rojas, así como el Lic. Hernán Fallas Rojas y Esteban Arguedas Madrigal, por su orden Defensoras Públicas, Coordinador de la Unidad de Pensiones Alimentarias y Estadístico.

· Profesionales del Departamento de Trabajo Social y Psicología, concretamente las Licdas. Vanessa Villalobos Montero, Gina Ramón Fernández, Debora Rivera Romero y Nora Lía Mora Lizano, por su orden Jefa, Subjefa y Jefas de Sección de Trabajo Social y Sección de Psicología. 

De igual forma se revisaron las estadísticas judiciales de los despachos y oficinas judiciales involucrados en la normativa propuesta, para cuantificar los efectos sobre las diferentes instancias jurisdiccionales. Estos datos serán aportados en los diferentes anexos mostrados al final del presente estudio.

3. DESPACHOS Y OFICINAS JUDICIALES INVOLUCRADAS

Se establece que el CPF tendrá incidencia directa sobre algunos despachos y oficinas judiciales que conforman los tres ámbitos de acción institucionales (jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo). A continuación, se enumeran las dependencias judiciales involucradas en la normativa procesal propuesta.
3.1. Ámbito Jurisdiccional

El CPF está dirigido mayormente a regular la labor de los despachos que en la actualidad son competentes en las materias de Familia y Pensiones Alimentarias, mediante la entrega de una herramienta jurídica específica para tramitar los procesos de esas jurisdicciones. De esta forma, se busca prescindir (o bien reducir de forma significativa) la utilización de otras normativas procesales vigentes, como por ejemplo el actual Código Procesal Civil. Asimismo, el CPF incluye a los juzgados de Violencia Doméstica al incorporar la protección cautelar como un nuevo tipo de proceso dentro de sus competencias vigentes.
En términos generales, los despachos judiciales involucrados en esas tres materias serían los siguientes:
CUADRO N° 1

CANTIDAD ESTIMADA DE DESPACHOS JURISDICCIONALES INVOLUCRADOS EN
EL PROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA

	Materia
	TOTAL
	Especializados
	Mixtos

	TOTAL
	182
	39
	143

	Familia
	31
	15 (a)
	16

	Violencia Doméstica
	75
	13
	62

	Pensiones Alimentarias
	76
	11
	65


NOTA: (a) Incluye la Sala Segunda y el Tribunal de Familia.
FUENTE: Elaboración propia.
De los 182 despachos identificados, es dable aclarar que entre los juzgados mixtos se identificaron 62 dependencias competentes en dos materias (ya sea Familia y Violencia Doméstica, o bien Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica).  Al excluirlos del dato global estimado, se obtiene que en la realidad el total de despachos judiciales implicados en la reforma procesal de Familia sería de 120 juzgados.  

3.2. Ámbito Auxiliar de Justicia

Aquí el CPF introduce una mayor participación de la Defensa Pública, al facultarla para brindar asistencia letrada gratuita, en todo proceso familiar, a las partes que carezcan de recursos económicos suficientes
.
A la fecha la Defensa Pública cuenta con 40 oficinas distribuidas en los 15 circuitos judiciales del país, según datos aportados por la Administración de esa dependencia.
3.3. Ámbito Administrativo

En la actualidad el Departamento de Trabajo Social y Psicología se encarga de elaborar los dictámenes periciales solicitados por los despachos y oficinas judiciales, entre ellos los juzgados que conocen los procesos familiares. Al respecto el proyecto de CPF plantea una adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para asignar un profesional en Trabajo Social y un profesional en Psicología a cada uno de los juzgados de familia, de niñez y adolescencia y de violencia doméstica y protección cautelar, bajo la supervisión técnica del referido departamento
.
De la revisión hecha al estudio denominado “Modelo de estimación de cargas de trabajo para el personal profesional del Departamento de Trabajo Social y Psicología”, se determinó que el Departamento de Trabajo Social y Psicología está conformado por 30 oficinas regionales.
4. Principales Propuestas del Proyecto
A continuación, se comentan las principales implicaciones del CPF sobre la organización y funcionamiento de los despachos y oficinas judiciales:

A. Oralidad y conciliación. Se plantea que los procedimientos se regirán por el sistema procesal de oralidad, pero con aplicación del principio de privacidad; además propone la conciliación en una audiencia previa, dejando abierta la posibilidad de aplicarla en cualquier etapa del proceso judicial, tal como se consigna en los artículos 4 y 9 del proyecto:
“Artículo 4.- Preferencia del sistema procesal de oralidad

Salvo disposición en contrario, los procedimientos que regula este Código se regirán por el sistema procesal de oralidad con aplicación del principio de privacidad
 dentro de él.

(…)

Artículo 9.- Audiencia previa de conciliación

En los procesos familiares, cuando proceda, se intentará la conciliación mediante una audiencia de conciliación previa al inicio del proceso, la cual tendría carácter obligatorio, o, a solicitud de algunas de las partes, en cualquier estado del proceso judicial. Esta etapa la llevará a cabo la autoridad judicial, quien también podrá remitir a las partes a los centros especializados. Lo acordado tendrá carácter y eficacia de cosa juzgada material o formal según el contenido del acuerdo. Podrán aplicarse otros mecanismos alternos de solución de conflictos, regulados en la Ley de Resolución Alterna de Conflictos o instrumentos internacionales, siempre que sean compatibles con los objetivos y fines de la materia familiar.

Se prohíbe la conciliación en aquellas situaciones en que se constaten relaciones desiguales de poder, salvo que se determine que lo acordado beneficie a la persona en situación de vulnerabilidad”.
Sobre estos temas el Lic. Jiménez Mata, aclaró que la oralidad no implica prescindir del uso del papel para adoptar de forma obligatoria sistemas de trabajo que involucren la grabación de audiencias y la utilización del expediente judicial electrónico, ya que en su criterio estos temas son administrativos y no procesales; por ese motivo precisó que no fueron abordados dentro del proyecto aquí analizado. 

En términos generales, lo que se pretende es agilizar el trámite de los procesos para reducir los plazos de tramitación y dictado de sentencias, ya que el CPF establece que la contestación de la demanda, en la medida de lo posible, se realice en la misma audiencia, de igual manera sucede con las apelaciones. Además, se faculta a las personas juzgadoras para que dicten la parte dispositiva de las sentencias una vez finalizada la última audiencia del proceso. Por lo anterior, es posible que un proceso familiar se desarrolle en una sola audiencia, lográndose un mayor aprovechamiento de los recursos institucionales.

B. Intervención de la Defensa Pública. Para quienes no tengan recursos económicos suficientes, el artículo 56 otorga a la Defensa Pública la posibilidad de brindar asistencia legal en todo proceso familiar:

“Artículo 56.- Casos en que actúa

En todo proceso familiar, quienes no cuenten con los recursos económicos para contratar patrocinio letrado podrán solicitar asistencia letrada a la defensa pública del Poder Judicial. En cualquier momento en que el juzgado detecte que la parte tiene los medios económicos para contar con ese tipo de asistencia le prevendrá que en el plazo de cinco días la asuma por su cuenta y cancele el monto de honorarios por la asistencia recibida; sin perjuicio de que pueda continuar con esa asesoría y se realice el cobro de honorarios que correspondan una vez finalizado el proceso”.

Al respecto la Dirección Jurídica indicó en oficio DJ-AJ-2812-2016 del 26 de octubre del 2016 que al no establecerse diferencia sobre a qué parte se le dará el servicio, se deberá entender que la intervención de la Defensa Pública podría ser tanto para la parte actora como para la parte demandada.

Según datos preliminares de la Defensa Pública (oficio JEF-1489-2016 del 24 de octubre del 2016), en la actualidad no se brinda asistencia letrada en materia de Familia, y en Pensiones Alimentarias la intervención se limita a la parte actora, por lo que el impacto esperado en esa dependencia sería significativo. 

C. Introducción de nuevos tipos procesales. En el artículo 212 y siguientes se establece que toda pretensión de carácter familiar se tramitará según su naturaleza bajo cinco tipos de procesos:
1. Resolutivos familiares. Según el artículo 222 abarcan las pretensiones relacionadas al vínculo matrimonial, el reconocimiento de la unión de hecho, la aplicación del régimen patrimonial del matrimonio o de la unión de hecho, la filiación y la oposición de la adopción, la oposición a la declaratoria de adoptabilidad en sede administrativa, los conflictos en el ejercicio de los atributos de la responsabilidad parental, la pérdida (con petición o no) de adoptabilidad y la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental, la oposición a la declaratoria de insania, los reclamos de daños y perjuicios y cualquier otra que indique la ley.

2. Petición unilateral. Dentro del artículo 242 se mencionan el nombramiento de personas tutoras para personas menores de edad, el nombramiento de personas curadoras para personas con discapacidad, el nombramiento de personas depositarias para personas menores de edad, las autorizaciones para la disposición de derechos en bienes de personas menores de edad o personas con discapacidad, y la autorización de la dispensa del consentimiento de los padres o representantes para el matrimonio de personas menores de edad.
Lo referente a la autorización de la dispensa del consentimiento de los padres o representantes para el matrimonio de personas menores de edad, quedó derogado con la entrada en vigencia a partir del 13 de enero de este año, de la Ley N° 9406 (conocida como Ley de Relaciones Impropias), al quedar prohibida la inscripción de matrimonios que incluyan a personas menores de edad ante el Registro Civil.

3. Los resolutivos especiales. Comprenden los siguientes procedimientos:

· Pensiones alimentarias, en los artículos del 248 al 277;

· Divorcio, separación judicial o cese de la unión de hecho por muto consentimiento, en los artículos del 278 al 282 del proyecto de CPF;

· Adoptabilidad y adopción, en los artículos del 283 al 291; y

· Restitución internacional de personas menores de edad, en los artículos del 292 al 301.
4. Ejecución de resoluciones judiciales. Esta fase se encuentra dentro de los artículos que van del 302 al 322.
5. Protección cautelar: Comprende los procesos para la protección de las personas en condición de vulnerabilidad, salvo aquellos regulados por leyes especiales, tal como se consigna en los artículos del 234 al 241.
Tratándose de los primeros cuatro incisos el CPF plantea una reagrupación de los procesos vigentes en la materia de Familia, por lo que no corresponden a nuevos procesos. Por su parte el proceso denominado “protección cautelar” establece los lineamientos que debe seguir el juzgador al momento de dictar medidas de protección cuando se presente una agresión fuera del núcleo familiar, en perjuicio de personas adultas mayores y personas con discapacidad, donde estas últimas constituyen una novedad dentro de la materia.

La asignación de las medidas cautelares correspondería a los actuales Juzgados de Violencia Doméstica que a su vez se les modifica su nomenclatura y en adelante se denominarían “Juzgados de Violencia Domestica y Protección Cautelar”, lo cual se contempla en el artículo 121 bis que se adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial:

“Artículo 121 bis.- Juzgados de violencia doméstica y de protección cautelar

Los juzgados de violencia doméstica y de protección cautelar conocerán de:

2. Todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad.

2.- Los demás asuntos que estipule la ley.”

Al respecto el Lic. Jiménez Mata, comentó que el impacto de estos cambios se reflejaría en el incremento de la entrada de casos para los actuales juzgados competentes en Violencia Doméstica del país, producto del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad. 

D. Desjudicialización de procesos. El CPF faculta al Registro Civil y a las sedes notariales a realizar procesos que en la actualidad conocen los despachos jurisdiccionales, donde no medie contención entre las partes involucradas, mediante reformas al Código de Familia, a la Ley Orgánica del Poder Judicial y mención expresa dentro del CPF:
Código de Familia (reforma de los artículos 24 y 84):

“Artículo 24.- Matrimonio civil. Celebración
Además del caso del artículo anterior, el matrimonio podrá celebrarse ante las autoridades de jefatura de las oficinas centrales o regionales del Registro Civil o ante los notarios públicos. Los primeros no podrán cobrar honorarios por sus actuaciones. En el caso de los segundos, el acta correspondiente se asentará en su protocolo y deberán conservar en el de referencia la copia respectiva, y deberán enviar todos los antecedentes y los documentos requeridos a los contrayentes, el testimonio notarial y la copia del acta en los formularios que son suministrados por el Registro Civil a esta institución, dentro de los ocho días siguientes a la celebración del matrimonio para su inscripción. Ambos funcionarios estarán sometidos al régimen disciplinario y penal correspondientes. Los funcionarios judiciales o administrativos no podrán cobrar honorarios por los matrimonios que celebren.”
(…)

Artículo 84.- Reconocimiento administrativo de la paternidad

Podrán ser reconocidos por sus padres todos los hijos habidos fuera de matrimonio y cuya paternidad no conste en el Registro Civil, igualmente los hijos por nacer y los hijos muertos. Si el hijo no tiene paternidad asignada, el reconocimiento se hará ante el Registro Civil o el notario público, siempre que ambos padres comparezcan personalmente o haya mediado consentimiento expreso de la madre. El notario público deberá enviar el acta respectiva al Registro Civil dentro de los ocho días hábiles siguientes. Si el hijo tuviera una paternidad asignada registralmente, por motivo de la presunción de paternidad de un padre que no corresponde a la verdad biológica, se podrá pedir su reconocimiento por quien corresponda ante el Registro Civil, según los trámites administrativos contemplados en las normas orgánicas de esta institución. Si sucediera una oposición fundada del padre o la madre registrales, el asunto deberá conocerse jurisdiccionalmente mediante el proceso resolutivo familiar de filiación.

Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma al artículo 106):

“Artículo 106.- Los juzgados de familia conocerán:
(…)

3.-Las diligencias de divorcio, separación judicial y unión de hecho por mutuo consentimiento, salvo cuando se trate de matrimonios sin hijos o hijas menores de edad o discapacitados y no existiera referencia a bienes, caso en el cual se tramitará en sede notarial”. 

Artículo 291 del proyecto de ley del CPF:

Artículo 291.- Adopción en sede notarial

Cuando se trata de personas mayores de edad y no se trate de capacidades especiales que no les permita dar su consentimiento, la adopción se tramitará en sede notarial, mediante los procedimientos establecidos en el título VI del Código Notarial.

Una vez aprobada, la persona notaria estará en la obligación de presentar el testimonio de escritura ante el Registro Civil dentro de los ochos días siguientes y tramitar su inscripción.

En cuanto a la frase “Los funcionarios judiciales o administrativos no podrán cobrar honorarios por los matrimonios que celebren”, contenida en la reforma al artículo 24 del Código de Familia, el Lic. Alberto Jiménez Mata aclaró que la intervención del Poder Judicial en cuanto a los matrimonios sería en caso de tramitarse alguna oposición.
Dado lo anterior, el impacto directo esperado sería sobre los despachos judiciales competentes en la materia de Familia, que experimentarían una disminución en los asuntos entrados. En el caso de los divorcios, separaciones judiciales o cese de las uniones de hecho por mutuo consentimiento, el efecto aplicaría solamente para una proporción de esos tipos de proceso, específicamente para aquellos casos donde no existan hijos menores de edad o discapacitados ni bienes inscritos, los cuales fueron estimados por el Lic. Jiménez Mata en un 20% de la entrada total actual de esos asuntos.
A su vez se podría percibir un impacto indirecto sobre la jurisdicción notarial, específicamente en un eventual aumento de la entrada de asuntos al Juzgado Notarial y al Tribunal Disciplinario Notarial, producto de las nuevas atribuciones conferidas a los notarios públicos.

E. Creación de los juzgados de familia de asuntos sumarios. El CPF establece que los actuales Juzgados de Familia perderían competencia en los siguientes procesos resolutivos familiares: 

· Guarda crianza y educación;
· Régimen de visitas;
· Desafectación al régimen de habitación familiar;
· Autorizaciones de salida del país;
· Conflictos de autoridad parental;
· Depósitos de menores de edad;
· Tutelas; 

· Curatelas, y
· Diligencias de utilidad y necesidad. 

Estos procesos presentan la característica de que su resolución final no produce cosa juzgada material, es decir que los temas resueltos no tienen carácter definitivo y pueden ser modificados a futuro por procesos posteriores.
El conocimiento de esos asuntos pasaría a los Juzgados de Familia de Asuntos Sumarios que propone el CPF, según la reforma al artículo 119 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:
“Artículo 119.- Juzgados de familia de asuntos sumarios

Los juzgados de familia de asuntos sumarios, que siempre actuarán de forma unipersonal, conocerán de:

1.-Los procesos resolutivos familiares, cuya resolución final no produce cosa juzgada material, salvo la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental. 

2.-Los asuntos de petición unilateral.

3.-Los demás asuntos que estipule la ley.”
En términos institucionales, los juzgados propuestos se convertirían en despachos jurisdiccionales de primera instancia que asumirían una parte de la carga laboral de los actuales juzgados de familia del país, los cuales representan un valor promedio estimado de 21% de la entrada total de asuntos a nivel nacional.
El impacto esperado por la creación de los nuevos despachos tendría los siguientes efectos:

· Una disminución en la entrada de los juzgados de familia;

· La creación de nuevos despachos judiciales de primera instancia, en aquellos circuitos judiciales que así lo ameriten (de acuerdo con la carga laboral esperada);

· Una reducción de los asuntos en apelación al Tribunal de Familia; y 

· Un aumento en los asuntos de segunda instancia a los juzgados de familia. 
Cabe aclarar que la proporción estimada de asuntos sumarios (21%) aplicaría de forma directa para los procesos que dejarían de conocer los juzgados de familia. Ahora bien, esos asuntos pasarían a conocimiento de los nuevos juzgados de asuntos sumarios, ya sea en forma especializada o mixta atendiendo a la carga laboral de cada circuito judicial del país. Esto permitiría valorar la pertinencia o no de crear despachos judiciales nuevos, o bien asignar la competencia a juzgados ya existentes, preferiblemente a aquellos que formen parte de la jurisdicción de familia, para procurar una visión jurídica más similar al momento de tramitar y resolver esos procesos sumarios.
F. Competencias de la Sala Segunda. El CPF incorpora la adición del artículo 55 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se le conferiría a la Sala Segunda nuevas competencias, según se observa:
“Artículo 55 bis.- La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia
En lo familiar, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia conocerá de:

(…)
2. Los recursos de apelación contra la decisión final en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad.

(…)
5. Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros en materia de familia, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la Corte.”
En la actualidad los recursos de procesos de restitución internacional de personas menores de edad son conocidos por el Tribunal de Familia; por su parte lo relacionado con el auxilio judicial internacional y el reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros, son tramitados de forma centralizada por la Sala Primera.
Sobre estos dos últimos procesos internacionales, se determinó que la Ley N° 9342 del 3 de febrero del 2016 (el nuevo Código Procesal Civil), contiene adiciones a los artículos 54, 55 y 56 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que regulan esas competencias entre las tres Salas de la Corte, en estos términos: 

“Artículo 54.- La Sala Primera conocerá:

1) De los recursos de casación y revisión que procedan, conforme a la ley, en los procesos ordinarios, en las materias civil y comercial, con salvedad de los asuntos referentes al derecho de familia y a procesos universales.

[…]

7) Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros en materia civil y comercial, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la Corte.

[…].
Artículo 55.- La Sala Segunda conocerá:
[…]
6) Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros en materia laboral, familia, sucesoria y concursal, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la Corte.

Artículo 56.- La Sala Tercera conocerá:

[…]

5) Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos extranjeros en materia penal, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la Corte.”
Lo anterior deja entrever que las sentencias y laudos extranjeros en Familia serán tramitados en adelante por la Sala Segunda, en tanto las Salas Primera y Tercera asumirán esos temas en sus respectivas materias. Estos cambios se aplicarían a partir del 8 de octubre del 2018 cuando entre a regir la citada normativa.
G. Personal interdisciplinario en los juzgados de familia. El CPF plantea la adición del artículo 85 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permitiría la adscripción de profesionales en Trabajo Social y Psicología a los Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia y de Violencia Doméstica y Protección Cautelar, tal como se aprecia:
“Artículo 85 bis.- Personal Interdisciplinario auxiliar de justicia

Estarán adscritos de manera funcional y administrativa a cada uno de los juzgados de familia, de niñez y adolescencia y de violencia doméstica y protección cautelar, bajo la supervisión técnica del Departamento de Psicología y Trabajo Social de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, un grupo de especialistas que prestarán las labores que le encomienda esta ley y las leyes conexas, quienes, en caso de ser necesario, podrán prestar colaboración y auxilio a los juzgados de pensiones alimentarias respectivos; siendo indispensable en cada despacho, en lo posible de forma única o compartida, la permanencia de un profesional en trabajo social y un profesional en psicología, sin perjuicio de que las funciones que se les asignan las puedan desarrollar otros profesionales adscritos a entes auxiliares del Poder Judicial, de cualquier otra institución estatal o profesionales privados.
(…)”

En criterio del Lic. Jiménez Mata la intención es otorgar a las personas juzgadoras de Familia el acceso a un equipo interdisciplinario para coordinar de forma directa la elaboración de los dictámenes periciales en aquellos casos urgentes o específicos, cuando se estime necesario, así como definir los plazos de entrega de esas pericias para programar los señalamientos a juicio (en forma oral) y realizar las correspondientes notificaciones a las partes involucradas. La labor profesional de ese equipo de trabajo contaría con la supervisión técnica del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
H.  Derogación de la Ley de Pensiones Alimentarias. El CPF establece la derogatoria en su totalidad de la Ley N° 7654 del 19 de diciembre de 1996 (la actual Ley de Pensiones Alimentarias).
Esto significa que a partir de la entrada en vigencia del CPF (en principio a partir del 8 de octubre del 2018), los procesos de pensiones alimentarias dejarán de tramitarse con la ley especial vigente y se regirían por la normativa procesal del CPF. 
5. Flujogramas del Nuevo Proceso de Familia 
Con el fin de estimar el impacto de la normativa propuesta en los tiempos de duración de los procesos, se estableció la situación actual del trámite de los asuntos (tanto en Familia como en Pensiones Alimentarias) y se comparó con los plazos contenidos en el CPF. Para ello se utilizaron flujogramas de procesos previamente elaborados por la Dirección de Planificación en estudios específicos, con el fin de establecer la situación actual en cada una de las referidas materias (ver Anexo N° 2). Esos datos se complementaron con la elaboración de flujogramas a partir de los datos del CPF, tanto en Familia como en Pensiones Alimentarias, para lo cual se contó con la participación del Lic. Alberto Jiménez Mata (Ver Anexo N° 3).

Para facilitar los análisis comparativos, se establecieron para cada uno de ellos las duraciones totales estimadas, así como los respectivos desgloses en tiempos internos (propios de los despachos) y externos (ajenos a los despachos). En el caso de los flujogramas elaborados según el CPF (situación esperada), el Lic. Jiménez Mata aportó como tiempos internos estimados un total de 50 días (en Familia) y de 33 días (en Pensiones Alimentarias), este último bajo el supuesto de que no se logre la conciliación.

Los resultados obtenidos sugieren una expectativa de disminución importante en los tiempos internos de tramitación de los asuntos, los cuales se resumen a continuación:

CUADRO N° 2

RESUMEN DE LOS TIEMPOS INTERNOS ESTIMADOS EN LA ATENCIÓN DE LOS PROCESOS DE FAMILIA Y PENSIONES ALIMENTARIAS (VIGENTES Y ESPERADOS CON LA APLICACIÓN

DEL CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA)

	Tipo de Despacho
	Tiempo Interno Estimado

	MATERIA DE FAMILIA

	Mixto
	180 días (6 meses)

	Especializado
	95 días (3,2 meses)

	Con la aplicación del CPF
	50 días

	MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS

	Mixto
	255 días (8,5 meses)

	Modelo Oral-Electrónico
	120 días (4 meses) (a)

	Con la aplicación del CPF
	33 días (a)


(a) En caso de que fracase la conciliación.
FUENTE: Elaboración propia.
Si bien existe diversidad en los tiempos internos que invierten los despachos judiciales en ambas materias, es de notar la expectativa generada con la implementación del CPF, donde la materia de Familia tendría una disminución cercana al 50% al compararla con la condición del despacho especializado, mientras que en Pensiones Alimentarias el rebajo es cercano a la tercera parte de lo reportado por el modelo oral-electrónico vigente.

Por tanto, se tiene la expectativa de una mejora significativa en los tiempos internos de atención de los despachos jurisdiccionales competentes en Familia y Pensiones Alimentarias del país, a partir de la entrada en vigencia del CPF. 
6. IMPLICACIONES DEL CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA SOBRE LA ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DEL PODER JUDICIAL
Seguidamente se presentan los resultados obtenidos a partir de la revisión de las estadísticas judiciales, para los ámbitos jurisdiccional, auxiliar de justicia y administrativo. En los anexos se aportan los cuadros estadísticos elaborados para los análisis desarrollados.
6.1 Situación del ámbito Jurisdiccional

6.1.1. Sala Segunda
Tal como se indicó, actualmente la Sala Primera es la instancia del Poder Judicial encargada de atender en forma centralizada lo referente al auxilio judicial internacional y el reconocimiento y eficacia de las sentencias y laudos extranjeros. Al respecto se revisó el comportamiento de los asuntos conocidos como exequátur durante el 2015 y el 2016, obteniéndose los siguientes resultados:
CUADRO N° 3
MOVIMIENTO DE EXEQUATUR EN LA SALA PRIMERA
DURANTE EL PERÍODO 2015-2016

	Variable y Periodo
	TOTAL
	Arbitral
	Civil
	Contencioso

Administrativo
	Familia
	Penal
	Pensiones

	Exequátur entrados 2015
	142
	1
	2
	1
	137
	0
	1

	Exequátur entrados 2016 
	119
	1
	6
	0
	111
	1
	0

	Exequátur terminados 2015
	86
	0
	3
	1
	82
	0
	0

	Exequátur terminados 2016 
	221
	0
	1
	0
	220
	0
	0

	Exequátur activos al finalizar enero 2017
	350
	2
	13
	0
	333
	1
	1

	Porcentaje promedio de entrada de Exequatur 
	100%
	1%
	3%
	0%
	95%
	0%
	0%

	Porcentaje promedio de terminados en Exequatur 
	100%
	0%
	1%
	0%
	98%
	0%
	0%

	Porcentaje de los Asuntos activos 
al finalizar enero 2017
	100%
	1%
	4%
	0%
	95%
	0%
	0%


FUENTE: Elaboración propia con datos generados a través del sistema SIGMA.
Tal como se observa, la mayor incidencia de exequátur en la Sala Primera se concentra en la materia de Familia por cuanto representaron el 95% de la entrada registrada durante el último bienio. De igual manera, los asuntos activos al finalizar enero del 2017 mostraron el mismo comportamiento porcentual al descrito para los asuntos entrados, con una proporción en materia de Familia del 95% respecto a 350 asuntos que estaban en trámite.
CUADRO N° 4
MOVIMIENTO DE CARTAS ROGATORIAS EN LA SALA PRIMERA

DURANTE EL PERÍODO 2015-2016

	Variable y Periodo
	TOTAL
	Agrario
	Arbitral
	Civil
	Conten-

cioso

Adminis-

trativo
	Familia
	Sala
Primera
	Pensiones
	Penal
	Laboral

	Cartas rogatorias entradas 2015
	54
	0
	1
	17
	3
	30
	1
	0
	2
	0

	Cartas rogatorias entradas 2016
	51
	0
	0
	22
	3
	19
	0
	1
	4
	2

	Cartas Rogatorias activas al finalizar
enero 2017
	79
	1
	1
	26
	5
	37
	0
	2
	3
	4

	Porcentaje promedio de entrada
de Cartas Rogatorias
	100%
	0%
	1%
	37%
	6%
	47%
	1%
	1%
	6%
	2%

	Porcentaje de los Asuntos activos 
	100%
	1%
	1%
	33%
	6%
	47%
	0%
	3%
	4%
	5%


FUENTE: Elaboración propia con datos generados a través del sistema SIGMA.
En el caso del auxilio judicial internacional (conocido como “cartas rogatorias”), resulta que los mayores niveles de ingresos (2015-2016) fueron en Familia (47%), seguidos por Civil (37%). Un panorama similar mostró el circulante al cierre de enero de 2017, con valores porcentuales de 47% y de 33%, para ambas materias, en el citado orden.
Por tanto, se obtiene que la materia de Familia concentra la mayor carga laboral en los exequátur y en las cartas rogatorias, los cuales serían tramitados a partir del 8 de octubre del 2018 por la Sala Segunda.
La Sala Primera cuenta en la actualidad con un equipo de trabajo conformado por 3 personas para atender todos los procesos de exequátur y cartas rogatorias, uno de los cuales corresponde a un recurso supernumerario que perteneció al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.  Recientemente el Consejo Superior autorizó el traslado de esa plaza a la Sala Primera y que la Dirección de Gestión Humana revisara la categoría del referido puesto, para fortalecer la atención de esos asuntos
.

A continuación se detallan los números de puestos y categorías:

CUADRO N° 5
RECURSO HUMANO DESTACADO EN LA SALA PRIMERA PARA EL
TRÁMITE DE EXEQUÁTUR Y CARTAS ROGATORIAS

	Cantidad
	Categoría
	Número de
Puesto
	Nombre

	1
	Técnico de Sala de la Corte
	42911
	Kattia Sánchez González

	1
	Técnico Judicial 3
	102119
	Jonathan Zúñiga Alcázar

	1
	Técnico Supernumerario (a)
	15751
	Jonathan Orozco Fernández


NOTA: (a) Recurso adscrito a la Sala Primera por acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión N° 24-17 del 14 de marzo del 2017, artículo XCVI.
FUENTE: Elaboración propia con datos suministrados por el personal de la Sala Primera.
De los datos expuestos se formula como propuesta mantener el equipo de trabajo descrito en la Sala Primera, para que atiendan todos los exequátur y cartas rogatorias ingresados con anterioridad a la entrada en vigencia del CPF, así como los procesos nuevos a partir del 8 de octubre del 2018 en las materias Civil y Contencioso Administrativa; además deberán apoyar en estas últimas materias a medida que disminuya el circulante de exequátur y cartas rogatorias.

En lo que concierne a la Sala Segunda, y considerando las adiciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial promovidas por la Ley N° 9342 (el nuevo Código Procesal Civil), el planteamiento que se sugiere es crear un equipo de trabajo que será el responsable de asumir los procesos nuevos recibidos a partir del 8 de octubre de 2018 en las materias de Familia, Laboral y Pensiones Alimentarias; ese equipo se conformaría con recursos procedentes de la reforma laboral (se dispuso la creación de 5 puestos de Profesional en Derecho 3 y 2 Técnicos Judiciales 3 para asumir esas y otras labores).
Ambas propuestas fueron comentadas en dos sesiones de trabajo realizadas con los magistrados Orlando Aguirre Gómez y Luis Guillermo Rivas Loáiciga, por su orden Presidentes de la Sala Segunda y de la Sala Primera, quienes mostraron su anuencia a ponerlas en práctica en los términos antes expuestos
.

6.1.2. Tribunal de Familia

El Tribunal de Familia cuenta con la siguiente composición de recurso humano:

6 Juezas o Jueces 4

1 Jueza o Juez 1

1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3

4 Técnicas o Técnicos Judiciales 3

1 Auxiliar de Servicios Generales 2

El Tribunal de Familia conoce todos los recursos de apelación y consultas que procedan contra las resoluciones de los Juzgados de Familia, de Niñez y Adolescencia y de los despachos de Violencia Doméstica del país; entre ellos se encuentran los recursos de apelación contra las sentencias dictadas en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad. 
En cuanto a las implicaciones del CPF sobre la labor del Tribunal de Familia, se identificaron los siguientes efectos en su carga laboral:
a) Una disminución en los recursos de apelación en los procesos de restitución internacional de personas menores de edad, los cuales en adelante pasarán a conocimiento de la Sala Segunda;

b) Una reducción de las apelaciones ingresadas, por los asuntos que se trasladarán de los actuales juzgados de familia a los juzgados de familia de asuntos sumarios, o bien a los juzgados competentes en pensiones alimentarias (especializados o mixtos); 
c) Un descenso en las apelaciones de los procesos que dejará de conocer el Poder Judicial (matrimonios, adopciones de personas mayores de edad, divorcios por mutuo consentimiento sin hijos menores de edad o discapacitados y sin bienes inscritos, así como reconocimientos administrativos de paternidad); y 

d) Un eventual aumento en las apelaciones provenientes de las sentencias dictadas por los juzgados de violencia doméstica y protección cautelar, producto de la creación del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad donde el presunto agresor no pertenece al núcleo intrafamiliar.
Para conocer el impacto que generaría lo descrito en el punto a) se revisaron los datos estadísticos para el período 2013-2016 (primeros nueve meses) y se determinó que la incidencia de este tipo de asuntos es mínima, ya que durante dicho período el Tribunal de Familia recibió 2 casos (todos ingresaron en el 2013). Por consiguiente, se estima que el efecto sobre la carga laboral de la Sala Segunda sería muy bajo y podría ser asumido por el personal vigente.
Respecto al punto b) y con base en las estadísticas del período del 2013 a setiembre 2016, se estableció que el promedio estimado de los recursos de apelación por concepto de “asuntos sumarios” fue del 16% de la entrada total del Tribunal de Familia, y del 24% de los asuntos de familia, lo que representa aproximadamente 24 asuntos por mes. Así se desprende del siguiente cuadro:
CUADRO N° 6
MOVIMIENTO DE ASUNTOS SUMARIOS EN EL TRIBUNAL DE FAMILIA

DURANTE EL PERÍODO 2013-2016

	Variable
	Año

	
	2016 (a)
	2015
	2014
	2013

	Total asuntos entrados al Tribunal de Familia (Incluye Violencia Doméstica)
	1435
	1939
	1733
	1715

	Total apelaciones de asuntos sumarios 
	262
	324
	282
	210

	Promedio de entrada mensual de apelaciones asuntos sumarios
	30
	29
	25
	19

	Promedio mensual estimado de apelaciones por asuntos sumarios
	26

	Porcentaje anual de representación de apelaciones asuntos sumarios 
	18%
	17%
	16%
	12%

	Promedio de porcentaje anual de apelaciones de asuntos sumarios
	16%


(a) Primeros nueve meses.
FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística.
En cuanto al punto c) resulta que durante el período analizado el Tribunal de Familia acumuló un promedio mensual estimado de 4 apelaciones de procesos que se desjudicializan, las cuales al año representaron un 3% de la entrada general. Este dato surge de la siguiente información:
CUADRO N° 7
MOVIMIENTO DE ASUNTOS QUE SE DESJUDICIALIZAN EN EL TRIBUNAL DE FAMILIA

DURANTE EL PERÍODO 2013-2016

	Variable
	Año

	
	2016 (a)
	2015
	2014
	2013

	Total asuntos entrados al Tribunal de Familia (Incluye Violencia Doméstica)
	1435
	1939
	1733
	1715

	Total apelaciones de procesos que se desjudicializan
	41
	52
	41
	43

	Promedio de entrada mensual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	5
	5
	4
	4

	Promedio mensual estimado de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	4

	Porcentaje anual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	3%
	3%
	2%
	3%

	Promedio de porcentaje anual de apelaciones de procesos que se desjudicializan
	3%


(a) Primeros nueve meses.
FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística.
Sobre los procesos descritos en el punto d), de momento no existen datos estadísticos para estimar el comportamiento de las apelaciones por la creación del proceso de protección cautelar para personas con discapacidad, tanto en los juzgados de violencia doméstica y protección cautelar (primera instancia) como en el Tribunal de Familia (segunda instancia), por tratarse de un nuevo tipo de proceso dentro del Poder Judicial. Por su naturaleza, se estima que podrían tener una baja incidencia en esos despachos.
Además de los cambios antes descritos, el Lic. Jiménez Mata comentó que el Tribunal de Familia tendrá un efecto adicional en su carga de trabajo a partir del tipo de sistema procesal promovido por el CPF, el cual prevé una reducción de las apelaciones interlocutorias en los procesos, lo que limitaría a los juzgados la posibilidad de interponer esas gestiones en la forma que lo hacen en el presente.  
Por tanto, se estima que la carga laboral actual del Tribunal de Familia presentará una disminución superior al 19% que reflejan los datos estadísticos, motivada principalmente por la baja en las apelaciones de los procesos sumarios que pasarán a conocimiento de los juzgados de familia del país, lo que sugiere en principio la pertinencia de reubicar dos plazas profesionales de Jueza o Juez 4 en otras dependencias jurisdiccionales. 
Es importante recordar que en la actualidad los 24 asuntos mensuales indicados son recibidos por un único despacho que tiene competencia nacional, condición que se modificaría a partir de la entrada en vigencia del CPF ya que el conocimiento de esas apelaciones se distribuiría entre 29 juzgados competentes en procesos de familia y niñez y adolescencia, en todo el país. En términos generales equivaldría a un promedio mensual de casi un caso por despacho. El impacto estimado sobre la entrada de segunda instancia de los juzgados de familia y niñez y adolescencia (bajo el supuesto de que presente el mismo comportamiento registrado por el Tribunal de Familia) sería el siguiente:

CUADRO N° 8
ESTIMACIÓN DE LAS APELACIONES DE ASUNTOS SUMARIOS QUE INGRESARÍAN

A LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS, SEGÚN EL COMPORTAMIENTO DEL

TRIBUNAL DE FAMILIA EN EL 2015 

	Procedencia de los asuntos ingresados
	Total
Asuntos

Entrados
en Familia
(a)
	Entrada Anual
Estimada
de Asuntos
Sumarios
(b)
	Promedio
Mensual
Estimado
de Asuntos
Sumarios
(c)

	TOTAL
	1247
	299
	24

	Juzgado Niñez y Adolescencia
	33
	8
	1

	Juzgado Primero de Familia de San José
	121
	29
	3

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	70
	17
	1

	Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de San José
	157
	38
	3

	Juzgado de Familia de III Circ. Jud. de San José (Desamparados)
	46
	11
	1

	Juzgado de Familia del I Circ. Jud. de Alajuela
	79
	19
	2

	Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Alajuela (San Carlos)
	55
	13
	1

	Juzgado de Familia de Cartago
	149
	36
	3

	Juzgado de Familia de Heredia
	118
	28
	3

	Juzgado de Familia de Puntarenas
	63
	15
	1

	Juzgado de Familia de I Circ. Jud. de la Zona Sur
	55
	13
	1

	Juzgado de Familia del I Circ. Jud. de la Zona Atlántica
	20
	5
	0

	Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de la Zona Atlántica
	21
	5
	0

	Juzgado de Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. de Alajuela (San Ramón)
	24
	6
	1

	Juzgado de Familia y Viol. Dom. de Grecia
	28
	7
	1

	Juzgado de Familia y Viol. Dom. del I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)
	24
	6
	1

	Juzgado de Familia y Viol. Dom. del II Circ. Jud. Guanacaste (Santa Cruz)
	19
	5
	0

	Juzgado de Familia y Viol. Dom. del II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)
	21
	5
	0

	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. de Turrialba
	15
	4
	0

	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. II Circ. Jud. Zona Sur (Corredores)
	18
	4
	0

	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Viol. Dom. de Cañas
	13
	3
	0

	Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	3
	1
	0

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	15
	4
	0

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	40
	10
	1

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Upala
	13
	3
	0

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos 
	6
	1
	0

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	1
	0
	0

	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Golfito
	15
	4
	0

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa
	5
	1
	0


NOTA: (a) Según los datos reportados durante el 2015. (b) A los datos anuales se les aplicó el 24% de representación estimada de asuntos sumarios. (c) Se calcula con base en 11,30 meses, para descontar los cierres colectivos.
FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación.

De los 29 juzgados que conocerían apelaciones de procesos de asuntos sumarios, se percibe que 4 de ellos tendrían los mayores niveles de ingreso (San José, Goicoechea, Cartago y Heredia), con 3 apelaciones por mes en promedio, por lo que se estima que su impacto en los despachos de familia no será significativo.

6.1.3. Situación de los Juzgados de Familia

Los cambios previstos por el CPF para los juzgados de familia del país involucran una combinación de los siguientes aspectos: una disminución en la entrada de primera instancia (por el traslado de los asuntos sumarios y la desjudicialización de procesos) y un aumento en los asuntos de segunda instancia (al conocer los recursos de apelación de los asuntos sumarios).
La expectativa de incremento fue abordada en el punto anterior cuando se analizó el impacto del CPF en el Tribunal de Familia, donde los resultados obtenidos permitieron estimar un promedio de apelaciones de asuntos sumarios (a nivel nacional) de 24 asuntos mensuales, dato que a partir del CPF sería asumido por los 29 juzgados de familia del país. 
Sobre la baja en la entrada de primera instancia, se identificaron como “asuntos sumarios” los siguientes
:

	Tipos de Proceso en Familia

	Guarda crianza y educación
	Depósitos de menores de edad

	Régimen de visitas
	Tutelas

	Desafectación al régimen de habitación familiar
	Curatelas

	Autorizaciones de salida del país
	Diligencias de utilidad y necesidad

	Conflictos de autoridad parental


Los procesos que se desjudicializan son los matrimonios civiles, los reconocimientos administrativos de la paternidad; los divorcios, separaciones judiciales y uniones de hecho por mutuo consentimiento (sin hijos menores de edad o discapacitados ni bienes) y las adopciones de personas mayores de edad
.
De la revisión hecha a los datos estadísticos para el período 2013-2016 (primeros nueve meses), se estimó que los asuntos sumarios ocuparon el 21% de la entrada total en materia de Familia, en tanto los procesos que se desjudicializan alcanzaron el 17%, por lo que la baja combinada por ambos aspectos sería del 38% sobre la carga laboral de Familia a nivel nacional. En el Anexo N° 3 se presentan los cálculos realizados para ambos tipos de asuntos.

Seguidamente se presentan los efectos de los tres aspectos comentados sobre la entrada de los juzgados de familia del país; para ello se agruparon los despachos en bloques según su competencia material.

Juzgados de Familia (especializados)

En este bloque de despachos se ubicaron 13 juzgados de familia:  Primero de San José; Segundo de San José; Familia, Niñez y Adolescencia; Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea); Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados); Primer Circuito Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón); Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela); Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos); Cartago; Heredia; Puntarenas; Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica (Limón) y Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí). Los cálculos realizados se muestran en el Anexo N° 4 del presente estudio.
Además, se incluyó la materia de Familia del Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia), por reunir niveles de entrada (promedio mensual de asuntos ingresados) suficientes para justificar la conformación de un juzgado especializado en esa materia. Esto obedece a que la entrada promedio mensual de casos de Violencia Doméstica en Liberia (103 asuntos) es similar a la del despacho especializado en Violencia Doméstica de San Carlos (100 asuntos).
Esa información se complementó con la cantidad de juezas o jueces y de técnicas o técnicos judiciales por cada despacho, a fin de establecer los valores promedio mensual de asuntos entrados (actual y esperado). También se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en Familia (para este bloque de juzgados), a saber, 47 por jueza o juez y de 24 por técnica o técnico judicial, para definir la cantidad adecuada de puestos que deberían tener los despachos indicados luego de las disminuciones esperadas en sus niveles de entrada mensual. 
En términos generales, los mayores descensos de los asuntos sumarios se observaron en el Primer Circuito Judicial de San José (81 asuntos al mes)
, Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea) con 47 asuntos por mes, Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela) con 42 asuntos al mes, Cartago con 53 asuntos por mes y Heredia con 55 asuntos por mes; el resto de despachos especializados obtuvo valores por debajo de los 27 asuntos al mes. Las disminuciones apuntadas sugieren la reubicación de los siguientes 30 puestos:
	Juzgados de Familia

(Especializados)
	Cantidad de Puestos a Reubicar

	
	TOTAL
	Jueza o

Juez
	Técnica o

Técnico Judicial

	TOTAL
	30
	11
	19

	Primero de San José
	3
	1
	2

	Segundo de San José 
	3
	1
	2

	Familia, Niñez y Adolescencia
	2
	0
	2

	II Circ. Judicial de San José (Goicoechea)
	3
	1
	2

	III Circ. Judicial de San José (Desamparados)
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Alajuela (Alajuela)
	2
	1
	1

	II Circ. Judicial de Alajuela (San Carlos)
	2
	1
	1

	Heredia 
	3
	1
	2

	Puntarenas
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Zona Atlántica (Limón)
	4
	1
	3

	II Circ. Judicial de Zona Atlántica (Pococí)
	2
	1
	1


Esto denota que en las 5 zonas mencionadas se tendrían niveles de entrada suficientes para valorar la conformación de despachos especializados en asuntos sumarios, en los términos propuestos por el CPF, los cuales se integrarían con parte del personal (profesional y de apoyo) de los juzgados de familia de las respectivas localidades, producto de las disminuciones mostradas en sus cargas laborales.
Por otra parte, en este bloque se identificó que San José tiene dos despachos de Familia con las mismas competencias territoriales y materiales, por lo que se analizó la posibilidad de modificar esa condición en procura de brindarle a las personas usuarias un mejor acceso a la justicia, en concordancia con los principios que promueve el CPF. En el Anexo N° 5 se incluye un ejercicio para determinar la distribución de la población entre las localidades que cubren actualmente los juzgados Primero y Segundo de Familia de San José, como criterio para estimar la forma de promover una separación de competencias territoriales y un reacomodo de las cargas laborales entre los actuales juzgados de familia de San José. 
Los resultados obtenidos denotan la posibilidad de mantener un despacho especializado en San José (con una carga laboral estimada del 40% de acuerdo con la población actual) y destacar el otro en Pavas, este último con la competencia territorial del distrito de Pavas, los cantones de Escazú y Santa Ana, así como el distrito de Colón del cantón de Mora (concentraría una carga laboral estimada del 60%).
Juzgados de Familia (mixtos de 2 materias)

En este grupo se identificaron 4 juzgados de familia y violencia doméstica: Segundo Circuito Judicial de Zona Sur (Corredores); Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón); Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) y II Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya). Cabe indicar que Liberia reúne niveles de trabajo suficientes en ambas materias que justifican especializarlas y conformar dos juzgados independientes.
De acogerse la propuesta anterior, la conformación de los nuevos juzgados de violencia doméstica y protección cautelar sería la siguiente:

CUADRO N° 9

ESTRUCTURAS DE PERSONAL PROPUESTAS PARA SEPARAR VIOLENCIA DOMÉSTICA Y FAMILIA EN

EL JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE LIBERIA

	Juzgado Mixto
	Estructura Actual
	Estructuras Propuestas

	
	
	Familia
	Violencia Doméstica

	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

5 Técnicos Judiciales 2
	1 Juez 3

1 Coordinador Judicial 2

2 Técnicos Judiciales 2
	1 Juez 3
1 Técnico Judicial 2 (plaza a recalificar a Coordinador Judicial 2)

3 Técnicos Judiciales 2 (debe crearse una plaza nueva extraordinaria)


FUENTE: Elaboración propia.

De igual forma, se incluyeron los despachos de Golfito, Grecia y Santa Cruz, ya que se tiene previsto separarles la materia Penal Juvenil para que, en adelante, esos casos sean atendidos por los despachos especializados de Corredores, San Ramón y Nicoya, respectivamente. Esto generará condiciones favorables al personal de esas localidades para atender la carga laboral en las dos materias restantes.
Por tratarse de despachos que conocen varias materias, los cálculos se realizaron bajo dos escenarios, uno con el impacto sobre la materia de Familia y el otro con el impacto sobre la carga laboral total. En el Anexo N° 6 se presentan los resultados obtenidos en ambos escenarios.

En términos generales, los mayores descensos de los asuntos sumarios se observaron en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia), con 17 asuntos al mes, Grecia (con 16 asuntos por mes), Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) y Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), estos dos últimos con 13 asuntos al mes (cada uno). Sin embargo, por tratarse de magnitudes inferiores a los 25 asuntos por mes, de momento no se estima pertinente reubicar plazas de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial hacia los juzgados que continuarían con su atención.
Juzgados de Familia (mixtos de 3 materias)

Bajo esta categoría tenemos dos grupos de despachos, uno que solamente tiene al Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita. Con motivo de la entrada en vigencia del Código Procesal Civil (a partir del 8 de octubre del 2018), se especializa la materia Civil por lo que, en adelante, el actual despacho seguirá conociendo los procesos laborales y de familia. Las estructuras de personal sugeridas en Hatillo serían las siguientes:
CUADRO N° 10
CAMBIOS PROPUESTOS PARA EL JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIÁN Y ALAJUELITA, A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LAS REFORMAS
PROCESALES EN LABORAL Y CIVIL

	Despacho
	Cantidad de Recurso humano actual
	Modificación
	Estructura Futura
	Cantidad de Recurso Humano Futuro

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

4 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Se especializa con la entrada en vigencia del CPC a partir del 08/10/2018
	Juzgado Civil de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	1 Juez 3

1 Coordinador Judicial 2

5 Técnicos Judiciales 2

	
	
	
	Juzgado Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

4 Técnicos Judiciales 2 (a)


NOTA: (a) Incluye la recalificación del puesto de Auxiliar de Servicios Generales 2.

FUENTE: Elaboración propia con datos suministrados por la Licda. Melissa Durán Gamboa y el Lic. Raúl Camacho Mora, Profesionales 2 a cargo de la implementación de las reformas procesales en Laboral y Civil.
El otro grupo incluye a 2 juzgados de familia, penal juvenil y violencia doméstica: Turrialba y Cañas. También se incluyó en este bloque al Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos (incluye Penal Juvenil y Violencia Doméstica), ya que se tiene previsto (con la entrada en vigencia del Código Procesal Civil, a partir del 8 de octubre del 2018) separarle las materias Civil y Trabajo para conformar un nuevo juzgado en esa zona, por lo que el actual despacho mixto (de 5 materias) se quedaría con la atención de familia, penal juvenil y violencia doméstica. Las estructuras de personal sugeridas en Quepos serían las siguientes:

CUADRO N° 11
CAMBIOS PROPUESTOS PARA EL JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE QUEPOS, A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LAS REFORMAS PROCESALES EN LABORAL Y CIVIL

	Despacho
	Cantidad de Recurso humano actual
	Modificación
	Estructura Futura
	Cantidad de Recurso Humano Futuro

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

4 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Se especializa con la entrada en vigencia del CPC a partir del 08/10/2018
	Juzgado Civil y Trabajo de Quepos
	1 Juez 3

1 Coordinador Judicial 2

3 Técnicos Judiciales 2

	
	
	
	Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Quepos
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

4 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2


FUENTE: Elaboración propia con datos suministrados por la Licda. Melissa Durán Gamboa y el Lic. Raúl Camacho Mora, Profesionales 2 a cargo de la implementación de las reformas procesales en Laboral y Civil.
Por tratarse de despachos que conocen varias materias, los cálculos se realizaron bajo dos escenarios, uno con el impacto sobre la materia de Familia y el otro con el impacto sobre la carga laboral total. En el Anexo N° 7 se presentan los resultados obtenidos en ambos escenarios.

En términos generales, los mayores descensos de los asuntos sumarios se observaron en Turrialba, con 9 asuntos al mes. Sin embargo, por tratarse de una magnitud inferior a los 25 asuntos por mes, de momento no se estima pertinente reubicar plazas de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial hacia los juzgados que continuarían con su atención.

Juzgados de Familia (mixtos de 5 materias)

En este grupo se identificaron 5 juzgados que conocen civil, trabajo, familia, penal juvenil y violencia doméstica: Puriscal; Buenos Aires; Osa; Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Sede Upala) y Sarapiquí. Cabe recordar que Buenos Aires y Upala también conocen materia agraria, sin embargo, para efectos del presente estudio se excluyó esa materia así como el personal otorgado (1 jueza o juez y 1 técnica o técnico judicial), debido al análisis que se está realizando por parte de la Dirección de Planificación del proyecto de ley denominado “Código Procesal Agrario” que también se encuentra en la Asamblea Legislativa.
Dentro de este bloque de despachos se tiene previsto (con la entrada en vigencia del Código Procesal Civil, a partir del 8 de octubre del 2018) fortalecer las estructuras de personal de Puriscal, Osa y Upala, tal como se observa de seguido:
CUADRO N° 12
CAMBIOS PROPUESTOS PARA LOS JUZGADOS MIXTOS DE FAMILIA DE PURISCAL, BUENOS AIRES, OSA, UPALA Y SARAPIQUÍ, A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LAS REFORMAS
PROCESALES EN LABORAL Y CIVIL

	Despacho
	Cantidad de Recurso humano actual
	Modificación
	Estructura Futura
	Cantidad de Recurso Humano Futuro

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

3 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Nombre del despacho a partir del 25/07/2017 y se asigna más personal (1 Juez y 1 Técnico Judicial)
	Se mantiene
	3 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2
4 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

3 Técnicos Judiciales 2
	Sin cambios
	Se mantiene
	Se mantiene

	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa
	1 Juez 3

1 Coordinador Judicial 2

3 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Se asigna más personal (1 Juez)
	Se mantiene
	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

4 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2

	Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala
	3 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

5 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Nombre del despacho a partir del 25/07/2017 y se asigna más personal (1 Técnico Judicial)
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala (a)
	3 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

6 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2

	Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí
	3 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

5 Técnicos Judiciales 2

1 Aux. Serv. Generales 2
	Sin cambios
	Se mantiene
	Se mantiene


(a) Dentro del estudio de impacto del proyecto de ley de “Código Procesal Agrario”, se recomendó la especialización de la materia agraria en Upala, siendo aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria del 26 de abril del 2017.

FUENTE: Elaboración propia con datos suministrados por la Licda. Melissa Durán Gamboa y el Lic. Raúl Camacho Mora, Profesionales 2 a cargo de la implementación de las reformas procesales en Laboral y Civil.

Cabe aclarar que los costos asociados con las plazas adicionales para Puriscal, Osa y Upala, no tendrán repercusiones dentro del presente estudio por cuanto serán considerados en las valoraciones de impacto institucional de las mencionadas reformas. 

Por tratarse de despachos que conocen varias materias, los cálculos se realizaron bajo dos escenarios, uno con el impacto sobre la materia de Familia y el otro con el impacto sobre la carga laboral total. En el Anexo N° 8 se presentan los resultados obtenidos en ambos escenarios.

En términos generales, los mayores descensos de los asuntos sumarios se observaron en Puriscal y Buenos Aires, con 9 y 6 asuntos al mes. Sin embargo, por tratarse de una magnitud inferior a los 25 asuntos por mes, de momento no se estima pertinente reubicar plazas de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial hacia los juzgados que continuarían con su atención.

Por otra parte, al comparar la carga laboral total del actual Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires con la de los despachos homólogos se evidenció no solo que sería el único despacho con una plaza de Jueza o Juez, sino que además ese profesional y el personal de apoyo tendrían los mayores niveles de trabajo dentro de este grupo. Por tanto, se propone la creación de una plaza profesional más y otra de Técnica o Técnico Judicial 2, con carácter extraordinario, a fin de verificar a posteriori si las expectativas de carga laboral se cumplen en la realidad.

Para cubrir esos requerimientos, se recomienda utilizar la plaza de Jueza o Juez 3 y la de Técnica o Técnico Judicial 2 del Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) que se proponen redistribuir por la baja en los asuntos sumarios. Si bien esta solución busca aprovechar los recursos institucionales existentes para evitar la menor creación posible de plazas nuevas, producto de los cambios en las cargas de trabajo, se estima que la Dirección de Gestión Humana deberá valorar la factibilidad real de efectuar los traslados sugeridos, mediante la revisión de los términos o condiciones establecidos al momento de sacar a concurso los puestos que conforman el actual Juzgado de Familia de Pérez Zeledón.
6.1.4. Situación de los Juzgados de Violencia Doméstica (especializados y mixtos)

El proyecto de ley del CPF incorpora una adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial, específicamente el artículo 121 bis, referente a la competencia material de los “Juzgados de violencia doméstica y de protección cautelar”, donde se establece que conocerían todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con discapacidad. Es importante aclarar que la actual Ley Contra la Violencia Doméstica continuaría vigente cuando entre en vigencia el CPF, siendo novedad la inclusión de los procesos de protección cautelar a favor de personas con discapacidad (en aquellos casos donde el presunto agresor no pertenezca al núcleo intrafamiliar).
Por tanto, el impacto del CPF en los juzgados de violencia doméstica radicaría en cambios a nivel de nomenclatura y en la nueva atribución conferida, la cual de momento resulta difícil estimar su comportamiento futuro sobre la carga laboral por su carácter novedoso dentro del Poder Judicial. Sin embargo, se percibe que por su naturaleza los procesos de protección cautelar podrían tener una baja incidencia sobre el ingreso de casos en estos despachos
. 
6.1.5. Situación de los Juzgados de Pensiones Alimentarias (Especializados y Mixtos)
La materia de Pensiones Alimentarias es atendida actualmente en el Poder Judicial bajo tres modalidades: juzgados especializados, juzgados que operan bajo la Plataforma Integrada de Servicios de Atención a las Víctimas (PISAV) y juzgados mixtos. A partir de esta realidad se analizó la propuesta del proyecto de CPF de crear nuevos despachos que conocerían los asuntos sumarios de Familia. Seguidamente se abordan cada uno de esos bloques de juzgados competentes en Pensiones Alimentarias.

6.1.5.1 Juzgados de Asuntos Sumarios de Familia (especializados)
El Código Procesal de Familia estipula en su artículo 119 la creación de los juzgados de asuntos sumarios de familia, lo que implica establecer las condiciones en las diferentes zonas del país que justificarían su conformación, en forma especializada o como parte de los juzgados existentes que conocen la materia de Pensiones Alimentarias. Entre los criterios a seguir se tiene la magnitud de la carga de trabajo esperada de asuntos sumarios por zona, por cuanto a mayor volumen de trabajo resultaría válida la creación de los referidos juzgados especializados para su atención.

Conforme lo establece el mencionado proyecto, los juzgados propuestos serían despachos jurisdiccionales de primera instancia que asumirían los asuntos sumarios de los actuales juzgados de Familia del país, por lo cual se propone utilizar como parámetro que la zona genere al menos un ingreso anual de 350 procesos (casi 31 asuntos nuevos por mes), para crear un despacho especializado con una estructura mínima, esto considerando que el objetivo que se persigue es procurar en la mayoría de los casos una mayor accesibilidad a la materia y el acercamiento de la justicia a las personas usuarias.  De igual forma, si se reporta una entrada de asuntos por debajo del parámetro indicado lo que se sugiere es trasladar la competencia de los asuntos sumarios de Familia a los juzgados mixtos regionales (preferiblemente que conozcan pensiones alimentarias) que operen en el respectivo territorio.

De acuerdo con lo anterior, y con base en el análisis de los datos estadísticos correspondientes al 2016, se identificaron cinco zonas del país que cumplen con el parámetro descrito. Por tanto, la propuesta para conformar juzgados especializados en asuntos sumarios de Familia sería la siguiente:

Cuadro N° 13
Promedio mensual de asuntos entrados por Jueza o Juez y por Técnica o 

Técnico Judicial en Asuntos Sumarios de Familia
	Juzgados de Asuntos Sumarios

de Familia
	Asuntos

Entrados

(a)
	Juezas o Jueces 
	Personal de apoyo

	
	
	Cantidad 
	Promedio Mensual
	Cantidad

(b)
	Promedio Mensual

	Primer Circ. Jud. de San José (San José)
	373
	1
	33,01
	2,5
	13,2

	Segundo Circ. Jud. de San José (Goicoechea)
	580
	2
	25,66
	4,5
	11,4

	Primer Circ. Jud. de Alajuela (Alajuela) 
	410
	1
	36,26
	2,5
	14,5

	Cartago 
	351
	1
	31,03
	2,5
	12,4

	Heredia 
	480
	1
	42,48
	3,5
	12,1


(a) Abarca todo el 2016; los datos del cuarto trimestre son preliminares. (b) Corresponde a los puestos de Técnica o Técnico Judicial; además se incluye a la Coordinadora o Coordinador Judicial (0,5).

FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística. 
Cabe indicar que la propuesta anterior es consecuente con las 5 zonas identificadas en el aparte Juzgados de Familia (especializados) del punto 6.1.3 anterior, que mostraron los mayores descensos de asuntos sumarios.
En cuanto al circulante vigente de asuntos sumarios, el Transitorio II del proyecto de CPF indica que “Los procesos que estuvieran pendientes a la entrada en vigencia de este Código se tramitarán, en cuanto sea posible, ajustándolos a la nueva legislación, procurando aplicar las nuevas disposiciones y armonizándolas, en cuanto cupiera, con las actualizaciones ya practicadas”. Al respecto el Lic. Jiménez Mata expresó que la Comisión de la Jurisdicción de Familia deberá dictar reglas prácticas que orienten la forma de abordar diferentes temas, entre ellos la forma de distribuir los asuntos sumarios que se encuentren activos, de acuerdo con su fase de tramitación (demostrativa, juicio y ejecución), para luego ser sometidas a conocimiento y aprobación del ente superior.
Para efectos de estimación, se toma como referencia el informe N° 35-PLA-PI-2015, aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 31-15, artículo XXVII, donde se utilizó una medida de asuntos entrados por Jueza o Juez de 41.4 asuntos entrados al mes y de 13.1 asuntos mensuales por Técnica o Técnico judicial, para definir los requerimientos de los Juzgados Especializados en Pensiones Alimentarias.

De acuerdo con el comportamiento de la carga de trabajo de los asuntos sumarios de Familia, solamente se visualiza las creación de cinco despachos especializados en asuntos sumarios, para los cuales se prevé una estructura profesional mínima conformada por una sola plaza de Jueza o Juez, a excepción del Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea), el cual por la carga de trabajo podría de disponer de dos plazas de juezas o jueces, al considerar que presenta un promedio mensual de 51,33 asuntos con un solo recurso, lo cual supera por mucho la media utilizada de 41,4 asuntos al mes por profesional.

Por su parte, el despacho especializado de Heredia de la misma manera presenta uno de los promedios mensuales más altos por jueza o juez con 42,4 asuntos, sin embargo, es semejante al promedio establecido como parámetro de 41,4 casos mensuales. Es importante destacar que para el nuevo juzgado de la zona de Heredia se consideró que asumiría los asuntos de las jurisdicciones de San Rafael, San Isidro y Santo Domingo. El resto de los despachos propuestos muestran promedios por debajo de la media establecida.

En el caso del recurso de apoyo para todos los efectos se considera una plaza de Coordinadora o Coordinador Judicial para cada despacho especializado en Asuntos Sumarios, los cuales se estiman por ser despachos con una estructura de personal relativamente pequeña, que podrá colaborar medio tiempo con la tramitología de los asuntos.

Para el recurso técnico se estableció un parámetro de 13,1 asuntos por mes, siendo que los despachos del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea) y Heredia son los que requerirán más de dos plazas de Técnica o Técnico Judicial adicionales al recurso del Coordinador o Coordinadora Judicial, esto con el objetivo de que los promedios no excedan por mucho la media establecida.

Es importante destacar, que para la conformación de estos despachos se requiere el traslado de recurso humano de los juzgados de Familia de esas localidades, y en caso de no ser suficientes, la creación de plazas nuevas (en forma extraordinaria). De la misma manera, para cada uno de los despachos sugeridos se deberán tomar las previsiones necesarias en cuanto al espacio físico, mobiliario y equipo. 

En el Anexo N° 9 se presentan los recursos que se asignarían (tanto plazas existentes de los juzgados de familia como plazas nuevas) a los juzgados de asuntos sumarios de Familia propuestos. En términos generales, estos nuevos juzgados ocuparían un total de 24 plazas, de las cuales 13 (54%) procederían de los actuales juzgados de familia del país, en tanto las 11 restantes (46%) tendrían que ser creadas, inicialmente con carácter extraordinario, a fin de verificar si el comportamiento de las cargas laborales en la realidad es concordante con las estimaciones realizadas en el presente informe, y en caso de ser necesario, efectuar los ajustes correspondientes en ejercicios presupuestarios posteriores.

Al respecto la Dirección de Gestión Humana deberá revisar la nomenclatura más adecuada para las plazas que conformarían estos despachos, ya que los puestos provenientes de los juzgados de familia tendrían categorías salariales superiores a las sugeridas para las plazas nuevas propuestas.

6.1.5.2 Juzgados de Asuntos Sumarios y Pensiones Alimentarias

Con la finalidad de dar un mayor aprovechamiento a las estructuras actuales de los juzgados especializados de pensiones alimentarias, en aquellas zonas donde la cantidad de asuntos sumarios de Familia es insuficiente para justificar la creación de un despacho especializado, se analiza la posibilidad de integrar los Asuntos Sumarios con los despachos que conocen la materia de Pensiones Alimentarias, considerando que ambos tipos de asuntos corresponden a la materia de Familia y además disponen del mismo superior para la segunda instancia; igualmente se considera que el trámite de los expedientes con el procedimiento oral-electrónico va a ser sumamente similar, con la implementación de las audiencias tempranas de conciliación. 

De la misma manera que se aplicó para los juzgados especializados de Asuntos Sumarios de Familia, para efectos de estimar las dotaciones de recurso humano en estos despachos, se toma como referencia el parámetro mensual de 41,4 asuntos entrados por Jueza o Juez y 13.1 asuntos por Técnica o Técnico Judicial. Por tanto, la propuesta para conformar Juzgados de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias, sería la siguiente:

Cuadro N° 14
Promedio mensual de asuntos entrados por Jueza o Juez y por Técnica o Técnico
Judicial en las materias de Pensiones Alimentarias
y Asuntos Sumarios
	Juzgados de Asuntos Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias
	Asuntos Entrados (a)
	Juezas o Jueces 
	Técnicas o Técnicos Judiciales

	
	Pensiones Alimentarias
	Asuntos

Sumarios Familia
	TOTAL
	Cant. 
	Promedio Mensual
	Cant.
	Prom. Mensual

	Juzgados de Pensiones Alimentarias (Especializados)

	Tercer Circ. Jud. de San José (Desamparados)
	2766
	193
	2959
	7
	37,4
	20
	13,1

	Primer Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	1286
	136
	1422
	3
	42,0
	10
	12,6

	Puntarenas
	1419
	184
	1604
	4
	35,5
	11
	12,9

	Primer Circ. Jud. de Zona Atlántica (Limón)
	1467
	99
	1566
	4
	34,6
	11
	12,6

	Segundo Circ. Jud. de Zona Atlántica (Pococí)
	1622
	99
	1721
	4
	38,1
	12
	12,7

	Juzgados de Pensiones Alimentarias (Mixtos)

	Segundo Circ. Jud. de Alajuela (San Carlos) (b)
	1847
	233
	2080
	5
	36,8
	14
	13,1

	Tercer Circ. Jud. de Alajuela (San Ramón) (b)
	1060
	74
	1134
	3
	33,4
	8
	12,5

	Grecia (d)
	800
	124
	924
	2
	40,9
	6
	13,6

	Turrialba (c)
	976
	99
	1075
	3
	31,7
	7
	13,6

	Primer Circ. Jud. de Guanacaste (Liberia) (b)
	1019
	103
	1122
	3
	33,1
	8
	12,4


(a) Abarca todo el 2016; los datos del cuarto trimestre son preliminares. (b) Para los despachos de San Carlos, San Ramón y Liberia, se debe considerar unir la materia Contravencional con la materia de Tránsito. (c) Para el despacho de Turrialba, se debe considerar separar las materias de Tránsito y Contravencional, después del impacto de la reforma Civil y Laboral. (d) Para el despacho de Grecia, se debe considerar unir la materia Contravencional y Cobratoria con el especializado de Tránsito, después del impacto de la reforma Civil y Laboral.

FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística. 

Además de los cinco despachos especializados en Pensiones Alimentarias (Desamparados, Pérez Zeledón, Puntarenas, Limón, y Pococí), en esta propuesta se incluye la posibilidad de unificar los procesos de Pensiones Alimentarias y Asuntos Sumarios bajo un solo despacho en las zonas de San Carlos, San Ramón, Grecia, Turrialba y Liberia, considerando que la carga de trabajo conjunta (de ambos procesos) permite la separación del resto de materias, por una parte, y procurando que la tramitación de esos asuntos de Familia no afecte los tiempos de atención en las otras materias.

Para determinar la viabilidad de crear los despachos de Asuntos Sumarios y Pensiones Alimentarias, se parte de identificar las zonas donde la suma de los asuntos entrados de ambas materias sea un aproximado de mil asuntos anuales, e igualmente se utilizan los parámetros mensuales de 41,4 asuntos por Jueza o Juez y 13.1 asuntos por Técnica o Técnico Judicial.

Con las estructuras propuestas, se estima que los despachos abordados quedarían en condiciones óptimas para asumir la atención de las dos materias. En lo que respecta a los puestos profesionales, únicamente el despacho de Pérez Zeledón quedaría con una carga laboral levemente superior al parámetro utilizado (con 42 asuntos mensuales), mientras que en Grecia el despacho tendría dos plazas de jueza o juez (con 40,9 asuntos mensuales por profesional), una menos que el modelo ideal establecido para los despachos orales-electrónicos de Pensiones Alimentarias, el cual incluye una plaza de jueza o juez conciliador, otra plaza de jueza o juez para realizar las audiencias de recepción de prueba y una plaza más de jueza o juez tramitador.
Por su parte, el recurso de apoyo se estimó con una media de 13,1 asuntos al mes por Técnica o Técnico Judicial, siendo que únicamente con los recursos propuestos los despachos que superan levemente esa media son los de Turrialba y Grecia con 13,6, por lo tanto, todos muestran promedios favorables para la atención de ambas materias.

En el Anexo N° 10 se presentan los recursos que se asignarían (tanto plazas existentes de los juzgados de familia como plazas a crear en forma extraordinaria) a los juzgados de asuntos sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias. En términos generales, la atención conjunta de ambas materias requeriría un total de 155 plazas, de las cuales actualmente existen 129 plazas (83%) destacadas en los juzgados de pensiones alimentarias y contravencionales de menor cuantía considerados
. La forma de cubrir los 26 puestos adicionales requeridos sería mediante el traslado de 8 plazas (5%) de los actuales juzgados de familia del país, en tanto las 18 restantes (12%) tendrían que ser creadas, inicialmente con carácter extraordinario, a fin de verificar si el comportamiento de las cargas laborales en la realidad es concordante con las estimaciones realizadas en el presente informe, y en caso de ser necesario, efectuar los ajustes correspondientes en ejercicios presupuestarios posteriores.
Al respecto la Dirección de Gestión Humana deberá revisar la nomenclatura más adecuada para las plazas que conformarían estos despachos, ya que los puestos provenientes de los juzgados de familia tendrían categorías salariales superiores a las sugeridas para las plazas nuevas propuestas.

6.1.5.3 Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Victima (PISAV)

En la idea original para la creación de los PISAV, se visualizó que dentro de la parte jurisdiccional de la Plataforma se conociera la materia de Familia; no obstante, al considerar las competencias y la segunda instancia no fue posible integrar esta materia en aquella oportunidad.

Sin embargo, con el proyecto del Código Procesal de Familia se separarían los asuntos sumarios de los Juzgados de Familia, lo que permitiría retomar esa visión inicial de los PISAV al asignarles la atención de los asuntos sumarios, logrando un mayor aprovechamiento de los recursos existentes y brindando un servicio integral a las personas usuarias. Por tanto, la propuesta para que las Plataformas Integradas de Servicios de Atención a la Victima conozcan los asuntos sumarios de Familia, sería la siguiente:

Cuadro N° 15

Promedio mensual de asuntos entrados por Jueza o Juez y por Técnica o Técnico Judicial en las materias de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Asuntos Sumarios
	Plataformas Integradas de

Servicios de Atención

a la Victima (PISAV)
	Asuntos Entrados (a)
	Jueces 
	Técnicos Judiciales

	
	Pensiones Alimentarias
	Asuntos

Sumarios de Familia
	Violencia Doméstica
	TOTAL
	Cantidad 
	Prom. Mensual
	Cant.
	Promedio

Mensual

	PISAV de Pavas
	991
	231
	988
	2210
	4
	48,9
	10
	19,6

	PISAV de La Unión
	1095
	149
	997
	2241
	4
	49,6
	10
	19,8

	PISAV de San Joaquín de Flores
	830
	120
	837
	1787
	3
	52,7
	8
	19,8

	PISAV de Siquirres
	1019
	62
	573
	1655
	3
	48,8
	8
	18,3


(a) Abarca todo el 2016; los datos del cuarto trimestre son preliminares. 
FUENTE: Elaboración propia con datos de la Sección de Estadística. 

Conforme a la metodología utilizada, en cuanto a los parámetros de los promedios por jueza o juez y por Técnica o Técnico Judicial, el cuadro anterior nos muestra las estructuras requeridas para que los PISAV atiendan los asuntos sumarios de Familia.

Propiamente, como se logra identificar en los cuatro despachos que ya están en funcionamiento (o se tiene previsto iniciar operaciones), muestra unos promedios muy similares, relativamente por debajo de la media de 41,4 asuntos al mes por jueza o juez, lo que hace prever estructuras profesionales idóneas para la atención de las tres materias jurisdiccionales, siendo las plataformas de Pavas y La Unión las que reportarían la mayor cantidad de asuntos entrados (en las tres materias).

En cuanto al personal de apoyo, igualmente el recurso propuesto presenta promedios muy similares al parámetro establecido de 13,1 asuntos al mes por técnica o técnico judicial, siendo igualmente las plataformas de Pavas y La Unión las que requerirían una mayor dotación de puestos.

En el Anexo N° 11 se presentan los recursos que se asignarían (tanto plazas existentes de los juzgados de familia como plazas a crear en forma extraordinaria) a los juzgados que conforman los equipos PISAV. 

En términos generales, la atención conjunta de las tres materias (Pensiones Alimentarias, Asuntos Sumarios de Familia y Violencia Doméstica) requeriría un total de 54 plazas, de las cuales actualmente existen 46 plazas (85%) destacadas en los juzgados de pensiones alimentarias y violencia doméstica considerados. La forma de cubrir los 8 puestos adicionales requeridos sería mediante el traslado de 7 plazas (88%) de los actuales juzgados de familia del país, en tanto la plaza restante tendría que ser creada, inicialmente con carácter extraordinario, a fin de verificar si el comportamiento de las cargas laborales en la realidad es concordante con las estimaciones realizadas en el presente informe, y en caso de ser necesario, efectuar los ajustes correspondientes en ejercicios presupuestarios posteriores.
Al respecto la Dirección de Gestión Humana deberá revisar la nomenclatura más adecuada para las plazas que conformarían estos despachos, ya que los puestos provenientes de los juzgados de familia tendrían categorías salariales superiores a las sugeridas para las plazas nuevas propuestas.

6.1.5.4 Juzgados Contravencionales y de Menor Cuantía del país (que conocen Pensiones Alimentarias)

Dentro de este bloque de despachos están aquellos que conocen cuatro o más materias (entre ellas Pensiones Alimentarias), conformado por aproximadamente 50 juzgados mixtos. Según las estimaciones efectuadas, el impacto esperado por la atención de los asuntos sumarios es muy bajo (inferior a 10 asuntos adicionales por mes, en promedio) en la mayoría de ellos, por lo que de momento no se estima pertinente asignar puestos específicos de Jueza o Juez 1 y de Técnica o Técnico Judicial 1 en cada uno de esos despachos judiciales.
No obstante, preocupa a la Dirección de Planificación que en la realidad ocurra un comportamiento diferente a las expectativas realizadas, de ahí que se recomienda la creación en forma extraordinaria, por todo el 2019, de un equipo de apoyo conformado por 5 Juezas o Jueces 1 y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1, adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a fin de que brinden apoyo a este bloque de juzgados mixtos que reporten niveles significativos de asuntos sumarios, a nivel nacional. La labor de estos recursos se someterá a planes de trabajo previamente elaborados, dándole atención prioritaria a los despachos con elevados niveles de circulante, para procurar la menor afectación a las personas usuarias.
6.1.6 Depuración de asuntos activos en los Juzgados de Familia
La Dirección de Planificación es del criterio que los asuntos activos de los juzgados de familia del país deberían ser objeto de revisión y depuración, especialmente para identificar la cantidad de asuntos sumarios que se mantienen activos y coadyuvar en su resolución, de previo a la entrada en vigencia del CPF, con el fin de contar con la menor cantidad posible de procesos de esa naturaleza.
Para ello, se recomienda igualmente la creación en forma extraordinaria, de un equipo de apoyo conformado por 3 Juezas o Jueces 3 y 3 Técnicas o Técnicas Judiciales 2, por todo el 2018, adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Su labor se enfocará prioritariamente en aquellos despachos con los mayores niveles de circulante, para ir cubriendo paulatinamente al resto de juzgados de familia, a nivel nacional. De igual forma, la labor de estos recursos será regulada por medio de planes de trabajo previamente elaborados, enfocando los esfuerzos inicialmente sobre los despachos con elevados niveles de circulante, para procurar la menor afectación a las personas usuarias.

6.2 Situación del ámbito Auxiliar de Justicia

6.2.1. Defensa Pública

Como se indicó en el apartado que explicó las principales implicaciones del Proyecto de este Código, el numeral 56 establece la obligatoriedad de que el Estado por medio de la Defensa Pública, brinde acompañamiento letrado a las personas usuarias que no cuenten con recursos económicos, sin distingo entre las partes, siendo que deberá atender por igual a demandantes como demandados.

Actualmente la Defensa Pública da el servicio de acompañamiento en los procesos de alimentos a la parte actora, conforme se han ido generando recursos para esta dependencia por medio de los proyectos de pensiones alimentarias orales-electrónicos.  En menor medida también asumen casos propiamente de Familia, pero siempre limitándose a dar el servicio a la parte actora, por cuanto en la mayoría de las ocasiones figura como la parte más vulnerable del proceso.

El recurso humano para materia de Familia con que cuenta actualmente la Defensa Pública es de 76 plazas de profesionales, avocados en su mayoría a la atención de los procesos de pensiones alimentarias, pero que resulta insuficiente para abastecer la demanda del servicio conforme lo requiere el proyecto de Ley.  Estas plazas cubren en su mayoría las zonas en que existen Juzgados de Pensiones Alimentarias especializados, que reciben alrededor del 40% del total casos entrados en esta materia, por consiguiente, está pendiente ampliar esta cobertura a las restantes zonas que representan el otro 60% de las causas, que se encuentran dispersas en todo el territorio nacional donde existe despachos mixtos de primera instancia que asumen de forma compartida la competencia en alimentos con otras materias.

Para el desarrollo de ejercicio de la estimación de la cantidad de recurso humano necesaria para dar asistencia letrada en los procesos de familia, se realizó en conjunto con la Defensa Pública un análisis de requerimientos basados en los siguientes supuestos:

· En la carga de trabajo de procesos de pensiones alimentarias se incorpora la entrada los procesos principales y los de modificación.

· Conforme al comportamiento histórico, se estima que la Defensa Pública asumirá el 70% del total de casos ingresados tanto de los procesos Sumarios como de Familia

· Se excluyen de la posibilidad de brindar patrocinio letrado a los asuntos de Violencia Doméstica y los procesos de divorcios por mutuo acuerdo.

· El acompañamiento para la parte actora cubrirá un 50% del que se brinde para la parte demandada.

· La cuota diaria de atención de demandas nuevas por cada plaza de Defensora o Defensor Público será de: 1,6 en los casos de pensiones alimentarias, 1,4 para los asuntos sumarios y 1,2 para los procesos de familia.

· La dotación de recurso humano de apoyo se estableció partiendo de que por cada 5 profesionales se requiere de un Auxiliar Administrativo y por cada 4 profesionales un Técnico Jurídico (a tiempo completo).

Partiendo de estas premisas se realizó un análisis pormenorizado por circuito judicial, valorando en primera instancia la carga de trabajo existente para determinar la cantidad requerida de recurso humano, pero también se ponderaron otras variables cualitativas como la complejidad de las causas y las distancias. 

Cuadro N°16

Estimación del recurso humano nuevo requerido pOR la Defensa Pública PARA LA

IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA

	CIRCUITO JUDICIAL Y
OFICINA
	MATERIA DE
PENSIONES ALIMENTARIAS
	MATERIA DE
ASUNTOS SUMARIOS
	MATERIA DE
FAMILIA
	TOTAL
	Auxiliares
Adminis-
trativos
	Técnicos
Jurídicos

	
	N°
Defensores
(Parte
Actora)
	N°
Defensores
(Parte
Obligada)
	N°
Defensores
(Parte
Actora)
	N°
Defensores
(Parte
demandada)
	N°
Defensores
(Parte
Actora)
	N°
Defensores
(Parte
demandada)
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL 
	33
	52
	14
	9
	19
	16
	143
	31
	39

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Primero de San José
	3
	4
	2
	1
	2
	1
	13
	3
	4

	Segundo de San José
	1
	3
	1
	1
	2
	1
	9
	2
	3

	Tercero de San José
	2
	6
	1
	1
	1
	1
	12
	2
	3

	Primero de la Zona Sur
	1
	2
	1
	0
	1
	1
	6
	1
	2

	Segundo de la Zona Sur
	3
	3
	0
	0
	1
	1
	8
	2
	2

	Primero de Alajuela
	2
	4
	1
	1
	1
	1
	10
	2
	3

	Segundo de Alajuela
	2
	3
	1
	1
	1
	1
	9
	2
	3

	Tercero de Alajuela
	3
	3
	1
	1
	1
	1
	10
	2
	3

	Cartago
	4
	5
	2
	1
	3
	2
	17
	4
	5

	Heredia
	4
	4
	1
	0
	1
	1
	11
	2
	3

	Primero de Guanacaste
	1
	3
	1
	0
	1
	1
	7
	2
	2

	Segundo de Guanacaste
	2
	2
	0
	0
	1
	1
	6
	1
	2

	Puntarenas
	3
	4
	1
	1
	1
	1
	11
	2
	3

	Primero de la Zona Atlántica
	1
	3
	1
	1
	1
	1
	8
	2
	2

	Segundo de la Zona Atlántica
	1
	3
	0
	0
	1
	1
	6
	1
	2


Bajo este escenario se garantiza la cobertura completa del servicio de atención de la Defensa Pública, con presencia en todo el país y un uso eficiente de los recursos destinados para tal fin, siendo incluso que en los casos en que se detectaron bajas cargas de trabajo, se conjuntó con otras zonas aledañas para que el Defensor se desplace de forma programada a los distintos lugares a recibir demandas, atender consultas y asistir a las audiencias señaladas en los Juzgados.

Actualmente la Defensa Pública tiene en su estructura 76 plazas para la atención de la parte actora en los procesos de alimentos, a los que se suman 33 plazas adicionales para completar la cobertura, con un total de 109 plazas. Además, se plantea la creación de 52 plazas para atender a la parte obligada, es decir solo para pensiones alimentarias es necesaria una estructura mínima de 161 plazas.

Para los procesos sumarios se estima la necesidad de crear 23 plazas (14 para atender la parte actora y 9 para la parte demandada) y 35 plazas para los procesos de Familia (19 parte actora y 16 parte demandada).

A pesar de que las estimaciones muestran una división de los procesos, el modelo práctico probablemente conlleve la concentración de todas plazas en cada oficina, ya que será recurrente que los defensores deban inhibirse de atender los casos, debido a que en ese momento o en el pasado representó a la otra parte en otro proceso, y esto obligará a una redistribución de los casos. Lo anterior obliga a que la Defensa Pública adapte sus sistemas de información para generar un control adecuado para minimizar este tipo de situaciones desde el inicio, de manera que se identifique si existen limitaciones que implique que la Defensora o Defensor deba atender un asunto en particular.
El costo anual de las 143 plazas de Defensor Público es de 7.734 millones de colones, mientras que el desembolso para el personal de apoyo es de 1.076 millones de colones, para un total general de 8.809 millones de colones. No obstante, para el primer ejercicio presupuestario se recomienda que la asignación de las plazas sea gradual, ya que resulta materialmente complicado llevar a cabo un proceso de reclutamiento y selección inmediato para tal cantidad de plazas, además de la correspondiente dotación de equipo y espacio físico que por lo general se concretan meses después del inicio del periodo presupuestario por los procesos de licitación y compra.

El modelo planteado mantiene un supuesto trascendental, que sostiene que la Defensa Pública no participará en los procesos de Violencia Doméstica; sin embargo, la ley no exime al Estado de brindar esta cobertura, y podría implicar que también deban destinarse recursos para este fin. Haciendo un ejercicio similar al planteado para el caso de los procesos de pensiones alimentarias, se estima que, si la Defensa Pública asume un 70% de las demandas de Violencia Doméstica, cuyo volumen ascendió a los 59.146 casos entre demandas y testimonios de pieza para el 2016, se requerirá de al menos 176 plazas nuevas de defensores, para atender a las dos partes del proceso conforme a los supuestos dados al inicio.  Esta estructura requiere de un presupuesto anual de 9.520 millones de colones adicionales a lo ya estimado, sin considerar aquí lo correspondiente al recurso humano de apoyo y al gasto variable que debe estimarse para los insumos de trabajo.

Lo mismo ocurre para el caso de los divorcios por mutuo consentimiento, dado que el análisis considera que se sigan atendiendo por medio de un abogado litigante, pero dado que se excluye la necesidad de que estos procesos se presenten con las formalidades actuales entre las que se destaca el uso de escritura pública, podría ser que las partes se presenten ante la Defensa Pública a solicitar patrocinio para iniciar el proceso en la vía judicial, que aunque representa un caso sin contención, requiere del tiempo del Defensor para la elaboración del escrito. No obstante, este tema resulta menos relevante, ya que para realizar esta función, deben ser centros autorizados por el Ministerio de Justicia y Paz.

Lo anterior implica, que la Corte Plena debe tomar una decisión respecto a la amplitud en que la Defensa Pública participará en su papel de patrocinador legal, limitando el marco de acción a los procesos Sumarios y los procesos de Familia, de manera que se excluyan los asuntos de Violencia Doméstica y los procesos de divorcio por mutuo consentimiento. De lo contrario el presupuesto que el Poder Judicial debe destinar anualmente para atender esta necesidad sería de al menos de 17.329.069.000 colones, solo en lo que a recurso humano se refiere.

Por otra parte, aunado a los requerimientos planteados, también se analizó la necesidad del reforzamiento administrativo de la Defensa Pública en el área de la Supervisión y la Coordinación, siendo que ahora existirá una estructura más extensa y robusta que comprende 219 plazas de Defensoras y Defensores distribuidas por todo el país, y actualmente solo existe una plaza de Coordinador para el área de Pensiones Alimentarias. Además, se requerirá reforzar las áreas de: selección de recurso humano, capacitación y disciplinaria.  La estructura requerida es la siguiente:

Cuadro N° 17

Requerimientos de recurso humano para el área 

administrativa de la Defensa Pública
	Tipo de Puesto
	Parte

Actora
	Parte

Demandada

	Defensora Pública Supervisora (o Defensor Público Supervisor)
	1
	1

	Defensora Publica Coordinadora (o Defensor Público Coordinador)
	0
	1

	Defensora Pública Supervisora (o Defensor Público Supervisor) de Selección de Recurso Humano
	1

	Defensora Pública Supervisora (o Defensor Público Supervisor) de Capacitación
	1

	Defensora Pública Supervisora (o Defensor Público Supervisor) de Asuntos Disciplinarios
	1


En virtud de que el servicio debe cubrir ambas partes del proceso, se propone la división del área de supervisión y coordinación, que se encargarán de girar los lineamientos en cada uno de los procesos. La capacitación, selección y el tratamiento de los aspectos disciplinarios serán servicios transversales.  Solo se destina una plaza de Defensor Coordinador adicional, ya que en la actualidad se cuenta con una en forma ordinaria. El costo de este recurso humano es de 345.754.000 colones anuales.
Las labores de selección de recurso humano que debe asumir el Defensor Supervisor destinado a esas funciones, deben estar apegadas a los lineamientos institucionales de la Dirección de Gestión Humana como órgano administrativo rector en esta área. La tarea primordial de esta plaza es definir los requerimientos técnicos-jurídicos que debe aplicarse para el proceso de selección para ocupar las plazas de Defensor, que consiste en la formulación de perfiles, evaluación y formatos de entrevistas, y la aplicación de las mismas.

Por su parte, los técnicos jurídicos brindan apoyo técnico especializado a las defensoras públicas y defensores públicos, en la revisión y estudio de expedientes, resoluciones, reglamentos y fuentes de información jurídica, con el fin de aportar datos útiles para fundamentar las actuaciones de esos profesionales. Para efectos de asignación, se ha establecido una proporción de un técnico jurídico por cada 4 profesionales destacados en una oficina determinada, bajo este parámetro se detectó la necesidad de 39 plazas de esta categoría distribuidas a nivel nacional conforme la estructura de las oficinas.

En cuanto a los auxiliares administrativos, sus labores se centran en brindar apoyo de tipo administrativo a las y los profesionales destacados en las oficinas de la Defensa Pública, atención a las personas usuarias, coordinación de citas, elaboración de oficios y documentos varios, entre otros. Como criterio de asignación de estos recursos, se ha definido una proporción estimada de un puesto de auxiliar administrativo por cada 5 profesionales asignados a una oficina específica, lo que resulta en un total 31 plazas distribuidas a nivel nacional conforme la estructura de las oficinas.

Por último, se enlista la necesidad de apoyar el área de investigación, con un mayor número de oficiales que colaboren en los procesos. De acuerdo con lo indicado por la Defensa Pública, las labores de los investigadores se fundamentan en la atención de la parte actora tanto en los procesos de pensiones alimentarias y la que se ha obtenido en los procesos de familia que se han tramitado, conforme a las solicitudes de los defensores y defensoras en la actual Unidad. La necesidad de ofrecer estos servicios ha surgido por la experiencia acumulada hasta el presente, donde ha sido frecuente que las personas usuarias no cuenten con los datos de las personas que van a demandar, sea por ocultamiento o ausencia de la parte; además los investigadores brindan apoyo para la búsqueda de prueba documental, pericial y testimonial, que permita aportar elementos válidos para elaborar la teoría del caso.
El origen de estas plazas estuvo orientado para apoyar a los defensores del área penal, que les ayudara a obtener información necesaria para la preparación de la teoría que fundamenta los casos y la estrategia de defensa, pero posteriormente fue necesario ampliar el marco de acción de estas plazas a otras áreas en que la Defensa Pública tenía participación, específicamente en la materia de pensiones alimentarias.  Este aspecto se hizo ver por parte del análisis que realizó la Dirección de Planificación durante el 2008, en la formulación del presupuesto 2009 (informe 91-PLA-CE-2008), señaló que dentro de las funciones desplegadas por los investigadores estaba el apoyo a la materia alimentaria, siendo incluso que se recomendó la creación de cuatro plazas adicionales, para generar dos equipos que cubrieran los circuitos judiciales de la zona sur y la zona atlántica. Lo anterior fue aprobado por el Consejo Superior en la Reunión de Trabajo de Presupuesto 2009, acta N° 7 del 2 y 3 de abril del 2008, artículo L.
Cuadro N° 18

Solicitudes ingresadas a la Unidad de Investigación de la

Defensa Pública durante el período 2014 al 2016

	Materia
	2014
	2015
	2016

	Pensiones
	543
	669
	430

	Familia
	19
	9
	11

	TOTAL
	562
	678
	441


FUENTE: Defensa Pública.
La mayor carga de trabajo la generan los asuntos de pensiones alimentarias, que en conjunto con los procesos de familia representan una tercera parte del total de asuntos que atiende la actual unidad.  Partiendo de que los asuntos de pensiones tienen su origen en apenas un 40% de las causas que ingresan, ya que en el 60% no hay participación de la Defensa, la cantidad de asuntos que ingresan a esta unidad aumentará considerablemente, que se estima será de entre 1100 y 1700 conforme la variabilidad de la demanda que existe hasta ahora. 
Dado que las labores de investigación se realizan en pareja por los protocolos policiales existentes, se hace el planteamiento de dotar de 12 plazas nuevas, es decir, que proporcionalmente implica la existencia de una pareja de investigación por cada 36 plazas de Defensor, y que se espera que tenga una carga de trabajo anual que vaya al menos 280 causas anuales.
El Proyecto de Ley incluye entre sus transitorios, que la parte orgánica en lo que respecta al artículo 56 entre a regir 24 meses después de su publicación en el diario oficial La Gaceta, lo que proporciona un margen de tiempo suficiente para el acoplamiento de las necesidades y cambios que implica esta normativa.  Con ello lo más prudente, es que los recursos que se determinaron necesarios para la Defensa Pública se incorporen en etapas, específicamente en dos periodos presupuestarios. Lo anterior se justifica por cuanto adicional al recurso humano, se deben incorporar la ejecución de los gastos variables, que implica la compra de equipo, alquileres, remodelaciones, entre otras, que requieren de un tiempo prudencial ya que muchos de estos deberán someterse a contrataciones por licitación. 
Por otra parte, el proceso de selección, reclutamiento y capacitación del recurso humano nuevo demandará una serie de labores que requieren de planeación y tiempo, por lo que se estima prudente realizarlo en dos etapas.

 Seguidamente se detalla la distribución de las plazas en dos ejercicios presupuestarios:

	Plazas
	Cantidad Total Estimada
	2018
	2019

	Defensor Público Coordinador
	1
	0
	1

	Defensor Público Supervisor
	5
	3
	2

	Defensor Público
	143
	33
	110

	Investigador de la Defensa Pública
	12
	6
	6

	Técnico Jurídico
	39
	8
	31

	Auxiliar Administrativo
	31
	6
	25

	TOTAL PLAZAS
	231
	56
	175


Basado en lo dispuesto en el transitorio para el ajuste en las variaciones orgánicas y en la expectativa de que esta normativa empiece a regir en octubre del 2018, se propone que el recurso asignado a la Defensa Pública se distribuya en dos periodos presupuestarios. De esta forma, un primer grupo de plazas se dotaría desde inicios del 2018, un segundo grupo en setiembre de ese mismo año (un mes previo a la implementación de la norma), para llevar a cabo todo el proceso de capacitación del recurso humano. Las restantes plazas se crearían durante el 2019 en tres etapas más, con un primer grupo de plazas que empezaría en enero, el segundo grupo en abril y el último grupo en julio, conforme el siguiente detalle.

	Etapas
	Mes de inicio
	Detalle de plazas

	Etapa I
	Enero 2018
	2
Defensor Público Supervisor (Selección de Recurso Humano y Capacitación)

	Etapa II
	Setiembre 2018
	1
Defensor Público Supervisor (Parte actora)

33
Defensor Público

6
Investigador de la Defensa Pública
8
Técnico Jurídico

6
Auxiliar Administrativo

	Etapa III
	Enero 2019
	2
Defensor Público Supervisor (Parte demandada y asuntos disciplinarios)

1
Defensor Público Coordinador

33
Defensor Público

6
Investigador de la Defensa Pública
9
Técnico Jurídico

7
Auxiliar Administrativo

	Etapa IV
	Abril 2019
	38
Defensor Público

11
Técnico Jurídico

9
Auxiliar Administrativo

	Etapa V
	Julio 2019
	39
Defensor Público

11
Técnico Jurídico

9
Auxiliar Administrativo


Conforme el cronograma anterior, se tiene previsto que en la primera etapa inicien funciones las plazas de Defensor Supervisor que se encargarán de planificar y ejecutar todo lo relativo al proceso de selección y capacitación.

En las etapas II y III se dotaría de todas las plazas de Defensor Público asociados a la cobertura del servicio para la parte actora, tanto en el tema de Pensiones Alimentarias, Asuntos Sumarios y los Procesos de Familia. En esas mismas etapas, se suplirá parte del recurso humano de supervisión y coordinación, la mitad de las plazas de investigador y un grupo de 30 plazas entre técnicos y auxiliares, proporcional a la cantidad de plazas profesionales asignadas.

En las etapas IV y V se completarán las restantes plazas, para poder atender a la parte demandada de los procesos.

Las etapas III, IV y V están separadas por un lapso de tres meses, considerando que por la capacidad operativa de la Defensa Pública se requiere ejecutar el proyecto de forma paulatina, considerando la logística que conlleva ejecutar para el reclutamiento y capacitación de los postulantes a Defensor Público, como se ha podido demostrar en experiencias anteriores, específicamente para la implementación de la reforma del Código de Trabajo. 

Para lo anterior será necesario que la Corte Plena disponga que el proceso de implementación del Código Procesal de Familia, conllevará la ejecución de dos etapas, en las que se establezca que el papel de la Defensa Pública se completará debidamente hasta el segundo año posterior a su entrada en vigencia.

Por último, es indispensable que la Defensa Pública incorpore dentro del Sistema de Seguimiento de Casos (SSC), los requerimientos de los procesos de familia, para que se acople como la herramienta de trámite, y que sirva de fuente para la generación de las estadísticas a partir de la entrada en vigencia de esta ley.

6.3 Situación del ámbito Administrativo

6.3.1. Departamento de Trabajo Social y Psicología (DTSP)
Tal como se indicó, el proyecto de CPF incorpora la adición del artículo 85 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, el otorgamiento de personal interdisciplinario auxiliar de justicia a cada uno de los juzgados de familia, de niñez y adolescencia y de violencia doméstica y protección cautelar del país, conformado por especialistas en Trabajo Social y en Psicología, con el deber de permanecer en cada despacho. Además, se menciona que ese equipo de trabajo puede laborar de forma única o compartida, sin perjuicio de que sus funciones las desarrollen otros profesionales adscritos a entes auxiliares del Poder Judicial, de cualquier otra institución estatal o profesionales privados.

La creación de estos recursos en los despachos judiciales implicaría un cambio en las condiciones vigentes, donde la totalidad de profesionales en esas disciplinas están adscritos de manera funcional y administrativa al Departamento de Trabajo Social y Psicología de la Dirección Ejecutiva. En el proyecto se plantea además que el referido departamento ejerza la supervisión técnica sobre los puestos destacados en los despachos.
Al respecto se conversó con las Máster Vanessa Villalobos Montero y Gina Ramón Fernández, Jefa a.í. y Subjefa a.í. del Departamento de Trabajo Social y Psicología, respectivamente, quienes mostraron su preocupación por los alcances del CPF, ya que promueve la adopción de esquemas de trabajo utilizados en el pasado con resultados negativos en cuanto a la eficiente utilización de los recursos institucionales. Esas y otras inquietudes fueron externadas por las jefaturas en los siguientes documentos:

· Oficio DTSP-508-2008 del 2 de junio de 2008, remitido a la Comisión Redactora del CPF;
· Oficio DTSP-995-2008 del 24 de noviembre de 2008, dirigido a la Corte Plena;
· Oficio DTSP-143-2009 del 5 de marzo de 2009, dirigido a la Sala Segunda (en su condición de Comisión Revisora del proyecto de CPF);

· Oficio DTSP-216-2016 del 13 de setiembre de 2016, remitido al Lic. Juan Luis Jiménez Succar, Presidente de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa.
En esos documentos se mencionan los beneficios alcanzados al contar con un ente institucional creado para administrar el recurso humano y delimitar las directrices técnico administrativas, en lo que compete a la intervención de las disciplinas de Trabajo Social y Psicología, las cuales se resumen en la atención y protección de los derechos de cada miembro del núcleo familiar, en un marco de independencia, objetividad e imparcialidad que debe prevalecer en cualquier intervención pericial requerida por las autoridades judiciales. 

Tratándose de las directrices técnico administrativas, el Departamento de Trabajo Social y Psicología procura que todos los profesionales de esas disciplinas laboren bajo los mismos lineamientos técnicos en todo el país, a través del uso de protocolos de intervención y disposiciones que rigen el trabajo en las diferentes materias que se atienden, los cuales se respaldan en los más de 60 años de experiencia en el ejercicio de las labores periciales dentro del Poder Judicial. Asimismo, se ha dispuesto que todos los profesionales en sus respectivos campos de especialidad ejerzan su labor de forma polifuncional, es decir, que conozcan de todas las gestiones remitidas por los despachos judiciales en las diferentes materias. 
En lo que respecta a la carga laboral del Departamento de Trabajo Social y Psicología, las citadas servidoras indicaron que las gestiones procedentes de los despachos jurisdiccionales representan un 30% de la entrada general de solicitudes, de ahí que el fuerte del volumen de trabajo se origine en otras instancias, tales como el Ministerio Público, área administrativa, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el Centro Infantil, entre otros. Sin embargo, la materia de Familia presenta el mayor nivel de complejidad por lo tanto requiere mayor tiempo y dedicación a la hora de realizar los peritajes. 
De la revisión hecha a las estadísticas del 2016, se determinó que el Departamento de Trabajo Social y Psicología registró un ingreso anual total de 32.377 gestiones, de las cuales 26.015 (80%) fueron solicitudes de peritajes, en tanto las 6.362 restantes (20%) fueron atenciones inmediatas civiles y penales. Ahora bien, los peritajes se desglosaron de la siguiente forma:
	MATERIA
	TOTAL
	%

	Violencia Doméstica
	7.975
	24

	Familia
	3.189
	10

	Pensiones Alimentarias
	676
	2

	Otros
	14.175
	44

	TOTAL
	26.015
	80


Por otra parte, al revisar la composición de los peritajes en Familia, resulta que 2.360 solicitudes (74%) están relacionadas con asuntos sumarios, mientras que 829 gestiones (26%) corresponden a otros procesos de esa materia.
Dado que el CPF propone crear equipos interdisciplinarios (1 profesional en Trabajo Social y 1 profesional en Psicología) en cada juzgado de familia, de niñez y adolescencia, y de violencia doméstica y protección cautelar del país, de forma única o compartida, bajo la supervisión técnica del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se procedió a identificar la cantidad de juzgados a nivel nacional que conocen esas materias, ya sea en forma especializada o mixta, estableciéndose dos escenarios preliminares:

· Existen 88 despachos con las competencias indicadas (41 juzgados conocen Familia y Violencia Doméstica, y 47 juzgados contravencionales atienden Violencia Doméstica). Conformar equipos de forma única en cada juzgado implicaría disponer de 176 profesionales solo para atender la jurisdicción de Familia, dotación que se considera elevada por cuanto superaría el número de plazas actuales del DTSP (143 profesionales). Además, existe el riesgo de incurrir en la subutilización de los recursos, según las cargas de trabajo propias de cada despacho.
· Los 41 juzgados que conocen Familia y Violencia Doméstica se distribuyen en 27 zonas del país; en la mayoría existe una oficina formal del DTSP. Conformar equipos de forma compartida en cada zona implicaría disponer de 54 profesionales. Esto permitiría ofrecer una atención mínima en todo el país, la cual podría ser insuficiente para cubrir las cargas de trabajo de cada zona. Además, el DTSP ya tiene recursos distribuidos en las diferentes oficinas regionales del país, para atender entre otras las gestiones remitidas por los juzgados de familia y violencia doméstica del país.
Por tanto, se percibe que el proyecto de CPF crearía dos modalidades de atención de los peritajes: una de carácter mixto o polifucional (el sistema de trabajo actual), y otra de tipo especializada o dedicada (profesionales asignados a juzgados).

Dado lo anterior, y con el fin de procurar un balance o equilibrio entre los dos escenarios preliminares descritos, de acuerdo con las posibilidades actuales del DTSP (según la distribución actual de los profesionales en todo el país) se formula la siguiente propuesta
:

· Conformar 33 equipos interdisciplinarios para cubrir los requerimientos de los 41 juzgados que conocen Familia y Violencia Doméstica, en las 27 zonas del país. Estos equipos laborarían ya sea de forma única (atención focalizada a un despacho específico de Familia, de Violencia Doméstica o de ambas materias) o compartida (atención a todos los despachos y oficinas judiciales de una zona específica), de acuerdo con las cargas de trabajo que prevalezcan en cada zona del país
.
· Para integrar esos 33 equipos de trabajo, se requiere disponer de 42 profesionales del actual Departamento de Trabajo Social y Psicología (21 en Trabajo Social y 21 en Psicología), a fin de conformar 21 equipos con los recursos existentes; para ello se considerarían aquellas zonas que cuenten con suficiente dotación de profesionales.
· Como complemento a lo anterior, se deben crear 24 plazas en forma extraordinaria (12 en Trabajo Social y 12 Psicología), adscritas a la Jefatura del Departamento, para conformar los 12 equipos adicionales, según los requerimientos de cada zona del país (cantidad de juzgados que conocen Familia y Violencia Doméstica).
· Los 33 equipos estarían adscritos al DTSP, para garantizar una efectiva supervisión técnica. Los despachos coordinarían directamente su labor con los equipos interdisciplinarios, para agilizar la atención de las solicitudes de peritajes y los señalamientos de las audiencias donde se presentarán los resultados de esos peritajes, en forma oral.
De acogerse esta propuesta, los 143 profesionales que actualmente atienden todas las gestiones de los despachos y oficinas judiciales (incluidos los despachos de Familia y Violencia Doméstica), se organizarían de la siguiente forma:
	MODALIDAD
	Cantidad de

Profesionales
	Proporción

(%)
	Plazas

Nuevas
	TOTAL

GENERAL

	Mixta (Actual)
	101
	71
	---
	101

	Dedicada (Propuesta del CPF)
	42
	29
	24
	66

	TOTAL
	143
	100
	24
	167


Las tareas encomendadas a los 33 equipos interdisciplinarios serían atender las solicitudes atinentes y compatibles con su profesión, remitidas por los juzgados de familia y violencia doméstica del país (especializados y mixtos). El resto del personal profesional se encargaría de brindar apoyo a los juzgados de pensiones alimentarias del país. Al adscribir todos los profesionales al DTSP se ejercerá la supervisión técnica de forma efectiva y permitirá revisar si las cargas laborales entre los dos sistemas de trabajo (mixto y dedicado) son suficientes para cubrir los requerimientos o gestiones ingresadas; de no ser así podría realizar ajustes en las cargas labores para evitar la subutilización de recursos institucionales.
Con las 24 plazas nuevas propuestas, el DTSP vería incrementada su dotación actual de profesionales en un 17% (al pasar de 143 a 167 puestos profesionales), lo cual le permitirá en principio elevar su capacidad operativa para atender la carga laboral actual y disponer de un margen para asumir eventuales aumentos en el ingreso de gestiones. 

Al respecto las jefaturas del Departamento de Trabajo Social y Psicología externaron su preocupación por la existencia de solicitudes pendientes de atención en las diferentes oficinas del país, aspecto que requiere ser atendido de previo a la entrada en vigencia del CPF. Pese a que de momento no se tienen datos estadísticos actualizados para medir la magnitud de esas solicitudes, y dentro de ellas cuáles corresponden a procesos relacionados con los asuntos sumarios, la Dirección de Planificación estima necesario que se implementen medidas tendientes a reducir ese cúmulo de solicitudes, entre ellas reforzar la partida presupuestaria correspondiente al pago de peritajes externos para afrontar la atención de esas gestiones, siendo necesario de previo una labor de revisión y depuración de esas solicitudes por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, a fin de identificar la cantidad real de gestiones en espera de estudios periciales por parte de los despachos judiciales, para resolver los expedientes.

Adicionalmente, el DTSP requiere la creación de al menos 2 puestos de “Supervisor de Apoyo en el Área de Psicología o Trabajo Social”, para fortalecer las funciones de supervisión técnica ejercidas por las tres plazas actuales. De esta forma, los 167 profesionales estarían a cargo de 5 puestos supervisores para una relación de 1 supervisor por cada 33 profesionales, aproximadamente
.
En cuanto a los puestos de apoyo, se estima que los 167 profesionales requieren la asistencia administrativa de aproximadamente 42 plazas de apoyo administrativo, para lograr una proporción de un puesto de apoyo por cada 4 profesionales. Actualmente el DTSP tiene 39 plazas administrativas, por lo que se requiere la creación de 3 plazas extraordinarias de “Auxiliar Administrativo”, en forma extraordinaria, adscritas a la Jefatura del Departamento.  
Finalmente, se recomienda evaluar los resultados de estos equipos un año después de su creación, para medir los rendimientos obtenidos y la viabilidad de la distribución sugerida. 
Cabe aclarar que la propuesta indicada fue expuesta a las jefaturas del Departamento de Trabajo Social y Psicología desde el pasado 6 de abril, sin embargo a la fecha no se han recibido observaciones sobre su contenido, por lo que no fue posible validarla con esa dependencia.

7. OTRAS CONSIDERACIONES

El análisis antes expuesto se puso en conocimiento de forma preliminar a otras instancias judiciales, a fin de que estimaran las implicaciones que tendría el proyecto de CPF en su gestión cotidiana y poder tomar las previsiones presupuestarias para el ejercicio económico del 2018. Entre esas dependencias están la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de Información, Defensa Pública, Dirección de Gestión Humana y la Escuela Judicial.

Los datos recibidos por esas instancias fueron incorporados en el presente estudio, dentro del aparte de “Costos Económicos por Gastos Variables” contenido en las recomendaciones del presente estudio. A continuación se presenta el detalle de las respuestas recibidas:
Dirección Ejecutiva

Con oficio N° 2078-DE-2017 del 2 de mayo último la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el detalle de costos de alquileres, remodelaciones y servicios públicos, así como mobiliario de despachos en nuevos locales de alquiler, con motivo de la reforma procesal de familia. Los cálculos cubren un período de 4 meses del 2018, que corresponde al último cuatrimestre del próximo año donde se prevé la entrada en vigencia del CPF.
Por otra parte, la Dirección Ejecutiva no tomó previsiones en cuanto a salas de audiencias para los nuevos despachos ni otra necesidad particular de espacio físico, por tratarse de requerimientos que no se contemplan en el modelo de trabajo que promueve la nueva normativa procesal de Familia.

En términos generales, las estimaciones contemplan un costo total (por concepto de gastos variables) de ¢313,136,209.28 colones, cuyo detalle se aporta en el Anexo N° 13 del presente estudio.
Dirección de Tecnología de Información

Mediante oficio 1706-DTI-2017, la Dirección de Tecnología de Información comunicó los requerimientos para la implementación del Código Procesal de Familia, los cuales se presentan en el Anexo N° 14 del presente estudio.

Defensa Pública

Mediante correo electrónico del 27 de abril anterior el Lic. Esteban Arguedas Madrigal, Profesional de la Administración de la Defensa Pública, remitió la estimación de costos para la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia. Se aclaró que los cálculos realizados tomaron en cuenta el impacto que tendría esa reforma en los casos de Violencia Doméstica ni en los divorcios por mutuo acuerdo. A continuación se indican los supuestos utilizados en esas estimaciones:

· En todos los lugares se requiere al menos de la apertura de una oficina nueva.

· Con base en el supuesto anterior se estimó la contratación de los servicios de vigilancia y limpieza. Asimismo, este supuesto fue la base para determinar los requerimientos presupuestarios para equipar las oficinas.

· Para determinar el monto por alquiler se tomó y se revisó el parámetro que la Dirección Ejecutiva definió para las estimaciones en materia Laboral: 14 m2  por defensor o defensora pública; 6 m2 por auxiliar y técnico o técnica jurídica; 35% de m2  adicional para áreas comunes , y $28 por m2 por mes.
En términos generales, las estimaciones contemplan un costo total (por concepto de gastos variables) de ¢1,938,130,557.80 colones, cuyo detalle se aporta en el Anexo N° 15 del presente estudio.
Dirección de Gestión Humana

Mediante correo electrónico del 29 de marzo de este año, la Dirección de Gestión Humana comunicó los requerimientos para la implementación del Código Procesal de Familia, los cuales se presentan en el Anexo N° 16 del presente estudio. Si bien en el documento presentado se incorporaron costos para las reformas Agraria y de Familia, en el presente estudio solo se consideró lo referente a esa última materia.
Escuela Judicial

Finalmente, la Escuela Judicial remitió por medio de correo electrónico del 21 de abril del presente año, los cálculos proyectados para la reforma procesal en materia de Familia para el año 2018, los cuales se presentan en el Anexo N° 17 del presente estudio.

Si bien dentro de los datos aportados se incluyó los cálculos para el año 2017 en lo que respecta a la elaboración del material didáctico, entre otras actividades, es dable indicar que esa información no se consideró por cuanto esos requerimientos debieron gestionarse en el 2016 para poder ejecutarlos en el presente año.
Dirección de Planificación

Por otra parte, y con base en la experiencia acumulada por la Dirección de Planificación en la implementación de las reformas al Código de Trabajo y el nuevo Código Procesal Civil, se estima necesario contar con la colaboración de 6 Profesionales 2, en forma extraordinaria y por todo el 2018, para ejecutar labores de diagnóstico y seguimiento de los despachos y oficinas judiciales que se verán involucrados con el proyecto de Código Procesal de Familia. 

8. RECOMENDACIONES

De conformidad con el análisis efectuado en los puntos precedentes, se formulan las siguientes recomendaciones:

Ámbito Jurisdiccional

8.1.  Con respecto al trámite de los exequátur y cartas rogatorias, se recomienda para la Sala Primera mantener el equipo de trabajo existente (1 Técnica de Sala de la Corte, 1 Técnico Judicial 3 y 1 Técnico Supernumerario), para que atienda todos los asuntos de esa naturaleza ingresados con anterioridad a la entrada en vigencia del CPF, así como aquellos procesos nuevos a partir del 8 de octubre del 2018 en las materias Civil y Contencioso Administrativa; además deberá apoyar en estas últimas materias a medida que disminuya el circulante de exequátur y cartas rogatorias.
Por otra parte, y considerando las adiciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial promovidas por la Ley N° 9342 (el nuevo Código Procesal Civil), se recomienda para la Sala Segunda crear un equipo de trabajo responsable de tramitar los procesos nuevos recibidos a partir del 8 de octubre de 2018 en las materias de Familia, Laboral y Pensiones Alimentarias; ese equipo se conformaría con recursos procedentes de la reforma procesal laboral (se dispuso la creación de 5 puestos de Profesional en Derecho 3 y 2 Técnicos Judiciales 3 para asumir esas y otras labores).
Estas recomendaciones fueron avaladas por los Magistrados Luis Guillermo Rivas Loáiciga (Presidente de la Sala Primera) y Orlando Aguirre Gómez (Presidente de la Sala Segunda).
8.2.  Dadas las disminuciones que se estiman tanto en las apelaciones de procesos sumarios y de procesos que se desjudicializan, así como en las apelaciones interlocutorias en los procesos (producto del sistema procesal promovido por el CPF), se recomienda para el Tribunal de Familia la reubicación de dos plazas profesionales de Jueza o Juez 4 en otras dependencias jurisdiccionales.
A partir de la entrada en vigencia del CPF, se deberá valorar la carga de trabajo del Tribunal de Familia para determinar la ubicación definitiva de esos dos puestos profesionales.
8.3.  Producto del efecto combinado entre la disminución en la entrada de primera instancia (por el traslado de los asuntos sumarios y la desjudicialización de procesos) y el aumento en los asuntos de segunda instancia (el conocimiento de los recursos de apelación de los asuntos sumarios), se recomienda para los siguientes Juzgados de Familia del país (especializados) la reubicación de los siguientes 30 puestos:

	Juzgados de Familia

(Especializados)
	Cantidad de Puestos a Reubicar

	
	TOTAL
	Jueza o

Juez 3
	Técnica o

Técnico Judicial 2

	TOTAL
	30
	11
	19

	Primero de San José
	3
	1
	2

	Segundo de San José 
	3
	1
	2

	Familia, Niñez y Adolescencia
	2
	0
	2

	II Circ. Judicial de San José (Goicoechea)
	3
	1
	2

	III Circ. Judicial de San José (Desamparados)
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón) 
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Alajuela (Alajuela)
	2
	1
	1

	II Circ. Judicial de Alajuela (San Carlos)
	2
	1
	1

	Heredia 
	3
	1
	2

	Puntarenas
	2
	1
	1

	I Circ. Judicial de Zona Atlántica (Limón)
	4
	1
	3

	II Circ. Judicial de Zona Atlántica (Pococí)
	2
	1
	1


Esta propuesta de reubicación de puestos parte de las disminuciones que se estima experimentarán los referidos juzgados de familia especializados en su carga de trabajo, y además procura que el impacto presupuestario de esta reforma procesal sea el menor posible mediante el aprovechamiento de los recursos institucionales existentes.

Sin embargo, se estima que la Dirección de Gestión Humana deberá valorar la factibilidad real de efectuar traslados de personal en la forma sugerida, mediante la revisión de los términos o condiciones establecidos al momento de sacar a concurso las plazas de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial que conforman esos juzgados de familia especializados del país. De igual forma, conviene que se consideren otras opciones como permutas entre puestos de igual categoría, que permitan disponer de puestos vacantes para reubicarlos en la forma sugerida.

8.4.  Al existir en el Primer Circuito Judicial de San José dos despachos de Familia con las mismas competencias territoriales y materiales (el Juzgado Primero de Familia de San José y el Juzgado Segundo de Familia de San José), se recomienda modificar el esquema organizativo vigente y aplicar el siguiente:
· Convertir el actual Juzgado Primero de Familia de San José en el “Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de San José”, el cual estará conformado por 2 Juezas o Jueces 3, 1 Coordinadora o Coordinador Judicial 2, 4 Técnicas o Técnicos Judiciales 2 y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2.

· Convertir el actual Juzgado Segundo de Familia de San José en el “Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana”, el cual estará conformado por 2 Juezas o Jueces 3, 1 Coordinadora o Coordinador Judicial 2, 4 Técnicas o Técnicos Judiciales 2 y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2.

· Asignar como competencia territorial a los dos juzgados propuestos la siguiente:

	Oficina
	Competencia Territorial
	Órgano Jurisdiccional que

conoce en Alzada

	Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de San José (San José).
	Familia: Abarca del cantón Central San José, los distritos del Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Uruca y Mata Redonda.
	Familia:

Tribunal de Familia.

	Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana.
	Familia:

Abarca del cantón Central San José el distrito de Pavas, los cantones de Escazú y Santa Ana, y del cantón de Mora el distrito de Colón.
	Familia:

Tribunal de Familia.


8.5.  Al determinarse que el actual Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) reúne niveles de trabajo suficientes en ambas materias para conformar dos juzgados independientes, se recomienda la creación del “Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Guanacaste” (Liberia), competente en materia de Familia, y la conformación del “Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste” (Liberia), competente en materia de Violencia Doméstica.

Para ello se deberá crear en forma extraordinaria 1 Técnica o Técnico Judicial 2, para el nuevo despacho de Violencia Doméstica en Liberia.

Con estos recursos se tendrían las siguientes estructuras de personal en cada juzgado especializado:

	Juzgado Mixto
	Estructura Actual
	Estructuras Propuestas

	
	
	Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)

	Juzgado de Familia y Violencia Doméstica I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)


	2 Jueces 3

1 Coordinador Judicial 2

5 Técnicos Judiciales 2
	1 Juez 3

1 Coordinador Judicial 2

2 Técnicos Judiciales 2
	1 Juez 3 

1 Técnico Judicial 2 (se debe recalificar a Coordinador Judicial 2)
3 Técnicos Judiciales 2 (incluye una plaza nueva a crear en forma extraordinaria)


8.6. Se recomienda que las competencias territoriales propuestas para los nuevos juzgados a crear en Liberia sean las siguientes:
	Oficina
	Competencia Territorial
	Órgano Jurisdiccional que

conoce en Alzada

	Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia).
	Familia: Abarca los cantones de Liberia, Bagaces y La Cruz.

	Familia:

Tribunal de Familia.

	Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia).
	Violencia Doméstica:

Abarca el cantón de Liberia.
	Violencia Doméstica:

Tribunal de Familia.


8.7. Si bien se estimó para el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires una reducción poco significativa por concepto de asuntos sumarios (6 procesos al mes en promedio), resulta que en la comparación de la carga laboral total con la de los despachos homólogos se evidenció condiciones desfavorables para el personal existente. Por tanto se recomienda la creación de una plaza profesional más y otra de Técnica o Técnico Judicial 2, con carácter extraordinario, a fin de verificar a posteriori si las expectativas de carga laboral se cumplen en la realidad.

Para cubrir esos requerimientos, se recomienda utilizar la plaza de Jueza o Juez 3 y la de Técnica o Técnico Judicial 2 del Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) que se proponen redistribuir por la baja en los asuntos sumarios.
8.8.  Producto de las nuevas atribuciones que le conferirá el proyecto de CPF a los juzgados de violencia del país competentes en violencia doméstica (la protección cautelar para personas adultas mayores y personas con discapacidad), según la propuesta de adición del artículo 121 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se recomienda modificar la nomenclatura de los despachos judiciales que conocen violencia doméstica para que, en adelante, se les identifique como “juzgados de violencia doméstica y de protección cautelar”. 

8.9. Con base en el análisis de los datos estadísticos correspondientes al 2016, se identificaron cinco zonas del país que registraron un ingreso anual de asuntos sumarios superior a 350 procesos (casi 31 asuntos nuevos por mes), lo que en criterio de la Dirección de Planificación sugiere la existencia de niveles de trabajo suficientes para la conformación de juzgados de asuntos sumarios de familia (especializados), según la adición del artículo 119 a la Ley Orgánica del Poder Judicial que plantea el proyecto de CPF.

Por tanto, se recomienda la creación formal de los siguientes despachos judiciales: 

	DESPACHO

PROPUESTO
	Estructura Propuesta 
	Procedencia de los Puestos Sugeridos

	
	
	Plazas de Juzgados de Familia
	Plazas a Crear

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (San José)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

del Primer Circuito

Judicial de San

José (San José)
	 1 Jueza o Juez 1
	1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado

Primero de Familia de San José) 
	 - 

	
	1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

Primero de Familia de

San José) (San José)

(puesto a recalificar)
	

	
	2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1 
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

Primero de Familia de
San José) (San José)

	1 Técnica o Técnico

Judicial 1
(extraordinaria)

	SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (Goicoechea)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

del Segundo Circuito

Judicial de San

José (Goicoechea)
	 2 Juezas o Jueces 1
	1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado

de Familia del Segundo Circ.

Jud. de San José) (Goicoechea) 
	1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

de Familia del Segundo

Circ. Jud. de San José)

(Goicoechea)

(puesto a recalificar)

	

	
	4 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

de Familia del Segundo

Circ. Jud. de San José)
(Goicoechea)
2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 2 (del Juzgado
de Familia, Niñez
y Adolescencia) 


	1 Técnica o Técnico

Judicial 1

(extraordinaria)

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (Alajuela)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

del Primer Circuito

Judicial de Alajuela

(Alajuela) 
	 1 Jueza o Juez 1
	1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado
de Familia del Primer
Circ. Jud. de Alajuela)

(Alajuela) 
	 - 

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado de Familia

del Primer Circ. Jud.

de Alajuela) (Alajuela) 

(puesto a recalificar)


	

	
	2 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1
	 
	2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1
(extraordinarias)



	CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

de Cartago 
	 1 Jueza o Juez 1
	 - 
	1 Jueza o Juez 1

(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	 1 Técnico Judicial 1

(del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba)

(puesto a recalificar)
	

	
	2 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1


	2 Técnicos Judiciales 1

(del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba)
	

	CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

de Heredia 
	 1 Jueza o Juez 1
	1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado

de Familia de Heredia) 
	 - 

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

de Familia de Heredia) 

(puesto a recalificar)
	-

	
	3 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1
	1 Técnica o Técnico

Judicial 2 (del Juzgado

de Familia de Heredia) 


	2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1

(extraordinarias)


Se recomienda que la Dirección de Gestión Humana realice las recalificaciones indicadas en el cuadro anterior, para completar las estructuras propuestas en los cinco circuitos judiciales mencionados.

De igual forma, para la conformación de los despachos recomendados se incluye personal procedente de los juzgados de familia del país, los cuales tienen categorías de puesto diferentes de las plazas nuevas propuestas. Por tanto, se recomienda que la Dirección de Gestión Humana revise esta situación y establezca la nomenclatura más adecuada para las plazas que en adelante pertenecerán a estos cinco nuevos juzgados.

8.10.  Se recomienda que las competencias territoriales propuestas para los nuevos juzgados de asuntos sumarios de familia sean las siguientes:
	Oficina
	Competencia Territorial
	Órgano Jurisdiccional que

conoce en Alzada

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de San José (San José).
	Asuntos Sumarios:

Abarca del cantón Central de San José, los distritos del Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Mata Redonda y Uruca.

	Asuntos Sumarios:

Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de San José (San José)


	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea).
	Asuntos Sumarios:

Abarca los cantones de Goicoechea, Moravia, Vásquez de Coronado, Tibás, Montes de Oca y Curridabat.

	Asuntos Sumarios:

Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea).

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela).
	Asuntos Sumarios:

Abarca el cantón Central de Alajuela, excepto el distrito 14, Sarapiquí.
	Asuntos Sumarios:

Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela).

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago.
	Asuntos Sumarios:

Abarca los cantones, Central de Cartago, Oreamuno y el Guarco.
	Asuntos Sumarios:

Juzgado de Familia de Cartago.

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia.
	Asuntos Sumarios:

Abarca los cantones, Central de Heredia, Barva, San Pablo, San Rafael, San Isidro y Santo Domingo.
	Asuntos Sumarios:

Juzgado de Familia de Heredia.


8.11.  En cuanto al requerimiento de espacio físico para el Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de San José (San José), se recomienda utilizar el espacio físico que liberaría el actual Juzgado Segundo de Familia de San José, debido a la recomendación hecha en el presente estudio de convertirlo en el Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana, lo cual obligará a buscarle un local nuevo en la zona de Pavas.
8.12.  A fin de brindar un mayor aprovechamiento a las estructuras actuales de los juzgados especializados de pensiones alimentarias, especialmente en aquellas zonas donde la cantidad de asuntos sumarios de Familia se estimó que será insuficiente para justificar la creación de despachos especializados en asuntos sumarios de familia, se recomienda asignar la atención de los asuntos sumarios de familia a los siguientes despachos judiciales:
	DESPACHO
	Estructura Propuesta 
	Recursos Disponibles
	Recurso Faltante
	Procedencia de los Puestos Sugeridos

	
	
	
	
	Plazas de Juzgados de Familia
	Plazas a Crear

	TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (Desamparados)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito

Judicial de San

José (Desamparados)

(a)
	 7 Juezas o Jueces 1
	 5 Juezas o Jueces 1
	2 Juezas o Jueces 1
	1 Jueza o Juez 3

1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado de Familia del Tercer Circ. Jud. de San José) (Desamparados)
	1 Jueza o Juez 1

(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	

	
	20 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	19 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	1 Técnica o Técnico

Judicial 1
	
	

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ZONA SUR (Pérez Zeledón)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito

Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón)

(b)
	 3 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	-
	-
	-

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	-
	-
	-

	
	10 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	10 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	 - 
	-
	-

	CIRCUITO JUDICIAL DE PUNTARENAS

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias de Puntarenas

(c)
	 4 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1 
	1 Jueza o Juez 3

 (del Juzgado de Familia de Puntarenas)
	 - 

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	 - 
	 - 

	
	11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	 - 
	 - 
	 - 

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ZONA ATLÁNTICA (Limón)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica

(Limón)

(d)
	 4 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1 
	1 Jueza o Juez 3

 (del Juzgado de Familia del Primer Circ. Jud. de Zona Atlántica (Limón)
	 - 

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	 - 
	 - 

	
	11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	 - 
	 - 
	 - 

	SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE ZONA ATLÁNTICA (Pococí)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica

(Pococí)

(e)
	 4 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1 
	1 Jueza o Juez 3

1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Zona Atlántica) (Pococí) 
	 - 

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	 - 

	
	12 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	10 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	
	1 Técnica o Técnico Judicial 1

(extraordinaria)

	SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (San Carlos)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela

(San Carlos)

(f)
	 5 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	2 Juezas o Jueces 1
	1 Jueza o Juez 3
1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Alajuela)

(San Carlos)
	1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	-
	
	-

	
	14 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	6 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	
	5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

	TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (San Ramón)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela

(San Ramón)

(g)
	 3 Juezas o Jueces 1
	 2 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1
	-
	1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	-
	-

	
	8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	-
	3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias de Grecia

(h)
	 2 Juezas o Jueces 1
	 2 Juezas o Jueces 1
	 - 
	
	 - 

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	 - 

	
	6 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	4 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	
	2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)



	CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias de Turrialba

(i)
	 3 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 - 
	
	-

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	-

	
	7 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	10 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1 (j)
	
	-

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (Liberia)

	Juzgado de Asuntos

Sumarios de Familia

y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
(Liberia)

(k)
	 3 Juezas o Jueces 1
	 2 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1 
	
	1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	 - 

	
	8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
	
	3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1

(extraordinarias)


(a) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados). (b) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón). (c) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas. (d) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica (Limón). (e) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí). (f) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (g) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (h) Es el actual Juzgado de Cobro, Contravencional y Menor Cuantía de Grecia. En este despacho posterior a las reformas se deben unir con Tránsito, las materias Contravencional y Cobratoria. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (i) Es el actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba. En este despacho posterior a las reformas se debe separar las materias Contravencional y Tránsito. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (j) Las 3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1 de más del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba, podrían destacarse en el Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago. (k) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.
Dado que la conformación de los despachos recomendados incluye personal procedente de los juzgados de familia del país, los cuales tienen categorías de puesto diferentes de las plazas nuevas propuestas, se recomienda que la Dirección de Gestión Humana revise esta situación y establezca la nomenclatura más adecuada para las plazas que en adelante pertenecerán a estos nuevos juzgados.

8.13.  A fin de consolidar las estructuras actuales de los juzgados de pensiones alimentarias y violencia doméstica del país que operan bajo la modalidad PISAV (Pavas, La Unión, San Joaquín de Flores y Siquirres), y así brindar un servicio integral a las personas usuarias en materia de familia, se recomienda asignar la atención de los asuntos sumarios de familia a los siguientes despachos judiciales:
	DESPACHO
	Estructura Propuesta 
	Recursos Disponibles
	Recurso Faltante
	Plazas de Juzgados Familia
	Plazas a crear

	PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (San José)

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones

Alimentarias y Violencia

Doméstica de Pavas (PISAV) (a)
	 4 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1
	1 Jueza o Juez 3

1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado Segundo de

Familia de San José) 
	-

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	-
	
	

	
	10 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	9 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	1 Técnica o Técnico

Judicial 1 
	
	

	CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones

Alimentarias y Violencia

Doméstica de La Unión

(PISAV) (b)
	 4 Juezas o Jueces 1
	 3 Juezas o Jueces 1
	 1 Jueza o Juez 1
	2 Técnicas o Técnicos

 Judiciales 2

(del Juzgado de Familia del

I Circ. Jud. de Zona

Atlántica) (Limón)
	1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	-
	
	-

	
	10 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	8 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	2 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	
	-

	CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones

Alimentarias y Violencia

Doméstica de San Joaquín

de Flores (PISAV) (c)
	3 Juezas o Jueces 1
	3 Juezas o Jueces 1
	 - 
	1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado Segundo

de Familia de San José)

1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado de Familia

de Puntarenas)
	-

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	

	
	8 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	6 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	2 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1
	
	

	SEEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLÁNTICA (Pococí)

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones

Alimentarias y Violencia

Doméstica de Siquirres

(PISAV) (d)
	3 Juezas o Jueces 1
	3 Juezas o Jueces 1
	 - 
	1 Técnica o Técnico Judicial 2

(del Juzgado de Familia

del I Circ. Jud. de

Zona Atlántica)

(Limón) 
	-

	
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	1 Coordinadora o

Coordinador Judicial 1
	 - 
	
	

	
	8 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	7 Técnicas o Técnicos

Judiciales 1 
	1 Técnica o Técnico

Judicial 1
	
	


(a) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Pavas (PISAV). (b) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión (PISAV). (c) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores. (d) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres.
Tal como fuera consignado, la Dirección de Gestión Humana deberá valorar la factibilidad real de efectuar traslados de personal en la forma sugerida, mediante la revisión de los términos o condiciones establecidos al momento de sacar a concurso las plazas de Jueza o Juez y de Técnica o Técnico Judicial que conforman esos juzgados de familia especializados del país. De igual forma, conviene que se consideren otras opciones como permutas entre puestos de igual categoría, que permitan disponer de puestos vacantes para reubicarlos en la forma sugerida.

8.14. De momento no se recomienda la asignación de puestos específicos de Jueza o Juez 1 y de Técnica o Técnico Judicial 1 en cada uno de los juzgados contravencionales y de menor cuantía del país (que conocen pensiones alimentarias), ya que el impacto esperado por la atención de los asuntos sumarios es muy bajo (inferior a 10 asuntos adicionales por mes, en promedio) en la mayoría de ellos.
No obstante lo anterior, se recomienda a partir del 2019 la creación en forma extraordinaria, de un equipo de apoyo conformado por 5 Juezas o Jueces 1 y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1, adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a fin de que brinden apoyo a este bloque de juzgados mixtos, en caso de que ocurra un comportamiento diferente a las expectativas realizadas.
8.15.  Con el fin de revisar y depurar los asuntos activos en los juzgados de familia del país, especialmente en lo referente a procesos sumarios activos para coadyuvar en su resolución, de previo a la entrada en vigencia del CPF, se recomienda la creación en forma extraordinaria, de un equipo de apoyo conformado por 3 Juezas o Jueces 3 y 3 Técnicas o Técnicas Judiciales 2, por todo el 2018, adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Su labor se enfocará prioritariamente en aquellos despachos con los mayores niveles de circulante, para ir cubriendo paulatinamente al resto de juzgados de familia.

8.16.  Para procurar el adecuado seguimiento a las labores de ejecución, coordinación e implementación de la reforma procesal de Familia, se recomienda convertir el actual permiso con goce de salario y sustitución otorgado al Lic. Alberto Jiménez Mata, en un puesto extraordinario de Jueza o Juez 3, por todo el 2018, adscrito al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

Ámbito Auxiliar de Justicia (Defensa Pública)
8.17.  Con el fin de cubrir los requerimientos iniciales de la Defensa Pública para atender las nuevas atribuciones que le conferirá el proyecto de CPF, se recomiendan los siguientes puestos nuevos y su distribución por periodos presupuestarios:
	Cantidad
	Tipo de Puesto
	Distribución del Recurso
(Periodos Presupuestarios)

	
	
	2018
	2019

	1
	Defensora Publica Coordinadora o Defensor Público Coordinador (parte demandada)
	0
	1

	2
	Defensoras Públicas Supervisoras o Defensores Públicos Supervisores (parte actora y parte demandada)
	1
	1

	1
	Defensora Pública Supervisora o Defensor Público Supervisor (Selección de Recurso Humano)
	1
	

	1
	Defensora Pública Supervisora o Defensor Público Supervisor (Capacitación)
	1
	

	1
	Defensora Pública Supervisora o Defensor Público Supervisor (Asuntos Disciplinarios)
	0
	1

	143
	Defensoras Públicas o Defensores Públicos
	33
	110

	12
	Investigadoras o Investigadores de la Defensa Pública
	6
	6

	39
	Técnicas Jurídicas o Técnicos Jurídicos
	8
	31

	31
	Auxiliares Administrativos
	6
	25

	231
	TOTAL PLAZAS
	56
	175


Los cálculos antes expuestos se realizaron bajo el supuesto de que la Defensa Pública no participará en los procesos de Violencia Doméstica; caso contrario, se requerirá de al menos 176 plazas nuevas de defensoras públicas o defensores públicos, para atender a las dos partes del proceso.
De igual forma, las estimaciones de recursos utilizaron como supuesto que la Defensa Pública no participará en los casos de divorcios por mutuo consentimiento y que seguirán siendo atendidos por medio de abogadas y abogados litigantes.

En ese sentido, se recomienda que la Corte Plena emita un pronunciamiento formal respecto de la amplitud en que la Defensa Pública participará en su papel de patrocinador legal, limitando el marco de acción a los procesos Sumarios y los procesos de Familia, de manera que se excluyan los asuntos de Violencia Doméstica y los procesos de divorcio por mutuo consentimiento.
Como elemento de referencia, se tiene que la propuesta inicial de recurso humano planteada por la Defensa Pública
 se hizo bajo dos escenarios: el primero planteaba un requerimiento de 294 plazas y un segundo escenario fue de 230 plazas, siendo que el último se asemeja al propuesto por la Dirección de Planificación conforme el planteamiento técnico desarrollado.

8.18. Se recomienda a la Corte Plena disponer que el proceso de implementación del Código Procesal de Familia para la Defensa Pública, se ejecute en cinco etapas durante dos periodos presupuestarios (dos etapas en el 2018 y tres etapas en el 2019), en el entendido que el papel de la Defensa Pública se completará debidamente hasta el segundo año posterior a la entrada en vigencia del CPF.
8.19.  Se recomienda que la Defensa Pública incorpore dentro del Sistema de Seguimiento de Casos (SSC), los requerimientos de los procesos de familia, pensiones alimentarias y asuntos sumarios (incluyendo la parte actora y la parte demandada de esos procesos), para que se acople como la herramienta de trámite, y que sirva de fuente para la generación de las estadísticas.

8.20. Dada la magnitud de plazas nuevas que requiere la Defensa Pública para brindar asistencia legal a ambas partes en los procesos de Familia, se recomienda que la Corte Plena valore la posibilidad de limitar la participación de la Defensa Pública en aquellas gestiones presentadas por la parte actora en las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y los asuntos sumarios. De esta forma, se requeriría una menor cantidad de profesionales (66 puestos nuevos) y de personal de apoyo (30 plazas). 

Ámbito Administrativo (Departamento de Trabajo Social y Psicología)
8.21.  A efecto de cubrir los requerimientos iniciales del Departamento de Trabajo Social y Psicología para afrontar las nuevas atribuciones que le conferirá el proyecto de CPF, según la adición del artículo 85 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se recomiendan los siguientes puestos nuevos (todos en forma extraordinaria, a partir de setiembre del 2018, adscritos a la Jefatura del Departamento de Trabajo Social y Psicología):
	Cantidad
	Tipo de Puesto
	Observaciones

	12
	Perito Judicial 2 (Trabajo Social)
	Conformar 12 equipos interdisciplinarios (apoyo a los juzgados de familia y violencia doméstica por zonas definidas).

	12
	Perito Judicial 2 (Psicología)
	

	2
	Supervisoras o Supervisores de Apoyo en el Área de Psicología o Trabajo Social
	Reforzar la labor actual y la esperada por los puestos nuevos, en las dos modalidades de trabajo (mixta y dedicada).

	3
	Auxiliar Administrativo
	Brindar apoyo a las y los profesionales en Trabajo Social y Psicología.


Con los 24 profesionales a crear se lograría la conformación de 12 equipos interdisciplinarios, para cubrir los requerimientos de los juzgados de familia y violencia doméstica del país, siendo necesaria la integración de 21 equipos adicionales con los recursos existentes en el Departamento de Trabajo Social y Psicología.

8.22.  Como complemento a lo anterior, y atendiendo a las dos modalidades de trabajo que tendrán los profesionales en Trabajo Social y en Psicología, a partir de la implementación del proyecto de CPF, se recomienda que el Departamento de Trabajo Social y Psicología disponga la utilización de 42 profesionales (21 en cada especialidad) para conformar los 21 equipos interdisciplinarios adicionales que le brindarán apoyo directo a los juzgados de familia y de violencia doméstica del país, en las 33 zonas identificadas en el presente estudio (el detalle se consigna en el Anexo N° 12).
8.23.  Se recomienda que los recursos nuevos para conformar los equipos interdisciplinarios se adscriban a la Jefatura del Departamento de Trabajo Social y Psicología, con el fin de garantizar una supervisión técnica más efectiva sobre este personal. Además, le permitirá revisar si las cargas laborales entre los dos sistemas de trabajo (mixto y dedicado) son suficientes para cubrir los requerimientos o gestiones ingresadas; de no ser así podría realizar ajustes en las cargas labores para evitar la subutilización de recursos institucionales.
De igual forma, se recomienda que la Corte Plena emita un pronunciamiento formal sobre la adscripción actual de todos los puestos de Perito Judicial 2 (Trabajador Social y Psicólogo), a efecto de que de forma paulatina (cuando adquieran condición de vacantes) sean igualmente adscritos a la jefatura del referido departamento, con el fin de brindarles el mismo tratamiento que actualmente tienen los puestos profesionales que conforman el Ministerio Público y la Defensa Pública (todos adscritos a la Fiscala o Fiscal General y a la Jefatura de la Defensa Pública, respectivamente).

Lo anterior por considerar que la función sustantiva de las Peritas y Peritos Judiciales 2 del Departamento de Trabajo Social y Psicología (elaboración de dictámenes periciales) es de carácter auxiliar de justicia, similar a la del Ministerio Público y la Defensa Pública, pese a estar adscrita presupuestariamente al ámbito administrativo.

8.24. Se recomienda evaluar los resultados de estos equipos interdisciplinarios un año después de su creación, para medir los rendimientos obtenidos y la viabilidad de la distribución sugerida.
8.25.  Finalmente, se recomiendan una serie de acciones complementarias para los siguientes despachos y oficinas judiciales:

	Recomendación
	Responsable
(Despacho u Oficina Judicial)

	Asignación de códigos de oficina a los juzgados nuevos, así como valorar si los despachos que serán objeto de conversión requieren o no el cambio del código de oficina que utilizan actualmente.
Definir los cambios de nomenclatura que se aplicarían para los juzgados que conocerán asuntos sumarios, y los despachos que conocen violencia doméstica.


	Dirección de Planificación
(Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional).

	Revisar los ajustes en los cuadros estadísticos (mensuales, trimestrales y anuales) para las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, tanto a nivel jurisdiccional como de la Defensa Pública.

Definir los cambios requeridos en el sistema SIGMA para identificar a los nuevos juzgados de asuntos sumarios de familia, así como los nuevos procesos de protección cautelar que conocerán los juzgados competentes en violencia doméstica.

En las estadísticas de la Defensa Pública, identificar la parte a la que se le brindará asistencia (actora o demandada, actora u obligada); si se brinda asistencia a ambas partes en un mismo proceso.


	Dirección de Planificación
(Subproceso de Estadística).

	Elaborar los informes complementarios al presente estudio, sobre la separación de materias en los juzgados  contravencional y pensiones alimentarias de San Carlos, San Ramón y Liberia; en el Juzgado de Cobro, Contravencional y Menor Cuantía de Grecia; y en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba. Esto para valorar la creación de recurso nuevo que podría requerirse producto de esos traslados de materias. En las referidas localidades se plantea la conformación de juzgados competentes en asuntos sumarios y pensiones alimentarias, 
	Dirección de Planificación


ESTIMACIÓN DE LOS COSTOS PRESUPUESTARIOS ASOCIADOS CON EL PROYECTO DE

CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA

Costos del Recurso Humano

8.26.  A continuación se presentan los costos estimados asociados con la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia, en lo que respecta a plazas nuevas. 
Costos Estimados para el Ámbito Jurisdiccional:

	Proyecto de Ley N° 19455 denominado “Código Procesal de Familia”

	Programa 927 “Servicio Jurisdiccional”

	Presupuesto 2018

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) (oficina nueva)
	1
	Técnico Judicial 2
	
	Extraordinaria
	4 meses
	4,996,000.00

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de San José (San José)
	1
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	       4,821,666.67 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00 

	
	1
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	       4,821,666.67 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela)
	2
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	       9,643,333.34 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago 
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia
	2
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     9,643,333.34

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí)
	1
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	      4,821,666.67

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00

	
	5
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     24,108,333.33 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00

	
	3
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     14,465,000.00 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00

	
	3
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     14,465,000.00 

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Grecia
	2
	Técnico Judicial 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     9,643,333.34

	Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión (PISAV)
	1
	Juez 1
	
	Extraordinaria
	4 meses
	     18,191,000.00

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	4
	Juez 3
	
	Extraordinaria
	12 meses
	  231,872,000.00 

	
	3
	Técnico Judicial 2
	
	Extraordinaria
	12 meses
	     44,964,000.00 

	TOTAL PLAZAS NUEVAS
	35
	

	Costo estimado en recurso humano para el programa 927
	505,602,333.37


Las plazas se otorgan por un periodo de cuatro meses para que empiecen funciones en el segundo semestre del 2018, a la espera de que se puedan realizar la contratación del equipo tecnológico y la preparación de los espacios físicos que albergarán a los nuevos despachos. Como excepción están las 3 plazas de Jueza o Juez 3 y las de Técnica o Técnico Judicial 2 para el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, que se crean por todo el 2018, para que se dediquen a las labores de reducción de circulantes en los juzgados de familia del país, con especial énfasis en los procesos de asuntos sumarios, así como una plaza adicional de Jueza o Juez 3 para darle continuidad a las labores de coordinación requeridas para la implementación del proyecto de CPF.

En total el costo de las plazas para el presupuesto 2018 en el área jurisdiccional es de 505,602,333.37 colones. A lo anterior se suman 19,235,529.00 colones por concepto de mobiliario y equipo para las 35 plazas nuevas (11 profesionales y 24 no profesionales) y 13,911,856.00 colones para el equipamiento de siete oficinas nuevas (5 juzgados de asuntos sumarios de familia, un despacho en Pavas y otro en Liberia)
.

Igualmente, se recomienda para el 2019 fortalecer el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con la creación de un equipo de trabajo conformado por 5 Juezas o Jueces 1 y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1, para que laboren de forma itinerante brindando apoyo a los juzgados contravencionales del país que reporten niveles significativos de asuntos sumarios, a nivel nacional. Esto por la preocupación de que en la realidad ocurra un comportamiento diferente a las expectativas realizadas. La labor de estos recursos se someterá a planes de trabajo previamente elaborados, dándole atención prioritaria a los despachos con elevados niveles de circulante, para procurar la menor afectación a las personas usuarias.

Costos Estimados para el Ámbito Auxiliar de Justicia:

Las estimaciones se realizaron para dos periodos presupuestarios, al determinarse que crear 231 plazas para la Defensa Pública representa un costo total anual de 9,427,287,000.00 colones; además, resulta difícil llenar esa cantidad de plazas en un único proceso de reclutamiento y selección, lo que podría generar subutilización de los recursos propuestos. A continuación se presenta el impacto presupuestario para el Poder Judicial de crear las 231 plazas por todo un año:
	Programa 930 “Defensa Pública”

	Estimación Preliminar del Impacto Presupuestario para el Poder Judicial por todo un año

	Oficina
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Defensa Pública
	1
	Defensor Público Coordinador 2
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	57,388,000.00

	
	5
	Defensor Público Supervisor
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	289,570,000.00

	
	143
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	7,733,583,000.00

	
	12
	Investigador de la Defensa Pública
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	271,260,000.00

	
	39
	Técnico Jurídico
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	663,000,000.00

	
	31
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	412,486,000.00

	TOTAL PLAZAS NUEVAS
	231
	

	Estimación Preliminar en recurso humano para el programa 930
	9,427,287,000.00


Dado lo anterior, se elaboró un escenario donde se plantea la asignación paulatina de los 231 recursos propuestos para la Defensa Pública, a fin de que sean otorgados en los presupuestos del 2018 y 2019:
	Proyecto de Ley N° 19455 denominado “Código Procesal de Familia”

	Programa 930 “Defensa Pública”

	Presupuesto 2018

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Defensa Pública
	2
	Defensor Público Supervisor
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	   115,828,000.00 

	
	1
	Defensor Público Supervisor
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	     19,304,666.67 

	
	33
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	   594,891,000.00 

	
	6
	Investigador de la Defensa Pública
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	     45,210,000.00 

	
	8
	Técnico Jurídico
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	     45,333,333.33 

	
	6
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	     26,612,000.00 

	TOTAL PLAZAS
NUEVAS
	56
	

	Costo estimado en recurso humano para el programa 930
	847,179,000.00


	Proyecto de Ley N° 19455 denominado “Código Procesal de Familia”

	Programa 930 “Defensa Pública”

	Presupuesto 2019

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Defensa Pública
	5
	Defensor Público Supervisor
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	      289,570,000.00 

	
	1
	Defensor Público Coordinador 2
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	       57,388,000.00 

	
	66
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	   3,569,346,000.00 

	
	38
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	9 meses
	   1,541,308,500.00 

	
	39
	Defensor Público
	-
	Extraordinaria
	6 meses
	   1,054,579,500.00 

	
	12
	Investigador de la Defensa Pública
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	      271,260,000.00 

	
	17
	Técnico Jurídico
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	     289,000,000.00 

	
	11
	Técnico Jurídico
	-
	Extraordinaria
	9 meses
	      140,250,000.00 

	
	11
	Técnico Jurídico
	-
	Extraordinaria
	6 meses
	       93,500,000.00 

	
	13
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	       172,978,000.00 

	
	9
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	9 meses
	       89,815,500.00 

	
	9
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	6 meses
	       59,877,000.00 

	TOTAL PLAZAS

NUEVAS
	231
	

	Costo estimado en recurso humano para el programa 930
	7,628,872,500.00


Es del caso aclarar que los cálculos realizados en el 2019 incluyen la prórroga de los 56 puestos que iniciarían labores a partir de setiembre del 2018, ya que por su carácter extraordinario dejarían de tener contenido económico en diciembre del 2018, de ahí la pertinencia de darles continuidad en el 2019.

Se esperaría que a partir del 2020 inicien en forma completa la utilización de los 231 puestos nuevos sugeridos para la Defensa Pública, en los términos planteados en la estimación preliminar del impacto presupuestario para el Poder Judicial por todo un año, antes expuesta.
En virtud de que el plazo propuesto para hacer las modificaciones en el CPF es de 24 meses luego de su publicación, se recomienda incorporar los requerimientos de la Defensa Pública en dos ejercicios presupuestarios, de manera que para el 2018 se asigne una parte de las plazas (56) que se determinaron conforme detalle en el cuadro anterior, las cuales tendrían un costo estimado de 847,179,000.00 colones. 
Además, deben sumarse 40,348,416.00 colones por concepto de mobiliario y equipo para las 56 plazas nuevas (36 profesionales y 20 no profesionales).
Para el 2019 se dotaría el segundo grupo de plazas (175) y tendrían que prorrogarse las que iniciaron funciones en el 2018 (56), lo que implica un total de 231 plazas extraordinarias, con un costo asociado de 7,628,872,500.00 colones.

Además, en los cálculos del 2019 deben sumarse 126,348,897.00 colones por concepto de mobiliario y equipo para las 231 plazas nuevas (149 profesionales y 82 no profesionales). Cabe aclarar que a este monto se le descontaron los 40,348,416.00 colones que se contabilizaron en el 2018 para las 56 plazas que iniciarían en ese año.
Costos Estimados para el Ámbito Administrativo:

	Proyecto de Ley N° 19455 denominado “Código Procesal de Familia)

	Programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo”

	Presupuesto 2018

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo Estimado

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	12
	Perito Judicial 2 (Trabajo Social)
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	154,556,000.00 

	
	12
	Perito Judicial 2 (Psicología)
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	  154,556,000.00 

	
	2
	Supervisor de Apoyo en el Área de Psicología o Trabajo Social
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	    28,586,000.00 

	
	3
	Auxiliar Administrativo
	-
	Extraordinaria
	4 meses
	    13,306,000.00 

	Dirección de Planificación
	6
	Profesional 2
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	224,694,000.00

	Dirección de Gestión Humana
	7
	Profesional 2
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	262,143,000.00 

	
	1
	Profesional 2 (Psicología)
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	37,449,000.00 

	
	2
	Profesional 2 (Psicología o Trabajo Social)
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	74,898,000.00 

	
	2
	Gestor de Capacitación 1
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	58,142,000.00 

	Dirección de Tecnología de Información
	7
	Profesional en Informática 2
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	262,143,000.00

	
	1
	Profesional en Informática 1
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	28,023,000.00

	
	1
	Profesional en Informática 1
	-
	Extraordinaria
	6 meses
	14,011,500.00

	
	10
	Técnicos de Implantación
	-
	Extraordinaria
	12 meses
	157,170,000.00

	TOTAL PLAZAS NUEVAS
	66
	
	
	
	
	

	Costo estimado en recurso humano para el programa 926
	1,469,677,500.00


El Departamento de Trabajo Social y Psicología requiere un refuerzo del recurso humano existente con 12 equipos de trabajo interdisciplinarios, así como 2 Supervisores de Apoyo en el Área de Psicología o Trabajo Social, y 3 Auxiliares Administrativos, estos últimos para reforzar las plazas existentes ante la presencia de más puestos profesionales; además la Dirección de Planificación requiere contar con 6 Profesionales 2 para ejecutar labores de diagnóstico y seguimiento de los despachos y oficinas judiciales que se verán involucrados con el proyecto de Código Procesal de Familia, lo mismo que la Dirección de Gestión Humana que debe contar con 11 puestos  y la Dirección de Tecnología de Información que requiere de 19 plazas para esos fines. Esto implicaría un costo total en el 2018 de 1,469,677,500.00 colones.
Los recursos nuevos del Departamento de Trabajo Social y Psicología se recomiendan por cuatro meses, a efecto de que inicien con la implementación del CPF, mientras que los recursos para la Dirección de Planificación y la Dirección de Gestión Humana estarían previstos por todo el 2018, para preparar los despachos y oficinas judiciales involucrados en la reforma procesal de familia.

Para las 66 plazas nuevas (53 profesionales y 13 no profesionales) se contempla una previsión presupuestaria de 53,052,684.00 colones por concepto de mobiliario y equipo de oficina.
costos económicos por gastos variables

8.27.  Adicional a las estimaciones de costos del recurso humano, se presentan otros costos administrativos requeridos para la adecuada implementación del proyecto de Código Procesal de Familia, por concepto de gastos variables, los cuales fueron estimados por la Dirección Ejecutiva:

	TIPO DE GASTO
	PROGRAMA PRESUPUESTARIO
	TOTAL

	
	926
	927
	930
	

	Alquiler de Edificio
	₡16,496,512.00
	₡95,162,548.00
	₡0.00
	₡111,659,060.00

	Servicio de Agua
	₡372,841.11
	₡3,535,562.25
	₡0.00
	₡3,908,403.36

	Servicio de Energía Eléctrica
	₡2,581,456.85
	₡24,479,332.17
	₡0.00
	₡27,060,789.01

	Servicio de Telecomunicaciones
	₡5,526,261.07
	₡52,404,199.83
	₡0.00
	₡57,930,460.91

	Servicio de Vigilancia
	₡2,392,000.00
	₡14,352,000.00
	₡0.00
	₡16,744,000.00

	Servicio de Limpieza
	₡1,872,000.00
	₡11,232,000.00
	₡0.00
	₡13,104,000.00

	Remodelaciones
	₡22,500,000.00
	₡43,500,000.00
	₡0.00
	₡66,000,000.00

	Equipo y mobiliario de oficina nueva
	₡2,389,928.00
	₡14,339,568.00
	₡0.00
	₡16,729,496.00

	TOTALES POR PROGRAMA
	₡54,130,999.03
	₡259,005,210.30
	₡0.00
	₡313,136,209.30


Adicional a los cálculos indicados, la Dirección Ejecutiva indicó la necesidad de contar con 6 equipos de fax de mediana capacidad (costo unitario de ¢182,505.00 colones), para un total de ¢1,095,030.00 colones. 
8.28. De forma complementaria, las plazas nuevas requieren los insumos básicos para ejecutar sus funciones, en las diferentes dependencias judiciales. Por tanto, a continuación se presentan las estimaciones de gastos variables realizadas por la Dirección de Tecnología de Información, para afrontar los requerimientos iniciales asociados con la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia. Los datos aportados se presentan en el Anexo N° 14 del presente estudio.
	TIPO DE GASTO


	PROGRAMA PRESUPUESTARIO

	
	926
	927
	930
	TOTAL

	Enlaces de comunicaciones


	₡442,584,000.00
	-
	-
	₡442,584,000.00

	Equipos de comunicación
	₡67,500,000.00
	-
	-
	₡67,500,000.00

	Equipos y programas de cómputo (Computadoras con Punto de red)

Servidores y Almacenamiento
	₡300,000,000.00
	-
	-
	₡300,000,000.00

	Equipos y programas de cómputo (Computadoras con Punto de red)

Computadoras
	₡246,707,590.50
	-
	-
	₡246,707,590.50

	Equipos y programas de cómputo (Computadoras con Punto de red)

Puntos de Red
	₡100,978,500.50
	-
	-
	₡100,978,500.50

	Equipos y programas de cómputo

(Otros Dispositivos)
	₡115,078,107.50
	-
	-
	₡115,078,107.50

	Equipos y programas de cómputo

(Software)

Implementaciones
	₡40,396,920.00
	-
	-
	₡40,396,920.00

	Equipos de fax de mediana capacidad

(6 unidades, costo de ¢182,505.00 colones por unidad) (a)
	₡1,095,030.00
	-
	-
	₡1,095,030.00

	Totales por programa
	₡1,314,340,148,50
	-
	-
	₡1,314,340,148,50


NOTA: (a) Corresponde a la necesidad mencionada por la Dirección Ejecutiva.
8.29. De seguido se presentan las estimaciones de costos por concepto de gastos variables, realizadas por la Defensa Pública, para la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia:
	TIPO DE GASTO
	PROGRAMA PRESUPUESTARIO
	TOTAL

	
	926
	927
	930
	

	Alquiler de Edificio
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡699.509.260,80 
	₡699.509.260,80 

	Servicio de Agua
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡25.360.929,57 
	₡25.360.929,57 

	Servicio de Energía Eléctrica
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡37.579.700,93 
	₡37.579.700,93 

	Servicio de Telecomunicaciones
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡107.918.572,70 
	₡107.918.572,70 

	Enlace Fibra óptica
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡80.637.723,44 
	₡80.637.723,44 

	Servicio de Vigilancia
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡286.000.830,00 
	₡286.000.830,00 

	Servicio de Limpieza
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡229.951.058,40 
	₡229.951.058,40 

	Remodelaciones
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡0.00 

	Equipo y mobiliario de plazas nuevas
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡177.438.620,40 
	₡177.438.620,40 

	Equipo y mobiliario de oficina nueva
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡49.685.200,00 
	₡49.685.200,00 

	Equipo y Software (escaner, impresora, otros)
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡187.173.120,00 
	₡187.173.120,00 

	Suministros
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡33.998.549,61 
	₡33.998.549,61 

	Viáticos
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡17.221.496,39 
	₡17.221.496,39 

	Transporte
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡5.655.495,55 
	₡5.655.495,55 

	TOTALES POR PROGRAMA
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡1.938.130.557,80 
	₡1.938.130.557,80 


8.30. A continuación se presentan los costos por concepto de gastos variables indicados por la Dirección de Gestión Humana, para la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia:

	TIPO DE GASTO
	PROGRAMA PRESUPUESTARIO
	TOTAL

	
	926
	927
	930
	

	Alquiler de Locales (Reclutamiento y Selección)
	₡5,000,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡5,000,000.00

	Alquiler de Locales (Carrera Judicial)
	₡500,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡500,000.00

	Viáticos y hospedaje (Equipo Interdisciplinario)
	₡1,000,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡1,000,000.00

	Viáticos para empleados (Reclutamiento y Selección)
	₡1,500,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡1,500,000.00

	Viáticos y hospedaje (para la Unidad Interdisciplinaria y el Equipo de Seguimiento)
	₡2,000,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡2,000,000.00

	Publicaciones de Concursos en periódicos (2 anuncios a ₡345,000,000 colones cada uno)
	₡690,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡690,000.00

	Test Psicológicos Lehmann/BIP
	₡26,000,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡26,000,000.00

	Talleres de Gestión al Cambio
(Subproceso Gestión de la Capacitación)
	₡9,750,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡9,750,000.00

	Talleres de Sensibilización al Cambio

(Subproceso de Ambiente Laboral)
	₡6,000,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡6,000,000.00

	TOTALES POR PROGRAMA
	₡52,440,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡52,440,000.00


8.31. Por otra parte, resulta necesario capacitar al personal jurisdiccional, de la Defensa Pública, así como a los profesionales en Trabajo Social y Psicología, para que estén debidamente preparados para afrontar los cambios introducidos por el proyecto de CPF en las labores cotidianas. La estimación de los costos de capacitación fue realizada por la Escuela Judicial, con la participación del Lic. Alberto Jiménez Mata, cubriendo los tres programas presupuestarios indicados, tal como se presenta a continuación: 
	Tipo de Gasto
	Programa Presupuestario

	
	926
	927
	930
	TOTAL

	Viáticos en el Interior del país para los funcionarios y personal de apoyo que recibirá la capacitación (a)
	₡71,587,000.00
	 
	
	₡71,587,000.00

	Viáticos en el Interior del país para el personal administrativo que recibirá la capacitación (b)
	₡30,120,000.00
	 
	
	₡30,120,000.00

	Viáticos en el Interior del país para el personal de la Defensa Pública
	
	
	₡10,535,000.00
	₡10,535,000.00

	Alimentación (c)
	₡612,500.00


	₡1,610,000.00
	
	₡2,222,500.00

	Viáticos de Transporte dentro del país para los funcionarios y el personal de apoyo que recibirá la capacitación (a)
	₡7,028,400.00
	
	
	₡7,028,400.00

	Viáticos de Transporte dentro del país para el personal administrativo que recibirá la capacitación (b)
	₡1,308,300.00
	
	
	₡1,308,300.00

	Viáticos de Transporte dentro del país para el personal de la Defensa Pública
	
	
	₡610,540.00
	₡610,540.00

	Sustituciones personal Administrativo 
	₡28,841,666.67
	
	
	₡28,841,666.67

	Sustituciones personal del Departamento de Trabajo Social y Psicología (d)
	₡0.00
	
	
	₡0.00

	Sustituciones facilitadores 
	
	₡74,833,333.33
	
	₡74,833,333.33

	Sustituciones personas juzgadoras 
	
	₡42,666,666.67
	
	₡42,666,666.67

	Sustituciones personal Técnico Judicial
	
	₡28,000,000.00
	
	₡28,000,000.00

	Sustituciones personal de la Defensa Publica 
	
	
	₡20,416,666.67
	₡20,416,666.67

	Gastos Varios (e)
	₡2,447,220.00
	
	
	₡2,447,220.00

	Kilometraje (f)
	₡410,777.46
	 
	
	₡410,777.46

	Equipo tecnológico (f)
	₡5,189,621.66
	 
	
	₡5,189,621.66

	Totales por programa
	₡147,545,485.79
	₡147,110,000.00
	₡31,562,206.67
	₡326,217,692.46


(a) Según lo indica la Administración de la Escuela Judicial, los gastos de viáticos y transporte de los funcionarios y personal de apoyo deben ser presupuestados en el Centro Gestor de la Escuela Judicial, razón por la cual se muestran en el programa 926. (b) Incluye el personal administrativo y el Departamento de Trabajo Social y Psicología. (c) Se refiere a tiquetes de almuerzo. (d) Este rubro se eliminó ante la imposibilidad material de hacer efectivas las sustituciones de estos profesionales; en su lugar se recomienda que las capacitaciones se comuniquen con suficiente antelación para programarlas en las respectivas agendas de cada oficina. (e) Incluye lo relacionado con Alimentos y Bebidas (subpartida 20203), Productos de papel, cartón e impresos (subpartida 29903), así como Útiles y materiales de oficina y cómputo (subpartida 29901). (f) Corresponde al reconocimiento de kilometraje para las personas facilitadoras que deban desplazarse en su vehículo personal a impartir las capacitaciones. (g) Incluye el equipo de cómputo para el personal que estaría laborando en la reforma procesal de familia.
8.32. Para garantizar una ejecución ordenada y centralizada de los montos presupuestados para la implementación del proyecto de Código Procesal de Familia, se recomienda que lo referente a gastos variables sean trasladados a la oficina 1374 -Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia- del Centro Gestor 140 Departamento de Proveeduría, la cual corresponde a una comisión administrada por la Dirección Ejecutiva.
Estos procedimientos se establecen con base en el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 37-15, celebrada el 22 de abril de 2015, artículo XXIV, donde se dispuso trasladar para ejecución y control de la Dirección Ejecutiva, los recursos presupuestarios de las Comisiones bajo su coordinación.
8.33. En cuanto a la atención del circulante pendiente en las oficinas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se recomienda reforzar la subpartida presupuestaria 10499 denominada “Otros servicios de gestión y apoyo”, artículo 05284 “Peritajes”, a efecto de que se disponga de recursos suficientes para contratar servicios de peritajes en Trabajo Social y Psicología y así reducir el cúmulo de solicitudes de peritajes pendientes de atención en materia de Familia, a nivel nacional.

Dado lo anterior, se recomienda reforzar la subpartida presupuestaria 10499 en 60,000,000.00 de colones para contratar un aproximado de 300 peritajes en materia de Familia, a un costo promedio estimado de 200,000.00 colones cada uno. Estas contrataciones deberán realizarse de conformidad con las disposiciones institucionales vigentes. Asimismo, se estima que estos recursos deberán centralizarse en la Dirección Ejecutiva, a efecto de que se giren los honorarios respectivos luego de que se rindan los resultados de los peritajes a los despachos judiciales, tanto en forma escrita como oral (exposición de los resultados en las audiencias).

Para ello, será necesario de previo una labor de revisión y depuración de esas solicitudes por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, a fin de identificar la cantidad real de gestiones en espera de estudios periciales por parte de los despachos judiciales, para resolver los expedientes.
8.34. Para lograr una mayor divulgación a nivel nacional de los cambios que experimentará la jurisdicción de Familia una vez que entre en vigencia el Código Procesal de Familia, se recomienda que el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional desarrolle una estrategia de comunicación dirigida a toda la población judicial.
Resumen de Costos Estimados para la implementación del
Proyecto de Ley de Código Procesal de Familia
Presupuesto 2018

	DEPENDENCIA
	PROGRAMA PRESUPUESTARIO
	COSTO TOTAL

	
	926
	927
	930
	

	RECURSO HUMANO

	Plazas Nuevas (a)
	   1,469,677,500.00 
	      505,602,333.37 
	      847,179,000.00 
	   2,822,458,833.37 

	Mobiliario y Equipo de Oficina
	         53,052,684.00 
	         19,235,529.00 
	         40,348,416.00 
	      112,636,629.00 

	GASTOS VARIABLES

	Dirección Ejecutiva (c)
	         54,130,999.03 
	      259,005,210.30 
	 
	      313,136,209.33 

	Dirección de Tecnología de

Información (d)
	₡1,355,345,736,00
	₡0.00
	₡0.00
	₡1,355,345,736,00

	Defensa Pública (b)
	₡0.00 
	₡0.00 
	₡1,938,130,557.80 
	₡1,938,130,557.80 

	Dirección de Gestión Humana
	₡52,440,000.00
	₡0.00
	₡0.00
	₡52,440,000.00

	Escuela Judicial
	₡147,545,485.79
	₡147,110,000.00
	₡31,562,206.67
	₡326,217,692.46

	TOTAL COSTOS ESTIMADOS 
	   3,132,192,404.82 
	      930,953,072.67 
	   2,857,220,180.47 
	   6,920,365,657.96 


NOTAS: (a) Las plazas nuevas para la Defensa Pública (Programa 930) corresponde a las 56 plazas que iniciarían funciones a partir de setiembre de 2018, según la propuesta gradual de creación de plazas. (b) Los gastos variables de la Defensa Pública consideran los 231 puestos nuevos propuestos. (c) La Dirección Ejecutiva consignó los costos correspondientes a equipo y mobiliario de oficinas nuevas dentro de los gastos variables. (d) Incluye un ajuste en las estimaciones preliminares, por concepto de licencias y puntos de red, según oficio 1706-DTI-2017 del 3 de mayo del 2017.
ANEXOS
ANEXO N° 1

INFORME INTERDISCIPLINARIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 6 DE OCTUBRE DEL 2016,

SOBRE EL EXPEDIENTE N° 19455 DENOMINADO “CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA”
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ANEXO N° 2

FLUJOGRAMAS DE PROCESOS DE TRABAJO (SITUACIÓN ACTUAL) EN LAS MATERIAS DE FAMILIA Y PENSIONES ALIMENTARIAS

[image: image2.emf]01-Flujograma  Familia (Mixto)

     
[image: image3.emf]02-Flujograma  Familia (Especializado)

     
[image: image4.emf]03-Flujograma  Pensiones (Mixto)

     
[image: image5.emf]04-Flujograma  Pensiones (Modelo Oral Electrónico)


ANEXO N° 3
ESTIMACIÓN DE LOS ASUNTOS SUMARIOS Y PROCESOS QUE SE DESJUDICIALIZAN

EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS, A PARTIR DE LAS ESTADÍSTICAS

DEL PERÍODO 2013-2016 (Nueve meses)
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ANEXO N° 4

ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA ESPECIALIZADOS

DEL PAÍS, DURANTE EL PERÍODO 2013-2016 (Nueve meses)
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ANEXO N° 5

DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN QUE CONFORMAN LAS LOCALIDADES A CARGO DE LOS JUZGADOS PRIMERO Y SEGUNDO DE FAMILIA DE SAN JOSÉ
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ANEXO N° 6

ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS (MIXTOS

DE DOS MATERIAS), DURANTE EL PERÍODO 2013-2016 (Nueve meses)
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ANEXO N° 7

ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS (MIXTOS

DE TRES MATERIAS), DURANTE EL PERÍODO 2013-2016 (Nueve meses)
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ANEXO N° 8

ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS (MIXTOS

DE CINCO MATERIAS), DURANTE EL PERÍODO 2013-2016 (Nueve meses)
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ANEXO N° 9

PROPUESTA DE RECURSOS POR ASIGNAR A LOS JUZGADOS DE ASUNTOS SUMARIOS
DE FAMILIA (Especializados)

[image: image12.emf]Propuesta Asuntos  Sumarios


ANEXO N° 10

PROPUESTA DE RECURSOS POR ASIGNAR A LOS JUZGADOS DE ASUNTOS SUMARIOS

DE FAMILIA Y PENSIONES ALIMENTARIAS
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ANEXO N° 11

PROPUESTA DE RECURSOS POR ASIGNAR A LOS JUZGADOS DE ASUNTOS SUMARIOS

DE FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA (Equipos PISAV)
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ANEXO N° 12

DATOS UTILIZADOS PARA ELABORAR LA PROPUESTA DE CONFORMACIÓN DE LOS 33 EQUIPOS INTERDISCIPLINARIOS EN TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA

[image: image15.emf]Escenario TS y P


ANEXO N° 13

ESTIMACIONES DE GASTOS VARIABLES REALIZADAS POR LA DIRECCIÓN EJECUTIVA, PARA LA
IMPLEMENTACIÓN DEL PROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA
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ANEXO N° 14

ESTIMACIONES DE GASTOS VARIABLES REALIZADAS POR LA DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN, PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROYECTO DE
CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA
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ANEXO N° 15

ESTIMACIONES DE GASTOS VARIABLES REALIZADAS POR LA DEFENSA PÚBLICA, PARA LA

IMPLEMENTACIÓN DEL PROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA
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ANEXO N° 16

ESTIMACIONES DE GASTOS VARIABLES REALIZADAS POR LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA,

PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA
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ANEXO N° 17

ESTIMACIONES DE GASTOS VARIABLES REALIZADAS POR LA ESCUELA JUDICIAL, PARA LA

IMPLEMENTACIÓN DEL PROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA
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� El documento analizado se adjunta en el Anexo N° 1 de este informe.


� Así establecido en el artículo 56 del proyecto, el cual será comentado más adelante.


� Se refiere a la adición del artículo 85 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial.


� El principio de privacidad fue descrito por el Tribunal de Familia en los votos N° 1890-04 de las once horas veinte minutos del 3 de noviembre del 2004 y N°. 81-05 de las nueve horas treinta minutos del 26 de enero del 2005, los cuales en lo que interesa indicaron lo siguiente: “Principio de privacidad: La doctrina y los instrumentos internacionales, señalan la privacidad de las actuaciones como lo adecuado para la materia. De esta manera, las audiencias y las actuaciones serán confidenciales. Igualmente deben serlo las publicaciones de jurisprudencia, omitiendo, nombres y datos que permitan identificar a los involucrados”(LA NEGRITA Y SUBRAYADO NO SON DEL ORIGINAL).





� Sesión N° 24-17 del 14 de marzo del 2017, artículo XCVI.


� La sesión de trabajo con el Magistrado Aguirre Gómez se realizó el 28 de marzo del año en curso, en tanto la reunión con el Magistrado Rivas Loáiciga tuvo lugar el 29 de ese mes.


� La identificación se realizó a partir de los datos recopilados por la Sección de Estadística y su posterior validación con el Lic. Alberto Jiménez Mata, experto en Familia.


� Tratándose de los divorcios, separaciones judiciales y uniones de hecho por mutuo consentimiento (sin hijos menores de edad o discapacitados ni bienes), la Sección de Estadística no dispone de datos específicos sobre su comportamiento. Se estimó que ese tipo de asuntos representan un 20% del total de divorcios por mutuo acuerdo reportados, según el criterio del Lic. Jiménez Mata y consulta a varios juzgados de familia del país. De igual forma, las adopciones reportadas no especifican el tipo de persona involucrada (mayor o menor de edad), lo que limitó la posibilidad de utilizar datos específicos de ese segmento de población.


� Los 81 asuntos al mes incluyen los procesos que dejaría de conocer el Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia.


� Este criterio es compartido por el Lic. Alberto Jiménez Mata.


� Este dato excluye los 3 puestos de Técnica o Técnico Judicial 1 que estarían de más en el actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba, según el análisis desarrollado en el presente informe.


� En el Anexo N° 12 se presentan los datos utilizados para elaborar la propuesta.


� Inicialmente los equipos interdisciplinarios propuestos no cubrirían los requerimientos de los 47 juzgados contravencionales que atienden violencia doméstica, por lo que estos despachos continuarían siendo atendidos con el resto de profesionales del Departamento de Trabajo Social y Psicología. Posteriormente deberá monitorearse el comportamiento de las solicitudes de dictámenes periciales procedentes de estos juzgados contravencionales, por casos de violencia doméstica, con el fin de establecer si se requeriría conformar más equipos interdisciplinarios.


� Actualmente los 143 profesionales son cubiertos por 3 puestos supervisores, lo que denota una proporción de casi 48 profesionales por supervisor.


� Este despacho corresponde al actual Juzgado Primero de Familia de San José.


� Según el Cuadro N° 9 que aparece en el oficio N° JEF-1489-2016 del 24 de octubre del 2016.


� Estas estimaciones no consideran las propuestas de separación de materias en San Carlos, San Ramón, Grecia y Turrialba, como se verá más adelante, para lo cual se deberán realizar estudios específicos en cada zona que determinen los requerimientos de puestos adicionales y de otros rubros a considerar, para su efectiva implementación.
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_1555240244.xls
PRELIMINAR PLANI

		PROYECCIÓN DE ASUNTOS INGRESADOS EN MATERIA LABORAL TOMANDO N CONSIDERACIÓN EL MODELO DE REGRESIÓN LINEAL SEGÚN EL COMPORTAMIENTO PRESENTADO EN LA MATERIA LABORAL DURANTE EL QUINQUENIO 2011-2015

		CIRCUITO JUDICIAL Y DESPACHO

				Asignación de Defensoras o Defensores		Asignación de Técnicas o Técnicos Jurídicos		Asignación de Auxiliar Administrativa/o				Asignación de Defensoras o Defensores		Asignación de Técnicas o Técnicos Jurídicos		Asignación de Auxiliar Administrativa/o

				72.00		17.00		14.00

		Total		72.07		18.02		14.41				72		18		14

		Primer Circuito Judicial de San José		8.00		2.00		3.00				8		2		3

		Juzgado Especializado de Seguridad Social		6.93		1.73		1.39				6		2		3

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia Puriscal		0.21		0.05		0.04				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Escazú		0.29		0.07		0.06				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Santa Ana		0.24		0.06		0.05				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Mora		0.07		0.02		0.01				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Puriscal		0.14		0.03		0.03				1		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Turrubares		0.01		0.00		0.00				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Pavas		0.17		0.04		0.03				1		0		0

		Segundo Circuito Judicial de San José		20.00		5.00		5.00				18		5		5

		Juzgado de Trabajo del II Circ. Jud. de San José Sección Primera (166)		8.30		2.07		1.66				7		2		2

		Juzgado de Trabajo del II Circ. Jud. de San José Sección Segunda (1178)		4.16		1.04		0.83				4		1		1

		Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía II Circuito San José		7.23		1.81		1.45				7		2		2

		Tercer Circuito Judicial de San José		2.00		- 0		- 0				2		0		0

		Juzgado Civil, Trab., y Fam. Hatillo, San Seb. y Alajuelita		0.24		0.06		0.05				1		0		0

		Juzgado Civil y Trabajo del III Circ. Jud. De San José		0.34		0.08		0.07				0		0		0

		Juzgado Menor Cuantía III Circ. Jud. San José		0.74		0.18		0.15				1		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Hatillo		0.14		0.04		0.03				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de San Sebastián		0.06		0.01		0.01				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Alajuelita		0.09		0.02		0.02				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Aserrí		0.08		0.02		0.02				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía de Acosta		0.01		0.00		0.00				0		0		0

		Primer Circuito Judicial de Alajuela		5.00		1.00		2.00				5		1		1

		Juzgado de Trabajo del I Circ. Jud. de Alajuela		1.86		- 0		- 0				2		0		1

		Tribunal de Trabajo Menor Ctía. I Circ. Jud. Alajuela		2.48		0.62		- 0				2		1		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Poás		0.04		0.01		0.01				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Atenas		0.10		0.02		0.02				1		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de San Mateo		0.02		0.00		0.00				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Orotina		0.12		0.03		0.02				0		0		0

		Segundo Circuito Judicial de Alajuela		4.00		1.00		- 0				4		1		1

		Juzgado Civil y de Trabajo del II Cir. Jud. de Alajuela		3.00		1.00		- 0				2		1		1

		Juzgado Cobro y Menor Cuantía del II Circ. Jud. de Alajuela		- 0		0.14		0.12				1		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía Upala		0.15		0.04		0.03				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía Los Chiles		0.05		0.01		0.01				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía Guatuso		0.12		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Men. Cuantía La Fortuna		0.26		0.06		0.05				0		0		0

		Juzgado Civil y Trabajo del II Circ. Jud. Alajuela, Sede Upala		1.00		- 0		- 0				1		0		0

		Tercer Circuito Judicial de Alajuela		2.00		1.00		- 0				2		1		0

		Juzgado Civil y Trabajo Grecia		1.00		- 0		- 0				1		0		0

		Juzgado Civil y Trabajo del III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)		1.00		1.00		- 0				1		1		0

		Juzgado de Cobro y Menor Cuantía III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)		0.33		0.08		0.07				0		0		0

		Juzgado de Cobro, Contrav. y Menor Cuantía de Grecia		0.50		0.12		0.10				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Zarcero		0.06		0.02		0.01				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Valverde Vega		0.06		0.02		0.01				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Naranjo		0.18		0.04		0.04				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Palmares		0.09		0.02		0.02				0		0		0

		Circuito Judicial de Cartago		6.00		1.00		1.00				5		1		1

		Juzgado de Trabajo de Cartago		5.00		1.00		1.00				2		1		1

		Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba		1.00		- 0		- 0				1		0		0

		Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Cartago		- 0		0.49		0.39				2		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de La Unión		0.33		0.08		0.07				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Paraíso		0.26		0.07		0.05				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Alvarado		0.02		0.01		0.00				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Turrialba		0.39		0.10		0.08				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Jiménez		0.05		0.01		0.01				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men Cuant. Tarrazú, Dota y León Cortés		0.07		0.02		0.01				0		0		0

		Circuito Judicial de Heredia		5.00		1.00		1.00				5		1		1

		Juzgado de Trabajo de Heredia		2.12		1.00		0.42				1		1		1

		Tribunal Trabajo de Menor Cuantía de Heredia		2.66		- 0		0.53				3		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Sto Domingo		0.00		0.00		0.00				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de San Isidro		0.00		0.00		0.00				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de San Joaquín de Flores		- 0		- 0		- 0				0		0		0

		Juzgado Contravencional, Men. Cuant. y Tránsito Sarapiquí		0.15		0.04		0.03				1		0		0

		Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Pen. Juv. y  Viol. Dom. Sarapiquí		0.39		0.10		0.08				0		0		0

		Primer Circuito Judicial de Guanacaste		2.00		1.00		- 0				3		1		0

		Juzgado Civil y Trabajo I Circ. Jud. Guanacaste		0.74		0.19		0.15				1		1		0

		Juzgado Civil y Trabajo de Cañas		0.39		0.10		0.08				0		0		0

		Juzgado Cobro, Menor Cuantía y Tránsito del I Circ. Jud. Guanacaste		0.61		0.15		0.12				1		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Bagaces		0.13		0.03		0.03				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de La Cruz		0.07		0.02		0.01				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Cañas		0.27		0.07		0.05				1		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tilarán		0.12		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Abangares		0.11		0.03		0.02				0		0		0

		Segundo Circuito Judicial de Guanacaste		3.00		1.00		- 0				3		1		1

		Juzgado Civil y Trabajo II Circ. Jud. de Guanacaste		1.00		1.00		- 0				1		0		1

		Juzgado Civil y Trabajo de Santa Cruz		2.00		- 0		- 0				1		1		0

		Tribunal Trabajo de Men. Cuantía II Circ. Jud. Guanacaste, Sede Santa Cruz				0.15		0.12				1		0		0

		Juzgado Menor Cuantía y Tránsito del II Circuito Judicial de Guanacaste		0.40		0.10		0.08				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía Nandayure		0.04		0.01		0.01				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Carrillo		0.31		0.08		0.06				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Hojancha		0.02		0.00		0.00				0		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Jicaral		0.04		0.01		0.01				0		0		0

		Circuito Judicial de Puntarenas		4.00		1.00		1.00				4		1		0

		Juzgado de Trabajo de Puntarenas		3.00		1.00		1.00				2		1		0

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Aguirre y Parrita		1.00		- 0		- 0				0		0		0

		Tribunal de Trabajo Menor Ctía. de Puntarenas		1.11		0.28		0.22				1		0		0

		Juzgado Contrav. y de Menor Cuantía de Esparza		- 0		- 0		- 0				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Montes de Oro		- 0		- 0		- 0				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Garabito		0.20		0.05		0.04				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Cóbano		0.11		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Aguirre		0.19		0.05		0.04				1		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Parrita		0.09		0.02		0.02				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Monteverde		0.08		0.02		0.02				0		0		0

		Primer Circuito Judicial de la Zona Sur		2.00		- 0		- 0				2		0		0

		Juzgado Civil y Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Sur		0.83		0.21		0.17				1		0		0

		Juzg. Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires		0.11		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado Cobro y Menor Cuantía del I Circ. Jud. Zona Sur		0.61		0.15		0.12				1		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Buenos Aires		0.08		0.02		0.02				0		0		0

		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur		2.00		- 0		- 0				4		1		0

		Juzgado Civil y Trabajo del II Circ. Jud. Zona Sur		1.00		- 0		- 0				2		1		0

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Golfito		0.18		0.05		0.04				1		0		0

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa		1.00		- 0		- 0				1		0		0

		Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contrav. de Golfito		0.08		0.02		0.02				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Osa		0.12		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuantía II Circ. Jud. Zona Sur		0.22		0.06		0.04				0		0		0

		Juzgado Contrav. y Menor Cuantía de Coto Brus		0.11		0.03		0.02				0		0		0

		Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contrav. de Golfito, Sede Puerto Jiménez		0.01		0.00		0.00				0		0		0

		Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica		2.00		1.00		- 0				3		1		0

		Juzgado de Trabajo I Circ. Jud. de la Zona Atlántica		1.29		0.32		0.26				2		1		0

		Tribunal Trabajo Menor Ctía. I Circ. Jud. Zona Atlántica		0.87		0.22		0.17				1		0		0

		Juzgado Contr. y Men. Cuant. Bribrí		0.16		0.04		0.03				0		0		0

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Matina		0.14		0.04		0.03				0		0		0

		Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica		5.00		1.00		1.00				4		1		1

		Juzgado de Trabajo II Circ. Jud. de la Zona Atlántica		4.00		1.00		1.00				2		1		1

		Juzgado de Cobro y Menor Cuantía de Pococí		- 0		- 0		- 0				1		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Guácimo		0.21		0.05		0.04				0		0		0

		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Siquirres		1.00		- 0		- 0				1		0		0



Se envió una plaza a Osa

Se tomó una plaza para enviar a San Carlos

Se tomó una plaza y se envió a Limón



PRESUP DEFENSA

		

																										% Crecimiento		6%

																										Personal		695

																		Costos 2018												₡68,148,183.00		₡100,981,643.00		₡289,991,525.00								₡46,276,446.00		₡15,197,067.00				₡105,818,251.00

																		Costos por persona								TC		562		₡98,054.94		₡145,297.33		₡417,253.99								₡66,584.81		₡21,866.28				₡131,614.74

																		Costos 2018 (6% crecimiento)								Pr/M2 $		28		₡72,237,073.98		₡107,040,541.58		₡307,391,016.50								₡49,053,032.76		₡16,108,891.02				₡112,167,346.06

																		Costos por persona								Pr/M2 ₡ mensual		15,736.00		₡103,938.24		₡154,015.17		₡442,289.23		1,966,774		6,975,630		5,608,562		₡70,579.90		₡23,178.26				₡139,338.32				2,339,664				906,290.61		386,097		386,097		386,097		1,987,408

																				M2 por persona						Pr/M2 ₡ Anual		188,832.00

																				14		6				35%

		NOMBRE DE LA OFICINA		Personal Profesional		Defensores/Defensoras		Coordinadores/Supervisores		Personal NO Profesional		Técnicos Jurídicos		Auxiliares Administrativos		Investigadores		Total Personal		Metraje Defensores		Metraje No Profesionales		Metraje Total		Metraje Total + Áreas Comunes		ALQUILER DE EDIFICIO		SERVICIO DE AGUA		SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA		SERVICIO DE TELECOMU- NICACIONES		ENLACE DE FIBRA ÓPTICA		SERVICIO DE VIGILANCIA		SERVICIO DE LIMPIEZA		VIÁTICOS		TRANSPORTE		REMODE- LACIONES		SUMINISTROS		EQUIPO DE COMUNICACIÓN (FAX U OTROS)		EQUIPO Y PROGRAMAS DE CÓMPUTO (ESCANER, IMPRESORA  U OTROS)		EQUIPO Y MOBILIARIO PLAZAS NUEVAS		Defensor Público		Técnicos Jurídicos		Auxiliares Administrativos		Investigadores		EQUIPO Y MOBILIARIO OFICINA NUEVA		VEHÍCULOS		TOTAL		Observaciones

		TOTAL		160		155		5		84		42		30		12		244		2240		504		2744		3704		₡699,509,261		₡25,360,930		₡37,579,701		₡107,918,573		₡80,637,723		₡286,000,830		₡229,951,058		₡17,221,496		₡5,655,496		₡0		₡33,998,550		₡0		₡187,173,120		₡177,438,620		₡145,006,498		₡16,216,061		₡11,582,901		₡4,633,160		₡49,685,200				₡1,846,883,662

		I Circuito Judicial de San José		19		14		5		19		4		3		12		38		266		114		380		513		₡96,870,816		₡3,949,653		₡5,852,576		₡16,806,991		₡7,867,095		₡27,902,520		₡22,434,250		₡2,682,036		₡880,774				₡5,294,856		₡0		₡9,358,656		₡24,555,359		₡17,219,522		₡1,544,387		₡1,158,290		₡4,633,160		₡5,962,224				₡230,417,806

		San José																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Escazú																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Santa Ana																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Puriscal																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		II Circuito Judicial de San José		10		10				5		3		2				15		140		30		170		230		₡43,336,944		₡1,559,074		₡2,310,228		₡6,634,338		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562		₡1,058,699		₡347,674				₡2,090,075		₡0		₡2,339,664		₡10,993,390		₡9,062,906		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡87,208,459

		Guadalupe																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		III Circuito Judicial de San José		12		12				5		3		2				17		168		30		198		267		₡50,474,794		₡1,766,950		₡2,618,258		₡7,518,917		₡5,900,321		₡20,926,890		₡16,825,687		₡1,199,858		₡394,030				₡2,368,751		₡0		₡7,018,992		₡12,805,971		₡10,875,487		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡131,806,828

		PISAV Pavas																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Hatillo																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Desamparados																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		I Circuito Judicial de Alajuela		10		10				5		3		2				15		140		30		170		230		₡43,336,944		₡1,559,074		₡2,310,228		₡6,634,338		₡3,933,547		₡13,951,260		₡11,217,125		₡1,058,699		₡347,674				₡2,090,075		₡0		₡4,679,328		₡10,993,390		₡9,062,906		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡104,099,089

		Alajuela																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Atenas																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		II Circuito Judicial de Alajuela		10		10				5		3		2				15		140		30		170		230		₡43,336,944		₡1,559,074		₡2,310,228		₡6,634,338		₡7,867,095		₡27,902,520		₡22,434,250		₡1,058,699		₡347,674				₡2,090,075		₡0		₡9,358,656		₡10,993,390		₡9,062,906		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡137,880,349

		San Carlos																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Upala																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Los Chiles																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		La Fortuna																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		III Circuito Judicial de Alajuela		12		12				5		3		2				17		168		30		198		267		₡50,474,794		₡1,766,950		₡2,618,258		₡7,518,917		₡5,900,321		₡20,926,890		₡16,825,687		₡1,199,858		₡394,030				₡2,368,751		₡0		₡7,018,992		₡12,805,971		₡10,875,487		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡5,962,224				₡135,781,644

		Grecia																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		San Ramón																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Naranjo																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Circuito Judicial de Cartago		19		19				9		5		4				28		266		54		320		432		₡81,575,424		₡2,910,271		₡4,312,425		₡12,384,099		₡7,867,095		₡27,902,520		₡22,434,250		₡1,976,237		₡648,991				₡3,901,473		₡0		₡9,358,656		₡20,694,392		₡17,219,522		₡1,930,484		₡1,544,387		₡0		₡5,962,224				₡201,928,056

		Cartago																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		PISAV La Unión																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Turrialba																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Paraíso																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Circuito Judicial de Heredia		11		11				5		3		2				16		154		30		184		248		₡46,905,869		₡1,663,012		₡2,464,243		₡7,076,628		₡5,900,321		₡20,926,890		₡16,825,687		₡1,129,278		₡370,852				₡2,229,413		₡0		₡7,018,992		₡11,899,680		₡9,969,197		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡126,398,273

		Heredia																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		San Joaquín de Flores																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Sarapiquí																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		I Circuito Judicial de Guanacaste		8		8				4		2		2				12		112		24		136		184		₡34,669,555		₡1,247,259		₡1,848,182		₡5,307,471		₡3,933,547		₡13,951,260		₡11,217,125		₡846,959		₡278,139				₡1,672,060		₡0		₡4,679,328		₡8,794,712		₡7,250,325		₡772,193		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡90,433,005

		Liberia																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Cañas																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		II Circuito Judicial de Guanacaste		7		7				3		2		1				10		98		18		116		157		₡29,571,091		₡1,039,382		₡1,540,152		₡4,422,892		₡3,933,547		₡13,951,260		₡11,217,125		₡705,799		₡231,783				₡1,393,383		₡0		₡4,679,328		₡7,502,324		₡6,344,034		₡772,193		₡386,097		₡0		₡3,974,816				₡84,162,883

		Nicoya																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Santa Cruz																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Circuito Judicial de Puntarenas		12		12				5		3		2				17		168		30		198		267		₡50,474,794		₡1,766,950		₡2,618,258		₡7,518,917		₡5,900,321		₡20,926,890		₡16,825,687		₡1,199,858		₡394,030				₡2,368,751		₡0		₡7,018,992		₡12,805,971		₡10,875,487		₡1,158,290		₡772,193		₡0		₡5,962,224				₡135,781,644

		Puntarenas																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Aguirre y Parrita																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Garabito																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		I Circuito Judicial de la Zona Sur		6		6				3		2		1				9		84		18		102		138		₡26,002,166		₡935,444		₡1,386,137		₡3,980,603		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562		₡635,219		₡208,604				₡1,254,045		₡0		₡2,339,664		₡6,596,034		₡5,437,744		₡772,193		₡386,097		₡0		₡1,987,408				₡59,876,290

		Pérez Zeledón																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		II Circuito Judicial de la Zona Sur		9		9				4		2		2				13		126		24		150		203		₡38,238,480		₡1,351,197		₡2,002,197		₡5,749,760		₡7,867,095		₡27,902,520		₡22,434,250		₡917,539		₡301,317				₡1,811,398		₡0		₡9,358,656		₡9,701,002		₡8,156,615		₡772,193		₡772,193		₡0		₡1,987,408				₡129,622,819

		Corredores																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Osa																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Golfito																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Coto Brus																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica		8		8				4		2		2				12		112		24		136		184		₡34,669,555		₡1,247,259		₡1,848,182		₡5,307,471		₡5,900,321		₡20,926,890		₡16,825,687		₡846,959		₡278,139				₡1,672,060		₡0		₡7,018,992		₡8,794,712		₡7,250,325		₡772,193		₡772,193		₡0		₡3,974,816				₡109,311,043

		Limón																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Bribrí																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Matina																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica		7		7				3		2		1				10		98		18		116		157		₡29,571,091		₡1,039,382		₡1,540,152		₡4,422,892		₡3,933,547		₡13,951,260		₡11,217,125		₡705,799		₡231,783				₡1,393,383		₡0		₡4,679,328		₡7,502,324		₡6,344,034		₡772,193		₡386,097		₡0		₡1,987,408				₡82,175,475

		Guápiles																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664												₡1,987,408

		Siquirres																																		₡1,966,774		₡6,975,630		₡5,608,562												₡2,339,664

		Para efectos del calculo de alquileres se tomaron los parámetros dados por la dirección ejecutiva:

		·         14 m2  por defensor o defensora pública;

		·         6 m2 por auxiliar y técnico o técnica jurídica;

		·         35% de m2  adicional para áreas comunes;

		·         $28 por m2 por mes .

				Costo Anual		Q funcionarios		Total

		TOTAL		227				9,495,735,000.00

		Personal Profesional		155		54,081,000		8,382,555,000.00

		Técnico Jurídico		42		17,000,000		714,000,000.00

		Auxiliar Administrativo		30		13,306,000		399,180,000.00

		Investigadores



&C&"Arial,Negrita"&14RECURSOS PARA PROYECTO REFORMA PROCESAL LABORAL, PROGRAMA 930 DEFENSA PÚBLICA,
DISTRIBUCIÓN DEL GASTO VARIABLE  SEGÚN SUBPARTIDA, POR OFICINA

San José, Escazú, Puriscal

Hatillo, Desamparados
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San Carlos, Upala, Los Chiles
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Heredia, San Joaquín

Liberia, Cañas

Nicoya, Santa Cruz

Puntarenas, Garabito, Aguirre y Parrita

Pérez Zeledón

Golfito, Osa, Corredores

Limón, Bribrí

Pococí, Siquirres

Restar lo correspondiente a la Sección especializada de asistencia social, porque estan entrando de  manera paulatina

No se requiere por cuanto se solicita equipo multifuncional
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								692		₡44,262,144.00		₡106,659,285.00		₡252,998,663.00								₡55,000,000.00				₡173,000,000.00

										₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77				₡250,000.00

		NOMBRE DE LA OFICINA		PLAZAS		OBSERVACIONES		ALQUILER DE EDIFICIO		SERVICIO DE AGUA		SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA		SERVICIO DE TELECOMU- NICACIONES		ENLACE DE FIBRA ÓPTICA		SERVICIO DE VIGILANCIA		SERVICIO DE LIMPIEZA		VIÁTICOS		REMODE- LACIONES		SUMI- NISTROS		EQUIPO DE COMUNICACIÓN (FAX U OTROS)		EQUIPO Y PROGRAMAS DE CÓMPUTO (ESCANER, IMPRESORA  U OTROS)		EQUIPO Y MOBILIARIO PLAZAS NUEVAS		EQUIPO Y MOBILIARIO OFICINA NUEVA		TOTAL

		Defensa Pública San José		8		*		₡15,000,000.00		₡511,701.09		₡1,233,055.32		₡2,924,840.03		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡635,838.15				₡2,000,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡5,765,777.00				₡43,646,822.59

		Defensa Pública III Circuito Judicial San José (Desamparados)		2						₡127,925.27		₡308,263.83		₡731,210.01								₡158,959.54		₡4,240,000.00		₡500,000.00						₡1,779,314.00				₡7,845,672.65

		Defensa Pública Hatillo		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública Puriscal		1		*		₡4,200,000.00		₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡79,479.77				₡250,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡889,657.00				₡21,578,447.32

		Defensa Pública Pavas		2						₡127,925.27		₡308,263.83		₡731,210.01								₡158,959.54		₡2,000,000.00		₡500,000.00						₡1,328,821.00				₡5,155,179.65

		Defensa Pública II Circuito Judicial San José		29		*		₡43,000,000.00		₡1,854,916.44		₡4,469,825.53		₡10,602,545.13		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡2,304,913.29				₡7,250,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡17,793,140.00		₡1,845,920.00		₡104,696,871.39

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur		3						₡191,887.91		₡462,395.74		₡1,096,815.01								₡238,439.31		₡3,000,000.00		₡750,000.00						₡1,779,314.00				₡7,518,851.97

		Defensa Pública Osa		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública Golfito		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		4		*		₡3,600,000.00		₡255,850.54		₡616,527.66		₡1,462,420.02		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡317,919.08				₡1,000,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡2,657,642.00				₡25,485,970.29

		Defensa Pública Coto Brus		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Buenos Aires		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Puerto Jiménez		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela		7		*		₡15,000,000.00		₡447,738.45		₡1,078,923.40		₡2,559,235.03		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡556,358.38				₡1,750,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡5,326,613.00		₡1,845,920.00		₡44,140,399.27

		Defensa Pública Grecia		2						₡127,925.27		₡308,263.83		₡731,210.01								₡158,959.54		₡2,000,000.00		₡500,000.00						₡1,328,821.00				₡5,155,179.65

		Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)		3						₡191,887.91		₡462,395.74		₡1,096,815.01								₡238,439.31		₡3,000,000.00		₡750,000.00						₡2,218,478.00				₡7,958,015.97

		Defensa Pública Atenas		1		*		₡18,000,000.00		₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡79,479.77				₡250,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡889,657.00				₡35,378,447.32

		Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela		4						₡255,850.54		₡616,527.66		₡1,462,420.02								₡317,919.08		₡45,000,000.00		₡1,000,000.00						₡2,657,642.00				₡51,310,359.29

		Defensa Pública Upala		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública Guatuso		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Los Chiles		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública La Fortuna		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77				₡250,000.00						₡889,657.00

		Defensa Pública Cartago		8		*		₡7,200,000.00		₡511,701.09		₡1,233,055.32		₡2,924,840.03		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡635,838.15				₡2,000,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡6,216,270.00		₡1,845,920.00		₡38,143,235.59

		Defensa Pública Turrialba		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública La Unión		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Tarrazú		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Heredia		9		*		₡23,000,000.00		₡575,663.72		₡1,387,187.23		₡3,290,445.04		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡715,317.92				₡2,250,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡7,105,927.00		₡1,845,920.00		₡55,746,071.91

		Defensa Pública Sarapiquí		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública San Joaquín de Flores		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)		3						₡191,887.91		₡462,395.74		₡1,096,815.01								₡238,439.31		₡3,000,000.00		₡750,000.00						₡2,218,478.00				₡7,958,015.97

		Defensa Pública Santa Cruz		3						₡191,887.91		₡462,395.74		₡1,096,815.01								₡238,439.31		₡3,000,000.00		₡750,000.00						₡1,767,985.00				₡7,507,522.97

		Defensa Pública Cañas		1						₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00								₡79,479.77		₡1,000,000.00		₡250,000.00						₡889,657.00				₡2,802,836.32

		Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)		4						₡255,850.54		₡616,527.66		₡1,462,420.02								₡317,919.08		₡4,000,000.00		₡1,000,000.00						₡2,657,642.00				₡10,310,359.29

		Defensa Pública Puntarenas		6		*		₡18,000,000.00		₡383,775.82		₡924,791.49		₡2,193,630.03		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡476,878.61				₡1,500,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡4,436,956.00		₡1,845,920.00		₡45,337,562.94

		Defensa Pública Aguirre - Parrita		2						₡127,925.27		₡308,263.83		₡731,210.01								₡158,959.54		₡2,000,000.00		₡500,000.00						₡1,328,821.00				₡5,155,179.65

		Defensa Pública Cóbano		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública Garabito		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		5						₡319,813.18		₡770,659.57		₡1,828,025.02								₡397,398.84				₡1,250,000.00						₡3,547,299.00

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)		6		*		₡9,000,000.00		₡383,775.82		₡924,791.49		₡2,193,630.03		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡476,878.61				₡1,500,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡4,436,956.00		₡1,845,920.00		₡36,337,562.94

		Defensa Pública Siquirres		1		*		₡3,600,000.00		₡63,962.64		₡154,131.91		₡365,605.00		₡1,842,411.00		₡11,653,200.00		₡600,000.00		₡79,479.77				₡250,000.00		₡180,000.00		₡1,300,000.00		₡889,657.00				₡20,978,447.32

		Defensa Pública Bribrí		- 0						₡0.00		₡0.00		₡0.00								₡0.00				₡0.00

		TOTAL						₡159,600,000.00		₡7,739,478.94		₡18,649,961.68		₡44,238,205.52		₡20,266,521.00		₡128,185,200.00		₡6,600,000.00		₡9,617,052.02		₡78,240,000.00		₡30,250,000.00		₡1,980,000.00		₡14,300,000.00		₡86,138,123.00		₡11,075,520.00		₡606,964,030.23

		Nota*:corresponde al gasto adicional por concepto de alquiler ante la creación de las nuevas plazas.

		NOMBRE DE LA OFICINA		PLAZAS		OBSERVACIONES		ALQUILER DE EDIFICIO		SERVICIO DE AGUA		SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA		SERVICIO DE TELECOMU- NICACIONES		ENLACE DE FIBRA ÓPTICA		SERVICIO DE VIGILANCIA		SERVICIO DE LIMPIEZA		VIÁTICOS		REMODE- LACIONES		SUMI- NISTROS		EQUIPO DE COMUNICACIÓN (FAX U OTROS)		EQUIPO Y PROGRAMAS DE CÓMPUTO (ESCANER, IMPRESORA  U OTROS)		EQUIPO Y MOBILIARIO PLAZAS NUEVAS		EQUIPO Y MOBILIARIO OFICINA NUEVA		TOTAL

		Defensa Pública San José		8		*		₡16,012,500.00		₡546,240.91		₡1,316,286.55		₡3,122,266.74		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡678,757.23		₡0.00		₡2,135,000.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡6,154,966.95				₡46,592,983.11

		Defensa Pública III Circuito Judicial San José (Desamparados)		2				₡0.00		₡136,560.23		₡329,071.64		₡780,566.68		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡169,689.31		₡4,526,200.00		₡533,750.00		₡0.00		₡0.00		₡1,899,417.70				₡8,375,255.55

		Defensa Pública Hatillo		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública Puriscal		1		*		₡4,483,500.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡84,844.65		₡0.00		₡266,875.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡949,708.85				₡23,034,992.52

		Defensa Pública Pavas		2				₡0.00		₡136,560.23		₡329,071.64		₡780,566.68		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡169,689.31		₡2,135,000.00		₡533,750.00		₡0.00		₡0.00		₡1,418,516.42				₡5,503,154.27

		Defensa Pública II Circuito Judicial San José		29		*		₡45,902,500.00		₡1,980,123.30		₡4,771,538.75		₡11,318,216.92		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡2,460,494.94		₡0.00		₡7,739,375.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡18,994,176.95		₡1,845,920.00		₡111,639,310.61

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur		3				₡0.00		₡204,840.34		₡493,607.46		₡1,170,850.03		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡254,533.96		₡3,202,500.00		₡800,625.00		₡0.00		₡0.00		₡1,899,417.70				₡8,026,374.48

		Defensa Pública Osa		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública Golfito		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)		4		*		₡3,843,000.00		₡273,120.46		₡658,143.28		₡1,561,133.37		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡339,378.61		₡0.00		₡1,067,500.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡2,837,032.84				₡27,206,273.29

		Defensa Pública Coto Brus		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Buenos Aires		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Puerto Jiménez		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela		7		*		₡16,012,500.00		₡477,960.80		₡1,151,750.73		₡2,731,983.39		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡593,912.57		₡0.00		₡1,868,125.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡5,686,159.38		₡1,845,920.00		₡46,995,276.62

		Defensa Pública Grecia		2				₡0.00		₡136,560.23		₡329,071.64		₡780,566.68		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡169,689.31		₡2,135,000.00		₡533,750.00		₡0.00		₡0.00		₡1,418,516.42				₡5,503,154.27

		Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)		3				₡0.00		₡204,840.34		₡493,607.46		₡1,170,850.03		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡254,533.96		₡3,202,500.00		₡800,625.00		₡0.00		₡0.00		₡2,368,225.27				₡8,495,182.05

		Defensa Pública Atenas		1		*		₡19,215,000.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡84,844.65		₡0.00		₡266,875.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡949,708.85				₡37,766,492.52

		Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela		4				₡0.00		₡273,120.46		₡658,143.28		₡1,561,133.37		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡339,378.61		₡48,037,500.00		₡1,067,500.00		₡0.00		₡0.00		₡2,837,032.84				₡54,773,808.55

		Defensa Pública Upala		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública Guatuso		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Los Chiles		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública La Fortuna		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡0.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85

		Defensa Pública Cartago		8		*		₡7,686,000.00		₡546,240.91		₡1,316,286.55		₡3,122,266.74		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡678,757.23		₡0.00		₡2,135,000.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡6,635,868.23		₡1,845,920.00		₡40,593,304.39

		Defensa Pública Turrialba		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública La Unión		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Tarrazú		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Heredia		9		*		₡24,552,500.00		₡614,521.02		₡1,480,822.37		₡3,512,550.08		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡763,601.88		₡0.00		₡2,401,875.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡7,585,577.07		₡1,845,920.00		₡59,384,332.17

		Defensa Pública Sarapiquí		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública San Joaquín de Flores		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)		3				₡0.00		₡204,840.34		₡493,607.46		₡1,170,850.03		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡254,533.96		₡3,202,500.00		₡800,625.00		₡0.00		₡0.00		₡2,368,225.27				₡8,495,182.05

		Defensa Pública Santa Cruz		3				₡0.00		₡204,840.34		₡493,607.46		₡1,170,850.03		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡254,533.96		₡3,202,500.00		₡800,625.00		₡0.00		₡0.00		₡1,887,323.99				₡8,014,280.77

		Defensa Pública Cañas		1				₡0.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡84,844.65		₡1,067,500.00		₡266,875.00		₡0.00		₡0.00		₡949,708.85				₡2,992,027.78

		Defensa Pública II Circuito Judicial Guanacaste (Nicoya)		4				₡0.00		₡273,120.46		₡658,143.28		₡1,561,133.37		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡339,378.61		₡4,270,000.00		₡1,067,500.00		₡0.00		₡0.00		₡2,837,032.84				₡11,006,308.55

		Defensa Pública Puntarenas		6		*		₡19,215,000.00		₡409,680.68		₡987,214.91		₡2,341,700.05		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡509,067.92		₡0.00		₡1,601,250.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡4,736,450.53		₡1,845,920.00		₡48,273,248.84

		Defensa Pública Aguirre - Parrita		2				₡0.00		₡136,560.23		₡329,071.64		₡780,566.68		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡169,689.31		₡2,135,000.00		₡533,750.00		₡0.00		₡0.00		₡1,418,516.42				₡5,503,154.27

		Defensa Pública Cóbano		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública Garabito		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)		5				₡0.00		₡341,400.57		₡822,679.09		₡1,951,416.71		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡424,223.27		₡0.00		₡1,334,375.00		₡0.00		₡0.00		₡3,786,741.68

		Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)		6		*		₡9,607,500.00		₡409,680.68		₡987,214.91		₡2,341,700.05		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡509,067.92		₡0.00		₡1,601,250.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡4,736,450.53		₡1,845,920.00		₡38,665,748.84

		Defensa Pública Siquirres		1		*		₡3,843,000.00		₡68,280.11		₡164,535.82		₡390,283.34		₡1,966,773.74		₡12,439,791.00		₡640,500.00		₡84,844.65		₡0.00		₡266,875.00		₡192,150.00		₡1,387,750.00		₡949,708.85				₡22,394,492.52

		Defensa Pública Bribrí		- 0				₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00		₡0.00

		TOTAL						₡170,373,000.00		₡8,261,893.76		₡19,908,834.10		₡47,224,284.40		₡21,634,511.17		₡136,837,701.00		₡7,045,500.00		₡10,266,203.03		₡83,521,200.00		₡32,291,875.00		₡2,113,650.00		₡15,265,250.00		₡91,952,446.30		₡11,075,520.00		₡647,186,504.67

		Nota*:corresponde al gasto adicional por concepto de alquiler ante la creación de las nuevas plazas.






_1555409888.xls
Juzgados Mixtos (2 materias)

		

				ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA MIXTOS DEL PAÍS, DURANTE EL PERIODO DE 2013 A SETIEMBRE 2016																																																								Juzgado Mixto		Estructura Actual		Estructuras Propuestas

																																																																Juzgado de Familia del I Circ. Jud. de Guanacaste (Liberia)		Juzgado de Violencia Doméstica y Protección Cautelar del I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)

				JUZGADOS MIXTOS DE FAMILIA
(Conocen dos materias)		Promedio mensual entrada por materia
2013 – 2016														Cantidad de recurso humano												Promedio mensual entrada por recurso
 2013 – 2016				Baja por asuntos sumarios (2013-2016)		Baja por
asuntos
que se
desjudicializan
(2013-2016)		Aumento por apelaciones
(2013-2016)		Entrada neta estimada mensual Familia		Entrada mensual neta esperada		Promedio mensual esperado por recurso

						TOTAL		Familia		Violencia
Doméstica		Penal
Juvenil		Civil		Trabajo		Agrario		Jueza
o
Juez		Propuesta		Variación		Técnica o Técnico judicial		Propuesta		Variación		Jueza
o
Juez		Técnica o Técnico judicial												Jueza
o
Juez		Propuesta		Técnica o Técnico judicial		Propuesta								Juzgado de Familia y Violencia Doméstica I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia)		2 Jueces 3		1 Juez 3		2 Jueces 3
(1 plaza a crear)

				Impacto sobre la materia de Familia																																																										1 Coordinador Judicial 2		1 Coordinador Judicial 2		1 Coordinador Judicial 2 (plaza a crear)

				Familia y Violencia Doméstica del
II Circ. Judicial de Zona Sur, Corredores		52		52		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		52		26		13		9		0		30		30		30		30		15		15										5 Técnicos Judiciales 2		2 Técnicos Judiciales 2		3 Técnicos Judiciales 2

				Familia y Violencia  Doméstica de
Golfito		20		20		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		20		10		4		4		0		12		12		12		12		6		6

				Familia y Violencia Doméstica de
Grecia		76		76		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		76		38		16		12		1		49		49		49		49		24		24

				Familia y Violencia Doméstica del
III Circ. Judicial de Alajuela, San Ramón		66		66		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		66		33		13		12		1		42		42		42		42		21		21

				Familia y Violencia Doméstica del
I Circ. Judicial de Guanacaste, Liberia		76		76		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		76		38		17		13		1		47		47		47		47		23		23

				Familia y Violencia Doméstica del
II Circ. Judicial de Guanacaste, Nicoya		32		32		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		32		16		7		6		0		19		19		19		19		10		10

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Santa Cruz		35		35		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		35		18		7		5		0		23		23		23		23		12		12

				Impacto sobre la carga laboral total

				Familia y Violencia Doméstica del
II Circ. Judicial de Zona Sur, Corredores		133		52		81		0		0		0		0		2		2		0		3		3		0		67		44		13		9		0		30		111		56		56		37		37

				Familia y Violencia  Doméstica de
Golfito		90		20		70		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		90		45		4		4		0		12		82		82		82		41		41

				Familia y Violencia Doméstica de
Grecia		136		76		60		0		0		0		0		2		2		0		3		3		0		68		45		16		12		1		49		109		54		54		36		36

				Familia y Violencia Doméstica del
III Circ. Judicial de Alajuela, San Ramón		150		66		84		0		0		0		0		2		2		0		3		3		0		75		50		13		12		1		42		126		63		63		42		42

				Familia y Violencia Doméstica del
I Circ. Judicial de Guanacaste, Liberia		179		76		103		0		0		0		0		2		2		0		5		5		0		90		36		17		13		1		47		150		75		75		30		30

				Familia y Violencia Doméstica del
II Circ. Judicial de Guanacaste, Nicoya		110		32		78		0		0		0		0		2		2		0		3		3		0		55		37		7		6		0		19		97		49		49		32		32

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Santa Cruz		132		35		97		0		0		0		0		2		2		0		3		3		0		66		44		7		5		0		23		120		60		60		40		40

						Estos despachos dejarán de conocer la materia Penal Juvenil: Golfito se traslada a Corredores; Grecia se traslada a San Ramón; y Santa Cruz se traslada a Nicoya.

						Se propone especializar ambas materias en Liberia. Los niveles de Familia son similares a Heredia (49 por Jueza o Juez y 24 por Técnica o Técnico Judicial).

						La entrada promedio mensual (103) es similar a la del juzgado especializado de violencia doméstica de San Carlos (100).



Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en la materia de Familia (para este bloque de Juzgados):

 43 (Jueza o Juez) y 21 (Técnica o Técnico Judicial).
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_1555417008.xls
Juzgados Mixtos (5)

		

				ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA MIXTOS DEL PAÍS, DURANTE EL PERIODO DE 2013 A SETIEMBRE 2016

				JUZGADOS MIXTOS DE FAMILIA
(Conocen cinco o
más materias)		Promedio mensual
entrada por materia
2013 – 2016														Cantidad de recurso humano												Promedio
mensual
entrada
por recurso
 2013 – 2016				Baja por asuntos sumarios (2013-2016)		Baja por
asuntos que
se
desjudicializan
(2013-2016)		Aumento por apelaciones
(2013-2016)		Entrada neta estimada mensual Familia		Entrada mensual neta esperada		Promedio mensual esperado
por recurso

						TOTAL		Familia		Violencia
Doméstica		Penal
Juvenil		Civil		Trabajo		Agrario		Jueza
o
Juez		Propuesta		Variación		Técnica o Técnico judicial		Propuesta		Variación		Jueza
o
Juez		Técnica o Técnico judicial												Jueza
o
Juez		Propuesta		Técnica o Técnico judicial		Propuesta

				Impacto sobre la materia de Familia

				Civil, Trabajo y Familia
de Puriscal		31		31		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		31		16		9		5		0		17		17		17		17		9		9

				Civil, Trabajo y Familia
de Buenos Aires		18		18		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		18		9		6		2		0		10		10		10		10		5		5

				Civil y Trabajo del II Circ. Judicial
de Alajuela, Sede Upala		20		20		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		20		10		3		2		0		15		15		15		15		8		8

				Civil, Trabajo y Familia de Osa		18		18		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		18		9		3		3		0		12		12		12		12		6		6

				Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y
Violencia Doméstica de Sarapiquí		22		22		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		22		11		5		2		0		15		15		15		15		8		8

				Impacto sobre la carga laboral total (no incluye Agrario)

				Civil, Trabajo y Familia
de Puriscal		101		31		42		7		12		9		0		2		2		0		3		3		0		50		34		9		5		0		17		87		43		43		29		29

				Civil, Trabajo y Familia
de Buenos Aires (sin Agrario)		72		18		37		7		5		5		0		1		2		1		2		3		1		72		36		6		2		0		10		65		65		32		32		22

				Civil y Trabajo del II Circ. Judicial
de Alajuela, Sede Upala (sin Agrario)		90		20		35		19		8		8		0		2		2		0		4		4		0		45		23		3		2		0		15		86		43		43		21		21

				Civil, Trabajo y Familia de Osa		65		18		31		6		5		5		0		1		1		0		3		3		0		65		22		3		3		0		12		59		59		59		20		20

				Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y
Violencia Doméstica de Sarapiquí		111		22		58		13		5		13		0		3		3		0		5		5		0		37		22		5		2		0		15		104		35		35		21		21

						Con la reforma procesal civil y laboral, a Puriscal se le asignan dos plazas más (una Jueza o Juez 3 y una Técnica o Técnico Judicial 2).

						Con la reforma procesal civil y laboral, a Upala se le asigna una plaza más de Técnica o Técnico Judicial 2.

						Con la reforma procesal civil y laboral, a Osa se le asigna una plaza más de Jueza o Juez 3.



Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en la materia de Familia (para este bloque de Juzgados):

 21 (Jueza o Juez) y 11 (Técnica o Técnico Judicial).




Juzgados (Especializados)



				ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS ESPECIALIZADOS DE FAMILIA DEL PAÍS, DURANTE EL PERIODO DE 2013 A SETIEMBRE 2016



				JUZGADOS ESPECIALIZADOS
DE FAMILIA		Promedio mensual entrada por materia
 2013 - 2016		Cantidad de recurso humano												Promedio mensual entrada por recurso
 2013 - 2016				Baja por asuntos sumarios 2013-2016		Baja por
asuntos
que se
desjudicializan
(2013-2016)		Aumento
por
apelaciones
2013-2016		Entrada
mensual
neta
esperada		Promedio mensual
esperado por recurso

								Jueza o Juez		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Técnica o Técnico judicial		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Jueza o Juez		Técnica o Técnico judicial										Jueza o Juez		Propuesta		Técnica o Técnico judicial		Propuesta

				Juzgado unificado de SJ		270		6		4		-2		12		8		-4		45		23		41		40		4		193		32		48		16		24

				Primero de San José		136		3		2		-1		6		4		-2		45		23		20		20		3		99		33		49		16		25

				Segundo de San José 		134		3		2		-1		6		4		-2		45		22		21		20		1		95		32		47		16		24

				Familia, Niñez y Adolescencia		73		2		2		0		5		3		-2		37		15		40		0		1		34		17		17		7		11

				II Circ. Judicial de San José, Goicoechea		255		4		3		-1		9		7		-2		64		28		47		40		3		171		43		57		19		24

				III Circ. Judicial de San José, Desamparados		166		3		2		-1		5		4		-1		55		33		25		30		1		112		37		56		22		28

				I Circ. Judicial de Zona Sur, Pérez Zeledón 		74		2		1		-1		3		2		-1		37		25		11		14		1		50		25		50		17		25

				I Circ. Judicial de Alajuela 		214		3		2		-1		6		5		-1		71		36		42		35		2		139		46		69		23		28

				II Circ. Judicial de Alajuela, San Carlos		98		2		1		-1		3		2		-1		49		33		26		13		1		60		30		60		20		30

				Cartago		256		2		2		0		6		6		0		128		43		53		43		3		163		81		81		27		27

				Heredia 		237		4		3		-1		8		6		-2		59		30		55		39		3		146		36		49		18		24

				LIBERIA (Especialización de Familia)		76		1		1		0		2		2		0		76		38		17		13		1		47		47		47		24		24

				Puntarenas		107		2		1		-1		4		3		-1		53		27		25		16		1		67		34		67		17		22

				I Circ. Judicial de Zona Atlántica, Limón		68		2		1		-1		5		2		-3		34		14		13		12		0		43		22		43		9		22

				II Circ. Judicial de Zona Atlántica, Pococí		111		2		1		-1		4		3		-1		56		28		21		20		0		71		35		71		18		24

												11						19









































Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados para este bloque de juzgados:

58 (Jueza o Juez) y 30 (Técnica o Técnico Judicial)

Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en la materia de Familia (para este bloque de juzgados):

47 (Jueza o Juez) y 24 (Técnica o Técnico Judicial). 
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1706-DTI-2017

Goicoechea, 03 de mayo del 2017

	

MBA. Kattia Morales Navarro, Directora 

Dirección de Tecnología de Información

Poder Judicial

S.	D.





Estimada señora





En razón a la solicitud realizada por la Dirección de Planificación, en cuanto al “Presupuesto requerido por la Dirección de Tecnología de Información para la implementación de la Reforma al Código de Familia”, se procede a remitirle a su persona el respectivo documento.



Se procede a incluir dentro del presente oficio, el cuadro resumen que plasma los rubros y montos del presupuesto y también el de recurso humano necesario por DTI para llevar a cabo la ejecución del proyecto:



		Rubros

		Monto



		1- Enlace de Comunicaciones (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡442.584.000,00



		2- Bienes intangibles (Licencias) (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡14.431.368,00



		3-Equipos de comunicación (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡67.500.000,00



		4-Equipo y programas de cómputo. (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		Comp. Con Punto

		Servidores y Almacenamiento 

		₡300.000.000,00



		

		

		Computadoras

		₡246.707.590,50



		

		

		

		



		

		

		Puntos de red

		₡128.647.750,00



		

		Otros Disp.

		₡115.078.107,50



		

		Equip. Salas Juicio

		₡0,00



		

		Software

		Migraciones

		₡0,00



		

		

		Desarrollo Mejoras

		₡0,00



		

		

		Implementaciones

		₡40.396.920,00



		Presupuesto de TI para Reforma de Familia

		₡1.355.345.736,00









		Requerimientos en Recurso Humano para la Reforma de Familia



		Tipo de Plaza

		Cantidad

		Tiempo

		Periodo

		Proyecto

		Justificación



		Técnicos de Implantación

		10

		1 año

		Todo año 2018

		Gestión, Implantación

		Pruebas de aplicación, configuraciones previas, capacitaciones a funcionarios y Apoyo y seguimiento a los despachos a implementar.



		Profesional en Informática 1

		1

		1 año

		Todo 2018

		Gestión, Implantación

		Configuración y mantenimiento de infraestructuras de despachos nuevos y ambientes de capacitación, configuraciones de plataforma electrónica, soporte y atención de reportes de despachos en implementación.



		Profesional en Informática 1

		1

		6 meses

		Jun-Dic 2018

		Gestión, Migración

		Migraciones de datos por traslados de circulantes.



		Profesional en Informática 2

		1

		1 año

		Todo 2018

		Inf. Regionales Continuidad

		Configuración de plataforma electrónica para los 78 despachos a implementar. Atención de reportes y consultas en relación a bases de datos y aplicaciones durante las implantaciones.



		Profesional en Informática 2

		6

		1 año

		Todo 2018

		Gestión, Desarrollo de Mejoras EV

		Desarrollo de mejoras solicitadas en sistemas de Gestión, Escritorio Virtual, Agenda Cronos, Sistema de Seguimientos de Casos y SDJ







Sin más por el momento;





Lic. Luis Jiménez Fallas

Jefe del Área Informática de Gestión de Despachos Judiciales.

 Tecnología de Información

Poder Judicial C.R.





















Presupuesto de TI para Reforma de Familia

Dirección de Tecnología de Información

 Poder Judicial Costa Rica
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1. [bookmark: _Toc481439640][bookmark: _Toc448488745][bookmark: _Toc448489029][bookmark: _Toc448683678][bookmark: _Toc448731939][bookmark: _Toc448739541][bookmark: _Toc449366922][bookmark: _Toc478651395]Antecedente

La futura entrada de la reforma al Código de Familia, entre muchos aspectos contempla un cambio a nivel tecnológico en los despachos judiciales de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, ya que se pretende que todos trabajen bajo el modelo electrónico. Actualmente se determinan 120 despachos judiciales que atienden estas materias, de los cuales 52 ya trabajan bajo este modelo y 68 oficinas aún trabajan bajo la modalidad física y deben de ser sometidas al proceso de implementación. Así mismo, la reforma contempla la creación de plazas y despacho nuevos.



Todo lo anterior nos obliga a determinar el costo que permita ejecutar todas las tareas y acciones necesarias para dichas implementaciones, así como la dotación de los insumos necesarios a los nuevos recursos y dependencias. 



En el presente documento se plasman los costos que implican los servicios, herramientas tecnológicas, recurso humano, dispositivos periféricos, capacitaciones, migraciones de datos, entre otros, que deben de utilizarse y ejecutarse durante el desarrollo del proyecto de implementación de sistemas.



2. [bookmark: _Toc481439641]Objetivos

2.1 Principal

Determinar el presupuesto total que requiere la Dirección de Tecnología de Información para la Reforma al Código de Familia.



2.2 Específicos

· Estimar el costo de enlaces y equipos de comunicación que conlleva la implementación de la reforma al código de Familia.



· Identificar los costos por concepto de equipos y dispositivos requeridos por los despachos judiciales en las implementaciones de sistemas a realizar para la reforma al código de Familia.



· Determinar el recurso humano que necesita la Dirección de Tecnología de Información para ejecutar las tareas necesarias para la implementación de la reforma del código de Familia.



3. [bookmark: _Toc481439642]Enlaces de Comunicaciones

Se debe contemplar si a raíz de traslados o creación de despachos judiciales se necesitarán instalaciones de enlaces de comunicación a edificaciones nuevas o que no cuentan con el servicio, lo cual genera un costo para la Institución en instalación y mantenimiento.

Según datos brindados por la Dirección de Planificación, se contempla la creación de 5 Juzgados de Asuntos Sumarios de Familia nuevos y la creación del Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana. Así mismo, se tiene planeado la especialización de 6 despachos que actualmente son mixtos, y en este caso aunque no se tiene determinado el lugar físico al que serán asignados estos despachos especializados, se debe presupuestar el costo de implementación y mantenimiento del respectivo enlace de comunicación. Siendo así, se determina la posibilidad de tener que enlazar 12 edificaciones nuevas a la red informática y de comunicaciones institucional. Así mismo, según datos aportados por Don Erick Monge Sandí de la Dirección de Planificación, para la Defensa Pública se estima la necesidad de  un máximo de 15 alquileres de edificaciones, que también implicarían costos por instalación y mantenimiento mensual del  enlace de comunicación. Si tomamos en cuenta el costo instalación del mismo es de ¢3.000.000,00 y un mantenimiento mensual de ¢4.464.000,00, al sumar estos datos contemplando tres de costos de mantenimiento (ya que se pretender implementar la reforma de Familia en octubre del 2018) se obtiene la información que se muestra en el cuadro # 1.



		Costos de Enlaces de Comunicaciones



		Ámbito

		Rubro

		Costo

		Cant. Despachos

		Total



		Jurisdiccional

		Instalación

		₡3.000.000,00

		12

		₡36.000.000,00



		

		Mantenimiento por 3 meses

		₡13.392.000,00

		12

		₡160.704.000,00



		Defensa Pública

		Instalación

		₡3.000.000,00

		15

		₡45.000.000,00



		

		Mantenimiento por 3 meses

		₡13.392.000,00

		15

		₡200.880.000,00



		Costo Total 

		₡442.584.000,00





Cuadro #1. Costo total por enlaces de comunicación



Tal y como lo observamos en el cuadro anterior, se determina un total de ₵442.584.000,00 por concepto de costos en enlaces de comunicación para la implementación de la Reforma de Familia.



4. Bienes Intangibles y Licencias

Dentro de los planes de la Dirección de Tecnología de información del Poder Judicial, está el poder ofrecer a los funcionarios judiciales la opción de tener sus cuentas de correo en la nube, para lo cual se les asigna suscripciones de paquetes office 365 que permiten esto. Siendo que dentro del presente proyecto se estima la incorporación de 318 plazas nuevas, se hace necesario presupuestar el costo que implica estas suscripciones para cada funcionario. Según datos aportados por el área de soporte de la Dirección de Tecnología, el tipo de suscripción que se asigna a una plaza de categoría profesional es la Enterprice E1 y genera un costo mensual de $96 anuales, y para la categoría de técnico se asigna la Exchange online con un costo anual de $48. En base a esta información se realiza el cálculo que se muestra en el siguiente cuadro:
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Cuadro #2. Costo total por suscripciones Office 365



5. Equipos de Comunicación

A pesar de que en la actualidad ya todos los despachos judiciales del país que atienden las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica cuentan con equipos de comunicación óptimos y la tecnología necesaria (Virtualización de equipos) para trabajar adecuadamente con de los sistemas de Gestión, se debe considerar que dentro de lo planeado para la reforma, se tiene presupuestado enlazar 12 nuevas edificaciones a la red institucional, lo que implicaría el requerimiento de un router y un swicht que permita la interconexión de todos los equipos en cada una de las edificaciones. De igual manera sucede con las edificaciones que se estiman con enlaces de comunicación nuevos para la Defensa Pública, que son un total de 15. Según datos aportados por el área de telemática se debe incurrir en un costo de ¢2.500.000,00 por la adquisición de ambos dispositivos. En base a esta información, se detalla en el cuadro #3.



		Costos en Equipos de Comunicación



		Ámbito

		Costo de Router y Swicht

		Cant. Edificios

		Costo Total



		Jurisdiccional

		₡2.500.000,00

		12

		₡30.000.000,00



		Defensa Pública

		

		15

		₡37.500.000,00



		Costo Total

		₡67.500.000,00





Cuadro #3. Costo en Equipos de Comunicación



Tal y como se comprueba, se determina un monto de ₵67.500.000,00 por concepto de adquisición de equipos de comunicación para la Reforma de Familia.



6. Equipos de Cómputo, Dispositivos y Software

6.1 Servidores y Almacenamiento

La implementación de modelo electrónico en despachos judiciales implica, el aumento en la cantidad de información electrónica que debe de ser guardada en los respectivos servidores y base de datos que soportan los sistemas. Esto obliga a aumentar los costos en que se incurren para aumentar el procesamiento y almacenamiento en servidores y equipos de cómputo, justificados en el crecimiento desmedido de archivos digitales y de audio que deben guardar las aplicaciones y sistemas en los medios de almacenamiento tecnológico cuando los despachos trabajan bajo el modelo electrónico. Según la valoración hecha por el área de Soporte de TI, se hace necesario contar con un presupuesto de ₡300.000.000,00 para satisfacer las necesidades en el tema de servidores y almacenamiento tanto para la parte Jurisdiccional como para la Defensa Pública.



6.2 Costo de Equipos de cómputo y punto de red

En cuanto a equipos de cómputo, a pesar de que el personal existente dentro de la institución ya cuenta con computadoras óptimas para el desarrollo de sus funciones, debe de contemplarse la dotación de este recurso para las plazas nuevas que se van a incorporar según indica la reforma y también del recurso extra que se solicita para la ejecución de la implementación del proyecto. También es necesario incluir el costo que genera para la institución, la instalación de un punto de red que permita a cada funcionario conectarse a la red institucional.



Según datos suministrados por la Dirección de Planificación, la reforma plantea que en el área jurisdiccional se incorporen 35 plazas nuevas de las cuales 11 son profesionales y 24 técnicas. Para la Defensa Pública se estiman 231 contando con 149 profesionales y 82 técnicas y para el caso de las Oficinas de Trabajo Social se contemplan un total de 29 plazas en donde 26 son de profesionales y 3 técnicas.



También se debe de tomar en cuenta el recurso humano nuevo que incluirán las diferentes dependencias encargadas de ejecutar tareas y procedimientos en la implementación de la reforma, en donde la Dirección de Planificación determina la necesidad de inclusión de 6 recursos nuevos y Gestión Humana de 11 recursos.



A continuación se detallan las plazas nuevas que se contemplan para la reforma al código de Familia en el cuadro #4.

		Ámbito

		Prof

		Técnicas



		Jurisdiccional

		11

		24



		Defensa Pública

		149

		82



		Trabajo Social

		26

		3



		Planificación

		6

		-



		Gestión Humana

		11

		- 



		Totales

		203

		109



		Total de Plazas

		312





Cuadro #4. Plazas nuevas



En cuanto a la Dirección de Tecnología de Información, dentro del recurso humano solicitado y que se especifica en el punto 5 del presente documento, la gran mayoría es recurso temporal con el que ya se venía contando desde años anteriores para otros proyectos y los mismos ya cuentan con los respectivo equipamiento, sin embargo si se determina la necesidad de 6 equipos de cómputo con características para Desarrollo de sistemas, para los profesionales en informática 2, solicitados para el desarrollo de mejoras a los sistemas de información. 



En base a la información anterior, se determina la necesidad de 203 equipos de cómputo tipo laptop para profesionales las cuales tiene un costo unitario de $1.459,00 lo que sumaría un total de $296.177,00 que representan ₵168.968.978,50, al tipo de cambio de hoy (¢570.50). De igual manera, 109 equipos de cómputo de escritorio con un costo de $1.096,00, lo que suma un total de $119.464,00, que representan ₵68.154.212,00 al tipo de cambio de hoy. Por último, se estimarían los 6 equipos de cómputo con características de Desarrollo, los cuales tiene un costo de $2.800,00 cada uno, generando un costo total de $16.800,00 equivalentes al día de hoy a ₵9.584.400,00.



En el tema de puntos de red, se estima por parte del área de telemática, que la instalación de cada uno estos representa a la institución un costo de $500,00 y siendo que se contempla la creación de 312 plazas nuevas más 6 que necesita Tecnología de Información, se estima la instalación de 318 de puntos de red. A esto debemos sumarle 27 puntos necesarios para las impresoras en despachos nuevos tanto jurisdiccionales como de Defensa Pública, y la cantidad de 106 más por puntos para telefonía. Todo lo anterior sumaría 451, que generarían un costo de $225.500,00 equivalentes a ¢128.647.750,00.  
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Cuadro #5. Costo total por equipos de cómputo y puntos de red



Tal y como se observa en el cuadro #5, luego del análisis respectivo se determina el monto de ¢375.355.440,50, por concepto de costo total de equipos de cómputo y puntos de red para la reforma de Familia.



6.3 Otros Dispositivos

La reforma al código de Familia contempla la implementación del modelo electrónico en un total de 68 despachos judiciales que para inicios del año 2018 trabajarán con sistemas de Gestión bajo el modelo físico y en 5 nuevos Juzgado de Asuntos Sumarios que se crearán en razón a la reforma. 



Este modelo de tramitación electrónica hace necesaria la utilización de ciertos dispositivos tales como Pads de Firmas, Monitores adicionales y Certificados Digitales para Jueces, escáner e impresora en despachos nuevos o que en la actualidad no tengan. Por tal motivo se hace necesaria la cuantificación en cantidad y costos de todos estos dispositivos, tomando como base los siguientes criterios:



· Pads de Firmas: Estos dispositivos permiten tomar las firmas de funcionarios y usuarios externos en forma electrónica e incluirlas al sistema o a un documento predeterminado, se hace necesario dotar a los despachos de estos dispositivos según la cantidad de personas que atiendan y deban firmas documentos elaborados en los despachos y cantidad de personal con que cuentan.



· Monitores Adicionales: Se contempla que cada juez que trabaje con el modelo electrónico, debe contar con doble monitor por lo que debe de brindarse un monitor extra en caso de que el equipo de cómputo asignado cuente con solo uno, ya que esto ayuda en el manejo y visualización de documentos electrónicos.



· Impresora: de igual forma ya todos los despachos en funcionamiento cuentan con una impresora, sin embargo se debe de contemplar estos dispositivos para los despachos nuevos que se van a crear y que no son soportados por un centro de impresión.



· Escáneres: Se justifica un escáner de mediana capacidad en cada despacho que trabaje en forma electrónica, ya que toda documentación recibida o generada en el despacho que por algún motivo queda en forma física, debe de escanearse para posteriormente ingresarse a los sistemas.



6.3.1 Pads de Firmas

Se considera importante indicar que este recurso debe de ser compartido por lo funcionarios del despacho, ya que es un recurso caro para la institución. Lo anterior obliga a que se deba de analizar la cantidad de funcionarios con que cuenta cada despacho, ya que se estima que al menos un dispositivo debe de compartirse con no más de 5 funcionarios. También se debe considerar que tanto en la materia de Familia, como la de Pensiones Alimentarias y la de Violencia Doméstica son visitados por una alta cantidad de usuarios que realizan trámites que demandan firmas de los mismos.



A continuación se detalla el desglose de pads de firmas por cada uno de los despachos:



		Despachos a Distribuir Pads de Firmas 

		Usuarios

		# Pads de Firmas



		Despachos con Gestión

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo

		11

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Mora

		5

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí

		13

		4



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Puriscal

		11

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Acosta

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrubares

		5

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita

		14

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Ana

		13

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Montes de Oro

		4

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aguirre

		3

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Parrita

		5

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Cañas

		10

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hojancha

		4

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo

		10

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Isidro

		7

		2



		

		Juzgado de Familia del III Circuito Judicial de San José

		28

		6



		

		Tribunal de Familia de San José

		14

		3



		

		Juzgado Primero de Familia de San José

		12

		3



		

		Juzgado Segundo de Familia de San José

		11

		3



		

		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José

		18

		4



		

		Juzgado de Familia de Heredia

		28

		6



		

		Juzgado de Familia de Puntarenas

		16

		4



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)

		16

		4



		

		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)

		17

		4



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de Guanacaste(Nicoya)

		8

		2



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur

		14

		3



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		8

		2



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito

		5

		2



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón

		13

		3



		

		Juzgado de Familia de Grecia

		6

		2



		

		Juzgado de Familia de Turrialba

		10

		3



		

		Juzgado de Familia de Santa Cruz

		6

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José

		8

		2



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas

		9

		3



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José:

		15

		3



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario del II Circuito Judicial de San José

		8

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)

		6

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		11

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Osa

		8

		2



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela

		11

		3



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Alajuela

		10

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Atenas

		6

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Poás

		5

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Upala

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo

		10

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Palmares

		11

		3



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Valverde Vega

		4

		2



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de La Unión

		7

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alvarado

		4

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba

		20

		5



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez

		6

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia

		11

		3



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí

		13

		3



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste

		8

		2



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Guanacaste

		8

		2



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz

		7

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas

		10

		3



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica

		5

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		6

		2



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres

		9

		2



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael

		9

		3



		

		Juzgado de Pensiones y de Violencia Doméstica de Escazú

		11

		3



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita

		8

		2



		

		Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas

		7

		2



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del III Circuito Judicial de San José

		10

		3



		Nuevos

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial SJ.

		4

		2



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial SJ.

		7

		2



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Alajuela

		4

		2



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago

		4

		2



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia

		5

		2



		A Especializarse

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)

		5

		2



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)

		12

		3



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)

		20

		5



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)

		12

		3



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia

		9

		3



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba

		10

		3



		Total de Pads de Firmas

		210





 Cuadro #6. Total de Pads de Firmas requeridos para la Reforma de Familia para Ámbito Jurisdiccional.





En el caso de la Defensa Pública, según indica Don Erick Monge Sandí, estiman la creación de 15 nuevas oficinas de Defensa que requerirán se dotadas de un pad de firmas lo que sumaría un total de 225 Pads de firmas en total tanto en el ámbito jurisdiccional como para la Defensa Pública.



Una vez que se determina la necesidad de 225 pads de firmas, se procede a estimar el costo total, tomando en cuenta que cada uno de estos dispositivos tiene un costo para la institución de $277,00, lo que sumaría un total de $62.325,00 equivalentes a ¢35.556.412,50, suma que representaría el costo total de adquisición de los pads de firmas para los despachos a implementar al modelo electrónico en razón a la Reforma de Familia.



6.3.2 Monitores Adicionales

Cada dispositivo de estos tiene un costo de $182,00, sin embargo no se cuenta con la información de la cantidad de jueces que necesitan de este recurso del total de los 120 despachos que afecta la reforma. Se realiza un cálculo en base a la información que presenta el archivo de relación de puestos, el cual nos arroja  que para oficinas de Familia aparecen 51, 57 para Pensiones Alimentarias y 23 de Violencia Doméstica, para un total del 131 Jueces, a esto le sumamos las 214 plazas nuevas que incorpora la reforma, lo que determinaría un necesidad de 345 monitores extras para profesionales. En base a esto se procede a calcular un monto total de $62.790,00, equivalentes a ₵35.821.695,00.





6.3.3 Impresoras

Estos dispositivos se requieren solo para despachos u oficinas nuevas, ya que en la actualidad los despachos existentes cuentan con este recurso. En el caso de este proyecto, se estima la creación de 6 despachos nuevos y la especialización de otros 6 los cuales a la fecha se desconoce el espacio físico que se les asignará, por lo que se debe contemplar la dotación de 12 impresoras para cada una de estas oficinas, con un costo unitario de ¢1.150.000,00, razón por la cual se determinaría un costo total de ¢13.800.000,00 por concepto de compra de impresoras para el ámbito jurisdiccional, tal y como se muestra en el cuadro # 7.
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Cuadro #7. Costo total para Impresoras



En cuanto al dato los 15 posibles oficinas nuevas para Defensa Pública, no se tiene un dato claro de la verdadera necesidad en cuanto a este dispositivo, sin embargo en base a la baja cantidad de usuarios asignados a estas oficinas nuevas, se procede a cotizar impresoras de mediana capacidad con un costo unitario de ¢250.000,00 cada una, lo que nos suma un total de ¢3.750.000,00.



Al unificar los costos del ámbito jurisdiccional (¢13.800.000,00) y la Defensa Pública (¢3.750.000,00), se obtiene un costo total de ¢17.550.000,00, por concepto de impresoras para despachos nuevos en razón a la Reforma al código de Familia.



6.3.4 Escáneres

Se debe de contemplar la entrega de un escáner de mediana capacidad para cada uno de los 68 despachos judiciales que actualmente trabajan con Sistemas de Gestión y a los cuales deben de implementárseles el modelo electrónico. También se deben de tomar en cuenta los 5 nuevos Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia que se van a crear y los  6 despachos que se van a especializar. Se hace la observación que el nuevo Juzgado de Pavas, Escazú y Santa Ana se contempla en la actualidad como el Juzgado Segundo de Familia, ya que será el que una vez entrada en vigencia la reforma de familia, pasará de ser el Juzgado Segundo de Familia al Juzgado de Pavas, Escazú y Santa Ana, asumiendo los mismos recursos con que contaría a la fecha.



Así mismo, cabe hacer la observación que 23 de los despachos judiciales que figuran en la lista a implementar electrónicos en razón a la Reforma de Familia, se les habrá asignado escáner anteriormente al inicio de este proyecto, en razón a su funcionamiento como Centros de Gestión para la Reforma Civil y Laboral. Sin embargo a la fecha no se cuenta con un estudio o dato que permita evaluar la cantidad de documentos que entrarían en razón a su función de centro de Gestión para otras materias y la cantidad por recepción de documentos propios de sus tramitaciones, por lo que se desconoce si el escáner de mediana capacidad otorgado específicamente para recepción de documentación Civil y Laboral dará abasto también para la recepción de sus propios documentos, por tal razón se procede a presupuestar otro escáner para cada uno de estos despachos. 



A continuación se procede a enlistar los despachos a los cuales se les debe de dotar del dispositivo:



		

Despachos a dotar Escáneres





		Cantidad



		Gestión

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Mora

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Puriscal

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Acosta

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrubares

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Ana

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Montes de Oro

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aguirre

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Parrita

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Cañas

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hojancha

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Isidro

		1



		

		Juzgado de Familia del III Circuito Judicial de San José

		1



		

		Tribunal de Familia de San José

		1



		

		Juzgado Primero de Familia de San José

		1



		

		Juzgado Segundo de Familia de San José

		1



		

		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José

		1



		

		Juzgado de Familia de Heredia

		1



		

		Juzgado de Familia de Puntarenas

		1



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)

		1



		

		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)

		1



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de Guanacaste(Nicoya)

		1



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur

		1



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		1



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito

		1



		

		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón

		1



		

		Juzgado de Familia de Grecia

		1



		

		Juzgado de Familia de Turrialba

		1



		

		Juzgado de Familia de Santa Cruz

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José

		1



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José:

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario del II Circuito Judicial de San José

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Osa

		1



		

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Alajuela

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Atenas

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Poás

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Upala

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Palmares

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Valverde Vega

		1



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de La Unión

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alvarado

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí

		1



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste

		1



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Guanacaste

		1



		

		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		1



		

		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres

		1



		

		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael

		1



		

		Juzgado de Pensiones y de Violencia Doméstica de Escazú

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita

		1



		

		Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas

		1



		

		Juzgado de Violencia Doméstica del III Circuito Judicial de San José

		1



		Nuevos

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial SJ.

		1



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial SJ.

		1



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Alajuela

		1



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago

		1



		

		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia

		1



		A especializar

		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia

		1



		

		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba

		1



		Total de Escáneres para Reforma de Familia

		79





 Cuadro #8. Total de Escáneres requeridos para la Reforma de Familia.





A los 79 escáneres presupuestados para despachos jurisdiccionales, deben de sumarse 15 dispositivos más en razón a las oficinas nuevas de Defensa Pública para la Materia de Familia, que se pretenden crea con la reforma. Si tomamos en cuenta que cada escáner de mediana capacidad tiene un costo de ¢250.000,00, determinaríamos en razón a 94 dispositivos, un monto total de ¢23.500.000,00 por concepto de dotación de escáneres para la implementación de despachos y oficinas judiciales tanto el en ámbito jurisdiccional como para la Defensa Pública.



6.3.5 Dispositivos Telefónicos

En cuando a estos dispositivos, debe de asignarse una a cada profesional en derecho, uno al coordinador judicial y dependiendo a la cantidad de técnicos del despacho, se designan para que compartan. En el caso de defensa pública se estiman 3 aparatos para cada una de las 15 oficinas nuevas. En razón a lo anterior se elabora el análisis que se muestra en el cuadro #9.
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Cuadro #9.Teléfonos requeridos



Se determina la necesidad de 106 dispositivos telefónicos tanto para despachos judiciales nuevos jurisdiccionales y de Defensa Pública, en donde cada uno implica un costo para la institución de ¢25.000,00, lo que sumaría un costo total de ¢2.650.000,00.



6.3.6 Resumen de Costos de otros dispositivos

A continuación se detallan el resumen de costos de todos los dispositivos requeridos para el proyecto de Implementación del modelo electrónico en Despachos de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, y que podemos observar en el cuadro #10.

		Dispositivo

		Precio Unitario

		Cant.

		Costo Total 



		Pads de Firmas

		₡158.028,50

		225

		₡35.556.412,50



		Monitores Adicionales

		₡103.831,00

		345

		₡35.821.695,00



		Impresoras (Industriales)

		₡1.150.000,00

		12

		₡13.800.000,00



		Impresoras (Mediana)

		₡250.000,00

		15

		₡3.750.000,00



		Escáneres

		₡250.000,00

		79

		₡23.500.000,00



		Teléfonos

		₡25.000,00

		106

		₡2.650.000,00



		Total de costos en Dispositivos

		₡115.078.107,50





Cuadro #10. Costo total por Dispositivos Requeridos



6.4 Equipamiento de Salas de Juicio

Siendo que una de las implicaciones que se plantean con la reforma al código de Familia es que los procedimientos se regirán por el sistema procesal de oralidad, se debe de contemplar que se cuente con los equipos respectivos que permitan las grabaciones de las audiencias orales, cuyo costo unitario es de ¢209.828,00, y se especifican en el cuadro #11.



		Equipo o Dispositivo

		Costo

		A colones



		Mezcladora de audio 8 canales

		$179

		₡101.314,00



		Micrófono sobre mesa

		$179

		₡101.314,00



		Cables para micrófono 7.4 mts

		₡7.200,00

		₡7.200,00



		Total del Equipo

		₡209.828,00





Cuadro #11. Componentes de Equipos de grabación



Sin embargo, a la fecha no se cuenta con la información que permita determinar la necesidad o no, y la cantidad de estos equipos, por lo que se hace imposible poder brindar un estimado en este punto.



6.5 Software

Dentro de las actividades y requerimientos que implica una reforma de un Código Procesal, hay que tomar en cuenta si hay necesidad de movilización o migración de datos por traslados de competencia lo anterior en relación a los diferentes sistemas, así como la elaboración y programación de nuevos módulos y mejoras y costos en la implementación de los mismos.



6.5.1 Migraciones de Sistemas SDJ y Gestión

En cuanto al tema de las migraciones de datos en sistemas de Gestión y SDJ, aunque todavía no se tienen definidos determinaciones en cuanto al traslado de varios circulantes, se debe prevenir que habrán traslados de circulantes de varios despachos existentes a los nuevos despachos sumarios, además del posible traslado del circulante del Juzgado Segundo de Familia de San José que también está pendiente de definirse.



Para poder presupuestar las migraciones del SDJ, es necesario contar con el dato de la cantidad y criterios de migraciones, ya que en base a esto es que se calculan los costos en horas extras que se invierten en cada uno de estos procesos. Al no contar con esta información se hace imposible poder brindar un costo estimado. 



Las migraciones de datos de los sistemas de Gestión se vuelven un tema más complejo y delicado, y no se pueden ejecutar con horas extras por el mismo recurso humano con que se cuenta. En estos casos si se hace necesario la disponibilidad de un recurso dedicado a estos procesos. La necesidad de este recurso se especificará en el punto 8 del presente documento. 



6.5.2 Costos de Implementación de Sistemas

Se determina que se debe implementar el sistema de Escritorio Virtual en 73 despachos judiciales que atienden las materias de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, proceso que requiere de recurso humano para ejecutar las diferentes tareas que conlleva y además genera costos por conceptos de los viáticos por motivo de viajes a las diferentes zonas del país. 



En cuanto al recurso humano necesario, se especificará el tema en el punto 8 del presente documento y se procede a evaluar los costos por concepto de viáticos mediante el cuadro #10, donde podemos observar que se determina un costo total por viáticos de ¢40.396.920,00 por concepto de viáticos, donde ¢38.485.200,00 corresponden a gastos por alimentación y hospedaje y ¢1.911.720,00 a gastos por transporte. El desglose se resume en el siguiente cuadro.



		Despachos a Implementar

		Alimentación por semana

		Hospedaje por semana

		Alimentación y Hospedaje

		Transporte por semana

		Semanas de Apoyo

		Total Alimentación y Hospedaje

		Total de Transporte



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡2.450,00

		6

		₡0,00

		₡14.700,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Mora

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡4.700,00

		6

		₡714.900,00

		₡28.200,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí

		₡0,00

		₡0,00

		₡119.150,00

		₡1.010,00

		6

		₡714.900,00

		₡6.060,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Puriscal

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡1.800,00

		6

		₡714.900,00

		₡10.800,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Acosta

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡1.600,00

		6

		₡714.900,00

		₡9.600,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrubares

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡2.450,00

		6

		₡714.900,00

		₡14.700,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Sebastián

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡1.850,00

		6

		₡0,00

		₡11.100,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡2.450,00

		6

		₡0,00

		₡14.700,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Ana

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡3.650,00

		6

		₡250.500,00

		₡21.900,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Esparza

		₡62.350,00

		₡53.200,00

		₡115.550,00

		₡3.920,00

		6

		₡690.900,00

		₡23.520,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Montes de Oro

		₡62.350,00

		₡44.000,00

		₡106.350,00

		₡4.360,00

		6

		₡638.100,00

		₡26.160,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Buenos Aires

		₡62.350,00

		₡56.000,00

		₡118.350,00

		₡8.780,00

		6

		₡710.100,00

		₡52.860,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aguirre

		₡62.350,00

		₡92.000,00

		₡154.350,00

		₡8.140,00

		6

		₡926.100,00

		₡48.840,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Parrita

		₡62.350,00

		₡57.600,00

		₡119.950,00

		₡8.140,00

		6

		₡719.700,00

		₡48.840,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Cañas

		₡62.350,00

		₡65.600,00

		₡127.950,00

		₡7.480,00

		6

		₡767.700,00

		₡44.880,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Hojancha

		₡62.350,00

		₡36.000,00

		₡98.350,00

		₡9.810,00

		6

		₡590.100,00

		₡58.860,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡3.000,00

		6

		₡0,00

		₡18.000,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Isidro

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡3.900,00

		6

		₡250.500,00

		₡23.400,00



		Juzgado de Familia del III Circuito Judicial de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡2.500,00

		6

		₡0,00

		₡15.000,00



		Tribunal de Familia de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado Primero de Familia de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado Segundo de Familia de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Familia de Heredia

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡4.100,00

		6

		₡250.500,00

		₡24.600,00



		Juzgado de Familia de Puntarenas

		₡62.350,00

		₡96.000,00

		₡158.350,00

		₡4.930,00

		6

		₡950.100,00

		₡29.580,00



		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)

		₡62.350,00

		₡96.000,00

		₡158.350,00

		₡6.080,00

		6

		₡950.100,00

		₡36.480,00



		Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)

		₡62.350,00

		₡59.200,00

		₡121.550,00

		₡2.620,00

		6

		₡729.300,00

		₡15.720,00



		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de Guanacaste(Nicoya)

		₡62.350,00

		₡62.400,00

		₡124.750,00

		₡7.820,00

		6

		₡748.500,00

		₡46.920,00



		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur

		₡62.350,00

		₡71.200,00

		₡133.550,00

		₡6.420,00

		6

		₡801.300,00

		₡38.520,00



		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		₡62.350,00

		₡70.000,00

		₡132.350,00

		₡14.760,00

		6

		₡794.100,00

		₡88.560,00



		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de Golfito

		₡62.350,00

		₡87.600,00

		₡149.950,00

		₡14.610,00

		6

		₡899.700,00

		₡87.660,00



		Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón

		₡62.350,00

		₡76.400,00

		₡138.750,00

		₡2.710,00

		6

		₡832.500,00

		₡16.260,00



		Juzgado de Familia de Grecia

		₡62.350,00

		₡71.200,00

		₡133.550,00

		₡2.110,00

		6

		₡801.300,00

		₡12.660,00



		Juzgado de Familia de Turrialba

		₡62.350,00

		₡48.400,00

		₡110.750,00

		₡2.720,00

		6

		₡664.500,00

		₡16.320,00



		Juzgado de Familia de Santa Cruz

		₡62.350,00

		₡65.600,00

		₡127.950,00

		₡10.670,00

		6

		₡767.700,00

		₡64.020,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡3.000,00

		6

		₡0,00

		₡18.000,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José:

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario del II Circuito Judicial de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		6

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón)

		₡62.350,00

		₡71.200,00

		₡133.550,00

		₡6.420,00

		6

		₡801.300,00

		₡38.520,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía del II Circuito Judicial de la Zona Sur

		₡62.350,00

		₡70.000,00

		₡132.350,00

		₡14.760,00

		6

		₡794.100,00

		₡88.560,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Osa

		₡62.350,00

		₡57.600,00

		₡119.950,00

		₡14.760,00

		6

		₡719.700,00

		₡88.560,00



		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela

		₡62.350,00

		₡80.800,00

		₡143.150,00

		₡1.100,00

		6

		₡858.900,00

		₡6.600,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Alajuela

		₡62.350,00

		₡80.800,00

		₡143.150,00

		₡1.100,00

		6

		₡858.900,00

		₡6.600,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Atenas

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡1.940,00

		6

		₡714.900,00

		₡11.640,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Poás

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡2.000,00

		6

		₡714.900,00

		₡12.000,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Upala

		₡62.350,00

		₡56.000,00

		₡118.350,00

		₡9.060,00

		6

		₡710.100,00

		₡54.360,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡2.000,00

		6

		₡714.900,00

		₡12.000,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Palmares

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡2.000,00

		6

		₡714.900,00

		₡12.000,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Valverde Vega

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡1.365,00

		6

		₡714.900,00

		₡8.190,00



		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de La Unión

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡3.750,00

		6

		₡0,00

		₡22.500,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alvarado

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡1.200,00

		6

		₡250.500,00

		₡7.200,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba

		₡62.350,00

		₡48.400,00

		₡110.750,00

		₡2.720,00

		6

		₡664.500,00

		₡16.320,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez

		₡62.350,00

		₡56.800,00

		₡119.150,00

		₡2.940,00

		6

		₡714.900,00

		₡17.640,00



		Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡4.100,00

		6

		₡250.500,00

		₡24.600,00



		Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí

		₡62.350,00

		₡67.600,00

		₡129.950,00

		₡5.480,00

		6

		₡779.700,00

		₡32.880,00



		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste

		₡62.350,00

		₡80.000,00

		₡142.350,00

		₡7.710,00

		6

		₡854.100,00

		₡46.260,00



		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Guanacaste

		₡62.350,00

		₡62.400,00

		₡124.750,00

		₡7.820,00

		6

		₡748.500,00

		₡46.920,00



		Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz

		₡62.350,00

		₡65.600,00

		₡127.950,00

		₡10.670,00

		6

		₡767.700,00

		₡64.020,00



		Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas

		₡62.350,00

		₡96.000,00

		₡158.350,00

		₡4.930,00

		6

		₡950.100,00

		₡29.580,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica

		₡62.350,00

		₡96.000,00

		₡158.350,00

		₡6.080,00

		6

		₡950.100,00

		₡36.480,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		₡62.350,00

		₡59.200,00

		₡121.550,00

		₡2.620,00

		6

		₡729.300,00

		₡15.720,00



		Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres

		₡62.350,00

		₡64.000,00

		₡126.350,00

		₡3.080,00

		6

		₡758.100,00

		₡18.480,00



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡5.100,00

		6

		₡250.500,00

		₡30.600,00



		Juzgado de Pensiones y de Violencia Doméstica de Escazú

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡3.350,00

		6

		₡0,00

		₡20.100,00



		Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡2.450,00

		9

		₡0,00

		₡22.050,00



		Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas

		₡62.350,00

		₡65.600,00

		₡127.950,00

		₡7.480,00

		9

		₡1.151.550,00

		₡67.320,00



		Juzgado de Violencia Doméstica del III Circuito Judicial de San José

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡3.700,00

		9

		₡0,00

		₡33.300,00



		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial SJ.

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		9

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial SJ.

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		₡0,00

		9

		₡0,00

		₡0,00



		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Alajuela

		₡62.350,00

		₡80.800,00

		₡143.150,00

		₡1.100,00

		9

		₡1.288.350,00

		₡9.900,00



		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡1.200,00

		9

		₡375.750,00

		₡10.800,00



		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia

		₡41.750,00

		₡0,00

		₡41.750,00

		₡4.100,00

		9

		₡375.750,00

		₡12.600,00



		Totales de costos por rubros

		₡38.485.200,00

		₡1.911.720,00



		Total de costos por concepto de viáticos en implementaciones de sistemas

		₡40.396.920,00





Cuadro 12. Costo total por concepto de viáticos



En cuanto al tema de implementaciones, se hace la observación que en cuanto a las implementaciones de sistemas del Sistema de Seguimientos de Casos, las mismas no son coordinadas por la Dirección de Tecnología, por lo que no se incluyen en los requerimientos de dicha Dirección.



6.5.3 Desarrollo de Mejoras a Sistemas

En cuanto a este tema se debe valorar la compra de Licencias de software de desarrollo, equipos de cómputo y recurso humano, sin embargo para el presente proyecto se determina que ya se cuenta con todas las herramientas tecnológicas y sus respectivas licencias, en cuanto a recurso humano se especificarán las necesidades en el punto 8 del presente documento.



6.6 Resumen de costos en Equipos de Cómputo, dispositivos y Software.

Una vez analizados los respectivos montos, se determina una suma total de ¢768.420.856,50 por concepto de Equipos de cómputo, dispositivos periféricos y software necesarios para la implementación de la reforma al Código de Familia, tal y como se desglosa en el cuadro #13.



		Equipos de cómputo, dispositivos y software



		Servidores y Almacenamiento

		₡300.000.000,00



		Equipos de cómputo con punto de red

		₡375.355.340,50



		Otros dispositivos

		₡115.078.107,50



		Equipamiento de Salas de Juicio

		₡0,00



		Software 

		₡40.396.920,00



		Total

		₡830.830.368,00





Cuadro #13. Costo total por concepto equipos de cómputo, dispositivos y software



7. Resumen de Presupuesto total de TI para Reforma de Familia

Una vez analizado todos los montos estimados, se determina un presupuesto total de ¢1.355.345.736,00 con el que debe contar la Dirección de Tecnología de Información para la llevar a cabo las tareas requeridas por la reforma de Familia, a continuación se muestra el desglose en el cuadro #14.

		Rubros

		Monto



		1- Enlace de Comunicaciones (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡442.584.000,00



		2- Bienes intangibles (Licencias) (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡14.431.368,00



		3-Equipos de comunicación (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		₡67.500.000,00



		4-Equipo y programas de cómputo. (Ámbito Jurisdiccional y Defensa Pública)

		Comp. Con Punto

		Servidores y Almacenamiento 

		₡300.000.000,00



		

		

		Computadoras

		₡246.707.590,50



		

		

		

		



		

		

		Puntos de red

		₡128.647.750,00



		

		Otros Disp.

		₡115.078.107,50



		

		Equip. Salas Juicio

		₡0,00



		

		Software

		Migraciones

		₡0,00



		

		

		Desarrollo Mejoras

		₡0,00



		

		

		Implementaciones

		₡40.396.920,00



		Presupuesto de TI para Reforma de Familia

		₡1.355.345.736,00





Cuadro #14. Presupuesto total para TI en Reforma de Familia























8. Recurso Humano de TI para Reforma de Familia

8.1 Implantación de Sistemas

8.1.1 Necesidad de 10 Técnicos de Implantación (Por todo el año 2018)

Como se indicó anteriormente, la reforma al código de Familia se apoya en el tema electrónico como modelo a trabajar tanto en despachos de Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica. Según el análisis realizado, se determinan 73 despachos judiciales que actualmente trabajan con sistema de Gestión bajo el modelo físico, los cuales deben de ser transformados al modelo electrónico. Para desarrollar este proceso, se hace necesario con el recurso humano necesario para realizar las siguientes acciones en cada uno de los despachos:



· Pruebas de Aplicación y configuraciones previas: Cada técnico debe de realizar las pruebas de los sistemas antes de entrar en producción por los despachos judiciales. Deben de validad todas las funcionalidades y verificar que estén libres de errores de configuración. Así mismo, debe de realizar las configuraciones necesarias para el uso de los sistemas en los equipos de cómputo de cada funcionario del despacho. Se destina una semana para estas labores.



· Capacitaciones a funcionarios en los sistemas: El técnico de implantación debe de brindar las respectivas capacitaciones en los sistemas informáticos a cada uno de los funcionarios del despacho. Se estima una semana para esta labor.



· Apoyo y seguimiento: Posterior a la semana de capacitación, el despacho judicial iniciará sus funciones oficialmente con los sistemas implementados. A partir de este momento el técnico de implantación apoyará durante toda la jornada laboral por el término de 4 semanas, todas la labores del despacho, guiando y atendiendo los problemas y consultas que puedan emerger con la utilización del sistema.





En base a lo expuesto anteriormente, podemos determinar que por cada despacho debe de asignarse un técnico de implantación, el cual va a acompañar al mismo en el proceso por un lapso de mes y medio. Si tomamos en cuenta que se deben implementar 78 despachos judiciales, para finalizar el total de implementaciones en el plazo de 9 meses, se debe contar con 13 recursos que atenderían 26 despachos cada trimestre, sumando los 78 en 3 trimestres o nueve meses. En este caso la Dirección de Tecnología de Información estima que puede destinar a 3 recursos de planta para estas labores, por lo que requeriría de 10 recursos más.



Cabe indicar que estos recursos se solicitan por todo el año 2018, ya que a pesar de que en 9 meses se finalizaría con todas las implementaciones para la reforma de Familia, también hay que tomar en cuenta los procesos de recapacitaciones de mejoras y seguimientos que se estiman ejecutar en los últimos 3 meses del 2018.





8.1.2 Necesidad de 2 Profesionales en Informática 1 (Uno por todo el año y otro por seis meses)

Se tiene la necesidad de un profesional en informática por todo el año 2018 para las siguientes labores:

· Configuraciones de Infraestructura: Configurar los contextos y sistemas de los 78 despachos judiciales que deben implementarse con el modelo electrónico.



· Atención de reportes y soporte de Despachos en Implantación: Deberá atender todos los reportes y solicitudes de los despachos que se encuentran en el proceso de implantación, dará el respectivo soporte tecnológico.



· Mantenimiento y actualización del ambiente de capacitaciones: Se encargará de dar el respectivo mantenimiento a las infraestructuras tecnológicas que soportan las bases de datos y aplicaciones que se utilizan para brindar las respectivas capacitaciones en todos los sistemas y aplicaciones.

· Soporte a inconsistencias de Informes estadísticos: Brindará soporte a los compañeros de estadística en la solución de inconsistencias estadísticas presentadas en los despachos implementados.



Se tiene la necesidad de un profesional en informática por 6 meses iniciando labores en junio y finalizando en diciembre del 2018, para las siguientes labores:



· Migraciones de Datos en traslados de competencias: Debido al traslado de circulantes de despachos existentes a despachos nuevos. Para este proceso se hace necesario el análisis de datos a trasladar, la creación de  infraestructura para pruebas, realización de las mismas previas a la migración real, realización de respaldos y ejecución de la migración en las bases de datos en producción. 



8.1.3 Necesidad de 1 Profesionales en Informática 2 (Por todo el año 2018)

Al igual que los técnicos de implantación y los profesionales en informática 1, la implementación de 78 despachos judiciales al modelo electrónico, implica labores propias de un recurso con el perfil de un profesional en informática 2, dentro de las que se especifican las siguientes:



· Configuraciones de servidores y bases de datos: Las implantaciones de cada uno de los despachos judiciales implica configuración de servidores y bases de datos que alberga la información de los sistemas a implantar. El responsable de estas labores debe de ser un Profesional en Informática 2.



· Configuración de Aplicaciones: El profesional 2 debe de configurar la plataforma electrónica en las respectivas aplicaciones.



· Atención de reportes en relación a servidores, base de datos y aplicaciones: Debe de atender los reportes de problemas de los 78 despachos implementar, durante que los mismos se encuentren en el proceso de implantación. También atenderá solicitudes en relación a estos temas.



8.2 Desarrollo de mejoras

7.2.1 Necesidad de 6 Profesionales en Informática 2 (por todo el año 2018)

Para poder realizar una estimación más detallada en este tema, es necesario realizar varias sesiones de trabajo con los funcionarios o funcionarias a cargo de la Reforma de Familia, con el objetivo de que una vez se analicen todas las funcionalidades de los sistemas, puedan proponer mejoras a los mismos. Actualmente no se cuenta con estas sesiones ni las valoraciones respectivas, por lo que se procede a presupuestar en base a experiencias previas con la reforma Civil y Laboral, y en razón a esto se estima la necesidad de contar con 6 puestos de profesional en informática 2 para el desarrollo de mejoras a los sistemas de Gestión de Despachos Judiciales, Escritorio Virtual, Agenda Cronos, Sistema de Seguimiento de Casos y SDJ entre otros, todas por el término de todo el año 2018.



8.3 Resumen de Recurso Humano de TI necesario para la Reforma de Familia.

		Requerimientos en Recurso Humano para la Reforma de Familia



		Tipo de Plaza

		Cantidad

		Tiempo

		Periodo

		Proyecto

		Justificación



		Técnicos de Implantación

		10

		1 año

		Todo año 2018

		Gestión, Implantación

		Pruebas de aplicación, configuraciones previas, capacitaciones a funcionarios y Apoyo y seguimiento a los despachos a implementar.



		Profesional en Informática 1

		1

		1 año

		Todo 2018

		Gestión, Implantación

		Configuración y mantenimiento de infraestructuras de despachos nuevos y ambientes de capacitación, configuraciones de plataforma electrónica, soporte y atención de reportes de despachos en implementación.



		Profesional en Informática 1

		1

		6 meses

		Jun-Dic 2018

		Gestión, Migración

		Migraciones de datos por traslados de circulantes.



		Profesional en Informática 2

		1

		1 año

		Todo 2018

		Inf. Regionales Continuidad

		Configuración de plataforma electrónica para los 78 despachos a implementar. Atención de reportes y consultas en relación a bases de datos y aplicaciones durante las implantaciones.



		Profesional en Informática 2

		6

		1 año

		Todo 2018

		Gestión, Desarrollo de Mejoras EV

		Desarrollo de mejoras solicitadas en sistemas de Gestión, Escritorio Virtual, Agenda Cronos, Sistema de Seguimientos de Casos y SDJ





Cuadro #15. Recurso Humano Requerido por TI para la Reforma de Familia





9. Conclusiones

· Se determina que la Dirección de Tecnología de Información requiere un presupuesto de ¢1.355.345.736,00 para poder ejecutar las tareas que permitan la implementación de la reforma al código de Familia y poder dotar el equipamiento y dispositivos requeridos por la misma.



· Por falta de disponibilidad de información, quedan pendientes las estimaciones en cuanto a los equipos de grabaciones que requiere cada Juez de la República que aplicará la oralidad. A la fecha no se cuenta con el dato exacto de cuanto cuenta con el equipo y cuantos no, en la totalidad de los 130 despachos que incluye la reforma de Familia.





· Se concluye que para la ejecución de las tareas a realizar por la Dirección de Tecnología de Información para la implementación de la reforma al código de Familia, se tiene la necesidad de contar con el siguiente recurso humano: 10 técnicos de implantación, 1 profesional en informática 1 y 7 profesionales en informática 2 por el término de todo el año 2018, y un profesional en informática 1 por el lapso de 6 meses (Junio-diciembre) del año 2018.



· Se determina por parte de la Dirección de Tecnología de Información, no incluir la necesidad de recurso humano para la ejecución de las implantaciones del sistema de Seguimiento de Casos en las oficinas de Defensa Pública, ya que la coordinación de las mismas no recae sobre dicha Dirección. En estos casos la propia Defensa deberá incluirlo dentro de su presupuesto para la Reforma de Familia.
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Categoría Tipo suscripción


Costo 


anual


Nº 


plazas


Total $ Total ₵


Profesional  Enterprise E1  96 $ 209 $20.064 ₡11.446.512,00


Técnico  Exchange Online  48 $ 109 $5.232 ₡2.984.856,00


₡14.431.368,00 Total en suscripciones Office 365




image5.emf

Rubro Costo unitario Cantidad Total Dolares Total Colones


Equipos para profesionales $1459,00 203 $296.177,00  ₡168.968.978,50


Equipos para técnicos $1096,00 109 $119.464,00 ₡68.154.212,00


Equipos para desarrollo $2800,00 6 $16.800,00 ₡9.584.400,00


Puntos de red $500,00 451 $225.500,00  ₡128.647.750,00


₡375.355.340,50 TOTAL


Costos en Equipops de Cómputo y Puntos de Red
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Despachos Nuevos para Reforma de Familia


Impresora Costo


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial SJ. 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial SJ. 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Alajuela 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia 1 ₡1.150.000,00


Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba 1 ₡1.150.000,00


Total 12 ₡13.800.000,00
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Jueces


Coordinador Técnicos


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial SJ. 1 1 2 3


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial SJ. 2 1 4 5


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Alajuela 1 1 2 4


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago 1 1 2 3


Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia 1 1 3 3


Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana 2 1 5 5


Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 1 1 3 3


Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 3 1 8 7


Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) 5 1 14 9


Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) 3 1 8 8


Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia 2 1 6 5


Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba 3 1 7 6


Total de 15 oficinas nuevas de Defensa Pública  45


106


Despachos Nuevos para Reforma de Familia


Estructura Propuesta


Nº Teléfonos


Total de Teléfonos Requeridos


No se cuenta con el dato se presupuestan 


3 para cada una
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_1555416726.xls
Juzgados Mixtos (3) 1

		

				ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA MIXTOS DEL PAÍS, DURANTE EL PERIODO DE 2013 A SETIEMBRE 2016

				JUZGADO MIXTO DE FAMILIA
(Conoce tres materias)		Promedio mensual
entrada por materia
2013 – 2016														Cantidad de recurso humano												Promedio mensual
entrada por
recurso
 2013 – 2016				Baja por asuntos sumarios (2013-2016)		Baja por
asuntos
que se
desjudicializan
(2013-2016)		Aumento
por
apelaciones
(2013-2016)		Entrada neta estimada mensual Familia		Entrada mensual neta esperada		Promedio mensual esperado
por recurso

						TOTAL		Familia		Violencia
Doméstica		Penal
Juvenil		Civil		Trabajo		Agrario		Jueza
o
Juez		Propuesta		Variación		Técnica o Técnico judicial		Propuesta		Variación		Jueza
o
Juez		Técnica o Técnico judicial												Jueza
o
Juez		Propuesta		Técnica o Técnico judicial		Propuesta

				Impacto sobre la materia de Familia

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de
Hatillo, San Sebastián y Alajuelita		78		78		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		78		39		11		14		1		54		54		54		54		27		27

				Impacto sobre la carga laboral total

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de
Hatillo, San Sebastián y Alajuelita		88		78		0		0		0		10		0		2		2		0		4		4		0		44		22		11		14		1		54		64		32		32		16		16

						Producto de la reforma procesal civil se especializa la materia Civil.



Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en la materia de Familia:

 47 (Jueza o Juez) y 23 (Técnica o Técnico Judicial).



Juzgados Mixtos (3)

		

				ENTRADA DE ASUNTOS ACTUAL Y ESPERADA EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA MIXTOS DEL PAÍS, DURANTE EL PERIODO DE 2013 A SETIEMBRE 2016

				JUZGADOS MIXTOS
DE FAMILIA
(Conocen tres materias)		Promedio mensual
entrada por materia
2013 – 2016														Cantidad de recurso humano												Promedio
mensual
entrada por recurso
 2013 – 2016				Baja por asuntos sumarios (2013-2016)		Baja por
asuntos
que se
desjudicializan
(2013-2016)		Aumento por apelaciones
(2013-2016)		Entrada neta estimada mensual Familia		Entrada mensual neta esperada		Promedio mensual esperado
por recurso

						TOTAL		Familia		Violencia
Doméstica		Penal
Juvenil		Civil		Trabajo		Agrario		Jueza
o
Juez		Propuesta		Variación		Técnica o Técnico judicial		Propuesta		Variación		Jueza
o
Juez		Técnica o Técnico judicial												Jueza
o
Juez		Propuesta		Técnica o Técnico judicial		Propuesta

				Impacto sobre la materia de Familia

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Turrialba		45		45		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		45		23		9		11		0		25		25		25		25		13		13

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Cañas		30		30		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		30		15		6		4		0		20		20		20		20		10		10

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Quepos		22		22		0		0		0		0		0		1		1		0		2		2		0		22		11		3		4		0				15		15		15		8		8

				Impacto sobre la carga laboral total

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Turrialba		123		45		65		13		0		0		0		2		2		0		3		3		0		62		41		9		11		0		25		103		52		52		34		34

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Cañas		87		30		40		17		0		0		0		2		2		0		2		2		0		44		44		6		4		0		20		77		39		39		39		39

				Familia, Penal Juvenil y Violencia
Doméstica de Quepos		72		22		38		12		0		0		0		2		2		0		3		3		0		36		24		3		4		0				65		33		33		22		22

						Con la reforma procesal civil y laboral, ambas materias serán separadas para conformar un nuevo juzgado; el actual despacho mixto (5 materias) se quedaría

						con Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica.



Se utilizó como referencia el promedio mensual de asuntos terminados en la materia de Familia (para este bloque de Juzgados):

 31 (Jueza o Juez) y 16 (Técnica o Técnico Judicial).
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San José, 28 de marzo de 2017

Licenciada  


Nacira Valverde Bermúdez


Directora General a.í.


Dirección de Planificación


De conformidad con lo solicitado en las sesiones de trabajo efectuadas a la Comisión Agraria y Familia, nos permitimos indicar el presupuesto y cantidad de personal  requerido por la Dirección de Gestión Humana, para hacerle frente a las Reformas Agraria y Familia:


Reforma Agraria 

Equipo Interdisciplinario 


· 5 plazas de profesional administrativo 2 y 1 plaza de profesional 2 en psicología, que se encargaran de las siguientes funciones:

· Elaborar el informe de clasificación y valoración de los puestos.

· Crear los perfiles por competencias para los puestos de jueces y juezas, defensores públicos, entre otros.

· Realizar el inventario del recurso humano.

· Preparar la logística para las visitas a los despachos involucrados.

· Giras y visitas a todos los despachos involucrados, por lo que se estima de viáticos y hospedaje el monto de 600.000 colones aproximadamente.

· Elaborar el informe de traslados y movimientos, entre otros.

· Atender las consultas del Foro Virtual.

· Tramitar la publicación y actualización de temarios para el concurso de Juez o Jueza 3 y 4 Agrario. 

· Coordinar con la Sección de Ambiente Laboral, para la realización del Taller de sensibilización al cambio.

· Gestionar con la Sección de Capacitación para los cursos y el foro virtual. 

· Coordinar con la Sección de Reclutamiento y Selección para la convocatoria de Defensor Público.

Reclutamiento y Selección 


· 1 plaza de profesional administrativo 2 para labores de convocatoria de Defensor Público, evaluaciones, apelaciones, devoluciones, calificaciones. 

· 1 plaza de profesional 2 que alterne los nombramientos entre psicología y trabajo social, según la etapa de los estudios psico laborales y socio laborales.

		SUBPARTIDA 

		ARTICULO

		CONCEPTO

		MONTO 



		10101

		19606

		DISPONIBLE PARA OTROS ALQUILERES

		5.000.000,00



		29903

		15330

		TEST PSICOLOGICOS  LEHMANN  / BIP 

		26.000.000,00



		10502

		19622

		VIÁTICOS PARA EMPLEADOS

		1.500.000,00



		10301

		3517

		PUBLICACIÓN EN PERIÓDICOS  2 ANUNCIOS ¢345 mil c.u.

		690.000,00



		 

		 

		TOTAL

		33.190.000,00





Capacitación


· 2 plazas de gestor de capacitación para que se encarguen de las labores del Foro virtual.

· 3.900.000 colones para 6 Talleres de Gestión al cambio, La Benigna. 


Ambiente Laboral


· 4.000.000 millones de colones para la contratación de Talleres de Sensibilización al cambio.

Reforma Familia 


Equipo Interdisciplinario

· 5 plazas de profesional administrativo 2 y 1 plaza de profesional 2 en psicología, que se encargaran de las siguientes funciones:

· Elaborar el informe de clasificación y valoración de los puestos.

· Crear los perfiles por competencias para los puestos de jueces y juezas, defensores públicos, entre otros.

· Realizar el inventario del recurso humano.

· Preparar la logística para las visitas a los despachos involucrados.

· Giras y visitas a todos los despachos involucrados, por lo que se estima de viáticos y hospedaje el monto de 1.000.000 colones aproximadamente.

· Elaborar el informe de traslados y movimientos, entre otros.


· Atender las consultas del Foro Virtual.

· Tramitar la publicación y actualización de temarios para el concurso de Juez o Jueza 1, 3 y 4 Familia. 


· Coordinar con la Sección de Ambiente Laboral, para la realización del Taller de sensibilización al cambio.

· Gestionar con la Sección de Capacitación para los cursos y el foro virtual. 

· Coordinar con la Sección de Reclutamiento y Selección para la convocatoria de Defensor Público, psicólogo y trabajador social.

Reclutamiento y Selección 

· 2 plazas de profesional administrativo 2 para labores de convocatoria de Defensor Público, psicólogo y trabajador social para evaluaciones, apelaciones, devoluciones, calificaciones. 

· 2 plazas de profesional 2 que alterne los nombramientos entre psicología y trabajo social, según la etapa de los estudios psico laborales y socio laborales.

		SUBPARTIDA 

		ARTICULO

		CONCEPTO

		MONTO 



		10101

		19606

		DISPONIBLE PARA OTROS ALQUILERES

		5.000.000,00



		29903

		15330

		TEST PSICOLOGICOS  LEHMANN  / BIP 

		26.000.000,00



		10502

		19622

		VIÁTICOS PARA EMPLEADOS

		1.500.000,00



		10301

		3517

		PUBLICACIÓN EN PERIÓDICOS  2 ANUNCIOS ¢345 mil c.u.

		690.000,00



		 

		 

		TOTAL

		33.190.000,00





Carrera Judicial


· 500.000 colones para alquiler de local para realizar los exámenes.


· 2.000.000 de colones para las giras y visitas (viáticos y hospedaje) que debe realizar la Unidad Interdisciplinaria y el Equipo de Seguimiento.

Capacitación

· 2 plazas de gestor de capacitación para que se encarguen de las labores del Foro virtual.

· 9.750.000 colones para 15 Talleres de Gestión al cambio, La Benigna. 

Ambiente Laboral

· 6.000.000 millones de colones para la contratación de Talleres de Sensibilización al cambio.

Atentamente,

		Mba. José Luis Bermúdez Obando

Director

Dirección de Gestión Humana





Elaborado por: Equipo Interdisciplinario de Gestión Humana 
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Juzg. Asuntos Sumarios

				DESPACHO		Estructura Propuesta 		Plazas de Juzgados Familia		Plazas a Crear

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (San José)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de San José (San José)		 1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado Primero de Familia de San José)		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1
		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
Primero de Familia de
San José) (San José)
(puesto a recalificar)

						2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1 		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
Primero de Familia de
San José) (San José)		1 Técnica o Técnico
Judicial 1
(extraordinaria)


				SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (Goicoechea)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)		 2 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado
de Familia del Segundo Circ.
Jud. de San José) (Goicoechea) 		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)


						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
de Familia del Segundo
Circ. Jud. de San José)
(Goicoechea)
(puesto a recalificar)		-

						4 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
de Familia del Segundo
Circ. Jud. de San José)
(Goicoechea)

2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 2 (del Juzgado
de Familia, Niñez
y Adolescencia)		1 Técnica o Técnico
Judicial 1
(extraordinaria)

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (Alajuela)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela (Alajuela) 		 1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado
de Familia del Primer
Circ. Jud. de Alajuela)
(Alajuela) 		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia
del Primer Circ. Jud.
de Alajuela) (Alajuela) 
(puesto a recalificar)		-

						2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		-		2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1
(extraordinarias)

				CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago 		 1 Jueza o Juez 1		-		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		 1 Técnico Judicial 1
(del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba)
(puesto a recalificar)		-

						2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		2 Técnicos Judiciales 1
(del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba)		-

				CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia 		 1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3 (del Juzgado
de Familia de Heredia) 		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
de Familia de Heredia) 
(puesto a recalificar)		-

						3 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 2 (del Juzgado
de Familia de Heredia) 		2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1
(extraordinarias)


























_1555250168.xls
Liberia 

		PROGRAMA DE REFORMA PROCESAL FAMILIAR

		ZONAS, CRONOGRAMA Y PERSONAL PARA CAPACITAR

		Sede, Lugar y fecha 1


Sede:
Liberia

Lugar:

Fechas:
15 a 19
Enero
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Cañas (1)				*		- Luis Fernando Sáurez Jiménez				5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Santa Cruz (1)				*		- Gely Marcela Espinoza Gómez				5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Nicoya (1)				*		- (Sustituto de Karol Tatiana Gómez Moraga)		20,000.00		13,500.00		5		167,500.00

				Juzgado de Familia de Liberia (1)				*		- Eddy Rodríguez Chaves				0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Liberia (1)				*		- Gonzalo Coronado Villareal				0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cañas (1)				*		- Aura Cedeño Yanes, permiso de la Corte para programa especial, en su lugar Franklin Esteban Durán Oviedo (hasta finales 2016)				5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Tilarán (1)		* (Sup Liberia)				- Ana Patricia Barrantes Ruiz		20,000.00		13,500.00		5		167,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Abangares (1)		* (Sup Liberia)				- Yessenia Porras Solís		20,000.00		13,500.00		5		167,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Bagaces (1)		* (Sup Liberia)				- Plaza Vacante, actualmente Elena Hernández Vanegas hasta 27/11/2016, ya cerraron terna				5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de La Cruz (1)		* (Sup Liberia)				- Patricia Quesada Alpízar (O quién la sustituya por su permiso de Maestría en la UNA)				5,150.00		5		25,750.00

														TOTAL				631,250.00





Guápiles 

		PROGRAMA DE REFORMA PROCESAL FAMILIAR

		ZONAS, CRONOGRAMA Y PERSONAL PARA CAPACITAR

		2

Sede:
Guápiles


Lugar:



Fechas:
22 a 26
Enero
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Limón (1)						- Yuliana Ugalde Zumbado )o quién la sustituya por Maestría en UNA)		14,800.00		13,500.00		5		141,500.00

				Juzgado de Familia de Guápiles (1)				*		- María Marta Corrales Cordero		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Pococí (1)		* (Sup Guápiles)				‘ Vanessa Soto  Rodríguez		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Sarapiquí (1)				*		- Marisel Zamora Ramírez		14,800.00		13,500.00		5		141,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Limón (1)				*		- Kattia María Vargas Barquero		14,800.00		13,500.00		5		141,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Guápiles (2)				*		- Víctor Medina Morales
- Andrea Madrigal Azofeifa		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Siquirres (2)				*		- César Mata Rodríguez
- Nagary Suárez Vargas (Plaza extraordinaria)		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Bribrí (1)				*		- Plaza extraordinaria, confirmarla en enero 2017, actualmente Víctor Martínez Zúñiga		14,800.00		13,500.00		5		141,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Sarapiquí (1)		* (Sup Heredia)				- David Acuña Madrigal		14,800.00		13,500.00		5		141,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Guácimo (1)		* (Sup Guápiles)				- Marvin Arce Castro		0.00		5,150.00		5		25,750.00

														TOTAL				784,750.00





Limón 

		PROGRAMA DE REFORMA PROCESAL FAMILIAR

		ZONAS, CRONOGRAMA Y PERSONAL PARA CAPACITAR

		3

Sede:
Limón

Lugar:


Fechas:
29 ene a 2 feb
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Guápiles (1)				*		- Juan Brilla Ramírez		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Familia de Limón (1)				*		- Ángela Jiménez Chacón		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Limón (1)		* (Sup Limón)				Ingrid Chacón Durán		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Limón (2)				*		- Rocío León Saborío (o quién la sustituya)
- Silvia Barrantes Marín		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Guápiles (1)				*		- Quién se encuentre en la Plaza Vacante		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Siquirres (1)				*		- Mario Bustamante Bustamante		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Matina (1)		* (Sup Limón)				- Carlos Manrique Martínez Durán		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Bribrí (1)				* En tanto mantenga la plaza ext.		- Mandy Avellán Sánchez		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

														TOTAL				775,750.00





Pérez Zeledón 

		PROGRAMA DE REFORMA PROCESAL FAMILIAR

		ZONAS, CRONOGRAMA Y PERSONAL PARA CAPACITAR

		4

Sede:
Pérez Zeledón

Lugar: 

Fechas:
5 a 9 Febrero
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Buenos Aires (1)				*		- Allan Montero Valerio		17,800.00		13,500.00		5		156,500.00

				Juzgado de Familia de Corredores (1)				*		- Juan Carlos Sánchez García		17,800.00		13,500.00		5		156,500.00

				Juzgado de Familia de Pérez Zeledón (1)				*		- María del Rocío Quesada Zamora		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón (1)				*		- Isabel Villegas Cascante		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Pérez Zeledón (2)				*		- Luz Marina Fernández Alfaro
- Ana Cecilia Arguedas Molina		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Corredores (1)				*		- Luis Fernando Martínez Garbanzo		17,800.00		13,500.00		5		156,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Osa (1)		* (Sup Osa)				- Lizeth Gómez Gómez		17,800.00		13,500.00		5		156,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Buenos Aires (1)				*		- Ricardo Medina Gutiérrez		17,800.00		13,500.00		5		156,500.00

														TOTAL				782,500.00





Corredores 

		PROGRAMA DE REFORMA PROCESAL FAMILIAR

		ZONAS, CRONOGRAMA Y PERSONAL PARA CAPACITAR

		5

Sede:
Corredores

Lugar: 


Fechas:
12 a 16 febrero
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Golfito (1)		* (Sup Golfito)				- Plaza Vacante (Por ahora Diana Rojas Elizondo)		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Familia de Corredores (1)				*		- Ana Catalina Cisneros Martínez		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Pérez Zeledón (1)				*		- José Miguel Fonseca, actualmente en otro puesto, por ahora César Monge Vallejo		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Pérez Zeledón (1)				*		- Vacante		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Familia de Osa (1)		* (Sup Osa)				- Mario Barth Jiménez		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Corredores (1)				*		- Víctor Lizano Campos		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Golfito (1)				*		- María Gabriela Solano Medina		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Pérez Zeledón (1)				*		- Jairo Acuña Fallas		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Coto Brus (1)		* (Sup Corredores)				- Jorge Ortega Morales		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Puerto Jiménez (1)		* (Nombramiento)				- Vacante, en tanto Rigoberto Alfaro Zúñiga		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Buenos Aires (1)				*		- Kattia Vargas Barquero , en otro puesto, por ahora sustituye Omar Hernández González		17,500.00		13,500.00		5		155,000.00

														TOTAL				1,395,000.00
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Sede:
Santa Cruz

Lugar:

Fechas:
19 a 23 febrero
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Cañas (1)				*		- Plaza vacante, actualmente Héctor Ruiz Salas		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Familia de Santa Cruz (1)				*		Lucrecia Valverde Arguedas		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Nicoya (1)				*		- Berta Lidieth Araya Porras		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Liberia (1)				*		- Marcela González Solera		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Liberia (1)				*		- Evelyn Cabezas Arce		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cañas (1)						- Gerardo Calvo Solano, con permiso de la Corte para programa especial, en su lugar Harold Rojas Aguilar		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Cruz (1)		* (Sup Santa Cruz)				- Carlos Manuel Ruiz Rodríguez		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Nicoya (1)		* (Sup Nicoya)				- Tatiana Sotelo Matamoros		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Carrillo (1)				*		- Amadita Barrantes Delgado		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hojancha (1)		* (Sup Nicoya)				- Erick Azofeifa Fernández		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Jicaral (1)		* (Sup Nicoya)				- Esther Orias Obando		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Nandayure (1)		* (Sup Nicoya)				- David Campos Rojas		0.00		5,150.00		5		25,750.00

														TOTAL				1,000,000.00
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Sede:
Puntarenas

Lugar:

Fechas:
26 febrero a 2 marzo
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Puntarenas				*		- Leonardo Loría Alvarado		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Quepos (1)						- Cristina Cruz Montero		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas (2)				*		- Ana Lorena Ugalde Rodríguez (O quién la sustituya)
- Plaza Extraordinaria, por ahora Diego Acevedo Gómez		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas (1)				*		- Soraya Cabezas Alcócer		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Quepos (1)				*		- Antonio Céspedes Ortiz		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Monteverde (1)		* (Sup Puntarenas)				- Idania Sandoval Abarca		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cóbano (1)		* (Sup Puntarenas)				- José Manuel Sánchez Montero		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarais de Esparza (1)		* (Sup Puntarenas)				- Norma Araya Sánchez		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Montes de Oro (1)		* (Sup Puntarenas)				- Ana Lorena Mora Monge		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Garabito (1)				*		- Luis Fernando Barrantes Aguilar		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarais de Parrita (1)		* (Nombramiento)				- Verny Arias Vega		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Liberia (4)				*		Natalia  Orozco Murillo
Mary Paz  Moreno  Navarro
Carolina  Quirós  Jiménez
Karen Concepción Concepción, actualmente en ascenso  en su lugar  Stiven Ruiz Romero		24,000.00		13,500.00		5		187,500.00		750,000.00		Estarán asistiendo 4 personas a la capacitación

														TOTAL				1,926,500.00
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Sede:
San Carlos

Lugar:

Fechas:
5 a 9 marzo
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de San Carlos (1)				*		- Sandra Saborío Artavia		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Upala (1)				*		-  Plaza vacante, actualmente Luis Adrián Rojas Hernández		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de San Carlos (1)		* (Sup San Carlos)				- William Vargas Otárola		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Carlos (1)				*		- Lisbeth Sánchez González		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Upala (1)				*		- Danny Alberto Gutiérrez Gómez		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Los Chiles (1)		* (Sup San Carlos)				- Mario Alonso Angulo Salazar (O quién lo sustituya por estar en permiso de Maestría en UNA)		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de La Fortuna (1)		* (Sup San Carlos)				- Yamileth Solano Tejada (O quién la sustituya por estar en permiso de Maestría en UNA)		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Guatuso (1)		* (sup San Carlos)				- Plaza Vacante		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios  de San Ramón (3)				*		Eleonora Badilla Delgado
Olivier Ramírez González  (en permiso en el Tribunal, en su lugar Isaac Gabriel Pizarro Álvarez)
Plaza Vacante. (Actualmente la ocupa Jacqueline Peraza Fallas)		16,400.00		13,500.00		5		149,500.00		448,500.00		Estarán asistiendo 3 personas a la capacitación

														TOTAL				1,196,000.00
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Sede:
San Ramón

Lugar:

Fechas:
12 a 16 marzo
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Puntarenas (1)				*		- (Suplente de Alberto Jiménez, por ahora Jacqueline Murillo Murillo)		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Familia de San Ramón (1)				*		- Ana Belly Umaña Quesada		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Quepos (1)				*		- Irving Vargas Rodríguez (Actualmente en permiso, en su lugar Sedier Villegas Méndez)		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Familia de Grecia (1)				*		- Marjorie Salazar Herrera		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas (1)				*		- Jocksan Ugalde Matarrita		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas (1)				*		- Jorge Arturo Alpízar Mora (O quien lo sustituya, actualmente Elena García Rodríguez)		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Ramón (1)				*		- Jensi Montero López		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia (1)				*		- Carlos Salguero Solano		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Naranjo (1)				*		- Susana Murillo Alpízar		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela (1)				*		- Adriana Fernández Ruiz		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Quepos (1)				*		- Diego Angulo Hernández, actualmente en otro puesto, por ahora Vivian Monge Herrera		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Palmares (1)				*		- Ivannia Quesada Quirós		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Carlos (1)				*		- Manuel Emilio Cortés Sánchez		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Garabito (1)				*		- David Ricardo Matarrita Madrigal		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Zarcero (1)		* (Sup San Ramón)				- Nubia Villalobos Chacón		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de San Carlos				*		Shirley Montoya Montero
Brisley Rodríguez Aguilar
Ana Córdoba Artavia (Actualmente en otro puesto hasta 23-12-2016, en su lugar Brígida Quirós Alpízar)
Geovanny Vargas Loaiza		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de Heredia				*		Benito Martín Jiménez Carranza
Gabriela Chaves Villalobos
Jenny Ñurinda Montoya
Mario Marín Cascante		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Alajuela (4)				*		Ana Patricia Montero Morales (Actualmente en otro puesto, en su lugar Melquisedec Rodríguez Ramírez hasta diciembre 2016)
Priscilla González Seravalli
Ricardo Núñez Montes de Oca
Manuel Loría Corrales		0.00		5,150.00		5		25,750.00		103,000.00		Estarán asistiendo 4 personas a la capacitación

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Santa Cruz (4)				*		Edgar Leal Gómez
Patrick Ramos Chavarría
María Karina Zúñiga Cruz
Luis Andrés Angulo 		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00		652,000.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Nicoya (4)				*		Guillermo Benavidez Ruiz
Claudio Morera Salas (Con permiso, actualmente Floribeth Palacios Alvarado hata 31-12-2016
Beleida Vidaurre Salazar
Anny Hernández Monge		19,100.00		13,500.00		5		163,000.00		652,000.00

				Proyecto Segunda Instancia PA (2)				*		- Guadalupe Valverde Carranza		0.00		0.00		5		0.00

																		1,973,250.00
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Sede:
Alajuela

Lugar:

Fechas:
19 a 23 marzo
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de San Carlos (1)				*		- Plaza Vacante, por ahora Kensy Cruz Chaves		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Juzgado de Familia de Alajuela (1)				*		- Patricia Jenkins Vega		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Felicia Quesada Zúñiga		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Grecia (1)				*		- Mario Murillo Chaves		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de San Ramón (1)				*		- Denia Magally Chavarría Jiménez		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Carlos (1)				*		- Douglas Araya Jiménez		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela (3)				*		- Ericka Ramírez Cubillo
- Juan Carlos Romero M.		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Rocío González Paniagua		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela (1)				*		-  Shirley González Quirós		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Grecia (1)				*		- Karla Arguello Soto		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Valverde Vega (1)		* (Sup San Ramón)				- Nuria Rodríguez Gonzalo		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Ramón (1)				*		- Nacira Rivera Cruz		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Palmares (1)						- Adriana Soto González		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Naranjo (1)		* (Sup San Ramón)				- Tatiana Rodríguez Castro		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Atenas (1)		* (Sup Alajuela)				- María del Carmen Vargas González		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Poás (1)		* (Sup Alajuela)				- Vacante, por ahora Juan Carlos Cambronero Navarro		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarais de Orotina (1)		* (Sup. Alajuela)				- Vacante		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarais de San Mateo (1)		* (Sup. Alajuela)				- Plaza Vacante (por ahora Ángel Castro Pacheco)		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Puntarenas (4)				*		Luis Carrillo Gómez
Maricruz Barrantes Córdoba (En su lugar hasta el 31-12-16 está Lidieth Venegas Chacón)
Melquisedec Rodríguez Ramírez (En su lugar hasta el 31-12-16 está Hazel Murillo Parajón)
Plaza Vacante (En este momento la ocupa Kathia Brenes Rivera por una medida cautelar de ésta)		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00		674,000.00		Estarán asistiendo 4 personas a la capacitación

				Oficina Jueces Supernumerarios de Cartago (4)				*		Pilar Gómez Marín
Gabriela Rojas Astorga
Tatiana Meléndez Herrera (Actualmente en otro cargo, en su lugar Gerardo Barillas Solís)
Marvin Durán Fernández (Esta en esa oficina, pero no es plaza de Supernumerario, sino de apoyo)		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00		674,000.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de Turrialba (1)				*		Meicer Araya Espinoza )O quién la sustituya por Maestría en UNA)		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

														TOTAL				2,473,750.00
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Sede:
Cartago

Lugar:

Fechas:
2 a 6 abril		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado de Familia de Cartago (1)				*		- Cristina Dittel Masís		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Turrialba (1)						- Guisela Salazar Rosales		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Desamparados (1)				*		- Seidy Jacobo Morán		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Goicoechea (1)				*		- Ramón Zamora Montes		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea (1)				*		-		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago (1)				*		-  Sandra Pereira Retana		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago (2)				*		- Guadalupe Solano Patiño
- Zianny Calderón Torres		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba (1)				*		- Randall Gómez Chacón		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de La Unión PISAV (1)				*		- Ericka Sanabria Salazar O sustituta, ahora Edith Rivera Chinchilla)		0.00				5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Paraiso (1)		* (Sup Cartago)				- Luis Rodríguez Cruz, en otro puesto, actualmente Ana Lorena Gutiérrez González		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alvarado (1)		* (Sup Cartago)				- Gerardo Barillas Solís (Actualmene en oro cargo, en su lugar Tatiana Meléndez Herrera)		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Jiménez (1)		* (Sup Turrialba)				- Sammy Ugalde Villalobos		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Tarrazú (1)				*		- Erick López Delgado		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San José (1)				*		- Luz Marina Ayala Wolter		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Desamparados (1)				*		- Yari Monge Cordero		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Aserrí (1)				*		- Plaza vacante, actualmente lo ocupa Ligia González González		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de Limón				*		Richard White Wright
Ernesto Torres Torres
Cinthya Pérez Moncada (Actualmente en ascenso, en su lugar  Ronald Araya Méndez Moncada)
Plaza vacante, actualmente en el puesto  Roy Córdoba Hernández		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de Guápiles				*		Jeffrey Thomas Daniels
Giovanna Brown Cunningham
María Victoria Salas Ruiz (Actualmente en otro puesto hasta 23-12-2016, en su lugar Valerie Sancho Bermúdez)
Nancy Marín Monge (Actualmente con licencia hasta el 23-12-29016, en su lugar Nathalie Miranda Marchena		20,200.00		13,500.00		5		168,500.00

				Oficina Jueces Retraso Judicial de San José (2)				*		- Carlos Leandro Solano
Marianela Fallas		0.00		5,150.00		5		25,750.00		51,500.00		Estarán asistiendo 2 personas a la capacitación

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Goicoechea (3)				*		- Marta Yenori Quesada Morera
- César Jara Benavides
- Juan Diego González Ávila		0.00		5,150.00		5		25,750.00		77,250.00		Estarán asistiendo 3 personas a la capacitación

				Proyecto Segunda Instancia PA (1)				*		- Viria Artavia Quesada		0.00		0.00		5		0.00

														TOTAL				917,500.00
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Sede:
Heredia

Lugar:
Escuela Judicial

Fechas:
9 a 13 abril
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Cantidad de Tíquete		Precio		Cantidad de días		Monto Total		Observación

				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Cinthya Rodríguez Murillo		16		1,750.00		5		140,000.00		Los tíquetes de almuerzo se deben cargar a la subpartida 2.02.03 Aliementos y bebidas mediante el contrato No. 069116

				Juzgado de Familia de Goicoechea (1)				*		- Carlos Sánchez Miranda

				Juzgado de Familia de Alajuela (1)				*		- Liana Mata Méndez

				Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela (1)				*		-  Marjorie Barquero Arguello

				Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea (1)				*		-

				Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia (1)				*		- María Ester Brenes Villalobos

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia (2)				*		- Francisco Hernández Quesada
- Maritza Zamora Solís

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela (1)				*		- Leda Mora Montero

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago (1)				*		- Mayra Trigueros Brenes

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Rafael (1)				*		- Juan Carlos Ramírez Brenes

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Flores (1)				*		- Nelda Jiménez Rojas

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Isidro (1)		* (Sup Heredia)				- Agnes Chaverri Fonseca

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Santo Domingo (1)		* (Sup Heredia)				- Lidia María Morales Díaz

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pavas PISAV (1)				*		- Marvin Segura Acuña, en otro puesto, actualmente Heiner Baltodano Solís

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Desamparados (1)				*		Rosemary Zeledón Gutiérrez

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Goicoechea (3)				*		Evelyn Porras Santamaría
Annia Patricia Méndez Gómez
María Jesús Bolaños González

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Ana (1)				*		- Karol Monge Molina, en otro puesto, actualmente Ronald Chacón Mejía

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú (1)				*		- Cindy Campos Coto

				Juzgado Pensiones Alimentarias de La Unión PISAV (1)				*		- Plaza Extraordinaria, ahora Naín Isaac Monge Segura

				Oficina de Retardo Judicial de San José (2)				*		-

				Proyecto Segunda Instancia PA (1)				*		- Elena García González
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				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Carlos Valverde Granados		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Familia de Puriscal (1)				*		- Milena Peña Salas		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00

				Juzgado Primero de Familia de San José (1)				*		- Shirley Víquez Vargas		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado Segundo de Familia de San José (1)				*		- Jorge Marchena Rosabal		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Goicoechea (1)				*		- Lorena Mc Laren Quirós		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Desamparados (1)				*		- Plaza Vacante, por ahora Tania Morera Solano		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Familia de Alajuela (1)				*		- Plaza Extraordinaria, actualmente Marvin Segura Acuña		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea (1)				*		-		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Alajuela (1)				*		-  Sustituto de Gabriela Morera Guerrero		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Desamparados (1)				*		-  Yirlani Alpízar		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo (1)				*		-  XXX		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia (1)				*		- Robert Camacho Vilallobos		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San José (1)				*		- Silvia Elena Castro Morales		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia (1)				*		- Victoria Quesada Alpízar		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago (1)				*		- Miguel Ángel Rosales Alvarado (o quién lo sustituya, por ahora Antony Zapata Sojo)		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela (1)				*		- Pablo Amador Villanueva		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Rafael (1)				*		- Leenyer Lanuza Víquez		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puriscal (1)				*		- Mauricio Herrera Barboza		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Flores (1)				*		- Jimmy Leandro Leandro		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Ana (1)				*		- José Bernal Rodríguez Marín		0.00		5,150.00		5		25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pavas PISAV (1)				*		- Vanessa Amador Soto		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias La Unión PISAV (1)				*		- Plaza Extraordinaria, ahora Ayleen Matamoros Duran		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias Desamparados (1)				*		- Emilia Rojas Rodríguez		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Goicoechea (4)				*		- Jacqueline Vindas Matamoros
- Kembly Díaz Espinoza
- Ana Cecilia Brenes López
- Jacqueline Hernández Córdoba		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo (1)				*		- Carlos Andrés Aguilar Arriera		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuelita (1)				*		- Eyleen Badilla Alvarado		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Mora (1)						- Marvin Jarquín Sancho		0.00		0.00		5		0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrubares (1)		* (Nombramiento)				- Jorge Chacón Correa		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00

				Oficina Jueces Supernumerarios de Pérez Zeledón (4)				*		Hellen Hidalgo Avila (Actualmente incapacitada y en su lugar Marco Soto Herrera)
Ivan Cartín Cordero (Actualmente incapacitado y en su lugar Paola Rodríguez Godínez)
Frank Castro Solís
Harold Ríos Solórzano		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00		860,000.00		Estarán asistiendo 4 personas a la capacitación

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Corredores (2)				*		William Calderón Navarro (Incapacitado hasta 23-11-2016, en su lugar por ahora  Henry …
Diana Vargas Badilla		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00		430,000.00		Estarán asistiendo 2 personas a la capacitación

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Golfito (1)				*		Rafael Araya Fallas		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00		215,000.00

				Oficina de Jueces Supernumerarios de Osa  (1)				*		Sonia Abarca García		29,500.00		13,500.00		5		215,000.00		215,000.00

				Oficina de Retardo Judicial de San José (2)				*				0.00				5		0.00

				Proyecto Segunda Instancia PA (2)				*		- Irma Páez Sibaja		0.00				5		0.00

														TOTAL				2,622,500.00
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Sede
San José Este

Lugar:

Fechas:
23 a 27 abril
2018		Despacho Judicial		C/S		S/S		Funcionarios		Hospedaje		Alimentación		Cantidad de Días		Monto Total

				Juzgado Primero de Familia de San José (1)				*		- Marilene Herra Alfaro								0.00

				Juzgado Segundo de Familia de San José (1)				*		- Walter Alvarado Arias								0.00

				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Laura Rodríguez Villalobos ( o quién la sustituya, por ahora José Miguel Fonseca Vindas				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Familia de Hatillo (1)				*		- Alinne Solano Ramírez								0.00

				Juzgado de Familia de Desamparados (1)				*		- Maureen Solís Madrigal								0.00

				Juzgado de Familia de Goicoechea (1)				*		- Karol Vindas Calderón								0.00

				Juzgado de Familia de Alajuela (1)				*		- Luz Amelia Ramírez Garita (O quién la sustituya por maestría en UNA)				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Niñez y Adolescencia (1)				*		- Milagro Rojas Espinoza								0.00

				Juzgado de Familia de Turrialba (1)				*		- Elmer Rojas Aguilar		29,500.00		13,500.00				215,000.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea (1)				*		-		0.00						0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago (1)				*		-  Sustituto de Cristian Martínez Hernández				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Desamparados (1)				*		-  Songhey White Curling				0.00				0.00

				Juzgado de Violencia Doméstica de Hatillo (1)				*		-  Frania Rojas Vindas				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San José (1)				*		- Hannia Mora Sánchez				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago (1)				*		- Plza Vacante (por ahora Susan Herrera Alvarez				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela (1)				*		- Ana Lorena Monge Vargas				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Familia de Heredia (1)				*		- Gloria Gutiérrez Berrocal				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba (1)				*		- Marvin Durán Fernández (En otro puesto, por ahora Guillermo Ocampo Arrieta)		29,500.00		13,500.00				215,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias La Unión PISAV (1)				*		- Cristia Carballo Solano				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo (1)				*		-  Karen Lezcano Ovares, en otro puesto, en su lugar Jennifer Ocampo Cerna								0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Acosta (1)		* (Nombramiento)				- Derlyng Talavera Polanco				5,150.00				25,750.00

				Jugado de Pensiones Alimentarias de Flores (1)				*		- Plaza extraordinaria, por ahora José Aníbal Abarca Gutiérrez				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Pavas PISAV (1)				*		- Nedelka Alvarado Zelada				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú (1)				*		- Gabriela Porras Agüero				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Tarrazú (1)				*		- Garnier Vargas Barboza				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Sebastián (1)		* (Nombramiento)				- Esteban Guzmán González				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Aserrí (1)				*		- Helen Mora Salazar				5,150.00				25,750.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Goicoechea (3)				*		- Ileana Moreno Carvajal
- Hazel Delgado Zeledón
- María Dorelia Bravo Núñez				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Desamparados (2)				*		- Gloria Estela Angulo Smith
- Maricela González Araya				0.00				0.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puriscal (1)				*		- Angelina Varela Valenciano		29,500.00		13,500.00		5.00		215,000.00

				Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuelita (1)				*		- Hellen Segura Godínez				0.00				0.00

				Oficina de Retardo Judicial de San José (2)				*						0.00				0.00

				Proyecto Segunda Instancia PA (1)				*		- Johanna Jiménez Villatoro								0.00

														TOTAL				928,250.00





Transporte 

		Cálculos de viáticos de transporte en el interior del país

		Transporte en el interior del país		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de autobuses		Total		Observación

		40% del total de las personas participantes que requieran el víatico de transporte		120		2		7,480.00		1,795,200.00		Se cálculo con la tarifa de autobuses a Liberia que tiene un costo de ¢3740

		Total de personas participantes aproximado: 300
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RESUMEN 

		Resumen de gastos de viáticos en el interior del país. Sedes Regionales						Entrega de Tíquetes de almuerzo				Observación

		SEDE REGIONAL		MONTO				SEDE CENTRAL		MONTO		Los tíquetes de almuerzo se deben cargar a la subpartida 2.02.03 Aliementos y bebidas mediante el contrato No. 069116

		Liberia		631,250.00				Heredia		140,000.00

		Guápiles		784,750.00

		Limón		775,750.00				Resumen del viático de transporte en el interior del país

		Pérez Zeledón		782,500.00				Monto Total		1,795,200.00

		Corredores		1,395,000.00

		Santa Cruz		1,000,000.00

		Puntarenas		1,926,500.00

		San Carlos		1,196,000.00

		San Ramón		1,973,250.00

		Alajuela		2,473,750.00

		Cartago		917,500.00

		San José Oeste		2,622,500.00

		San José Este		928,250.00

		TOTAL		17,407,000.00
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Sustituciones Personal Administ

		Requerimiento de facilitadores por parte de la Escuela Judicial para formular la propuesta		Plazo		Cantidad de personas		Puesto		Despacho		Valor Proyectado mensual		Total de meses

		6 mes de permiso para un profesional 2 para la grabación de vídeos para uso de material didáctico, fotografías, manejo del canal de youtube entre otras		6 meses        (180 días)		1		Profesional 2		Escuela Judicial		2,000,000.00		12,000,000.00

		6 meses de permiso para 2 personas asistentes administrativas para la colaboración en la coordianción, ejecución y finalización de las capacitaciones programass en la reforma de Familia. Se requieren para la coordianción de la logística y desarrollo de las actividades.		6 meses        (180 días)		2		Asistentes Administrativas 3		Escuela Judicial		700,000.00		8,400,000.00

		6 mes de permiso para una persona Profesional 2 (Especialista en métodos de enseñanza) Para el asesoracióny revisión de los materiales, así como la supervisión de las capacitaciones, entre otros		6 meses        (180 días)		1		Profesional 2		Escuela Judicial		2,000,000.00		12,000,000.00

										Total de sustituciones de jueces o juezas				32,400,000.00
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Hoja1

				MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTE

				TABLA DE DISTANCIAS

				DIRECCION DE PLANIFICACION SECTORIAL

				DISTANCIAS  APROXIMADAS EN KILOMETROS

				ENTRE CABECERAS  DE  CANTON

				BASADO EN INVENTARIO DE RUTAS NACIONALES Y ALGUNAS REGIONALES

				Mes de ABRIL 2012.																																																																																																																																																																Para obtener la distancia más corta aproximada

																																																																																																																																																																				entre Ciudad Colón,de la provincia de San José y

				SAN JOSE		SANJOSE																																																																																																																																																														Paraíso de la provincia de Cartago,se procede de

				ESCAZU		9		ESCAZU																																																																																																																																																												la siguiente manera:

				DESAMPARADOS		4		13		DESAMPARADOS																																																																																																																																																												Se busca Ciudad Colón de la provincia

				SANTIAGO DE PURISCAL		42		39		47		SANTIAGO DE PURISCAL																																																																																																																																																										de San José y se viene verticalmente

				SAN MARCOS DE TARRAZU		59		68		55		79		SAN MARCOS DE TARRAZU																																																																																																																																																								hasta contrar la horizontal que viene de

				ASERRI		10		19		5		47		49		ASERRI																																																																																																																																																						Paraíso de la provincia de Cartago y el

				CIUDAD COLON		21		18		26		22		83		32		CIUDAD COLON																																																																																																																																																				número que aparece en el punto de inter-

				GUADALUPE		5		13		7		47		62		12		26		GUADALUPE																																																																																																																																																		sección, es la cantidad de kilómetros.En

				SANTA ANA		15		8		20		30		75		25		10		20		SANTA ANA																																																																																																																																																este caso,la distancia es de 52km.

				ALAJUELITA		6		11		7		44		62		13		26		10		19		ALAJUELITA

				SN ISIDRO DE CORONADO		11		20		14		54		69		19		33		7		27		17		SAN ISIDRO DE CORONADO

				SAN IGNACIO DE ACOSTA		28		37		24		29		51		18		32		31		43		31		38		SAN IGNACIO DE ACOSTA

				SAN JUAN DE TIBAS		3		12		8		45		63		14		25		5		18		9		8		32		SAN JUAN DE TIBAS

				SAN VICENTE DE MORAVIA		6		15		9		48		64		14		28		2		22		12		5		33		3		SAN VICENTE DE MORAVIA

				SAN PEDRO DE MONTES DE OCA		3		12		6		45		60		11		24		3		18		8		9		29		6		5		SAN PEDRO DE MONTES DE OCA

				SAN PABLO DE TURRUBARES		63		60		68		21		101		68		43		68		51		65		74		50		67		70		66		SAN PABLO DE TURRUBARES

				SANTA MARIA DE DOTA		64		73		62		86		7		55		86		64		79		68		71		57		67		66		61		107		SANTA MARIA DE DOTA

				CURRIDABAT		6		14		5		48		65		10		27		6		21		9		13		30		10		8		3		69		59		CURRIDABAT

				SN ISIDRO DE PEREZ ZELEDON		134		142		131		156		104		138		155		134		149		139		140		127		137		136		131		177		97		129		SAN ISIDRO DE PEREZ ZELEDON

				SN PABLO LEON CORTES		55		64		51		75		4		45		77		60		70		58		66		47		59		62		56		96		10		56		107		SAN PABLO LEON CORTES

				ALAJUELA		20		24		24		42		79		30		21		23		15		22		30		48		22		25		23		63		84		25		154		75				ALAJUELA

				SAN RAMON		59		63		63		80		118		69		59		62		53		62		69		87		61		64		62		101		123		64		193		114				44		SAN RAMON

				GRECIA		45		49		49		66		104		55		45		48		39		48		55		73		47		50		48		87		109		50		179		100				20		32		GRECIA

				SAN MATEO		62		67		67		45		122		72		62		65		57		65		74		91		64		66		65		24		127		68		196		118				47		42		52		SAN MATEO

				ATENAS		42		46		47		45		101		52		41		44		36		45		53		70		44		46		45		45		106		48		176		97				27		22		31		21		ATENAS

				NARANJO		47		52		52		68		107		57		47		50		42		50		59		76		49		51		50		73		112		53		181		103				32		17		14		47		26		NARANJO

				PALMARES		54		59		59		75		114		64		54		57		49		57		66		83		56		58		57		59		118		60		188		110				39		8		27		34		14		13		PALMARES

				SAN PEDRO DE POAS		34		38		38		49		93		44		35		36		29		36		45		62		35		38		37		70		98		39		168		89				15		48		14		51		31		27		41		SAN PEDRO DE POAS

				OROTINA		66		69		70		41		125		75		63		67		61		68		77		93		67		69		68		21		129		71		182		120				51		46		55		3		24		50		38		55		OROTINA

				CIUDAD QUESADA		94		98		98		98		153		104		94		97		88		97		105		122		96		99		97		105		158		100		229		149				79		51		60		93		73		47		56		73		97		CIUDAD QUESADA

				ZARCERO		67		71		71		71		126		77		67		70		61		69		78		95		69		71		70		78		131		72		201		122				52		24		33		66		46		20		29		46		69		27		ZARCERO

				SARCHI NORTE		52		56		57		57		112		62		52		55		47		55		64		80		54		57		55		63		116		58		186		107				28		22		8		59		39		6		19		21		63		53		25		SARCHI NORTE

				UPALA		210		214		214		214		269		220		209		213		204		212		221		238		212		214		213		221		274		215		343		265				194		167		176		209		188		162		172		189		212		116		143		168		UPALA

				LOS CHILES		190		194		195		195		250		200		190		193		185		193		202		218		192		195		193		201		254		196		324		245				175		147		157		189		169		143		152		170		193		96		124		149		164		LOS CHILES

				SAN RAFAEL DE GUATUSO		171		175		175		175		230		181		171		174		165		173		182		199		173		175		174		182		235		176		305		226				156		128		137		170		150		124		133		150		173		77		104		129		39		125		SAN RAFAEL DE GUATUSO

				CARTAGO		23		32		23		65		52		28		45		23		38		28		30		46		27		25		20		87		46		18		116		49				43		82		68		86		65		71		78		57		89		117		90		70		258		214		194				CARTAGO

				PARAISO		31		39		30		73		60		36		52		30		46		36		37		54		34		32		28		94		54		26		123		57				50		90		76		93		72		78		85		64		96		125		97		77		266		221		201				7		PARAISO

				TRES RIOS		11		20		12		54		59		17		33		11		27		17		18		35		15		13		8		75		53		5		122		56				31		70		56		74		53		59		66		45		77		105		78		58		246		202		182				12		19		TRES RIOS

				JUAN VIÑAS		54		62		53		96		83		59		77		53		69		59		60		77		57		55		51		117		76		49		146		79				73		113		99		116		95		101		108		87		119		147		120		100		289		244		224				30		23		42		JUAN VIÑAS

				TURRIALBA		65		73		64		107		94		70		76		64		80		70		71		88		68		66		62		128		87		60		157		91				84		124		110		127		106		112		119		98		130		159		131		111		300		255		235				44		34		56		13		TURRIALBA

				PACAYAS		38		46		37		80		71		43		59		37		53		43		44		61		41		39		34		101		64		33		134		68				57		97		83		100		79		85		92		71		103		131		104		84		273		228		208				18		23		26		41		29		PACAYAS

				SAN RAFAEL DE OREAMUNO		24		33		24		66		57		29		46		24		39		29		31		48		28		26		21		87		51		19		121		54				45		85		71		88		67		73		80		59		91		120		92		72		261		216		196				2		8		14		31		42		16		SAN RAFAEL DE OREAMUNO

				TEJAR DEL GUARCO		25		34		25		67		48		31		47		25		40		30		32		49		29		27		22		89		42		21		112		45				45		84		70		88		67		73		80		59		91		119		92		72		260		216		196				4		11		16		34		45		22		6		TEJAR DEL GUARCO

				HEREDIA		11		15		15		49		70		21		28		13		22		14		15		39		7		11		14		70		75		16		145		66				12		52		38		57		37		40		47		27		61		89		62		40		205		185		166				34		42		22		65		76		48		37		36				HEREDIA

				BARVA		14		18		18		52		73		24		31		16		25		16		19		42		10		14		17		73		78		19		148		69				15		54		40		60		40		43		50		30		64		92		65		43		207		188		169				37		45		25		67		79		51		40		39				3		BARBA

				SANTO DOMINGO		7		15		11		49		66		17		28		9		22		12		12		35		3		7		10		70		71		12		141		62				16		56		42		62		41		44		51		31		65		93		66		45		209		189		170				30		37		19		61		72		45		33		32				4		7		SANTO DOMINGO

				SANTA BARBARA		20		24		24		57		79		30		37		21		30		22		25		48		16		20		23		78		84		25		153		75				8		53		28		52		31		41		47		22		55		84		56		35		203		183		160				43		50		31		73		84		57		45		45				9		6		13		SANTA BARBARA

				SAN RAFAEL		14		18		18		51		73		24		31		15		24		16		19		42		10		14		17		72		78		19		147		69				15		55		41		61		41		44		51		31		64		93		65		44		208		189		169				37		44		25		67		78		51		39		39				4		7		8		12		SAN RAFAEL

				SAN ISIDRO		17		26		22		59		77		28		39		19		32		23		22		46		14		17		20		81		82		23		151		73				20		60		46		66		45		49		55		36		69		97		70		49		213		194		174				41		48		29		71		82		55		43		43				9		11		9		17		7		SAN ISIDRO

				SAN ANTONIO DE BELEN		14		16		19		34		74		24		13		16		8		17		23		42		16		18		17		55		78		19		148		69				8		47		33		53		32		35		42		23		56		84		57		36		198		182		161				37		45		26		68		79		52		40		39				9		11		13		12		12		17		SAN ANTONIO DE BELEN

				SAN JOAQUIN DE FLORES		15		19		19		53		74		25		32		17		26		18		20		43		12		15		18		62		79		20		149		70				8		48		34		54		33		37		43		24		57		86		58		37		201		179		162				38		46		27		69		80		53		41		40				4		7		8		4		8		13		7		SAN JOAQUIN DE FLORES

				SAN PABLO		9		18		14		51		69		19		30		11		24		15		14		37		6		9		12		72		73		14		143		64				15		54		40		60		40		43		50		30		64		92		65		43		207		188		169				33		40		21		63		74		47		35		35				3		6		3		11		7		6		12		7		SAN PABLO

				PUERTO VIEJO		83		91		87		125		142		93		104		84		98		88		87		111		80		82		86		146		147		88		217		138				82		125		101		129		108		115		125		96		132		69		96		109		184		165		145				106		114		94		136		148		120		109		108				85		82		89		88		89		93		91		89		88		PUERTO VIEJO

				LIBERIA		216		220		220		220		275		226		222		219		216		218		226		244		218		221		219		176		280		221		324		271				201		159		189		158		179		174		164		205		156		189		179		179		104		242		142				239		247		227		269		280		253		241		241				211		214		215		210		215		219		207		207		214		258				LIBERIA

				NICOYA		293		298		298		298		353		304		300		297		294		296		303		322		296		298		297		254		358		299		401		349				278		237		266		235		257		252		242		283		233		267		257		256		181		320		220				317		324		305		347		358		331		319		319				288		291		293		287		292		297		285		285		291		335				79		NICOYA

				SANTA CRUZ		270		275		275		275		330		281		277		273		271		273		280		299		273		275		273		231		335		276		378		326				255		214		243		212		234		229		219		260		210		244		234		233		158		297		197				294		301		282		324		335		308		296		296				265		268		270		264		269		274		262		262		268		312				56		23		SANTA CRUZ

				BAGACES		190		194		194		195		249		200		196		193		191		193		200		218		192		195		193		150		254		195		298		245				175		134		163		132		154		148		139		179		130		163		154		153		78		217		116				213		221		201		244		255		228		216		215				185		188		189		184		189		194		182		182		188		232				27		105		82		BAGACES

				FILADELFIA		248		252		252		252		307		258		254		251		248		250		258		276		250		253		251		208		312		253		326		303				232		191		221		190		211		206		196		237		187		221		211		211		136		274		174				271		278		259		301		312		285		273		273				243		246		247		241		246		251		239		239		246		290				33		46		23		59		FILADELFIA

				CAÑAS		168		172		172		172		227		178		174		171		168		170		178		196		170		173		171		128		232		173		276		223				152		111		141		110		131		126		116		157		107		140		131		131		67		194		105				191		198		179		221		232		205		193		193				163		166		167		161		166		171		159		159		166		210				49		126		103		23		81		CAÑAS

				LAS JUNTAS		148		152		152		152		207		158		154		151		148		150		158		176		150		153		151		108		212		153		256		203				133		91		121		90		111		106		96		137		88		153		112		111		99		226		137				171		179		159		201		213		185		174		173				143		146		147		142		147		151		139		139		146		218				81		158		135		55		113		33		LAS JUNTAS

				TILARAN		189		194		194		194		249		200		196		192		190		192		199		218		192		195		192		150		254		195		297		245				174		133		162		131		153		148		138		179		129		119		146		152		89		172		121				213		220		201		243		254		227		215		215				184		187		189		183		188		193		181		181		187		187				71		148		125		45		102		22		54		TILARAN

				CARMONA		324		329		329		329		384		334		330		328		325		327		334		353		326		329		327		285		388		330		432		380				309		268		297		266		288		283		273		313		264		298		288		287		212		351		250				348		355		336		378		389		362		350		350				319		322		324		318		323		328		316		316		322		366				110		35		54		135		77		157		189		179		CARMONA

				LA CRUZ		274		278		278		278		333		284		280		277		274		276		284		302		276		279		277		234		338		279		382		329				259		217		247		216		237		232		222		263		214		247		237		237		162		300		200				297		304		285		327		338		311		299		299				269		272		273		267		273		277		265		265		272		316				60		137		114		85		91		107		139		128		168		LA CRUZ

				HOJANCHA		314		318		318		318		373		324		320		317		315		316		324		342		316		319		317		340		378		319		422		369				299		257		287		256		277		272		262		303		254		287		277		277		202		340		240				337		345		325		367		379		351		340		339				309		312		313		308		313		317		305		305		312		356				100		24		43		125		66		147		179		169		32		158		HOJANCHA

				PUNTARENAS		110		114		114		123		169		120		116		113		111		112		120		138		112		115		113		63		174		115		210		165				95		53		83		43		64		68		58		94		41		109		73		73		154		197		177				133		141		121		163		175		147		136		135				102		105		107		104		106		111		97		99		105		172				136		214		191		110		168		88		68		110		245		194		234				PUNTARENAS

				ESPARZA		90		95		95		104		150		100		96		93		91		93		100		119		93		95		93		46		155		96		207		146				75		34		63		21		42		49		38		73		25		89		53		53		145		177		157				114		121		102		144		155		128		116		116				83		86		87		84		87		91		77		79		86		153				127		205		182		101		159		79		59		101		236		185		225				21		ESPARZA

				BUENOS AIRES		199		207		196		241		168		191		220		200		214		204		207		192		202		202		196		242		162		193		65		172				218		258		244		239		240		246		253		232		237		293		265		251		408		389		369				181		188		187		211		222		198		183		176				210		212		206		218		213		218		213		214		208		294				391		468		445		365		422		342		323		364		499		449		489				275		276		BUENOS AIRES

				MIRAMAR		108		112		112		121		167		118		114		111		108		110		118		136		110		113		111		68		172		113		216		163				92		51		81		39		60		66		56		90		47		107		71		71		141		194		175				131		138		119		161		172		145		133		133				100		103		105		101		104		109		95		97		103		170				123		200		177		97		155		75		55		96		231		181		221				28		19		282		MIRAMAR

				CIUDAD CORTES		225		234		223		268		195		217		247		227		241		231		234		219		229		229		222		269		189		220		92		199				258		252		263		211		232		265		245		262		209		312		274		271		376		397		378				249		256		255		279		290		266		251		244				278		281		274		286		281		286		281		282		276		363				351		428		405		325		382		302		283		324		459		409		449				235		236		74		242		CIUDAD CORTES

				QUEPOS		176		180		180		97		235		186		182		179		176		178		186		204		178		181		179		97		173		181		76		182				161		155		166		113		134		167		148		165		111		214		177		173		278		300		281				199		206		187		229		240		213		201		201				168		171		173		169		172		177		163		165		171		253				253		331		308		227		285		205		185		227		362		311		351				138		138		144		145		103		QUEPOS

				GOLFITO		339		347		336		381		309		331		360		340		354		344		347		332		342		342		336		382		303		334		205		312				358		398		384		297		318		386		331		372		295		433		405		391		462		529		509				321		328		327		351		362		339		323		317				350		353		346		358		354		358		353		354		348		435				437		515		492		411		469		389		369		411		545		495		535				322		322		146		329		94		190		GOLFITO

				SAN VITO		266		275		264		308		236		258		288		268		281		271		275		260		270		270		263		310		230		261		133		240				286		325		311		322		308		314		321		300		320		360		333		318		474		457		437				248		256		255		278		290		266		251		244				277		280		273		286		281		286		280		281		276		362				462		539		516		436		494		414		394		435		570		520		560				347		347		73		354		93		214		72		SAN VITO

				PARRITA		152		156		156		73		211		162		158		155		152		154		162		180		154		157		155		94		194		157		97		204				136		131		141		89		110		143		124		141		87		190		152		149		254		276		256				175		182		163		205		216		189		177		177				144		147		149		145		148		153		138		141		147		229				229		307		284		203		261		181		161		203		338		287		327				114		114		162		121		121		24		208		233		PARRITA

				CIUDAD NEILLY		331		339		328		373		301		323		352		332		346		336		339		324		334		334		328		374		294		326		182		304				350		390		376		289		310		378		323		365		287		425		398		383		454		521		502				313		320		319		343		354		331		315		309				342		345		338		350		346		350		345		346		340		427				429		507		484		403		461		381		361		403		537		487		527				314		314		138		321		86		182		39		33		200		CIUDAD NELLY

				JACO		110		114		115		86		170		120		116		113		111		113		120		138		112		115		113		65		174		115		138		165				95		89		100		48		69		102		82		99		46		149		111		108		213		234		215				133		141		122		164		175		148		136		135				103		106		107		104		107		111		97		99		106		188				188		265		242		162		220		140		120		161		296		246		286				73		73		203		79		163		66		249		274		41		241		JACO

				LIMON		158		167		162		200		217		168		179		160		173		164		162		186		155		157		161		221		222		164		292		213				178		217		203		220		200		205		212		192		224		206		234		210		322		303		283				148		140		163		119		107		136		148		155				157		160		157		166		155		148		166		161		157		139				374		451		428		348		406		326		306		347		482		432		472				268		248		357		266		425		334		497		424		310		489		268				LIMON

				GUAPILES		64		73		69		106		124		75		86		66		79		70		69		93		61		64		67		128		129		70		198		120				84		123		109		127		106		112		119		98		130		113		140		117		228		209		190				88		95		76		95		83		102		90		90				63		66		63		72		62		55		72		67		62		46				280		358		335		254		312		232		212		254		389		338		378				174		155		263		172		331		240		404		331		216		395		175				96		GUAPILES

				SIQUIRRES		99		108		103		141		158		109		120		101		114		105		103		127		96		98		102		162		163		105		233		154				119		158		144		161		141		146		153		133		165		147		175		151		263		244		224				89		81		104		60		48		77		89		96				98		101		98		107		96		89		107		102		96		80				315		391		369		289		347		267		247		288		423		373		413				209		189		269		207		366		275		410		337		251		401		209				60		37		SIQUIRES

				BRIBRI		218		226		222		260		277		228		239		220		233		224		222		246		215		217		221		281		282		224		352		273				238		277		263		280		260		265		272		252		284		266		294		270		382		363		343				208		200		223		179		167		196		208		215				217		220		217		226		215		208		226		221		215		199				434		510		488		408		466		386		366		407		542		492		532				328		308		417		326		485		394		557		484		370		549		328				62		156		120		BRIBRI
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Viaticos personas administrativ

		Requerimientos del personal de la Escuela Judicial

		Para la ejecución de las actividades se deberá estimar los gastos en viáticos y hospedaje, para un chófer, para una persona asistente administrativa, un gestor o gestora de capacitación y 2 personas facilitadoras

		SEDES REGIONALES		Cantidad de Personas		Cantidad de días		Hospedaje		Alimentación (3 tiempos de comida)		Monto por persona		TOTAL

		Liberia		5		5		20,000.00		13,500.00		167,500.00		837,500.00

		Guápiles		5		5		14,800.00		13,500.00		141,500.00		707,500.00

		Limón		5		5		24,000.00		13,500.00		187,500.00		937,500.00

		Pérez Zeledón		5		5		17,800.00		13,500.00		156,500.00		782,500.00

		Corredores		5		5		17,500.00		13,500.00		155,000.00		775,000.00

		Santa Cruz		5		5		16,400.00		13,500.00		149,500.00		747,500.00

		Puntarenas		5		5		24,000.00		13,500.00		187,500.00		937,500.00

		San Carlos		5		5		16,400.00		13,500.00		149,500.00		747,500.00

		San Ramón		5		5		19,100.00		13,500.00		163,000.00		815,000.00

		Alajuela		5		5		0.00		5,150.00		25,750.00		128,750.00

		Cartago		5		5		0.00		5,150.00		25,750.00		128,750.00

										TOTAL				7,545,000.00





Sustituciones Facilitadores 

		Requerimiento de facilitadores por parte de la Escuela Judicial para la ejecución de las capacitaciones		Plazo		Cantidad de personas		Puesto		Despacho		Valor Proyectado mensual		Total de meses

		5 mes de permiso para un juez o jueza 4 de Tribunal Familia, para la etapa de ejecución de las actividades académicas		5 meses        (150 días)		1		Juez 4		Tribunal Familia		4,000,000.00		20,000,000.00

		5 meses de permiso de para un juez o jueza 3 de juzgado de familia,  para la etapa de ejecución de las actividades académicas		5 meses    (150 días)		1		Juez 3		Juzgado Familia		3,500,000.00		17,500,000.00

		2 días de permiso para 8 jueces o juezas 3 de juzgado de familia, para impartir capacitación durante dos días en cada una de las sedes regionales		40 días		8		Juez 3		Juzgado de Familia		3,500,000.00		37,333,333.33

										Total de sustituciones de jueces o juezas				74,833,333.33





Sustituciones Personal Administ

		Requerimiento de facilitadores por parte de la Escuela Judicial para formular la propuesta		Plazo		Cantidad de personas		Puesto		Despacho		Valor Proyectado mensual		Total de meses

		5 mes de permiso para un profesional 2 para la grabación de vídeos para uso de material didáctico, fotografías, manejo del canal de YouTube entre otras		5 meses        (150 días)		1		Profesional 2		Escuela Judicial		2,000,000.00		10,000,000.00

		5 meses de permiso para 2 personas asistentes administrativas para la colaboración en la coordinación, ejecución y finalización de las capacitaciones programas en la reforma de Familia. Se requieren para la coordinación de la logística y desarrollo de las actividades.		5 meses        (150 días)		2		Asistentes Administrativas 3		Escuela Judicial		700,000.00		7,000,000.00

		5 mes de permiso para una persona Profesional 2 (Especialista en métodos de enseñanza) Para el asesoramiento y revisión de los materiales, así como la supervisión de las capacitaciones, entre otros		5 meses        (150 días)		1		Profesional 2		Escuela Judicial		2,000,000.00		10,000,000.00

		2 mes de permiso para un defensor o defensora para la coordinación de las capacitaciones dirigidas al personal de la Defensa pública y 5 días para capacitar al personal.		2 meses        (65 días)		1		Secretaria Ejecutiva		Escuela Judicial		850,000.00		1,841,666.67

										Total de sustituciones de jueces o juezas				28,841,666.67





Sustituciones personas juzgador

		Requerimiento en días de sustitución de jueces y juezas a capacitar a partir de tiempo definido para la capacitación		Plazo		Puesto		Valor Proyectado mensual		Total de meses		Observación

		300 días de sustitución para cubrir a toda la población de jueces y juezas que tramitan materia de familia.		300		Juez 4		4,000,000.00		40,000,000.00		Se calcula tomando las 60 personas por los 5 días de duración de la capacitación.

		20 días de sustitución para cubrir a los jueces y juezas del Tribunal de familia para recibir la capacitación		20		Juez 4		4,000,000.00		2,666,666.67		Se calcula tomando las 4 personas por los 5 días de duración de la capacitación.

								TOTAL		42,666,666.67

		De las 300 personas juzgadoras a participar en las capacitaciones se proyecta un 30% del total que van a requerir sustitución para un total de 60 personas





Viáticos Trab Social y Psicolog

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Hospedaje		Alimentación (3 tiempos de comida)		Monto por persona		Monto total

		Del 175 personas a capacitar del Departamento de Trabajo Social y Psicología se proyecta un 60% para el pago de viáticos en el interior del país realizando las capacitaciones en San José.		105		5		29,500.00		13,500.00		215,000.00		22,575,000.00

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de almuerzo		Total		Observación

		Del 175 personas a capacitar del Departamento de Trabajo Social y Psicología se proyecta un 40% para el pago de viáticos en el interior del país realizando las capacitaciones en Heredia		70		5		1,750.00		612,500.00		Los tíquetes de almuerzo se deben cargar a la subpartida 2.02.03 Aliementos y bebidas mediante el contrato No. 069116

		VIÁTICOS TRANSPORTE DENTRO DEL PAÍS

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de autobuses		Total de viáticos		Observación

		Del 175 personas a capacitar del Departamento de Trabajo Social y Psicología se proyecta un 60% para el pago de viáticos ede transporte en el interior del país realizando las capacitaciones en San José o Heredia.		105		2		6,230.00		1,308,300.00		Se tomó en cuenta el costo de autobuses de Santa Cruz a Liberia
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Sustituciones Trab Social y psi

		Requerimiento en días de sustitución de jueces y juezas a capacitar a partir de tiempo definido para la capacitación		Plazo		Puesto		Valor Proyectado mensual		Total de meses		Observación

		265 días de sustitución para cubrir a toda la población del Departamento de Trabajo Social y Psicología.		265		Juez 4		2,000,000.00		17,666,666.67		Se calcula tomando las 60 personas por los 5 días de duración de la capacitación.

		De las 175 personas del Departamento de trabajo social y psicología que estarán participando en las capacitaciones se proyecta un 30% del total que van a requerir sustitución para un total de 53 personas





Viáticos Defensa Pública 

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Hospedaje		Alimentación (3 tiempos de comida)		Monto por persona		Monto total

		De 81 personas a capacitar de la Defensa Pública se proyecta un 60% para el pago de viáticos en el interior del país realizando las capacitaciones en San José.		49		5		29,500.00		13,500.00		215,000.00		10,535,000.00

		VIÁTICOS TRANSPORTE DENTRO DEL PAÍS

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de autobuses		Total de viáticos		Observación

		De 81 personas a capacitar de la Defensa Pública se proyecta un 60% para el pago de viáticos de transporte en el interior del país realizando las capacitaciones en San José.		49		2		6,230.00		610,540.00		Se tomó en cuenta el costo de autobuses de Santa Cruz a Liberia
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Sustituciones Defensa Pública 

		Requerimiento en días de sustitución de jueces y juezas a capacitar a partir de tiempo definido para la capacitación		Plazo		Puesto		Valor Proyectado mensual		Total de meses		Observación

		245 días de sustitución para cubrir el 60% de población de la Defensa Pública para que asista a las capacitaciones de la reforma procesal en materia de familia .		245		Defensor Publico		2,500,000.00		20,416,666.67		Se calcula tomando las 60 personas por los 5 días de duración de la capacitación.

		De las 81 personas de la Defensa pública que estarán participando en las capacitaciones se proyecta un 60% del total que van a requerir sustitución para un total de 49 personas





Viáticos Técnicos Judiciales 

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Hospedaje		Alimentación (3 tiempos de comida)		Monto por persona		Monto total

		De 700 personas a capacitar de la población de técncios judiciales se proyecta un 60% para el pago de viáticos en el interior del país realizando las capacitaciones en San José.		420		3		29,500.00		13,500.00		129,000.00		54,180,000.00

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de almuerzo		Total		Observación

		De 700 personas a capacitar de la población de técncios judiciales se proyecta un 40% para entrega de tíquete de almuerzo realizando la capacitación en San Joaquín de Flores		280		3		1,750.00		1,470,000.00		Los tíquetes de almuerzo se deben cargar a la subpartida 2.02.03 Aliementos y bebidas mediante el contrato No. 069116

		VIÁTICOS TRANSPORTE DENTRO DEL PAÍS

		Cantidad de réplicas para cubrir a toda la población		Cantidad de personas		Cantidad de días		Tíquete de autobuses		Total de viáticos		Observación

		De 700 personas a capacitar de la población de técncios judiciales se proyecta un 60% para el pago de trasnporte en el interior del país realizando las capacitaciones en San José.		420		2		6,230.00		5,233,200.00		Se tomó en cuenta el costo de autobuses de Santa Cruz a Liberia
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Sustituciones Técncios Judicial

		Requerimiento en días de sustitución de jueces y juezas a capacitar a partir de tiempo definido para la capacitación		Plazo		Puesto		Valor Proyectado mensual		Total de meses		Observación

		840 días de sustitución para cubrir el 40% de población de técnicos judiciales para que asista a las capacitaciones de la reforma procesal en materia de familia .		840		Técnico Judicial		1,000,000.00		28,000,000.00		Se calcula tomando las 280 personas por los 3  días de duración de la capacitación.

		De los 700 técncios judiciales que estarán participando en las capacitaciones se proyecta un 40% del total que van a requerir sustitución para un total de 280 personas





Gastos varios 

		Gastos Varios								2,447,220.00

		Grupos de 22 personas				14 sedes Regionales

		Sub partida  20203: Alimentos y bebidas

		Productos		Precio Unitario		Para un día de capacitación de requiere		Monto Total

		Café		1,450.00		1		1,450.00

		Jugo		850.00		6		5,100.00

		Galletas		1,350.00		5		6,750.00

		Vasos para café		850.00		2		1,700.00

		vasos para jugo		350.00		2		700.00

		servilletas		550.00		1		550.00

		Azúcar		1,250.00		1		1,250.00

		Crema		1,000.00		1		1,000.00

		Removeedores		1,500.00		1		1,500.00

						Monto total para refrigerio en una sede		20,000.00

						Monto total para las 14 sedes regionales		280,000.00

		Sub partida 29903: Productos de papel, cartón e impresos

		Material a imprimir		Cantidad de papel utilizado		Precio unitario		Precio Total		Observación

		Código		40.000 Pliegos de Papel bond 75 gr para un total de 80 resmas pliegos de papel		14,084.40		1,126,752.00		Las resmas de papel contienen 500 pliegos

		Manual

		Libretas

		Carpetas		1000 pliegos de Cartulina C-12 para un total de 10 resmas de cartulina		8,500.00		85,000.00		Las resmas de cartulina contienen 100 pliegos

						MONTO TOTAL		1,211,752.00

		Sub partida 29901: útiles y materiales de oficina y cómputo

		Material		Cantidad de DVD		Precio unitario		Precio Total		Observación

		Disco compacto DVD		100 cajas		4,094.00		409,400.00		La caja de DVD contiene 10 unidades

						MONTO TOTAL		409,400.00

		Sub partida 29901: útiles y materiales de oficina y cómputo

		Material		Cantidad de DVD		Precio unitario		Precio Total		Observación

		Disco compacto DVD		100 cajas		4,094.00		409,400.00		La caja de DVD contiene 10 unidades

		Lapiceros		84 cajas		1,627.00		136,668.00		La caja de lapiceros contiene 12 unidades

						MONTO TOTAL		546,068.00
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Kilometraje 

		Reconocimiento de kilometraje

		Modelo del Vehículo				Tucson

		Años de antigüedad				2013

		Cilindraje				2000

		Tipo de combustible				Diesel

		Sedes Regionales		Cantidad de kilómetros de San José a la sede regional solo de ida		Kilometraje ida y vuelta		Años de antigüedad		Monto por kilometro recorrido		Monto total por sede regional

		Liberia		216		432		5		138.87		59,991.84

		Santa Cruz		270		540		5		138.87		74,989.80

		San Carlos		94		188		5		138.87		26,107.56

		Guápiles		64		128		5		138.87		17,775.36

		Limón		158		316		5		138.87		43,882.92

		Corredores		331		662		5		138.87		91,931.94

		Pérez Zeledón		134		268		5		138.87		37,217.16

		San Ramón		59		118		5		138.87		16,386.66

		Alajuela		20		40		5		138.87		5,554.80

		Cartago		23		46		5		138.87		6,388.02

		Puntarenas		110		220		5		138.87		30,551.40

								TOTAL				410,777.46
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Equipo Tecnológico 

		Equipo de cómputo para el personal que estaría laborando en la reforma procesal en materia Agraria		Cantidad de equipo necesario		Monto por equipo		Monto total		Sub partida y artículo

		4 equipos de cómputo para un profesional 2, especialista en métodos de enseñanza y dos asistente administrativo.		4		162,548.00		650,192.00		Sub partida 10103:  Alquiler de Equipo de Cómputo                                                         Artículo 22661:  Alquiler computadora

		2 equipos de cómputo portátiles para las labores docentes.		2		667,866.66		1,335,733.32		Sub partida 50105: Equipo de computo      Artículo 16909: Computadora portátil (Laptop)

		2 vídeo beam		2		1,601,848.17		3,203,696.34		Sub partida 50103:  Equipo de comunicación                                         Artículo 17436: Proyector multimedia

						TOTAL EQUIPO TECNOLÓGICO		5,189,621.66

		Observación: Los datos se toman de la consulta del Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema de SIGA PJ
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TOTAL 

		Cálculos Totales

		Viáticos en el interior del país  personas a capacitar		17,407,000.00

		Viáticos personal administrativo		7,545,000.00

		Viáticos personal del Departamento de Trabajo Social y Psicología		22,575,000.00

		Viáticos personal de la Defensa Pública		10,535,000.00

		Viáticos personal técnico judicial		54,180,000.00

		TOTAL DE VIÁTICOS		112,242,000.00

		Tíquetes de almuerzo jueces y juezas		140,000.00

		Tíquetes de almuerzo Departamento de Trabajo Social y Psicología		612,500.00

		Tíquetes de almuerzo personal técnico judicial		1,470,000.00

		TOTAL DE TÍQUETES		2,222,500.00

		Viáticos de Transporte dentro del país jueces y juezas		1,795,200.00

		Viáticos de Transporte dentro del país Departamento de Trabajo Social y Psicología		1,308,300.00

		Viáticos de Transporte dentro del país Defensa Pública		610,540.00

		Viáticos de Transporte dentro del país Personal Técnico Judicial		5,233,200.00

		TOTAL DE TRANSPORTE EN EL INTERIOR DEL PAÍS		8,947,240.00

		Sustituciones facilitadores		74,833,333.33		Programa 927

		Sustituciones personal Administrativo		28,841,666.67		Programa 926

		Sustituciones personas juzgadoras		42,666,666.67		Programa 927

		Sustituciones personal del Departamento de Trabajo Social y Psicología		17,666,666.67		Programa 926

		Sustituciones personal de la Defensa Publica		20,416,666.67		Programa 930

		Sustituciones personal Técnico Judicial		28,000,000.00		Programa 926

		TOTAL DE SUSTITUCIONES		212,425,000.00

		GASTOS VARIOS		2,447,220.00

		KILOMETRAJE		410,777.46

		EQUIPO TECNOLÓGICO		5,189,621.66

		TOTAL DE PRESUPUESTO PARA EL AÑO 2018		343,884,359.12
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Juzg. Pensiones

		

				DESPACHO		Estructura Propuesta		Recursos Disponibles		Recurso Faltante		Plazas de Juzgados Familia		Plazas a Crear		Observaciones

				TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (Desamparados)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados) (a)		7 Juezas o Jueces 1		5 Juezas o Jueces 1		2 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 3
1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia del Tercer Circ. Jud. de San José) (Desamparados)		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-

						20 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		19 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 1

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (Pérez Zeledón)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón) (b)		3 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		-		-		-		Del Juzgado de Familia del I Circ. Jud. de Zona Sur (Pérez Zeledón), se deben redistribuir 1 Juez 3 y 1 Técnico Judicial 2, los cuales se podrían destacar en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires.

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-		-		-

						10 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		10 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		-		-		-

				CIRCUITO JUDICIAL DE PUNTARENAS

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Puntarenas
(c)		4 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3
 (del Juzgado de Familia de Puntarenas)		-		Del Juzgado de Familia de Puntarenas se debe reubicar además 1 Técnico Judicial 2, el cual se podría destacar en XXXXXXX.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		-		-		-

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLÁNTICA (Limón)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica (Limón) (d)		4 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3
 (del Juzgado de Familia del Primer Circ. Jud. de Zona Atlántica (Limón)		-		Del Juzgado de Familia del I Circ. Jud. de Zona Atlántica (Limón), se deben reubicar además 3 Técnicos Judiciales 2, los cuales se podrían destacar en XXXXXXX.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		11 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		-		-		-

				SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLÁNTICA (Pococí)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí) (e)		4 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3
1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Zona Atlántica) (Pococí)		-

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-				-

						12 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		10 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1				1 Técnica o Técnico Judicial 1
(extraordinaria)

				SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (San Carlos)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) (f)		5 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		2 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 3
1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Alajuela)
(San Carlos)		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)		En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-				-

						14 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		6 Técnicas o Técnicos Judiciales 1				5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

				TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (San Ramón)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón) (g)		3 Juezas o Jueces 1		2 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		-		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)		En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		-		3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Grecia (h)		2 Juezas o Jueces 1		2 Juezas o Jueces 1		-		-		-		En este despacho posterior a las reformas se deben unir con Tránsito, las materias Contravencional y Cobratoria. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						6 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		4 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		-		2 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

				CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Turrialba  (i)		3 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		-		-		-		En este despacho posterior a las reformas se debe separar la materias Contravencional y Tránsito. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.

Los 3 Técnicos Judiciales 1 de más del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba, podrían destacarse en el Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						7 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		10 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1 (j)		-		-

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE ( Liberia)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) (k)		3 Juezas o Jueces 1		2 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		-		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)		En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.

						1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o Coordinador Judicial 1		-		-		-

						8 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		5 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1		-		3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1
(extraordinarias)

				(a) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados). (b) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Sur (Pérez Zeledón). (c) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas. (d) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Zona Atlántica (Limón). (e) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Zona Atlántica (Pococí). (f) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (g) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (h) Es el actual Juzgado de Cobro, Contravencional y Menor Cuantía de Grecia. En este despacho posterior a las reformas se deben unir con Tránsito, las materias Contravencional y Cobratoria. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (i) Es el actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba. En este despacho posterior a las reformas se debe separar las materias Contravencional y Tránsito. Se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos. (j) Las 3 Técnicas o Técnicos Judiciales 1 de más del actual Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba, podrían destacarse en el Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago. (k) Es el actual Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia). En este despacho se debe separar la materia Contravencional y por lo tanto se tendría que valorar la creación del recurso nuevo que podría requerirse para esos efectos.
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       PODER JUDICIAL                    DIRECCION EJECUTIVA

Tel. 2295-4322	San José

Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr	  Costa Rica





02 de mayo de 2017

Oficio 2078-DE-2017





Licenciada

Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación

Su Oficina











Estimada señora:



	A fin de que se considere en la estimación de costos para la reforma al Código Procesal de Familia, me permito aportar en el cuadro adjunto al presente oficio el detalle de costos de alquileres, remodelaciones y servicios públicos, así como mobiliario de despachos en nuevos locales de alquiler, con motivo de cambios que se suscitan a partir de la información contenida en el borrador del informe de su Dirección que refiere al “Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado Código Procesal de Familia”.



Además, me permito indicarle que es necesario considerar los siguientes aspectos:



· La estimación de costos que se aporta se ha realizado con base en la información del borrador del informe antes referido, que fue de conocimiento de la Dirección Ejecutiva mediante correo electrónico del 26 de abril de 2017, del licenciado Minor Anchía Vargas y conforme con reunión celebrada el día 27 de abril de 2017 con don Minor Anchía y don Erick Monge, ambos servidores de la Dirección a su cargo y don Melvin Obando, servidor de la Dirección Ejecutiva.



· La estimación de costos que se aporta en el cuadro adjunto se ha realizado en todos los casos, por un periodo de 4 meses del año 2018, que corresponde a los últimos cuatro meses del año en los cuales se prevé que entre en vigencia la reforma al Código.



· Para cada despacho que requiera ubicarse en un nuevo local de alquiler, la Dirección de Planificación debe considerar que es necesario incorporar recursos para la adquisición de equipo tecnológico, tal como fax, escáner, impresora, UPS. En el caso del equipo de fax de mediana capacidad, el costo estimado para el año 2018 es de ¢182.505,00 y de parte de la Dirección Ejecutiva se considera necesario adquirir al menos 6 equipos de fax, para un total estimado de ¢1.095.030,00 para incorporar al proyecto de presupuesto para la compra de estos equipos.

   

· En el caso de los demás equipos tecnológicos, la Dirección de Tecnología de Información debería estimar el costo, además del rubro para la compra de teléfonos y el costo de conexión de fibra óptica de cada uno de los posibles nuevos locales de alquiler, tanto de los contemplados por la Dirección Ejecutiva como por la Defensa Pública. Asimismo, en caso de requerir equipos de grabación para los despachos de la jurisdicción de Familia, la Dirección de Planificación en conjunto con la Dirección de Tecnología de Información, deberán incorporar lo correspondiente.



· Es importante indicar que por cada plaza nueva que se contemple en el informe, se deben considerar recursos para el mobiliario y el equipo para estas plazas, por lo que se le solicita a la Dirección de Planificación que incorpore este rubro en la estimación de costos a su cargo.



· Igualmente, para cada plaza nueva del Centro de Apoyo y de la Defensa Pública se debe considerar el rubro de servicios públicos. Los montos promedio a tener en consideración son:



		Servicio público

		Consumo promedio mensual por persona



		Agua

		¢3.214,15



		Energía eléctrica

		¢22.253,94



		Telecomunicaciones (teléfono)

		¢47.640,18







	Es importante aclarar que la estimación del costo de estos servicios para el ámbito jurisdiccional está contemplada en el cuadro que se adjunta.



· Finalmente, se aclara que la estimación aportada en el cuadro adjunto no considera salas de audiencias para los nuevos despachos ni otra necesidad particular de espacio físico, ya que dicho requerimiento no se contempla en el modelo de trabajo para la materia de Familia, según el borrador del informe de referencia y conforme con lo conversado con don Erick Monge y don Minor Anchía. 



Atentamente,









	Ana Eugenia Romero Jenkins

	Directora Ejecutiva













Cc:	MBA Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información

	Diligencias

Archivo
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Detalle por localidad

		Dirección Ejecutiva

		Anexo al oficio 2078-DE-2017

		Estimaciones del presupuesto para el 2018 para el proyecto de Ley de Reforma al Código de Familia

		Hoja de trabajo

														Conformación de personal														Plazas que se adicionan

		Localidad		Despacho		Condición		Área estimada
m2		Monto mensual del local 2017		Monto mensual proyectado 2018
(10% incremento y ¢603,64 para $)		Jueces		Técnicos Judiciales		Coordinadores Judiciales		Auxiliares de Servcios Generales 2		Trabajadores Sociales		Psicólogos		Total personal		Jueces		Técni / Coord / Aux		TSyP		Total nuevos		Período
(meses)		Alquiler estimado 2018		Servicio de agua		Servicio de energía eléctrica		Servicio de telecomunicaciones		Servicio de vigilancia		Servicio de limpieza		Remodelaciones		Equipo y mobiliario de plazas nuevas		Equipo y mobiliario de oficina nueva		Total				Jueces
20401		Jueces
50104		Técnicos y Coord
50104				Oficina nueva
20401		Oficina nueva
50104		Oficina nueva
50199		Sala colegiada
50104		Sala colegiada
20401		Sala colegiada
50107		Sala unipersonal
50104		Sala unipersonal
20401		Sala Unipersonal
50107										Total

		Alajuela		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela.						0.00		0.00		1		2		1								4				2				2		4		0.00		77,139.54		534,094.52		1,143,364.36		0.00		0.00		5,000,000.00		0.00		0.00																																								6,754,598.42

		Alajuela		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Alajuela						0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		1,000,000.00		0.00		0.00																																								1,584,866.14

		Buenos Aires		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires.		No requiere alquiler.		50		558,367.00		558,367.00														0		1		1				2		4		2,233,468.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		2,818,334.14		- 0		- 0		- 0		- 0				- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0								2,818,334.14

		Cartago		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Cartago.		Nuevo local de alquiler		200		2,031,800.00		2,234,980.00		1		2		1								4		1		3				4		4		8,939,920.00		102,852.72		712,126.03		1,524,485.81		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00																																								17,933,312.56

		Cartago		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Cartago		Nuevo local de alquiler		50		507,950.00		558,745.00														0						2		2		4		2,234,980.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								2,819,846.14

		Desamparados		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del III Jud. de San José (*).		Alquiler de un nuevo local		500		$0.00		2,140,370.00		7		20		1								28								0		4		8,561,480.00		359,984.52		2,492,441.09		5,335,700.35		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00				1,196,000.00																																				23,403,533.96

		Goicoechea		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del II Circuito Judicial de San José.		Ocuparía el espacio que liberará Civil				0.00		0.00		2		4		1								7		1		1				2		4		0.00		115,709.31		801,141.78		1,715,046.54		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								2,631,897.63

		Goicoechea		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Goicoechea		No requiere alquiler.				0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								584,866.14

		Golfito		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Golfito						0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		1,000,000.00		0.00		0.00																																								1,584,866.14

		Grecia		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Grecia.						0.00		0.00		2		6		1								9								0		4		0.00		115,709.31		801,141.78		1,715,046.54		0.00		0.00		5,000,000.00		0.00		0.00																																								7,631,897.63

		Heredia		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia de Heredia.						0.00		5,000,000.00		1		3		1								5				2				2		4		20,000,000.00		89,996.13		623,110.27		1,333,925.09		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00																																								28,700,959.49

		Heredia		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Heredia				40		482,912.00		482,912.00														0						2		2		4		1,931,648.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								2,516,514.14

		La Unión		Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión (PISAV).						0.00		0.00		4		10		1								15		1		2				3		4		0.00		231,418.62		1,602,283.56		3,430,093.08		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								5,263,795.26

		Liberia		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia).		Nuevo local de alquiler para pasar a Familia y Vilencia Doméstica		500		5,750,000.00		6,325,000.00		1		2		1								4				1				1		4		25,300,000.00		64,282.95		445,078.77		952,803.63		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00		33,416,093.35		1,196,000.00		- 0		- 0		- 0				- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0								33,416,093.35

		Liberia		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del I Circ. Jud. de Guanacaste (Liberia).		Alquiler nuevo.		300		3,450,000.00		3,795,000.00		3		8		1								12								0		4		15,180,000.00		154,279.08		1,068,189.04		2,286,728.72		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00																																								25,343,124.84

		Limón		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del I Circ. Jud. de la Zona Atlántica.						0.00		0.00		4		11		1								16								0		4		0.00		205,705.44		1,424,252.05		3,048,971.63		0.00		0.00		2,000,000.00		0.00		0.00				- 0																																				6,678,929.12

		Limón		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Limón						0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		4,000,000.00		0.00		0.00																																								4,584,866.14

		Pavas		Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Pavas (PISAV).						0.00		0.00		4		10		1								15		1		1				2		4		0.00		218,562.03		1,513,267.81		3,239,532.35		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								4,971,362.19

		Pavas, Escazú y Santa Ana		Juzgado de Familia de Pavas, Escazú y Santa Ana.		Alquiler nuevo.		300		3,397,200.00		3,736,920.00		2		4		1		1						8								0		4		14,947,680.00		102,852.72		712,126.03		1,524,485.81		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00		23,941,072.56		1,196,000.00		- 0		- 0		- 0				- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0								23,941,072.56

		Pérez Zeledón		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del I Jud. de Zona Sur.		No requiere alquiler.				0.00		0.00		3		10		1								14								0		4		0.00		179,992.26		1,246,220.55		2,667,850.17		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00				- 0																																				4,094,062.98

		Pococí		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del II Circ. Jud. de la Zona Atlántica.		Requiere presupuesto para modulares.				0.00		0.00		4		12		1								17								0		4		0.00		218,562.03		1,513,267.81		3,239,532.35		0.00		0.00		10,500,000.00		0.00		0.00				- 0																																				15,471,362.19

		Pococí		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Pococí		No requiere alquiler.				0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		9,000,000.00		0.00		0.00																																								9,584,866.14

		Puntarenas		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Puntarenas.		No requiere alquiler.				0.00		0.00		4		11		1								16								0		4		0.00		205,705.44		1,424,252.05		3,048,971.63		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00				- 0																																				4,678,929.12

		Puntarenas		Oficina de Tabajo Social y Psicología de Puntarenas (**)		Alquiler nuevo.		300				3,082,471.00														0						2		2		4		12,329,884.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		2,392,000.00		1,872,000.00		0.00		0.00		2,389,928.00																																								19,568,678.14

		San Carlos		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del II Circ. Jud. de Alajuela (San Carlos).						0.00		0.00		5		14		1								20								0		4		0.00		257,131.80		1,780,315.07		3,811,214.53		0.00		0.00		16,000,000.00		0.00		0.00																																								21,848,661.40

		San Carlos		Oficina de Tabajo Social y Psicología de San Carlos						0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								584,866.14

		San Joaquín		Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores (PISAV).						0.00		0.00		3		8		1								12		0		2				2		4		0.00		179,992.26		1,246,220.55		2,667,850.17		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								4,094,062.98

		San José		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de San José.		No requiere alquiler.				0.00		0.00		2		4		1		1						8								0		4		0.00		102,852.72		712,126.03		1,524,485.81		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		2,339,464.56		- 0		- 0		- 0		- 0				- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0		- 0								2,339,464.56

		San José		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia del I Circuito Judicial de San José.		No requiere alquiler.				0.00		0.00		1		2		1								4				1				1		4		0.00		64,282.95		445,078.77		952,803.63		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								1,462,165.35

		San José		Personal Supervisión y Auxiliar de Trabajo Social y Psicología						0.00		0.00														0				3		2		5		4		0.00		64,282.95		445,078.77		952,803.63		0.00		0.00		7,500,000.00		0.00		0.00																																								8,962,165.35

		San José - Puriscal		Oficina de Tabajo Social y Psicología de San José y Puriscal						0.00		0.00														0						4		4		4		0.00		51,426.36		356,063.01		762,242.91		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								1,169,732.28

		San Ramón		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias del III Circ. Jud. de Alajuela (San Ramón).						0.00		0.00		3		8		1								12								0		4		0.00		154,279.08		1,068,189.04		2,286,728.72		0.00		0.00		5,000,000.00		0.00		0.00																																								8,509,196.84

		San Ramón y Grecia		Oficina de Tabajo Social y Psicología de San Ramón y Grecia		No requiere alquiler. Se puede aprovechar espacio de la Fiscalía.				0.00		0.00														0						2		2		4		0.00		25,713.18		178,031.51		381,121.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								584,866.14

		Siquirres		Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres (PISAV).						0.00		0.00		3		8		1								12		0		1				1		4		0.00		167,135.67		1,157,204.79		2,477,289.45		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								3,801,629.91

		Turrialba		Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia y Pensiones Alimentarias de Turrialba.		No requiere alquiler ya que el Juzgado "nuevo" se puede incluir en el espacio de Civil y Laboral.				0.00		0.00		3		7		1								11								0		4		0.00		141,422.49		979,173.29		2,096,167.99		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00																																								3,216,763.77

		Totales										27,914,765.00																										111,659,060.00		3,908,403.36		27,060,789.01		57,930,460.91		16,744,000.00		13,104,000.00		66,000,000.00		0.00		16,729,496.00		62,514,964.61		3,588,000.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		313,136,209.28

																																																												- 0						- 0		- 0		- 0						- 0

		Notas:																																																																																		- 0

		(*) Debido a que actualmente el Juzgado de Pensiones tiene un local de alquiler, se incorporan recursos en el rubro de alquileres para un incremento en el área de este despacho o el eventual traslado a un nuevo local de alquiler (en vista del crecimiento por la reforma de Familia).

		(**) Debido a que actualmente la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Puntarenas tiene un local de alquiler (que comparte con la Defensa Pública), se incorporan recursos en el rubro de alquileres para un incremento en el área de esta oficina y su traslado a un nuevo local de alquiler.



mobando:
Podría utilizar el espacio que liberará el Juzgado Segundo de Familia de San José.

mobando:
Necesitamos un local para pasar a Familia y Violencia Doméstica.

mobando:
Esta plaza es para el Juzgado de Violencia Doméstica de Liberia.

mobando:
¢10,159 estimado por metro cuadrado.

mobando:
Estimado de $30 por metro cuadrado.

mobando:
Estimado de 11,500 colones por metro cuadrado.



Laboral-Civil

		

		Localidad		Circuito Judicial		Asignación		Alquiler proporcional por despacho		Servicio de agua		Servicio de energía eléctrica		Servicio de telecomunicaciones		Servicio de vigilancia		Servicio de limpieza		Remodelaciones		Equipo y mobiliario de plazas nuevas		Equipo y mobiliario de oficina nueva		Total

		Alajuela		Primer Circuito Judicial de Alajuela.		Laboral		8,939,920.00		192,848.85		1,335,236.30		2,858,410.90		2,392,000.00		1,872,000.00		5,000,000.00		0.00		2,389,928.00		24,980,344.05

		Alajuela		Primer Circuito Judicial de Alajuela.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Cartago		Circuito Judicial de Cartago.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Cartago		Circuito Judicial de Cartago.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Corredores		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Corredores.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Corredores		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Corredores.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Desamparados y Hatillo		Tercer Circ. Jud. de San José (Desamparados y Hatillo).		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Desamparados y Hatillo		Tercer Circ. Jud. de San José (Desamparados y Hatillo).		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Goicoechea		Segundo Circuito Judicial de San José		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Goicoechea		Segundo Circuito Judicial de San José		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Golfito		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Golfito.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Golfito		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Golfito.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Grecia		Primer Circuito Judicial de Alajuela, Sede Grecia.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Grecia		Primer Circuito Judicial de Alajuela, Sede Grecia.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Heredia		Circuito Judicial de Heredia		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Heredia		Circuito Judicial de Heredia		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Liberia		Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Liberia		Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Limón		Primer Circ. Jud. de la Zona Atlántica, Limón.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Limón		Primer Circ. Jud. de la Zona Atlántica, Limón.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Nicoya		Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Nicoya		Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Osa		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Osa.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Osa		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Osa.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Pérez Zeledón		Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Pérez Zeledón		Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Pococí		Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Pococí		Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Puntarenas		Circuito Judicial de Puntarenas.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Puntarenas		Circuito Judicial de Puntarenas.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Quepos y Parrita		Circuito Judicial de Quepos y Parrita.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Quepos y Parrita		Circuito Judicial de Quepos y Parrita.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San Carlos		Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San Carlos		Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San José		Primer Circuito Judicial de San José		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San José		Primer Circuito Judicial de San José		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San Ramón		Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		San Ramón		Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Santa Cruz		Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Santa Cruz.		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Santa Cruz		Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Santa Cruz.		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Turrialba		Circuito Judicial de Turrialba		Laboral		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

		Turrialba		Circuito Judicial de Turrialba		Civil		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

								0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00

								0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00		0.00



mobando:
Se consideran oficinas nuevas y mobiliario de salas de despachos espacializados en Civil.



Hoja1

		

				Juez		18

				Técnicos		30

				Coordinador		9

				Servivios sanitarios		14

				Telemática		7

				Lactancia		9

				Recepción		6

				Bodegas		24

				Comedor		12

				Cuarto aseo		4

				Área niños		9

				Espera		20

				Circulación (20%)		32.4

				Total		194.4

				Espacio		Cantidad		m2 por espacio		Área total

				Juez		4		18		72

				Técnicos		5		6		30

				Coordinador		1		9		9

				Servicios sanitarios		2		7		14

				Telemática		1		7		7

				Lactancia		1		9		9

				Recepción		2		6		12

				Bodegas		3		12		36

				Comedor		2		12		24

				Cuarto aseo		1		4		4

				Área niños		1		9		9

				Espera		1		20		20

				Circulación (20%)						49.2

				Total						295.2
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				DESPACHO		Estructura Propuesta		Recursos Disponibles		Recurso Faltante		Plazas de Juzgados Familia		Plazas a crear

				PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ (San José)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones
Alimentarias y Violencia
Doméstica de Pavas (PISAV) (a)		4 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		1 Jueza o Juez 3
1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado Segundo de
Familia de San José)		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-				-

						10 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		9 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 1				-

				CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones
Alimentarias y Violencia
Doméstica de La Unión
(PISAV) (b)		4 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		1 Jueza o Juez 1		2 Técnicas o Técnicos
 Judiciales 2
(del Juzgado de Familia del
I Circ. Jud. de Zona
Atlántica) (Limón)		1 Jueza o Juez 1
(extraordinaria)

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-				-

						10 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		8 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1				-

				CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones
Alimentarias y Violencia
Doméstica de San Joaquín
de Flores (PISAV) (c)		3 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		-		1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado Segundo
de Familia de San José)

1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia
de Puntarenas)		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-

						8 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		6 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		2 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1

				SEEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLÁNTICA (Pococí)

				Juzgado de Asuntos Sumarios de Familia, Pensiones
Alimentarias y Violencia
Doméstica de Siquirres
(PISAV) (d)		3 Juezas o Jueces 1		3 Juezas o Jueces 1		-		1 Técnica o Técnico Judicial 2
(del Juzgado de Familia
del I Circ. Jud. de
Zona Atlántica)
(Limón)		-

						1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		1 Coordinadora o
Coordinador Judicial 1		-

						8 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		7 Técnicas o Técnicos
Judiciales 1		1 Técnica o Técnico
Judicial 1

				(a) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Pavas (PISAV). (b) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión (PISAV). (c) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores. (d) Es el actual Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Siquirres.






Juzgados (SUMARIOS)



						Sumarios

				CIRCUITO JUDICIAL Y DESPACHO		Interrelación familiar (régimen de visitas)																		Desafectación al régimen de habitación familiar																		Guarda crianza y educación																		Autorización salida del país																		Conflictos de autoridad parental																		Depósito																		Tutela																		Diligencia utilidad y necesidad																		Protección Niñez y Adolescencia																		Insanias																		Actividades de sedes extrajudiciales																		Asuntos de otras jurisdicciones																		Promedio mensual entrado del 2013 al 2016																												Juzgado de Familia
(Por zona)		ESTIMACIÓN INICIAL
(Presentación)								Juzgado de Familia
(Por zona)		ESTIMACIÓN ACTUALIZADA
(Con Protección Niñez y
Adolescencia)								Juzgado de Familia
(Por zona)		ESTIMACIÓN ACTUALIZADA
(Con Protección Niñez y Adolescencia, Insanias, Actividades de sedes extrajudiciales y asuntos de otras jurisdicciones)

						2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				2013		Promedio		2014		Promedio		2015		Promedio		2016		Promedio				Interrelación familiar (régimen de visitas)		Desafectación al régimen de habitación familiar		Guarda crianza y educación		Autorización salida del país		Conflictos de autoridad parental		Depósito		Tutela		Diligencias de utilidad y necesidad		Protección Niñez y Adolescencia		Insanias		Actividades de sedes extrajudi-
ciales		Asuntos de otras juris-
dicciones		Promedio de entrada mensual				Zona		Promedio de entrada mensual		Despachos a
distribuir		Impacto
(Promedio)				Zona		Promedio de entrada mensual		Despachos a
distribuir		Impacto
(Promedio)				Zona		Promedio de entrada mensual		Despachos a
distribuir		Impacto
(Promedio)

				Tribunal de Familia

				Juzgado Primero de Familia de San José		96		8		100		9		111		10		88		10				78		7		3		0		5		0		1		0				39		3		40		4				0		33		4				29		3		34		3				0		24		3				4		0		4		0				0		1		0				0		0		0		0				0		2		0				2		0		0		0				0		1		0				2		0		4		0		22		2		2		0				1		0		0		0		0		0		0		0				33		3		27		2		40		4		31		4				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		3		0		6		1				9		2		3		2		0		0		0		1		0		3		0		0		20				San José		67		1		67				San José		74		4		19				San José		81		4		20

				Juzgado Segundo de Familia de San José		101		9		97		9		92		8		83		9				39		3		12		1		6		1		3		0				46		4		40		4		40		4		28		3				31		3		39		3		49		4		20		2				0		0		2		0		0		0		1		0				1		0		1		0		0		0		2		0				0		0		1		0		0		0		0		0				2		0		3		0		4		0		1		0				0		0		0		0		0		0		0		0				35		3		30		3		32		3		37		4				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		1		0				9		1		4		3		0		0		0		0		0		3		0		0		21				Puriscal		8		3		3				Puriscal		9		2		4				Puriscal		9		2		5
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				Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas		29		3		17		2		22		2		20		2				0		0		0		0		0		0		0		0				14		1		20		2		10		1		15		2				0		0		0		0		0		0		2		0				0		0		0		0		0		0		0		0				5		0		7		1		10		1		1		0				0		0		0		0		0		0		0		0				9		1		9		1		10		1		0		0				9		1		8		1		4		0		3		0				3		0		4		0		7		1		7		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				2		0		1		0		0		1		0		1		1		1		0		0		6				Nicoya		5		4		1				Nicoya		6		4		1				Nicoya		7		4		2

				Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Santa Cruz		38		3		38		3		39		3		31		4				0		0		0		0		0		0		0		0				7		1		13		1		19		2		21		2				5		0		2		0		4		0		1		0				0		0		0		0		0		0		0		0				5		0		6		1		4		0		0		0				2		0		2		0		5		0		1		0				5		0		15		1		8		1		1		0				4		0		1		0		1		0		1		0				9		1		11		1		10		1		5		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				3		0		1		0		0		0		0		1		0		1		0		0		7				Santa Cruz		6		2		3				Santa Cruz		7		2		3				Santa Cruz		7		2		4

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal. (Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		111		10		94		8		43		4		28		3				0		0		0		0		0		0		0		0				10		1		10		1		11		1		8		1				0		0		0		0		5		0		0		0				1		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		1		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				2		0		1		0		0		0		0		0				20		2		24		2		0		0		6		1				4		0		8		1		11		1		2		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		1		0				6		0		1		0		0		0		0		0		1		1		0		0		9				Puntarenas		17		6		3				Puntarenas		24		6		4				Puntarenas		25		6		4

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires (Civil-Familia-Agrario, Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		7		1		17		2		14		1		11		1				2		0		0		0		1		0		0		0				5		0		8		1		11		1		6		1				0		0		0		0		0		0		1		0				0		0		0		0		0		0		0		0				8		1		8		1		8		1		4		0				0		0		1		0		1		0		0		0				2		0		3		0		3		0		2		0				27		2		27		2		10		1		34		4				1		0		3		0		3		0		3		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				1		0		1		0		0		1		0		0		2		0		0		0		6				Quepos		2		2		1				Quepos		2		2		1				Quepos		3		2		1

				Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala (Civil-Familia-Agrario-Trabajo-Penal Juvenil)		0		0		16		1		21		2		19		2				0		0		0		0		0		0		2		0				0		0		15		1		24		2		15		2				0		0		1		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		1		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		5		0		9		1		0		0				0		0		0		0		1		0		2		0				0		0		2		0		5		0		6		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				1		0		1		0		0		0		0		0		0		0		0		0		3				Limón		9		3		3				Limón		11		3		4				Limón		13		3		4

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa (Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		11		1		8		1		12		1		4		0				0		0		0		0		0		0		0		0				5		0		3		0		6		1		7		1				1		0		2		0		1		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				18		2		9		1		10		1		8		1				0		0		0		0		0		0		0		0				2		0		2		0		3		0		0		0				0		0		0		0		0		0		2		0				3		0		2		0		2		0		3		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				1		0		1		0		0		1		0		0		0		0		0		0		3				Pococí		16		3		5				Pococí		19		3		6				Pococí		21		3		7

				Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí (Civil-Familia-Trabajo-Penal Juvenil- Violencia Doméstica)		0		0		6		1		15		1		13		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		4		0		8		1		10		1				0		0		0		0		2		0		5		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		1		0		11		1		10		1				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		4		0		1		0				0		0		10		1		58		5		23		3				0		0		0		0		4		0		2		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				1		0		1		0		0		1		0		0		2		0		0		0		5

				Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos (Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		23		2		20		2		16		1		15		2				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		2		0				0		0		0		0		1		0		0		0				0		0		5		0		7		1		3		0				0		0		4		0		3		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				1		0		3		0		1		0		0		0				0		0		0		0		0		0		2		0				0		0		0		0		3		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				0		0		0		0		0		0		0		0				2		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		0		3

				Total de asuntos entrados por año según categoría		2197				2271				2347				1832						140				40				34				25						865				832				904				732		83.6571428571				363				379				472				285						25				58				78				44						680				565				709				319						49				37				54				30						477				490				541				106						614				571				444				556						517				543				584				454						0				0				52				123						0				0				35				42









						Estimación de asuntos sumarios



						Año		2013		2014		2015		2016

						Total de asuntos sumarios ingresados 		5,927		5,786		6,254		4,548

						Total de entrados en Familia
(Entrados)		27,996		28,110		29,884		23,029

						Porcentaje anual de procesos de asuntos sumarios		21.2%		20.6%		20.9%		19.7%

						Promedio de porcentaje anual de asuntos sumarios		9%





						Estimación de asuntos que se desjudicializan



						Año		2013		2014		2015		2016

						Total asuntos que se desjudicializan		4,554		4,570		4,959		3,914

						Total de entrados en Familia
(Entrados)		27,996		28,110		29,884		23,029

						Porcentaje anual de procesos que se
desjudicializan		16.3%		16.3%		16.6%		17.0%

						Promedio de porcentaje anual de procesos que se desjudicializan		17%







































Juzgados (DESJUDIC)













				TOTAL A SETIEMBRE 2016										2015														2014														2013														Promedio de entrados por mes

		CIRCUITO JUDICIAL Y DESPACHO 		TOTAL		Adopción		Divorcio o separación judicial por mutuo acuerdo SIN HIJOS Y SIN BIENES (corresponde solamente al 20% de la entrada total)		Reconocimiento de hija o de hijo de mujer casada no contencioso		Celebración de matrimonio		TOTAL		Reconocimiento de hija o de hijo de mujer casada no contencioso		Celebración de matrimonio		Divorcios por mutuo consentimiento		% Estimado sin hijos y sin bienes		Resultado		Adopciones nacionales		Total		Reconocimiento
de hijo o 
de hija de 
mujer casada		Celebración 
de matrimonio		Divorcios por mutuo consentimiento		% Estimado sin hijos y sin bienes		Resultado		Adopciones nacionales		Total		Reconocimiento
de hijo o 
de hija de 
mujer casada		Celebración 
de matrimonio		Divorcios por mutuo consentimiento		% Estimado sin hijos y sin bienes		Resultado		Adopciones nacionales		2016		2015		2014		2013		Promedio mensual 		Total promedio de entrada mensual por Despacho		% de
represen-
tación

																																																																														Inicial
(E+R+2I)		Final
(E) 

																																																																423												Juzgado Primero de Familia de San José		142		136

		Totales		3,914		229		1809		948		928		4,959		1,174		1,162		11,538		20%		2,308		315		4,570		1,143		916		11,081		20%		2,216		295		4,554		1,239		792		10,916		20%		2,183		340		447		439		404		403				2,571		16								Juzgado Segundo de Familia de San José 		142		134

		Primer circuito judicial de San José																																																																										Juzgado de Familia, Niñez y Adolescencia		77		73

		Juzgado Primero de Familia de San José		173		4		107		43		19		243		71		23		718		20%		144		5		219		60		18		686		20%		137		4		230		74		11		702		20%		140		5		20		21		19		20		20		136		15								Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José		272		255

		Juzgado Segundo de Familia de San José		166		6		101		40		19		210		56		21		646		20%		129		4		226		66		19		686		20%		137		4		247		79		19		709		20%		142		7		19		19		20		22		20		134		15								Juzgado de Familia del III Circuito Judicial de San José		183		166

		Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia		75		75		0		0		0		123		0		0		0		20%		0		123		93		0		0		0		20%		0		93		118		0		0		0		20%		0		118		9		11		8		10				73		0								Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur. 		80		74

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal 		47		0		22		11		14		63		13		23		133		20%		27		0		54		12		15		136		20%		27		0		46		12		11		116		20%		23		0		5		6		5		4		5		31		16								Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela 		225		214

		Segundo circuito judicial de San José		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos		111		98

		Juzgado de Familia II Circuito Jud. de San José		329		8		186		92		43		492		121		74		1380		20%		276		21		444		120		46		1317		20%		263		15		469		147		40		1345		20%		269		13		38		44		39		42		40		255		16								Juzgado de Familia de Cartago		267		256

		Tercer circuito judicial de San José		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia Heredia 		248		237

		Juzgado Civil, Trab. y Fam. Hatillo, San Seb. y Alajuelita 		122		1		57		39		25		172		39		50		402		20%		80		3		172		55		43		348		20%		70		4		152		47		31		342		20%		68		6		14		15		15		13		14		78		18								Juzgado de Familia de Puntarenas		118		107

		Juzgado de Familia III Circ. Jud. De San José (Desamparados)		286		5		146		79		56		364		115		70		885		20%		177		2		304		87		37		870		20%		174		6		335		115		59		779		20%		156		5		33		32		27		30		30		166		18								Juzgado  de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica		78		68

		Primer circuito judicial de Alajuela		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí		117		111

		Juzgado de Familia del I Circuito Jud. De Alajuela		316		14		177		79		46		407		116		61		1038		20%		208		22		404		114		54		1062		20%		212		24		380		99		58		1032		20%		206		17		36		36		36		34		35		214		17								Conocen dos materias, entre ellas Familia

		Segundo circuito judicial de Alajuela		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores		58		52

		Juzgado de Familia del II Circ. Jud. De Alajuela		121		6		65		33		17		167		52		20		425		20%		85		10		143		42		14		398		20%		80		7		144		35		14		388		20%		78		17		14		15		13		13		13		98		14								Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón
(Familia y Violencia Doméstica)		81		66

		Juzgado Civil y Trabajo del II Circ. Jud. Alajuela, Sede Upala		33		1		13		6		13		45		11		16		82		20%		16		2		19		3		9		32		20%		6		1		0		0		0		0		20%		0		0		4		4		2		0		2		20		12								Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de Guanacaste		79		76

		Tercer circuito judicial de Alajuela		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de Guanacaste, (Nicoya) 		36		32

		Juzgado de Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. De Grecia		128		14		74		29		11		133		24		17		415		20%		83		9		121		17		19		365		20%		73		12		137		34		18		345		20%		69		16		15		12		11		12		12		76		16								Conocen tres materias, entre ellas Familia

		Juz. Familia y Viol. Dom. III Circ. Jud. Alajuela (San Ramón)		110		5		43		20		42		141		23		49		319		20%		64		5		134		18		57		248		20%		50		9		147		35		46		264		20%		53		13		13		12		12		13		12		66		19								Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo, San Sebastián y Alajuelita  (Civil-Familia- Trabajo)		85		78

		Circuito Judicial de Cartago		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%						0		0		0		0														Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Golfito 		24		20

		Juzgado de Familia de Cartago		423		25		140		104		154		483		114		159		883		20%		177		33		464		112		152		884		20%		177		23		440		117		101		970		20%		194		28		48		43		41		39		43		256		17								Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Grecia 		80		76

		Juzgado Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. De Turrialba		107		4		30		21		52		123		21		63		179		20%		36		3		106		17		49		184		20%		37		3		125		28		61		171		20%		34		2		12		11		9		11		11		45		24								Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Turrialba 		46		45

		Circuito Judicial de Heredia		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas 		32		30

		Juzgado de Familia de Heredia		375		39		183		72		81		418		86		62		1163		20%		233		37		411		90		61		1112		20%		222		38		448		110		61		1166		20%		233		44		43		37		36		40		39		237		16								Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Santa Cruz 		37		35

		Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. de Sarapiquí		35		0		18		11		6		48		17		4		135		20%		27		0		7		3		0		17		20%		3		1		0		0		0		0		20%		0		0		4		4		1		0		2		22		10								Conocen cinco o más materias, entre ellas Familia

		Primer circuito judicial de Guanacaste		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal
(Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		33		31

		Juzgado de Familia y Viol. Dom. I Circ. Jud. Guanacaste (Liberia) 		108		1		35		23		49		160		29		80		220		20%		44		7		140		37		57		190		20%		38		8		153		42		59		220		20%		44		8		12		14		12		14		13		76		17								Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
(Civil-Familia-Agrario, Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		19		18

		Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Dom. De Cañas		34				21		8		5		50		14		7		141		20%		28		1		53		10		10		156		20%		31		2		42		11		9		103		20%		21		1		4		4		5		4		4		30		14								Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala
(Civil-Familia-Agrario-Trabajo-Penal Juvenil)		22		20

		Segundo circuito judicial de Guanacaste		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0														Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa
(Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		19		18

		Juzgado Familia y Viol. Dom. II Circ. Jud. Guanacaste (Nicoya)		56		1		20		17		18		69		17		28		110		20%		22		2		60		17		23		91		20%		18		2		65		19		23		108		20%		22		1		6		6		5		6		6		32		19								Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí
(Civil-Familia-Trabajo-Penal Juvenil- Violencia Doméstica)		23		22

		Juzgado de Familia, Penal Juv. Y Viol. Dom. De Santa Cruz		48		1		24		11		12		53		14		7		133		20%		27		5		68		20		15		141		20%		28		5		59		19		15		115		20%		23		2		5		5		6		5		5		35		15								Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos
(Civil-Familia-Trabajo, Penal Juvenil y Violencia Doméstica)		24		22

		Circuito Judicial de Puntarenas		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0

		Juzgado de Familia de Puntarenas		149		8		72		44		25		178		28		54		440		20%		88		8		192		38		53		445		20%		89		12		183		39		43		436		20%		87		14		17		16		17		16		16		107		15

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos		38		1		22		7		8		46		6		18		106		20%		21		1		41		10		5		123		20%		25		1		39		10		2		123		20%		25		2		4		4		4		3		4		22		18

		Primer circuito judicial de la Zona Sur		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0

		Juzgado de Familia del I Circ. Jud. Zona Sur  (Pérez Zeledón)		122		1		62		23		36		167		38		48		407		20%		81		0		158		43		33		403		20%		81		1		129		36		19		364		20%		73		1		14		15		14		11		14		74		18

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires		19		0		9		1		9		31		6		11		65		20%		13		1		18		5		3		51		20%		10		0		19		4		4		48		20%		10		1		2		3		2		2		2		18		11

		Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0

		Juzgado Familia y Viol. Dom. II Cir. Jud. Zona Sur  (Corredores)		98		0		29		18		51		111		10		68		152		20%		30		3		99		20		40		185		20%		37		2		88		18		28		174		20%		35		7		11		10		9		8		9		52		18

		Juzgado de Familia, Penal Juv. y Viol. Doméstica de Golfito		33		1		15		4		13		51		12		23		75		20%		15		1		47		14		19		64		20%		13		1		41		12		15		72		20%		14		0		4		5		4		4		4		20		20

		Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Osa		30		0		8		9		13		34		10		7		87		20%		17		0		35		11		6		74		20%		15		3		26		3		7		71		20%		14		2		3		3		3		2		3		18		17

		Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0

		Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica		125		3		44		40		38		146		33		48		308		20%		62		3		122		39		28		254		20%		51		4		113		33		23		276		20%		55		2		14		13		11		10		12		68		18

		Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica		0										0								20%		0				0								20%		0				0								20%		0				0		0		0		0

		Juzgado de Familia II Circ. Jud. De la Zona Atlántica		210		5		88		64		53		231		78		51		491		20%		98		4		216		63		31		559		20%		112		10		179		61		15		477		20%		95		8		24		20		19		16		20		111		18









		Estimación de asuntos que se desjudicializan



		Año		2013		2014		2015		2016

		Total asuntos que se desjudicializan		4,554		4,570		4,959		3,914

		Total de entrados en Familia
(Entrados)		27,996		28,110		29,884		23,029

		Porcentaje anual de procesos que se desjudicializan		16.3%		16.3%		16.6%		17.0%

		Promedio de porcentaje anual de de apelaciones de procesos que se desjudicializan		17%






Información General

		Juzgado de Familia		Competencia
Territorial		Población
proyectada
(al 30-06-2016)		Proporción		Área
(Km2)		Proporción		Entrada
(Promedio
Mensual)		Entrada
(Distribución
según
Población)		Asuntos
Sumarios
(Promedio
Mensual)		Asuntos
Sumarios
(Distribución
según Población)		Asuntos que se Desjudicializan
(Promedio
Mensual)		Asuntos que se
Desjudicializan
(Distribución
según Población)

		Primero de San José

Segundo de San José		San José (Carmen)		 3090 		1%		1.49		1%		270		2		41		0		40		0

				San José (Merced)		 14721 		4%		2.29		1%				11				2				2

				San José (Hospital)		 22895 		6%		3.38		2%				16				2				2

				San José (Catedral)		 15308 		4%		2.31		1%				11				2				2

				San José (Zapote)		 21460 		6%		2.85		2%				15				2				2

				San José (San Francisco de Dos Ríos)		 23269 		6%		2.68		1%				17				3				2

				San José (Uruca)		 39443 		10%		8.35		5%				28				4				4

				San José (Mata Redonda)		 9895 		3%		3.68		2%				7				1				1

				San José (Pavas)		 84102 		22%		9.34		5%				60				9				9

				Mora (Colón)		 16945 		5%		52.32		28%				12				2				2

				Escazú		 67362 		18%		34.49		19%				48				7				7

				Santa Ana		 57378 		15%		61.42		33%				41				6				6

				TOTAL		 375868 		100%		184.60		100%		270		270		41		41		40		40





Competencias Vigentes



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado Primero de Familia de San José.		Familia: Abarca del cantón Central San José, los distritos del Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Uruca, Mata Redonda y Pavas;  del cantón de Mora el distrito de Colón. 		Familia: Tribunal de Familia

						Los cantones de Escazú y Santa Ana.

						 

				Juzgado Segundo de Familia de San José.		Familia: Abarca del cantón Central San José, los distritos del Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Uruca, Mata Redonda y Pavas;  del cantón de Mora el distrito de Colón. 		Familia: Tribunal de Familia



						Los cantones de Escazú y Santa Ana.



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José.		Penal: Abarca del cantón Central de San José, los distritos de Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos y Uruca. 		Penal: Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.

				Juzgado Penal de Pavas.		Penal: Abarca del cantón Central San José, los distritos de Mata Redonda[1] y Pavas.  		Penal: Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste.



						Del Cantón de Mora, el distrito de Colón.



						Los cantones de Escazú y Santa Ana

				[1] Según el libro de competencia territorial, una parte del distrito de Mata redonda, es competencia del Juzgado penal de Pavas, por lo que se acoge la recomendación de la Dirección Jurídica en oficio DJ-AJ-1204-2015, en el que se indica que todo el distrito de Mata Redonda es competencia del Juzgado Penal de Pavas.



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de San José.		Contravenciones: Abarca los siguientes distritos del cantón Central de San José: Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos y Uruca.		Contravenciones: Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José.

				Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Pavas.		Contravenciones: Abarca los distritos de Pavas y Mata Redonda. 		Contravenciones: Juzgado Penal de Pavas.



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia.		Provincia de San José 		Tribunal de Familia



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de San José.		Violencia Doméstica: Abarca del cantón Central de San José, los distritos de Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Uruca y Mata Redonda.[1] 		Violencia Doméstica: Tribunal de Familia



				[1] Se acoge la recomendación de la Dirección Jurídica, según oficio DJ-AJ-1204-2015.



				Oficina		Competencia Territorial 		Órgano Jurisdiccional que conoce en Alzada

				Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de San José.		Pensiones Alimentarias: Abarca del  cantón de San José: Carmen, Merced, Hospital, Catedral, Zapote, San Francisco de Dos Ríos, Mata Redonda y Uruca.		Juzgados Primero y Segundo de Familia de San José.





Escenario 1

				PROPUESTA DE CONFORMACIÓN DEL JUZGADO DE FAMILIA DE SAN JOSÉ

				(Similar al Juzgado de Violencia Doméstica y al Juzgado de Pensiones Alimentarias, ambos de San José)

				Despacho		Competencia
Territorial		Población
proyectada
(al 30-06-2016)		%		Área
(Km2)		%				Entrada
(%
Población)		Cantidad de recurso humano												Promedio
Mensual
Entrada por				Baja por
Asuntos
Sumarios
(%
Población)		Baja por
Asuntos que se
Desjudicializan
(%
Población)		Aumento
por
Apelaciones		Entrada
Mensual
Neta
Esperada		Promedio Mensual Esperado
por Recurso

																				Jueza o
Juez		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Técnica o
Técnico
Judicial		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Jueza o
Juez		Técnica o
Técnico
Judicial										Jueza o
Juez		Propuesta		Técnica o
Técnico
Judicial		Propuesta

				Juzgado de Familia
de San José		San José (Carmen)		 3090 		1%		1.49		1%				2																		0		0				2

						San José (Merced)		 14721 		4%		2.29		1%				11																		2		2				7

						San José (Hospital)		 22895 		6%		3.38		2%				16																		2		2				12

						San José (Catedral)		 15308 		4%		2.31		1%				11																		2		2				8

						San José (Zapote)		 21460 		6%		2.85		2%				15																		2		2				11

						San José (San Francisco
de Dos Ríos)		 23269 		6%		2.68		1%				17																		3		2				12

						San José (Uruca)		 39443 		10%		8.35		5%				28																		4		4				20

						San José (Mata Redonda)		 9895 		3%		3.68		2%				7																		1		1				5

						SUBTOTAL		 150081 		40%		27.03		15%				108		3		2		-1		6		3		-3		36		18		16		16		2		77		26		39		13		26

						TOTAL ACTUAL		 375868 		100%		184.60		100%				270																		41		40

						DIFERENCIA		 225787 		60%		157.57		85%				 162 																		25		24





				PROPUESTA DE CONFORMACIÓN DEL JUZGADO DE FAMILIA DE PAVAS, ESCAZÚ Y SANTA ANA

				(Similar al Juzgado Penal de Pavas)

				Despacho		Competencia
Territorial		Población
proyectada
(al 30-06-2016)		%		Área
(Km2)		%				Entrada
(%
Población)		Cantidad de recurso humano												Promedio
Mensual
Entrada por				Baja por
Asuntos
Sumarios
(%
Población)		Baja por
Asuntos que se
Desjudicializan
(%
Población)		Aumento por
Apelaciones		Entrada
Mensual
Neta
Esperada		Promedio Mensual Esperado
por Recurso

																				Jueza o
Juez		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Técnica o
Técnico
Judicial		Propuesta
de recurso
humano		Variación		Jueza o
Juez		Técnica o
Técnico
Judicial										Jueza o
Juez		Propuesta		Técnica o
Técnico
Judicial		Propuesta

				Juzgado de Familia
de Pavas, Escazú y Santa Ana		San José (Pavas)		 84102 		22%		9.34		5%				60																		9		9				42

						Mora (Colón)		 16945 		5%		52.32		28%				12																		2		2				9

						Escazú		 67362 		18%		34.49		19%				48																		7		7				34

						Santa Ana		 57378 		15%		61.42		33%				41																		6		6				29

						SUBTOTAL		 225787 		60%		157.57		85%				162		3		3		0		6		4		-2		54		27		25		24		2		116		39		39		19		29

						TOTAL ACTUAL		 375868 		100%		184.60		100%				270																		41		40

						DIFERENCIA		 150081 		40%		27.03		15%				 108 																		16		16
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Peritos y Juzgados

		

				PROPUESTA PRELIMINAR PARA CONFORMAR EQUIPOS INTERDISCIPLINARIOS EN LOS JUZGADOS DE FAMILIA

				Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL PAÍS

				Oficinas		Condición		Distribución Actual de
los Peritos Judiciales 2
del DTSP						Distribución de los Juzgados de Familia y
Violencia Doméstica del país										Cantidad		Condición		Origen de los
Equipos

								Trabajadores Sociales		Psicología				TOTAL		Familia		Violencia
Doméstica		Familia y
Violencia
Doméstica								Recursos
DTSP		Por
Crear

				OFICINAS DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA										DESPACHOS JUDICIALES										CONFORMACIÓN DE EQUIPOS

				San José		Formal		14.0		8.0				4		3		1						4		Única		2		2

				Puriscal		Informal		1.0		0.0				1						1

				Goicoechea		Formal		6.0		3.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Desamparados		Formal		3.0		1.0				2		1		1						1		Compartida		1

				Hatillo		Informal		1.0		1.0				2		1		1						1		Compartida		1

				Peréz Zeledón		Formal		3.0		2.0				2		1		1						1		Única		1

				Buenos Aires		Informal		1.0		0.0				1						1

				Corredores		Formal		2.0		2.0				1						1				1		Compartida		1

				Osa										1						1				1		Compartida				1

				Golfito		Informal		1.0		0.0				1						1

				Alajuela		Formal		6.0		3.0				2		1		1						2		Única		1		1

				San Carlos		Formal		5.0		3.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Upala		Formal		1.0		1.0				1						1				1		Compartida		1

				San Ramón		Formal		2.0		1.0				1						1				1		Compartida				1

				Grecia		Formal		2.0		1.0				1						1

				Cartago		Formal		6.0		5.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Turrialba		Formal		1.0		1.0				1						1				1		Compartida		1

				Heredia		Formal		7.0		4.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Sarapiquí		Formal		1.0		1.0				1						1				1		Compartida		1

				Liberia		Formal		3.0		3.0				1						1				1		Compartida		1

				Cañas										1						1

				Nicoya		Formal		2.0		2.0				1						1				1		Compartida		1

				Santa Cruz		Formal		2.0		1.0				1						1				1		Compartida		1

				Puntarenas		Formal		5.0		3.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Quepos		Formal		1.0		1.0				1						1				1		Compartida		1

				Limón		Formal		5.0		4.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Guápiles		Formal		4.0		3.0				2		1		1						2		Única		1		1

				Subtotal				85.0		54.0				41		14		12		15				33				21		12

				OTRAS DEPENDENCIAS

				PISAV Pavas				1.0		1.0

				PISAV La Unión				1.0		1.0

				Subtotal				2.0		2.0

				TOTAL GENERAL (Ordinarias)				143.0

				OTRAS DEPENDENCIAS (Plazas Extraordinarias)

				Familia, Niñez y
Adolescencia				1.0		1.0

				PISAV San Joaquín
de Flores				1.0		1.0

				PISAV Siquirres				1.0		1.0

				Subtotal				3.0		3.0

				TOTAL GENERAL (Extraordinarias)				6.0
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INFORME INTERDISCIPLINARIO


EXPEDIENTE N.° 19.455


CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA


TEXTO ACTUALIZADO CON EL SEGUNDO DÍA DE MOCIONES VÍA 
ARTÍCULO 137 INCORPORADO


Elaborado por: 


Lic. Arturo Aguilar Cascante, Asesor Jurídico del Depto. de Servicios 
Técnicos. 
Licda. Marlen Parra Rosales, Asesora en Filología del Depto. de Servicios 
Parlamentarios.
Máster Alejandra Bolaños Guevara, Jefa administrativa de la Comisión de 
Redacción


06 de octubre de 2016


Para la consideración de las señoras diputadas y los señores diputados, se 
presentan las siguientes observaciones y  recomendaciones de tipo jurídico 
y filológico:
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A. OBSERVACIONES JURÍDICAS REALIZADAS POR EL DEPARTAMENTO DE 
SERVICIOS TÉCNICOS:


COMISION LEGISLATIVA 
Bitácora de Seguimiento


ASESORIA  PARLAMENTARIA  A 
CARGO DE:


Arturo Aguilar Cascante
 Asesor


FECHA DE ELABORACIÓN 21 de setiembre  2016


INFORMACION GENERAL


TITULO
“CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA”


EXPEDIENTE  Nº 19.455


TIPO DE DICTAMEN
Unánime Afirmativo


COMISION 
DICTAMINADORA


Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos.


ESTADO DE TRAMITE
Dictaminado: segundo y último día de mociones 137


OBJETO DEL PROYECTO DICTAMINADO:


La iniciativa pretende la aprobación del Código Procesal de Familia, pues se 
considera una tarea que estaba pendiente, a cuarenta años de que fuese 
aprobado el Código de Familia. Dicho Código Procesal está conformado por un 
conjunto de normas preliminares, así como tres Libros. El LIBRO PRIMERO se 
refiere a las normas generales comunes a los sistemas procesales. Se divide en 
siete títulos, que tratan sobre: jurisdicción y competencia, sujetos procesales, 
actuaciones procesales, actuaciones cautelares, la prueba, terminación 
anticipada de los procesos y consecuencias económicas de los procesos. El 
LIBRO SEGUNDO desarrolla los procesos. Consta de seis títulos referentes a las 
disposiciones generales, los procesos resolutivo familiar, procesos de protección 
cautelar, procesos de petición unilateral, procedimientos especiales y ejecución 
de las resoluciones. El LIBRO TERCERO expone lo relacionado al derecho 
internacional procesal de familia en cuanto a competencia y al proceso de 
reconocimiento, ratificación o ejecución de resoluciones extranjeras en Costa 
Rica. Asimismo, la aprobación del Código Procesal conlleva una serie de 
reformas, adiciones y derogaciones de normas contenidas en distintas leyes 
vigentes.
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Comentario de Servicios Técnicos sobre la moción 18:
De previo a la realización de la sesión, en reunión de asesores  se advirtió sobre el error en el 
encabezado de la moción 18 referente al artículo 274, suscrita por el Diputado Jiménez Succar,  el 
diputado Araya Sibaja y otra firma que no se identifica. El error básicamente consistía en que el 
encabezado indicaba que se modificaba el artículo 274, cuando en realidad lo que se buscaba era 
únicamente modificar el primer párrafo de dicho artículo. Se consultó el asunto con la Jefatura de 
Área y la Subdirección del Departamento a efectos de determinar la manera de subsanar el error, 
para lo cual se estableció que la misma podía aprobarse pero debía dejarse en actas que la 
voluntad de los legisladores, consistía en mantener intacto el resto del artículo, modificando 
únicamente el primer párrafo.


ASPECTOS DE FONDO:
Conexidad Se mantiene la conexidad
Aspectos de constitucionalidad Sobre el fondo de las mociones aprobadas en 


el segundo y último día de mociones 137, no se 
desprenden problemas de constitucionalidad.  


ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO
Consultas obligatorias El texto base fue consultado a:


 Corte Suprema de Justicia (folio 294)
 Instituto Nacional de las Mujeres (folio 


292)
 Patronato Nacional de la Infancia (folio 


283)
 Consejo Nacional de Personas con 


Discapacidad (anteriormente CNREE, 
folio 309)


 Unicef (folio 311)
 Fundación Paniamor (folio 302)
 Defensoría de los Habitantes (folio 285)
 PGR (folio 287)
 Visión Mundial (folio 304)
 TSE (folio 290)
 Colegio de Abogados (folio 296)
 Conapam (folio 307)


El dictamen fue consultado a:
 CCSS (folio 993)
 Comisión de Asuntos Indígenas (folio 


996)


En razón de que el texto consultado fue el texto 
base y tomando en consideración que el texto 
sufrió varios cambios, se recomienda reiterar 
las consultas obligatorias establecidas en el 
informe del Departamento, o al menos consultar 
el texto actualizado a:


 Corte Suprema de Justicia
 Inamu (ver art 25 y 113)
 PANI (ver art 113 y el art 16 del CNA)
 Conapdis (ver art 113)


Votación: Mayoría calificada
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Delegación: Se mantiene indelegabilidad
Técnica legislativa: La moción N° 137-12 (18), que modifica el 


artículo 274, presenta un error de técnica 
legislativa al indicar que se modificaba el 
artículo 274, cuando lo que se modificaba era 
únicamente su primer párrafo. Para subsanar el 
error, se dejó constando en actas que la 
voluntad de los legisladores era que el resto del 
artículo se mantuviese incólume, variando 
únicamente el primer párrafo de conformidad 
con la moción presentada. 


CUADRO COMPARATIVO


TEXTO ACTUALIZADO AL 1er


DÍA MOCIONES 137
MOCIONES APROBADAS
2DO DÍA


Artículo 34.-  Legitimación orgánica
Tendrán legitimación para iniciar y defender 
derechos humanos de personas o grupos 
en estado de vulnerabilidad, derechos 
difusos, colectivos y supraindividuales el 
Patronato Nacional de la Infancia, el 
Instituto Nacional de las Mujeres, el 
Consejo Nacional de Personas con 
Discapacidad (CONAPDIS), el Consejo 
Nacional para el Adulto Mayor, la 
Defensoría de los Habitantes, la Dirección 
General de Adaptación Social, la Dirección 
General de Migración y Extranjería, el 
Tribunal Supremo de Elecciones, y la 
Procuraduría General de la República. 
Asimismo deberán entenderse con esta 
legitimación quienes ostentan el depósito, 
guarda de hecho o la curatela de aquellas 
personas.


Para que se modifique el artículo 34 del 
Código Procesal de Familia, contenido en el 
artículo 1 del proyecto de ley en discusión y 
en adelante se lea: 


"Artículo 34.- Legitimación orgánica 
Tendrán legitimación para iniciar y defender 
derechos humanos de personas o grupos en 
estado de vulnerabilidad, derechos difusos, 
colectivos y supraindividuales el Patronato 
Nacional de la Infancia, el Instituto Nacional 
de las Mujeres, el Consejo Nacional de 
Personas con Discapacidad (CONAPDIS), el 
Consejo Nacional para el Adulto Mayor, la 
Defensoría de los Habitantes, la Dirección 
General de Adaptación Social, la Dirección 
General de Migración y Extranjería, el 
Tribunal Supremo de Elecciones, la 
Procuraduría General de la República, 
demás entes estatales con competencia 
en materia de familia y las organizaciones 
no gubernamentales que trabajan con 
estos grupos sociales y estén 
debidamente constituidas. 


Asimismo deberán entenderse con esta 
legitimación quienes ostentan el depósito, 
guarda de hecho o la curatela de aquellas 
personas."
Moción N.°19-137 (12-CJ) de varios 
diputados y diputadas
Para que se modifique el artículo 274 del 
Código Procesal de Familia, contenido en el 
artículo 1 del proyecto de ley en discusión y 
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Artículo 274.-  Apremio corporal


En caso de no cumplirse el pago normal de 
la deuda alimentaria, a petición de la parte 
acreedora se podrá girar contra la persona 
deudora mayor de quince años y menor de 
setenta y cinco años, orden de apremio 
corporal; la cual procederá hasta para el 
cobro de seis mensualidades incluyendo la 
presente, además de los rubros de 
aguinaldo, salario escolar o gastos de inicio 
de lecciones y los gastos extraordinarios.


Para el cumplimiento de la orden de 
apremio corporal podrá extenderse, a 
pedido de la parte gestionante y luego de 
agotadas otras formas para hacer efectiva 
la orden, allanamiento del lugar en donde 
se oculte la persona deudora, cuya 
actuación verificará la autoridad judicial que 
conoce del asunto o comisionar a otro 
despacho, todo según los procedimientos 
dados en la legislación procesal penal.
No procede el apremio corporal contra la 
persona deudora a quien se le retiene la 
cuota alimentaria de su fuente de ingreso 
por orden de la autoridad judicial y se ha 
verificado tal retención en forma periódica; 
salvo que la retención fuera incompleta o 
existieran cuotas pendientes, pero previo a 
esto debe hacerse una advertencia de 
pago por cinco días.


Ninguna persona deudora alimentaria 
podrá estar en apremio corporal por más 
de seis meses, al vencimiento de este 
plazo se ordenará su libertad y lo no 
pagado podrá cobrarse mediante vía de 
cobro ejecutorio; pero si se activa esta vía 
estando aún apremiada la persona 
deudora, cesa dicho estado en forma 
inmediata; todo sin perjuicio de que las 
cuotas de alimentos, que corren en tanto se 
mantenga el apremio, podrán cobrarse 
también por aquella vía ejecutoria sin 
necesidad de que se haya solicitado el 
respectivo apremio.


en adelante se lea: 


"Artículo 274.- Apremio corporal 


En caso de no cumplirse el pago normal de 
la deuda alimentaria, a petición de la parte 
acreedora se podrá girar contra la persona 
deudora mayor de edad y menor de setenta 
y cinco años, orden de apremio corporal; la 
cual procederá hasta para el cobro de seis 
mensualidades incluyendo la presente, 
además de los rubros de aguinaldo, salario 
escolar o gastos de inicio de lecciones y los 
gastos extraordinarios.


(…)
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A continuación se detallan en un cuadro comparativo los cambios que sufrió el texto base 
con relación al texto actualizado al segundo día de mociones 137:


Cuadro comparativo texto base (consultado), vs texto actualizado (sin consultar)


 En el artículo 2 agrega la frase “del resto del ordenamiento jurídico”


Texto Base Texto actualizado
Artículo 2.- Aplicación e 
Interpretación
Al aplicar, interpretar e integrar la norma 
procesal familiar, se deberá atender los 
principios rectores de este Código, el 
carácter instrumental de las normas 
procesales y los elementos propios del 
principio general de debido proceso; 
contextualizado en armonía con las 
necesidades y características propias 
de la materia familiar.


Las normas se aplicarán, interpretarán e 
integrarán en una forma sistemática, 
atendiendo al espíritu y finalidad de 
ellas; haciendo prevalecer los principios 
constitucionales y de los instrumentos 
internacionales, potenciando las normas 
y principios del derecho de fondo sobre 
los procesales y los de tipo personal 
sobre los patrimoniales.


Artículo 2.- Aplicación e Interpretación


Al aplicar, interpretar e integrar la norma 
procesal familiar, se deberá atender los 
principios rectores de este Código, del 
resto del ordenamiento jurídico, el 
carácter instrumental de las normas 
procesales y los elementos propios del 
principio general de debido proceso; 
contextualizado en armonía con las 
necesidades y características propias 
de la materia familiar.


Las normas se aplicarán, interpretarán e 
integrarán en una forma sistemática, 
atendiendo al espíritu y finalidad de 
ellas; haciendo prevalecer los principios 
constitucionales y de los instrumentos 
internacionales, potenciando las normas 
y principios del derecho de fondo sobre 
los procesales y los de tipo personal 
sobre los patrimoniales.


 Incorpora el principio de tutela de la realidad en el artículo 6:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 6.- Principios propios del 
Derecho Procesal de Familia


Las normas contenidas en la presente 
ley tienen como centro a la persona 
humana y deben interpretarse conforme 
a los principios de equilibrio entre las 
partes, ausencia de contención, 
solución integral, abordaje 
interdisciplinario, búsqueda de equidad 
y equilibrio familiar, el mejor interés, 
protección, accesibilidad, diversidad, 
participación e intervenciones 
especiales y progresivas, preclusión 


Artículo 6.- Principios propios del 
Derecho Procesal de Familia


Las normas contenidas en la presente 
ley tienen como centro a la persona 
humana y deben interpretarse conforme 
a los principios de equilibrio entre las 
partes, tutela de la realidad, ausencia 
de contención, solución integral, 
abordaje interdisciplinario, búsqueda de 
equidad y equilibrio familiar, el mejor 
interés, protección, accesibilidad, 
diversidad, participación e 
intervenciones especiales y progresivas, 
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flexible e inestimabilidad de las 
pretensiones.


preclusión flexible e inestimabilidad de 
las pretensiones.


 En el artículo 9 se agrega la frase: “la cual tendría carácter obligatorio, o, a 
solicitud de algunas de las partes, en cualquier estado del proceso judicial”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 9.- Audiencia previa de 
conciliación


En los procesos familiares, cuando 
proceda, se intentará la conciliación 
mediante una audiencia de conciliación 
previa al inicio del proceso.  Esta etapa 
la llevará a cabo la autoridad judicial, 
quién también podrá remitir a las partes 
a los centros especializados.  Lo 
acordado tendrá carácter y eficacia de 
cosa juzgada material o formal según el 
contenido del acuerdo.  Podrán 
aplicarse otros mecanismos alternos de 
solución de conflictos regulados en la 
Ley de Resolución Alterna de Conflictos 
o instrumentos internacionales, siempre 
que sean compatibles con los objetivos 
y fines de la materia familiar.


Se prohíbe la conciliación en aquellas 
situaciones en que se constaten 
relaciones desiguales de poder, salvo 
que se determine que lo acordado 
beneficie a la persona en situación de 
vulnerabilidad.


Artículo 9.- Audiencia previa de 
conciliación


En los procesos familiares, cuando 
proceda, se intentará la conciliación 
mediante una audiencia de conciliación 
previa al inicio del proceso, la cual 
tendría carácter obligatorio, o, a 
solicitud de algunas de las partes, en 
cualquier estado del proceso judicial.  
Esta etapa la llevará a cabo la autoridad 
judicial, quién también podrá remitir a 
las partes a los centros especializados.  
Lo acordado tendrá carácter y eficacia 
de cosa juzgada material o formal 
según el contenido del acuerdo.  Podrán 
aplicarse otros mecanismos alternos de 
solución de conflictos regulados en la 
Ley de Resolución Alterna de Conflictos 
o instrumentos internacionales, siempre 
que sean compatibles con los objetivos 
y fines de la materia familiar.


Se prohíbe la conciliación en aquellas 
situaciones en que se constaten 
relaciones desiguales de poder, salvo 
que se determine que lo acordado 
beneficie a la persona en situación de 
vulnerabilidad.


 Se reformula el artículo 16: 


Texto Base Texto actualizado
Artículo 16.-  Proceso Resolutivo 
Familiar
Será competente para conocer del 
proceso resolutivo familiar el juzgado de 
la residencia habitual o del domicilio de 
cualquiera de las partes a elección de la 
actora, sin posibilidad de prórroga de 
competencia.


Artículo 16.-  Proceso Resolutivo 
Familiar


Será competente para conocer del 
proceso resolutivo familiar, sin 
posibilidad de prórroga: 


1- El juzgado de la residencia 
habitual o del domicilio de cualquiera de 
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Si la parte demandante residiere en el 
extranjero, el juzgado competente será 
el Juzgado de la residencia habitual o 
del domicilio de la contraria.


las partes a elección de la actora. 


2- Si tuviere más de un domicilio o 
residencia habitual, será competente la 
autoridad judicial de cualquiera de ellos.


3- Si fuere incierto o desconocido 
dicho domicilio o residencia habital, será 
competente la autoridad judicial del 
lugar donde se encontrare el 
demandado, o el del domicilio o 
residencia habital del actor.


4- Cuando el demandado no 
tuviere domicilio ni residencia en Costa 
Rica, será competente la autoridad 
judicial del domicilio del actor; si éste 
tampoco tuviere domicilio ni residencia 
en el país, será competente el Juzgado 
de Familia del Primer Circuito Judicial 
de San José, que por turno 
corresponda. 


5- Habiendo dos o más 
demandados con diferentes domicilios o 
residencias habituales, será competente 
la autoridad judicial de cualquiera de 
esos domicilios, a elección del actor.


En caso de que haya una persona 
menor de edad involucrada, se tendrá 
por competente el juzgado del lugar de 
residencia habitual o el domicilio de la 
persona menor.


 


 Se agrega un nuevo inciso en el artículo 23: 


Texto Base Texto actualizado
Artículo 23.-  Causas de impedimento


Serán causales de impedimento para 
las personas juzgadoras en cualquier 
tipo de proceso familiar:


1.- Tener un interés directo en el 
resultado del proceso.


2.- Tener o haber tenido relación de 
matrimonio, convivencia, noviazgo, 
ascendencia, descendencia o 


Artículo 23.-  Causas de impedimento


Serán causales de impedimento para 
las personas juzgadoras en cualquier 
tipo de proceso familiar:


1- Tener un interés directo en el 
resultado del proceso.


2- Tener o haber tenido relación de 
matrimonio, convivencia, noviazgo, 
ascendencia, descendencia o 
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parentesco colateral hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad de 
una de las partes o intervinientes, o que 
uno de estos familiares mantenga un 
interés directo en el proceso.


3.- Haber sido quién juzga o uno de 
sus parientes en los grados del inciso 
anterior, persona abogada, tutora, 
curadora, apoderada, representante o 
administradora de alguna de las partes; 
o alguno de los parientes mantenga una 
relación comercial de persona 
acreedora, deudora, fiadora o fiada con 
alguna de las partes o intervinientes.


4.- Cuando la persona juzgadora o 
algunos de sus parientes indicados en 
el segundo inciso, sea la parte contraria 
de algunas de las partes o intervinientes 
en otro proceso judicial activo o 
terminado en los dos años anteriores, 
salvo que este hubiere sido instaurado 
con el único propósito de inhabilitarlo.


5.- Cuando deba fallar en grado, 
judicial o administrativamente, acerca 
de una resolución dictada por ella 
misma o por alguna de las personas 
con relaciones y parentescos en los 
grados indicados en el inciso segundo.


6.- Cuando la persona juzgadora o 
sus relacionados y parientes indicados 
en el inciso segundo es compañera de 
oficina o de trabajo de alguna de las 
partes o intervinientes o haberlo sido en 
el último año.


7.- Ser quién juzga o los 
relacionados y parientes indicados en el 
inciso segundo, parte o interviniente en 
un proceso en el que figure como 
persona juzgadora una parte o 
interviniente del proceso de su 
conocimiento


8.- Habérsele impuesto alguna 


parentesco colateral hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad de 
una de las partes o intervinientes, o que 
uno de estos relacionados o parientes 
mantenga un interés directo en el 
proceso.


3- Cuando la persona juzgadora 
o algunos de sus relacionados o 
parientes indicados en el inciso 
anterior, funja como persona 
abogada, tutora, curadora, 
apoderada, representante o 
administradora de alguna de las 
partes.


4- Cuando la persona 
juzgadora o algunos de sus 
relacionados o parientes indicados en el 
segundo inciso, mantenga una relación 
comercial de persona acreedora, 
deudora, fiadora o fiada con alguna de 
las partes o intervinientes.


5- Cuando la persona juzgadora o 
algunos de sus relacionados o parientes 
indicados en el segundo inciso, sea la 
parte contraria de algunas de las partes 
o intervinientes en otro proceso judicial 
activo o terminado en los dos años 
anteriores, salvo que este hubiere sido 
instaurado con el único propósito de 
inhabilitarlo.
6- Cuando deba fallar en grado, 
judicial o administrativamente, acerca 
de una resolución dictada por ella 
misma o por alguna de las personas 
con relaciones y parentescos en los 
grados indicados en el inciso segundo.


7- Cuando la persona juzgadora o 
sus relacionados y parientes indicados 
en el inciso segundo es compañera de 
oficina o de trabajo de alguna de las 
partes o intervinientes o haberlo sido en 
el último año.


8- Cuando la persona juzgadora o 
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corrección disciplinaria en el mismo 
proceso, por queja presentada por una 
de las partes.


9.- Haber manifestado opinión a 
favor o en contra de alguna de las 
partes o intervinientes.  Las opiniones 
expuestas o los informes rendidos que 
no se refieran al caso concreto, como 
aquellas dadas con carácter doctrinario, 
académica o en virtud de 
requerimientos de los otros poderes o 
en otros asuntos de que conozcan o 
hayan conocido de acuerdo con la ley, 
no configuran esta casual.


10.- Haber manifestado opinión a 
favor o en contra de alguna de las 
partes o intervinientes en un proceso de 
su conocimiento y que se encuentre 
tramitando.


11.- Haber sido llamado la persona 
juzgadora o alguno de los parientes 
enunciados en el inciso segundo de 
este artículo, para brindar peritaje, 
prueba científica o como declarante en 
el mismo proceso.


12.- Haber participado en la conducta 
activa u omisiva objeto del proceso


algunos de sus relacionados o parientes 
indicados en el segundo inciso, funja o 
haya fungido como parte o interviniente 
en un proceso en el que figure como 
persona juzgadora una parte o 
interviniente del proceso de su 
conocimiento 


9- Habérsele impuesto 
alguna corrección disciplinaria en el 
mismo proceso, por queja presentada 
por una de las partes.


10- Haber manifestado opinión a 
favor o en contra de alguna de las 
partes o intervinientes.  Las opiniones 
expuestas o los informes rendidos que 
no se refieran al caso concreto, como 
aquellas dadas con carácter doctrinario, 
académica o en virtud de 
requerimientos de los otros poderes o 
en otros asuntos de que conozcan o 
hayan conocido de acuerdo con la ley, 
no configuran esta casual.


11- Haber manifestado opinión a 
favor o en contra de alguna de las 
partes o intervinientes en un proceso de 
su conocimiento y que se encuentre 
tramitando.


12- Haber sido llamado la persona 
juzgadora o alguno de los parientes 
enunciados en el inciso segundo de 
este artículo, para brindar peritaje, 
prueba científica o como declarante en 
el mismo proceso.


13- Haber participado en la conducta 
activa u omisiva objeto del proceso.
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 Se cambia referencia y se le otorga la posibilidad al INAMU de recusar al 
juez:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 25.-  Procedimiento de 
recusación


Podrá solicitar la recusación, por las 
causales establecidas en el artículo 
trasanterior, la parte con derecho a 
recusar, el Patronato Nacional de la 
Infancia en los asuntos en que figure 
como interventor y cualquier otra 
persona que figura como interviniente.  
Si después del señalamiento para 
audiencia y antes de su celebración 
surgiere alguna causal, deberá 
interponerse antes del inicio de la 
audiencia.  Puede formularse con 
posterioridad a la audiencia de prueba y 
antes de sentencia definitiva, siempre 
que se trate de causas no conocidas o 
sobrevinientes a la finalización de esa 
audiencia.


En la audiencia deberá formularse 
verbalmente y en los demás casos por 
escrito, pero en ambos supuestos la 
parte indicará la causa y los motivos de 
su gestión, acompañando toda la 
prueba.


Una vez interpuesta la recusación, si es 
aceptada por la persona juzgadora, se 
inhibirá y pasará a quién deba suplirlo.  
Si niega la recusación dictará 
resolución motivada y ordenará pasar el 
proceso a quién corresponda, quien 
resolverá, sin más trámite.


Cuando la recusación se formule en la 
audiencia, se resolverá de inmediato 
con intervención de otra de las 
personas juzgadoras de ese despacho 
para la resolución en caso de negación 
de la causal.  Rechazada la recusación, 
se continuará con el desarrollo de la 
audiencia.  Cuando se admita, se 
procederá a la sustitución y, de ser 


Artículo 25.- Procedimiento de 
recusación


Podrá solicitar la recusación, por las 
causales que constituyen impedimento, 
conforme al artículo 23, la parte con 
derecho a recusar, el Patronato 
Nacional de la Infancia y el Instituto 
Nacional de las Mujeres en los asuntos 
en que figure como interventor y 
cualquier otra persona que figura como 
interviniente.  Si después del 
señalamiento para audiencia y antes de 
su celebración surgiere alguna causal, 
deberá interponerse antes del inicio de 
la audiencia.  Puede formularse con 
posterioridad a la audiencia de prueba y 
antes de sentencia definitiva, siempre 
que se trate de causas no conocidas o 
sobrevinientes a la finalización de esa 
audiencia.
En la audiencia deberá formularse 
verbalmente y en los demás casos por 
escrito, pero en ambos supuestos la 
parte indicará la causa y los motivos de 
su gestión, acompañando toda la 
prueba.


Una vez interpuesta la recusación, si es 
aceptada por la persona juzgadora, se 
inhibirá y pasará a quién deba suplirlo.  
Si niega la recusación dictará resolución 
motivada y ordenará pasar el proceso a 
quién corresponda, quien resolverá, sin 
más trámite.


Cuando la recusación se formule en la 
audiencia, se resolverá de inmediato 
con intervención de otra de las personas 
juzgadoras de ese despacho para la 
resolución en caso de negación de la 
causal.  Rechazada la recusación, se 
continuará con el desarrollo de la 
audiencia.  Cuando se admita, se 
procederá a la sustitución y, de ser 
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posible, se continuará con la audiencia 
en ese mismo momento.


posible, se continuará con la audiencia 
en ese mismo momento.


 Se presentan cambios en los artículo 27 y 28 respecto a la recusación:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 27.-  Efectos de la 
recusación


La solicitud de recusación no 
suspenderá la práctica de los actos 
procesales y estos serán válidos 
aunque se le declare fundada la 
recusación; salvo que se lesione el 
principio de inmediación.


Artículo 28.-  Oportunidad para 
resolver


La inhibitoria y la recusación deberán 
quedar resueltas antes de iniciar la fase 
de conclusiones en la audiencia; salvo 
lo dispuesto en la parte final del párrafo 
primero del artículo 25, en cuyo caso se 
resolverá inmediatamente.


Artículo 27.- Efectos de la recusación


La solicitud de recusación no 
suspenderá la práctica de los actos 
procesales urgentes y necesarios 
para evitarle a las partes daños de 
difícil o imposible reparación. 


Artículo 28.-  Oportunidad para 
resolver


La inhibitoria y la recusación deberán 
quedar resueltas de inmediato, de 
previo y especial pronunciamiento, 
antes de iniciar la fase de conclusiones 
en la audiencia. 
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 En el artículo 30 se redefine por incisos las causales de recusación a 
personas peritas y otras de auxilio judicial. Además incorpora nuevas 
causales:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 30.- Recusación de personas 
peritas y otras de auxilio judicial


Las personas peritas designadas por 
acuerdo entre partes no podrán ser 
recusadas, salvo por causas 
sobrevinientes o ignoradas por las 
partes al momento de la escogencia.


Para aquellas no designadas de común 
acuerdo, las causas de impedimento les 
serán aplicables en cuanto fueren 
conducentes.  Además, constituyen 
causales de separación la falta de 
idoneidad o pericia y haber vertido 
sobre el mismo asunto un dictamen 
contrario a una de las partes.  La 
recusación de ellas se formulará por 
escrito si fuere antes de la audiencia y 
oral si fuere dentro de la audiencia; en 
ambos casos se escuchará a la parte 
contraria y deberá resolverse al iniciar la 
audiencia.


El presente régimen será aplicable, en 
lo pertinente, a las demás personas 
funcionarias judiciales.


Artículo 30.- Recusación de personas 
peritas y otras de auxilio judicial


Serán causales de recusación de 
personas peritas y otras de auxilio 
judicial:


1- Carecer de condiciones perceptivas 
necesarias para adquirir cabal 
conocimiento del tema sobre el que 
versa el peritaje.


2- Falta de discernimiento suficiente 
para apreciar con exactitud sobre el 
hecho que verse el peritaje.


3- Haber rendido el dictamen por fuerza, 
miedo, error o soborno.


4- Ser ascendiente o descendiente, 
cónyuge, hermano, tío, sobrino, 
primo hermano, cuñado, padre, o hijo 
político del litigante que lo haya 
ofrecido.


5- Ser socio, dependiente o empleado 
del que lo presenta.


6- Tener interés directo o indirecto.


7- Haber sido condenado por falso 
testimonio o por delitos contra la fe 
pública o contra la propiedad.


8- Ser amigo íntimo del que lo 
presentare o haber enemistad grave 
entre él y el litigante contrario.


9- Ser un ebrio habitual.


10- La falta de pericia.


Es, además, motivo de recusación para 
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el nombrado por el juez, haber  dado el 
perito, sobre un asunto igual, un 
dictamen contrario a la parte recusante 
o haber prestado servicios como perito 
a la parte contraria.


Las personas peritas designadas por 
acuerdo entre partes no podrán ser 
recusadas, salvo por causas 
sobrevinientes o ignoradas por las 
partes al momento de la escogencia.


Para aquellas no designadas de común 
acuerdo, las causas de impedimento les 
serán aplicables en cuanto fueren 
conducentes.  Además, constituyen 
causales de separación la falta de 
idoneidad o pericia y haber vertido 
sobre el mismo asunto un dictamen 
contrario a una de las partes.  La 
recusación de ellas se formulará por 
escrito si fuere antes de la audiencia y 
oral si fuere dentro de la audiencia; en 
ambos casos se escuchará a la parte 
contraria y deberá resolverse al iniciar la 
audiencia.


El presente régimen será aplicable, en 
lo pertinente, a las demás personas 
funcionarias judiciales.


 En el artículo 34 se cambia su título, el nombre de Consejo Nacional de 
Rehabilitación y Enseñanza Especial  y exige a las organizaciones no 
gubernamentales que trabajan con estos grupos sociales estar 
debidamente constituidas para ostentar legitimación orgánica:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 34.-  Defensa de derechos 
ajenos, colectivos, difusos y 
supraindividuales


Tendrán legitimación para iniciar y 
defender derechos humanos de 
personas o grupos en estado de 
vulnerabilidad, derechos difusos, 
colectivos y supraindividuales el 
Patronato Nacional de la Infancia, el 
Instituto Nacional de las Mujeres, el 


Artículo 34.-  Legitimación orgánica


Tendrán legitimación para iniciar y 
defender derechos humanos de 
personas o grupos en estado de 
vulnerabilidad, derechos difusos, 
colectivos y supraindividuales el 
Patronato Nacional de la Infancia, el 
Instituto Nacional de las Mujeres, el 
Consejo Nacional de Personas con 
Discapacidad (CONAPDIS), el Consejo 
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Consejo Nacional de Rehabilitación y 
Enseñanza Especial, el Consejo 
Nacional para el Adulto Mayor, la 
Defensoría de los Habitantes, la 
Dirección General de Adaptación Social, 
la Dirección General de Migración y 
Extranjería, el Tribunal Supremo de 
Elecciones, la Procuraduría General de 
la República, demás entes estatales y 
las organizaciones no gubernamentales 
que trabajan con estos grupos sociales. 
Asimismo deberán entenderse con esta 
legitimación quienes ostentan el 
depósito, guarda de hecho o la curatela 
de aquellas personas.


Nacional para el Adulto Mayor, la 
Defensoría de los Habitantes, la 
Dirección General de Adaptación Social, 
la Dirección General de Migración y 
Extranjería, el Tribunal Supremo de 
Elecciones,  la Procuraduría General de 
la República, demás entes estatales con 
competencia en materia de familia y las 
organizaciones no gubernamentales 
que trabajan con estos grupos sociales 
y estén debidamente constituidas.
Asimismo deberán entenderse con esta 
legitimación quienes ostentan el 
depósito, guarda de hecho o la curatela 
de aquellas personas.


 En el artículo 81 incorpora los autos con carácter de sentencia, tanto en el 
título como en la definición contenida en el artículo:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 81.-  Providencias, autos y 
sentencias


Providencia es toda decisión judicial de 
mero impuso del proceso sin necesidad 
de valoración de la persona juzgadora; 
auto es todo pronunciamiento que 
contiene un criterio de valor sobre la 
situación o derechos procesales de las 
partes y las sentencias resuelven 
definitivamente las pretensiones 
debatidas en el proceso.


Artículo 81.-  Providencias, autos, 
autos con carácter de sentencia y 
sentencias
Providencia es toda decisión judicial de 
mero impulso del proceso sin necesidad 
de valoración de la persona juzgadora; 
auto es todo pronunciamiento que 
contiene un criterio de valor sobre la 
situación o derechos procesales de las 
partes; auto con carácter de sentecia 
es aquel que decide sobre 
excepciones o pretensiones 
incidentales que ponen término al 
proceso; y las sentencias resuelven 
definitivamente las pretensiones 
debatidas en el proceso. 


 El artículo 100 incorpora las palabras “de inmediato”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 100.-  Procedencia y plazos


El recurso de apelación procederá 
únicamente contra las resoluciones 
judiciales que expresamente así se 
indique y deberá interponerse dentro de 
tercer día.  Tratándose de resoluciones 
interlocutorias dictadas en forma verbal 
en las audiencias, se deberá interponer 


Artículo 100.-  Procedencia y plazos


El recurso de apelación procederá 
únicamente contra las resoluciones 
judiciales que expresamente así se 
indique y deberá interponerse dentro de 
tercer día.  Tratándose de resoluciones 
interlocutorias dictadas en forma verbal 
en las audiencias, se deberá interponer 
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en el acto y resolver su admisibilidad o 
no en forma diferida de inmediato.  
Cuando proceda el recurso de 
apelación contra autos, este deberá 
interponerse conjuntamente con el 
recurso de revocatoria y de no hacerlo 
se rechazará de plano.


en el acto y resolver, de inmediato, 
sobre la admisibilidad o no de la 
apelación con efecto diferido. Cuando 
proceda el recurso de apelación contra 
autos, este deberá interponerse 
conjuntamente con el recurso de 
revocatoria y de no hacerlo se 
rechazará de plano.


 En el artículo 101 incorpora un nuevo inciso r ):


Texto Base Texto actualizado
Artículo 101.-  Resoluciones 
apelables


El recurso de apelación cabrá contra las 
siguientes resoluciones, salvo norma en 
contrario:


1.- Todas las sentencias que 
resuelven el fondo del asunto.
2.- Los autos que:


a) Rechacen de plano una 
demanda o la ejecución de un fallo.
b) Declaren la inadmisibilidad de la 
demanda.
c) Decreten la suspensión o 
interrupción del proceso, excepto que se 
pida conjuntamente.
d) Denieguen medidas cautelares y 
los que resuelven cautelarmente sobre 
relaciones intrafamiliares no 
patrimoniales de personas en estado de 
vulnerabilidad.
e) Confirmen, cancelen, sustituyan 
o modifiquen medidas cautelares.
f) Resuelvan sobre acumulación o 
desacumulación de procesos.
g) Den por terminado 
anticipadamente el proceso.
h) Rechacen prueba ofrecida 
ordinariamente.
i) Ordenen prueba de oficio.
j) Declaren la nulidad de actos 
procesales defectuosos.
k) Fijen los honorarios de personas 
abogadas.
l) Denieguen la ejecución 
provisional del fallo.


Artículo 101.-  Resoluciones 
apelables


El recurso de apelación cabrá contra 
las siguientes resoluciones, salvo 
norma en contrario:


1.- Todas las sentencias que resuelven 
el fondo del asunto.
2.- Los autos que:


a) Rechacen de plano una demanda 
o la ejecución de un fallo.


b) Declaren la inadmisibilidad de la 
demanda.


c) Decreten la suspensión o 
interrupción del proceso, excepto 
que se pida conjuntamente.


d) Denieguen medidas cautelares y 
los que resuelven cautelarmente 
sobre relaciones intrafamiliares no 
patrimoniales de personas en 
estado de vulnerabilidad.


e) Confirmen, cancelen, sustituyan o 
modifiquen medidas cautelares.


f) Resuelvan sobre acumulación o 
desacumulación de procesos.


g) Den por terminado 
anticipadamente el proceso.


h) Rechacen prueba ofrecida 
ordinariamente.


i) Ordenen prueba de oficio.
j) Declaren la nulidad de actos 


procesales defectuosos.
k) Fijen los honorarios de personas 


abogadas.
l) Denieguen la ejecución provisional 


del fallo.
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m) Resuelven una liquidación de 
costas e intereses.
n) Consideren infundada la 
oposición a la sentencia anticipada en 
materia de pensiones alimentarias y 
restitución internacional de personas 
menores de edad.
o) Decreten apremio corporal.
p) Resuelven sobre los beneficios 
de pago en tractos y búsqueda de 
trabajo en materia alimentaria.
q) Resuelven sobre gastos 
extraordinarios en materia alimentaria.


m) Resuelven una liquidación de 
costas e intereses.
n) Consideren infundada la 
oposición a la sentencia anticipada en 
materia de pensiones alimentarias y 
restitución internacional de personas 
menores de edad.
o) Decreten apremio corporal.
p) Resuelven sobre los beneficios 
de pago en tractos y búsqueda de 
trabajo en materia alimentaria.
q) Resuelven sobre gastos 
extraordinarios en materia alimentaria.
r)  La que autorice o rechace el 
reconocimiento de una resolución o 
una sentencia extranjera.


 En el artículo 113 le otorga legitimación para la revisión a otros 
instituciones dentro de las que se encuentran: “Patronato Nacional de la 
Infancia, el Instituto Nacional de las Mujeres, el Consejo Nacional de 
Personas con Discapacidad (CONAPDIS), el Consejo Nacional para el 
Adulto Mayor, la Defensoría de los Habitantes, la Dirección General de 
Adaptación Social, la Dirección General de Migración y Extranjería, el 
Tribunal Supremo de Elecciones, la Procuraduría General de la República, 
demás entes estatales y las organizaciones no gubernamentales en los 
asuntos en que exista interés legítimo.”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 113.-  Legitimación y plazo


La solicitud de revisión puede ser 
interpuesta por quienes hayan sido 
parte en el proceso, las personas que 
sean sus sucesoras o causahabientes y 
por personas terceras cuando se trate 
de causales establecidas en su interés.


Artículo 113.- Legitimación y plazo


La solicitud de revisión puede ser 
interpuesta por quienes hayan sido 
parte en el proceso; las personas que 
sean sus sucesoras o causahabientes; 
Patronato Nacional de la Infancia, el 
Instituto Nacional de las Mujeres, el 
Consejo Nacional de Personas con 
Discapacidad (CONAPDIS), el 
Consejo Nacional para el Adulto 
Mayor, la Defensoría de los 
Habitantes, la Dirección General de 
Adaptación Social, la Dirección 
General de Migración y Extranjería, el 
Tribunal Supremo de Elecciones, la 
Procuraduría General de la 
República, demás entes estatales y 
las organizaciones no 
gubernamentales en los asuntos en 
que exista interés legítimo; y por 
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El plazo para interponer la revisión será 
de un año contado a partir del momento 
en el cual la persona perjudicada 
tuviere la posibilidad de alegar la causal 
respectiva; no obstante, no procederá la 
demanda cuando hayan transcurrido 
diez años desde la firmeza de la 
sentencia que se impugna.  Tratándose 
de derechos humanos vulnerados no 
existirá caducidad del plazo para 
interponer tal demanda.


personas terceras cuando se trate de 
causales establecidas en su interés.


El plazo para interponer la revisión será 
de un año contado a partir del momento 
en el cual la persona perjudicada tuviere 
la posibilidad de alegar la causal 
respectiva; no obstante, no procederá la 
demanda cuando hayan transcurrido 
diez años desde la firmeza de la 
sentencia que se impugna.  Tratándose 
de derechos humanos vulnerados no 
existirá caducidad del plazo para 
interponer tal demanda.


 Se cambia la redacción del primer párrafo del artículo 115:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 115.-  Procedimiento


Por interpuesta la revisión, el despacho 
de instancia remitirá en forma inmediata 
el expediente al órgano competente, 
quien revisará las cuestiones formales y 
podrá pedir subsanar errores en la 
presentación en un plazo de cinco días.  
Si reúne los requisitos o subsanados 
estos, el tribunal se pronunciará sobre 
su admisión así como sobre la garantía 
de suspensión si hubiere sido solicitado, 
y emplazará a quienes hubieren litigado 
en el proceso o a sus causahabientes, 
por el plazo de cinco días.  Por ningún 
motivo se rechazará la demanda por 
cuestiones de forma si del escrito se 
desprende el cumplimiento de los 
requisitos establecidos.


Contestada la demanda o transcurrido 
el plazo para hacerlo, practicada la 
prueba científica o pericial admitida y 
estando en autos los informes, se 
señalará hora y fecha para una 
audiencia con las partes e intevinientes 
en la que se admitirán y practicarán las 
demás pruebas y se expondrán 
conclusiones.


Dentro de los cinco días luego de la 


Artículo 115.-  Procedimiento


Por interpuesta la revisión, el despacho 
de instancia remitirá en forma inmediata 
el expediente al órgano competente, 
quien revisará las cuestiones formales y 
podrá pedir subsanar errores en la 
presentación en un plazo de cinco días.  
Si reúne los requisitos o subsanados 
estos, el tribunal se pronunciará sobre 
su admisión así como sobre la garantía 
de suspensión si hubiere sido solicitado, 
y emplazará a quienes hubieren litigado 
en el proceso o a sus causahabientes, 
por el plazo de cinco días.  Por ningún 
motivo se rechazará el recurso por 
cuestiones de errores materiales o de 
mención de normas jurídicas o falta 
de orden en los motivos.  


Contestada la demanda o transcurrido 
el plazo para hacerlo, practicada la 
prueba científica o pericial admitida y 
estando en autos los informes, se 
señalará hora y fecha para una 
audiencia con las partes e intevinientes 
en la que se admitirán y practicarán las 
demás pruebas y se expondrán 
conclusiones.


Dentro de los cinco días luego de la 
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audiencia, el órgano tomará la decisión 
final mediante voto y tendrá un mes 
posterior a ello para su redacción y 
notificación.


audiencia, el órgano tomará la decisión 
final mediante voto y tendrá un mes 
posterior a ello para su redacción y 
notificación. 


 Agrega la palabra años en el artículo 149:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 149.-  Juramento y examen 
de condiciones de personas 
declarantes y peritas
Salvo las personas menores de doce, 
todas quienes rendirán declaración 
testimonial o de parte y las personas 
peritas están obligadas a rendir 
juramento. La autoridad judicial les hará 
saber las consecuencias legales 
existentes en caso de no cumplir con 
esto en cada caso.  Antes de rendir la 
declaración se deberá expresar las 
calidades propias, las relaciones de 
parentesco, amistad, compañerismo 
laboral, vecindad o cualquier 
circunstancia que pueda ser 
determinante para valorar la prueba.  En 
sus dictámenes, las personas peritas 
están en el deber de indicar estas 
circunstancias.


Artículo 149.-  Juramento y examen 
de condiciones de personas 
declarantes y peritas
Salvo las personas menores de doce 
años, todas quienes rendirán 
declaración testimonial o de parte y las 
personas peritas están obligadas a 
rendir juramento. La autoridad judicial 
les hará saber las consecuencias 
legales existentes en caso de no 
cumplir con esto en cada caso.  Antes 
de rendir la declaración se deberá 
expresar las calidades propias, las 
relaciones de parentesco, amistad, 
compañerismo laboral, vecindad o 
cualquier circunstancia que pueda ser 
determinante para valorar la prueba.  En 
sus dictámenes, las personas peritas 
están en el deber de indicar estas 
circunstancias.


 En el artículo 159 cambia la palabra “gravamen” por “perjuicio”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 159.-  Participación de 
intérpretes


Si por motivos de idioma, expresión del 
lenguaje, impedimentos físicos, 
limitaciones de tipo socioeducativas y 
cualquier otra situación la práctica de la 
prueba pueda causar gravamen en los 
derechos de las partes e intervinientes 
en el proceso; la autoridad judicial, a 
solicitud de parte o de oficio, dispondrá 
el nombramiento de intérpretes a cargo 
del Poder Judicial, salvo que la parte 
proponente cuente con recursos.


Artículo 159.-  Participación de 
intérpretes


Si por motivos de idioma, expresión del 
lenguaje, impedimentos físicos, 
limitaciones de tipo socioeducativas y 
cualquier otra situación la práctica de la 
prueba pueda causar perjuicio en los 
derechos de las partes e intervinientes 
en el proceso; la autoridad judicial, a 
solicitud de parte o de oficio, dispondrá 
el nombramiento de intérpretes a cargo 
del Poder Judicial, salvo que la parte 
proponente cuente con recursos.
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La parte proponente de la prueba 
deberá informar al despacho con la 
antelación debida el requerimiento de 
intérprete a fin de realizar las gestiones 
necesarias para el nombramiento.


La parte proponente de la prueba 
deberá informar al despacho con la 
antelación debida el requerimiento de 
intérprete a fin de realizar las gestiones 
necesarias para el nombramiento.


 En el artículo 192 se establece la frase: “Lo anterior, salvo que la ausencia 
se diera por causas de fuerza mayor o caso fortuito.”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 192.-  Presunción ante 
inasistencia a prueba científica


En procesos relativos a pretensiones de 
filiación, cuando no se pudo verificar la 
prueba científica a causa de la 
inasistencia de una de las personas 
compelida a esos efectos, se tendrá 
como presunción en su contra aquello 
que se quería demostrar con la prueba.


Artículo 192.-  Presunción ante 
inasistencia a prueba científica


En procesos relativos a pretensiones de 
filiación, cuando no se pudo verificar la 
prueba científica a causa de la 
inasistencia de una de las personas 
compelida a esos efectos, se tendrá 
como presunción en su contra aquello 
que se quería demostrar con la prueba. 
Lo anterior, salvo que la ausencia se 
diera por causas de fuerza mayor o 
caso fortuito


 En el artículo 216 se incorpora la frase: “Transcurrido ese plazo, se 
procederá al archivo del expediente.”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 216.-  Corrección de la 
demanda


La autoridad judicial apercibirá corregir 
cualquier omisión que impida cursar la 
demanda o la gestión inicial.  Para su 
cumplimiento se otorgará a la parte 
actora un plazo de cinco días para 
cumplir.


Artículo 216.-  Corrección de la 
demanda


La autoridad judicial apercibirá corregir 
cualquier omisión que impida cursar la 
demanda o la gestión inicial.  Para su 
cumplimiento se otorgará a la parte 
actora un plazo de cinco días para 
cumplir. Transcurrido ese plazo, se 
procederá al archivo del expediente.


 En el artículo 221 se incorpora la frase: “En la parte probatoria, aplica lo 
estipulado en el artículo 152.”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 221.-  Requisitos de la 
contestación


Al contestar la demanda, la parte 
demandada deberá referirse a cada uno 


Artículo 221.-  Requisitos de la 
contestación


Al contestar la demanda, la parte 
demandada deberá referirse a cada uno 
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de los hechos y pretensiones, además 
deberá ofrecer la prueba aportando la 
de tipo documental.  La autoridad 
judicial prevendrá que se complete la 
contestación cuando no sea acorde con 
lo normado, lo que se indicará se haga 
al momento en caso de contestación 
verbal en audiencia o en tres días si se 
trata de una contestación escrita.


de los hechos y pretensiones, además 
deberá ofrecer la prueba aportando la 
de tipo documental.  La autoridad 
judicial prevendrá que se complete la 
contestación cuando no sea acorde con 
lo normado, lo que se indicará se haga 
al momento en caso de contestación 
verbal en audiencia o en tres días si se 
trata de una contestación escrita.


En la parte probatoria, aplica lo 
estipulado en el artículo 152.


 En el artículo 232 se modifica en el inciso 3 ) y se agrega un inciso 8) y se 
agrega el último párrafo:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 232.-  Planteamiento de 
excepciones


Únicamente se admitirán las siguientes 
excepciones de carácter procesal:


1.- Falta de competencia
2.- Falta de capacidad o 
defectos en la representación
3.- Litis consorcio necesario
4.- Litispendencia
5.- Cosa juzgada
6.- Caducidad
7.- Transacción


Al formularse cualquiera de estas 
excepciones, se deberá fundamentar y 
ofrecer la prueba.  La autoridad judicial 
podrá rechazarlas de plano si las estima 
infundadas, improcedentes o porque 
tengan como finalidad un abuso 
procesal.


En la audiencia inicial del proceso estas 
excepciones se contestarán y se 
resolverán, salvo que se haya diferido la 
fase para conocerse en forma escrita, se 
resolverán de esa forma y se notificará.


Artículo 232.-  Planteamiento de 
excepciones


Únicamente se admitirán las siguientes 
excepciones de carácter procesal:


1-  Falta de competencia.
2-  Falta de capacidad o 


defectos en la representación.
3-  Litis consorcio pasivo 


necesario incompleto o 
indebida constitución 
subjetiva de la Litis.
4-  Litispendencia.
5-  Cosa juzgada.
6-  Caducidad.
7-  Transacción.
8-  Indebida acumulación 


de pretensiones


Al formularse cualquiera de estas 
excepciones, se deberá fundamentar y 
ofrecer la prueba.  La autoridad judicial 
podrá rechazarlas de plano si las 
estima infundadas, improcedentes o 
porque tengan como finalidad un abuso 
procesal.


En la audiencia inicial del proceso estas 
excepciones se contestarán y se 
resolverán, salvo que se haya diferido 
la fase para conocerse en forma 
escrita, se resolverán de esa forma y se 
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notificará.


Presentada esta excepción, si el juez 
la considera válida, se le otorgará a 
la parte actora un plazo de cinco 
días para que se integre la Litis. El 
juez tendrá la facultad de solicitar 
dicha integración una vez 
presentada la demanda, sin esperar 
que la parte demandada interponga 
la excepción.


 En el artículo 329 se incorpora la frase: “objetivo o subjetivo”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 329.-  Foro de necesidad


Aunque las reglas del presente Código 
no atribuyan competencia internacional 
a la autoridad judicial costarricense, 
esta pueden intervenir, 
excepcionalmente, con la finalidad de 
evitar la denegación de justicia, siempre 
que no sea razonable exigir la iniciación 
de la demanda en el extranjero y en 
tanto la situación privada presente 
contacto suficiente con el país, se 
garantice el derecho de defensa en 
juicio y se atienda a la conveniencia de 
lograr una sentencia eficaz.


Artículo 329.-  Foro de necesidad


Aunque las reglas del presente Código 
no atribuyan competencia internacional 
a la autoridad judicial costarricense, 
esta pueden intervenir, 
excepcionalmente, con la finalidad de 
evitar la denegación de justicia, siempre 
que no sea razonable exigir la iniciación 
de la demanda en el extranjero y en 
tanto la situación privada presente 
contacto objetivo o subjetivo suficiente 
con el país, se garantice el derecho de 
defensa en juicio y se atienda a la 
conveniencia de lograr una sentencia 
eficaz.


 El artículo 330 cambia redacción pero mantiene el objetivo del artículo:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 330.-  Norma general 
aplicable


Salvo norma contraria particular, es 
competente para el conocimiento de las 
pretensiones relativas al derecho de 
familia del domicilio o la residencia 
habitual de la parte demandada.


Artículo 330.-  Norma general 
aplicable


Para el conocimiento de las 
pretensiones relativas al derecho de 
familia, será competente la autoridad 
judicial del domicilio o la residencia 
habitual de la parte demandada, salvo 
norma contraria particular. 


 El artículo 332 aclara la redacción:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 332.-  Litispendencia Artículo 332.-  Litispendencia
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Cuando una pretensión que tiene el 
mismo objeto y la misma causa se ha 
iniciado previamente y está pendiente 
entre las mismas partes en el 
extranjero, las autoridades judiciales 
costarricenses deben suspender el 
proceso en trámite si es previsible que 
la decisión extranjera puede ser objeto 
de reconocimiento.


El proceso suspendido puede continuar 
si la autoridad judicial extranjera declina 
su propia competencia o si el proceso 
extranjero se extingue sin que medie 
resolución sobre el fondo del asunto o, 
en el supuesto en que habiéndose 
dictado sentencia en el extranjero, esta 
no es susceptible de reconocimiento en 
nuestro país.


Cuando una pretensión que tiene el 
mismo objeto y la misma causa se ha 
admitido previamente por la autoridad 
judicial y está pendiente entre las 
mismas partes en el extranjero, las 
autoridades judiciales costarricenses 
deben suspender el proceso en trámite 
si es previsible que la decisión 
extranjera puede ser objeto de 
reconocimiento.


El proceso suspendido puede continuar 
si la autoridad judicial extranjera declina 
su propia competencia o si el proceso 
extranjero se extingue sin que medie 
resolución sobre el fondo del asunto o, 
en el supuesto en que habiéndose 
dictado sentencia en el extranjero, esta 
no es susceptible de reconocimiento en 
nuestro país.


 El artículo 337 y 338 se hacen correcciones de forma:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 337.-  Adopción
Las autoridades judiciales 
costarricenses son exclusivamente 
competentes para la decisión de la 
guarda con fines de adopción y para el 
otorgamiento de una adopción de 
personas menores de edad con su 
residencia habitual en Costa Rica


Para la anulación o revocación de una 
adopción son competentes las 
autoridades judiciales del lugar del 
otorgamiento o los de la residencia 
habitual del adoptado.


Las autoridades administrativas o 
jurisdiccionales costarricenses deben 
prestar cooperación a las personas con 
domicilio o residencia habitual en la 
Costa Rica, aspirantes a una adopción 
a otorgarse en país extranjero, que 
soliciten informes sociales o 
ambientales de preparación o de 
seguimiento de una adopción a 
conferirse o conferida en el extranjero.


TÍTULO II


Artículo 337.-  Adopción
Las autoridades judiciales 
costarricenses son exclusivamente 
competentes para la decisión de la 
guarda con fines de adopción y para el 
otorgamiento de una adopción de 
personas menores de edad con su 
residencia habitual en Costa Rica


Para la anulación o revocación de una 
adopción son competentes las 
autoridades judiciales del lugar del 
otorgamiento o los de la residencia 
habitual del adoptado.


Las autoridades administrativas o 
jurisdiccionales costarricenses deben 
prestar cooperación a las personas con 
domicilio o residencia habitual en Costa 
Rica, aspirantes a una adopción a 
otorgarse en país extranjero, que 
soliciten informes sociales y 
ambientales de preparación o de 
seguimiento de una adopción a 
conferirse o conferida en el extranjero.


TÍTULO II
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Ejecución de resoluciones 
extranjeras


Artículo 338.-  Ámbito de aplicación


Las sentencias y resoluciones dictadas 
en el extranjero que se deban ejecutar 
en Costa Rica deberán cumplir con el 
requisito de autorización previsto en 
este apartado y, de ser admisible, se 
procederá con su ejecución en el 
despacho que corresponda por 
competencia material y territorial.


Ejecución de resoluciones 
extranjeras


Artículo 338.-  Ámbito de aplicación


Las sentencias y resoluciones dictadas 
en el extranjero que se deban ejecutar 
en Costa Rica deberán cumplir con el 
requisito de autorización previsto en 
este título y, de ser admisible, se 
procederá con su ejecución en el 
despacho que corresponda por 
competencia material y territorial.


 En el artículo 342 se agrega la palabra “naturales”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 342.-  Procedimiento


Admitida la gestión en sus requisitos 
formales, se dará traslado a la parte 
contra quién se dirige la ejecución para 
que se manifieste dentro de los cinco 
días siguientes; si no se conoce su 
domicilio se le hará saber mediante 
edicto publicado  por  una  vez  en  
cualquier  periódico  de  circulación  
nacional, y  si se � localiza en el 
extranjero se le notificará por medios 
consulares, en cuyo caso el plazo 
indicado aumenta a treinta días.


Finalizado el plazo se dictará la 
resolución y de ser procedente se 
enviará al despacho que corresponda 
para su debida ejecución.


Si se tratara de ejecución de simple 
inscripción, el mismo órgano procederá 
con la emisión de la ejecutoria 
correspondiente.


Artículo 342.-  Procedimiento


Admitida la gestión en sus requisitos 
formales, se dará traslado a la parte 
contra quién se dirige la ejecución para 
que se manifieste dentro de los cinco 
días siguientes; si no se conoce su 
domicilio se le hará saber mediante 
edicto publicado  por  una  vez  en  
cualquier  periódico  de  circulación  
nacional, y  si se localiza en el 
extranjero se le notificará por medios 
consulares, en cuyo caso el plazo 
indicado aumenta a treinta días 
naturales.


Finalizado el plazo se dictará la 
resolución y de ser procedente se 
enviará al despacho que corresponda 
para su debida ejecución.


Si se tratara de ejecución de simple 
inscripción, el mismo órgano procederá 
con la emisión de la ejecutoria 
correspondiente.


 En el artículo 2 del proyecto se incorporan nuevas modificaciones al 
Código de Familia (artículos 5, 6, 7, 8  y 9):


Texto base Texto actualizado
Inicialmente estos artículos iban a ser 
derogados según artículo 3 del proyecto: 


II.- Los siguientes artículos del 
Código de Familia, Ley N.° 5476, para 
que se tenga así:
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ARTÍCULO 3.- Derogatorias


I.- Deróguese  en  su  
totalidad  la  Ley de Pensiones 
Alimentarias, Ley N.° 7654


II.- Deróguese los siguientes 
artículos de las leyes que se 
dirán:


a) Código de Familia (Ley 
N.° 5476):  artículos 5, 6, 7, 8, 
9...


No obstante los mismos fueron 
modificados en lugar de derogados.


“Artículo 5.- Normas aplicables


Las normas jurídicas aplicables a 
situaciones vinculadas con varios 
ordenamientos jurídicos nacionales se 
determinan por los tratados y las 
convenciones internacionales vigentes 
de aplicación en el caso y, en defecto 
de normas de fuente internacional, se 
aplican las normas del derecho 
internacional privado costarricense de 
fuente interna determinadas en esta 
ley.


Artículo 6.- Aplicación del 
derecho extranjero


Cuando un derecho extranjero resulte 
aplicable el juez costarricense lo hará 
de oficio y evitando la figura del 
reenvío, pudiendo contar con la directa 
colaboración de las partes.  El juez 
buscará tener en claro la vigencia, el 
contenido y la interpretación actual del 
derecho extranjero. Dicha interpretación 
será tal y como es realizada por los 
jueces del Estado al que ese derecho 
pertenece.


Para poder demostrar lo anterior el juez 
podrá utilizar todos los mecanismos 
que considere necesarios y a su juicio 
podrá utilizar los siguientes recursos: 


a) La prueba documental, consistente 
en copias certificadas de textos 
legales con indicación de su 
vigencia, o precedentes judiciales;


b) La prueba pericial, consistente en 
dictámenes de abogados o 
expertos en la materia


c) Informes del Estado requerido 
sobre el texto, vigencia, sentido y 
alcance legal de su derecho sobre 
determinados aspectos.


Si existieran varios sistemas jurídicos 
co-vigentes con competencia territorial 
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o personal, o se sucedieran diferentes 
ordenamientos legales, el derecho 
aplicable se determinará por las reglas 
en vigor dentro del Estado al que ese 
derecho pertenece y, en defecto de 
tales reglas, por el sistema jurídico que 
presente los vínculos más estrechos 
con la relación jurídica de que se trate.


Si diversos derechos fueran aplicables 
a diferentes aspectos de una misma 
situación jurídica o a diversas 
relaciones jurídicas comprendidas en 
un mismo caso, esos derechos deberán 
ser armonizados por el juez, 
procurando realizar las adaptaciones 
necesarias para respetar las finalidades 
perseguidas por cada uno de ellos.


La parte que se estime afectada por la 
vulneración de la presente norma y que 
lo haya alegado antes de la sentencia 
de primera instancia, podrá interponer 
en el momento procesal oportuno 
recurso de casación por la infracción, 
interpretación errónea o aplicación 
indebida de una ley de otro Estado 
contratante, en las mismas condiciones 
y casos que respecto del derecho 
nacional. 


Las disposiciones de derecho 
extranjero aplicables deben ser 
excluidas cuando conducen a 
soluciones sean incompatibles con 
consecuencias que vulneren los 
principios fundamentales de orden 
público internacional que inspiran el 
ordenamiento jurídico costarricense.


Artículo 7.- Ley aplicable al 
estado y capacidad de las personas.


La ley aplicable al estado de las 
persona será la de su domicilio.  En 
ausencia del anterior, aplicará la ley de 
la residencia habitual. 


La capacidad de las personas estará 
sujeta a la ley del lugar de celebración 
del acto o contrato de familia realizado.  
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En defecto de lo anterior, será aplicable 
la ley del domicilio de la persona y de 
no existir este regirá la ley de la 
nacionalidad. 


El cambio de domicilio de la persona no 
afecta su capacidad una vez que ha 
sido adquirida.


Artículo 8.- Ley aplicable a la 
cuestiones de familia


Las partes podrán determinar, como 
regla general, el derecho aplicable a su 
relación jurídica, lo cual será realizado 
ya sea de forma expresa o bien tácita.  
Lo anterior será posible siempre que no 
se afecten derechos de terceros o bien 
se vulnere debido a sus consecuencias 
los principios de orden público 
internacional de Costa Rica o del país 
cuyo derecho fuera originalmente 
aplicable en ausencia de voluntad de 
partes. 


En ausencia de lo anterior las 
relaciones de familia serán regidas por 
las siguientes disposiciones: 


En cuanto al matrimonio, el divorcio, la 
separación y la unión de hecho.  La ley 
del lugar de la celebración del 
matrimonio rige la forma, la existencia y 
la validez del acto matrimonial.  Las 
pretensiones relacionadas con los 
efectos personales y económicos del 
matrimonio con excepción de las 
obligaciones alimentarias, así como del 
divorcio y la separación serán regidas 
por el derecho del último domicilio 
conyugal y en su defecto el de su última 
residencia habitual común.  De no 
existir ninguno de los anteriores, regirá 
el derecho del lugar de celebración del 
matrimonio.  En cuanto a las uniones 
de hecho, sus efectos personales y 
patrimoniales con excepción de las 
obligaciones alimentarias, se rigen por 
el derecho de la última residencia 
habitual común de la pareja. 
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En cuanto a la filiación: Las condiciones 
del reconocimiento se rigen por el 
derecho del domicilio del hijo al 
momento del nacimiento o al tiempo del 
acto o por el derecho del domicilio del 
autor del reconocimiento al momento 
del acto.  La forma del reconocimiento 
se rige por el derecho del lugar del acto 
o por el derecho que lo rige en cuanto 
al fondo.  Todo emplazamiento filial 
constituido de acuerdo con el derecho 
extranjero debe ser reconocido en la 
República de conformidad con los 
principios de orden público 
internacional costarricense, 
especialmente aquellos que imponen 
considerar prioritariamente el interés 
superior del niño.  Los principios que 
regulan las normas sobre filiación por 
técnicas de reproducción humana 
asistida integran el orden público 
internacional y deben ser ponderados 
por la autoridad competente en ocasión 
de que se requiera su intervención a los 
efectos del reconocimiento de estado o 
inscripción de personas nacidas a 
través de estas técnicas.  En todo caso, 
se debe adoptar la decisión que 
redunde en beneficio del interés 
superior del niño.


En cuanto a las obligaciones 
alimentarias: Las obligaciones 
alimentarias, así como las calidades de 
acreedor y de deudor de alimentos, se 
regularán por aquel de los siguientes 
órdenes jurídicos que, a juicio de la 
autoridad competente, resultare más 
favorable al interés del acreedor:


1) El ordenamiento jurídico del 
Estado del domicilio o de la 
residencia habitual del acreedor


2) El ordenamiento jurídico del 
Estado del domicilio o de la residencia 
habitual del deudor.


Serán regidas por el derecho aplicable 
las siguientes materias:  El monto del 
crédito alimentario y los plazos y 
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condiciones para hacerlo efectivo; La 
determinación de quienes pueden 
ejercer la acción alimentaria en favor 
del acreedor, y las demás condiciones 
requeridas para el ejercicio del derecho 
de alimentos.


Artículo 9.- Domicilio y 
residencia habitual


Para los fines del derecho internacional 
de familia la persona física tiene su 
domicilio, en el Estado en que reside 
con la intención de establecerse en él y 
su residencia habitual en el Estado en 
el que tiene su círculo social de vida por 
un tiempo prolongado.


Una persona no puede tener varios 
domicilios al mismo tiempo. En caso de 
no tener domicilio conocido, se 
considera que lo tiene donde está su 
residencia habitual o, en su defecto, el 
lugar donde se localice.   


El domicilio de las personas menores 
de edad se encuentra en el Estado del 
domicilio de quienes ejercen los 
atributos de la responsabilidad parental.  
Si el ejercicio de estos atributos es 
conjunto en ambos padres y estos se 
domicilian en Estados diferentes, las 
personas menores de edad se 
consideran domiciliadas donde tienen 
su residencia habitual. 
Sin perjuicio de lo dispuesto por 
convenciones internacionales, las 
personas menores de edad que han 
sido sustraídos o retenidos ilícitamente 
no adquieren domicilio en el lugar 
donde permanezcan sustraídos, fuesen 
trasladados o retenidos ilícitamente.


El domicilio de las personas sujetas a 
curatela u otro instituto equivalente de 
protección es el lugar de su residencia 
habitual.


El domicilio de personas que actúan en 
función diplomática, así como de las 
personas que residan temporalmente 
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en el extranjero por razones de trabajo, 
estudios u otros, será el último que 
hayan tenido en su territorio nacional.”


 Del artículo 24 del Código de Familia se elimina la palabra hábiles y se 
incorpora un último párrafo que señala: “Los funcionarios judiciales o 
administrativos no podrán cobrar honorarios por los matrimonios que 
celebren”:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 24.-  Matrimonio civil.  
Celebración


Además del caso del artículo anterior, el 
matrimonio podrá celebrarse ante las 
autoridades de jefatura de las oficinas 
centrales o regionales del Registro Civil 
o ante los notarios públicos.  Los 
primeros no podrán cobrar honorarios 
por sus actuaciones.  En caso de los 
segundos, el acta correspondiente se 
asentará en su protocolo y deberán 
conservar en el de referencia, la copia 
respectiva y deberán enviar todos los 
antecedentes y documentos requeridos 
a los contrayentes, el testimonio notarial 
y la copia del acta en los formularios 
que son suministrados por el Registro 
Civil a esta institución dentro de los 
ocho días hábiles siguientes a la 
celebración del matrimonio para su 
inscripción.  Ambos funcionarios 
estarán sometidos al régimen 
disciplinario y penal correspondientes


“Artículo 24.-  Matrimonio civil.  
Celebración


Además del caso del artículo anterior, el 
matrimonio podrá celebrarse ante las 
autoridades de jefatura de las oficinas 
centrales o regionales del Registro Civil 
o ante los notarios públicos.  Los 
primeros no podrán cobrar honorarios 
por sus actuaciones.  En caso de los 
segundos, el acta correspondiente se 
asentará en su protocolo y deberán 
conservar en el de referencia, la copia 
respectiva y deberán enviar todos los 
antecedentes y documentos requeridos 
a los contrayentes, el testimonio notarial 
y la copia del acta en los formularios 
que son suministrados por el Registro 
Civil a esta institución dentro de los 
ocho días siguientes a la celebración 
del matrimonio para su inscripción.  
Ambos funcionarios estarán sometidos 
al régimen disciplinario y penal 
correspondientes.


Los funcionarios judiciales o 
administrativos no podrán cobrar 
honorarios por los matrimonios que 
celebren”


 En el artículo 30 del Código de Familia redefine la redacción del segundo 
párrafo e incorpora al notario público:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 30.- Matrimonio.  
Imposibilidad de matrimonio por 
poder
Bajo ninguna circunstancia se verificará 


“Artículo 30.- Matrimonio.  
Imposibilidad de matrimonio por 
poder
Bajo ninguna circunstancia se verificará 
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un matrimonio con poder de alguno de 
los contrayentes y los funcionarios que 
celebren matrimonios deberán dar 
constancia y fe pública de que al acto 
concurrieron los dos contrayentes en un 
mismo momento.


un matrimonio con poder de alguno de 
los contrayentes. 


Los funcionarios o el notario público 
que celebren matrimonios deberán 
dar constancia y fe pública de que al 
acto concurrieron los dos 
contrayentes en un mismo momento.


 Reacomoda los incisos del artículo 48 del Código de Familia, en vista de 
que el inciso 7) ya había sido derogado:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 48.- Divorcio.  Causales


Será motivo para decretar el divorcio:


1) El adulterio de cualquiera de los 
cónyuges;


2) El atentado de uno de los 
cónyuges contra la vida del otro o de 
sus hijos;
3) La tentativa de uno de los 
cónyuges para prostituir o corromper al 
otro cónyuge y la tentativa de 
corrupción o la corrupción de los hijos 
de cualquiera de ellos;
4) La sevicia en perjuicio del otro 
cónyuge o de sus hijos;
5) La separación judicial por un 
término no menor de un año, si durante 
ese lapso no ha mediado reconciliación 
entre los cónyuges; durante dicho lapso 
el tribunal, a solicitud de los interesados 
y con un intervalo mínimo de tres 
meses, celebrará no menos de dos 
comparecencias para intentar la 
reconciliación entre los cónyuges.  La 
primera comparecencia no podrá 
celebrarse antes de tres meses de 
decretada la separación.
Para tales efectos, el despacho judicial 
solicitará los informes que considere 
pertinentes.
Si alguno de los cónyuges no asistiere a 
las comparecencias, si estas no se 
solicitan, o si las conclusiones a que 
llegue el tribunal así lo aconsejan, el 
plazo para decretar el divorcio será de 


“Artículo 48.- Divorcio.  Causales


Será motivo para decretar el divorcio:


1) El adulterio de cualquiera de los 
cónyuges;


2) El atentado de uno de los 
cónyuges contra la vida del otro o de 
sus hijos;
3) La tentativa de uno de los 
cónyuges para prostituir o corromper al 
otro cónyuge y la tentativa de 
corrupción o la corrupción de los hijos 
de cualquiera de ellos;
4) La sevicia en perjuicio del otro 
cónyuge o de sus hijos;
5) La separación judicial por un 
término no menor de un año, si durante 
ese lapso no ha mediado reconciliación 
entre los cónyuges; durante dicho lapso 
el tribunal, a solicitud de los interesados 
y con un intervalo mínimo de tres 
meses, celebrará no menos de dos 
comparecencias para intentar la 
reconciliación entre los cónyuges.  La 
primera comparecencia no podrá 
celebrarse antes de tres meses de 
decretada la separación. 
Para tales efectos, el despacho judicial 
solicitará los informes que considere 
pertinentes. 
Si alguno de los cónyuges no asistiere a 
las comparecencias, si estas no se 
solicitan, o si las conclusiones a que 
llegue el tribunal así lo aconsejan, el 
plazo para decretar el divorcio será de 
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dos años;
6) La ausencia del cónyuge, 
legalmente declarada; y
7) (Derogado)
8) La separación de hecho por un 
término no menor de tres años.


También podrá decretarse el divorcio 
por el mutuo consentimiento de los 
cónyuges, el cual se tramitará conforme 
lo dispone el Código Procesal de 
Familia y deberá presentarse al tribunal 
el convenio en escritura pública en la 
forma indicada en el artículo 60 de esta 
ley.  El convenio y la separación, si son 
procedentes y no perjudican los 
derechos de los menores, se aprobarán 
por el tribunal en resolución 
considerada; el despacho podrá pedir 
que se complete o aclare el convenio 
presentado si es omiso, oscuro en los 
puntos señalados en este artículo de 
previo a su aprobación.”


dos años;
6) La ausencia del cónyuge, 
legalmente declarada; y 


7) La separación de hecho por un 
término no menor de tres años.


También podrá decretarse el divorcio 
por el mutuo consentimiento de los 
cónyuges, el cual se tramitará conforme 
lo dispone el Código Procesal de 
Familia y deberá presentarse al tribunal 
el convenio en escritura pública en la 
forma indicada en el artículo 60 de esta 
ley.  El convenio y la separación, si son 
procedentes y no perjudican los 
derechos de los menores, se aprobarán 
por el tribunal en resolución 
considerada; el despacho podrá pedir 
que se complete o aclare el convenio 
presentado si es omiso, oscuro en los 
puntos señalados en este artículo de 
previo a su aprobación.”


 Corrección de forma en el artículo 164 del Código de Familia:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 164. Alimentos.  
Prestaciones que comprende


Se entiende por alimentos lo que provea 
sustento, habitación, vestido, asistencia 
médica, diversión, trasporte y otros, 
además de todo lo referente a la 
educación, instrucción o capacitación 
para el trabajo de los alimentarios 
menores de edad o incapaces, todo 
conforme a las posibilidades 
económicas y el capital que le 
pertenezca o posea quien ha de darlos.  
Se tomará en cuenta las necesidades y 
el nivel de vida acostumbrado por el 
beneficiario, para su normal desarrollo 
físico y psíquico, así como sus bienes.


Las personas obligadas al pago de una 
pensión alimentaria deberán cancelar 
en forma obligatoria y por concepto de 
aguinaldo, dentro de los primeros 
quince días del mes de diciembre de 


Artículo 164.-Alimentos.  
Prestaciones que comprende


Se entienden por alimentos lo que 
provea sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, diversión, trasporte y 
otros, además de todo lo referente a la 
educación, instrucción o capacitación 
para el trabajo de los alimentarios 
menores de edad o incapaces, todo 
conforme a las posibilidades 
económicas y el capital que le 
pertenezca o posea quien ha de darlos.  
Se tomará en cuenta las necesidades y 
el nivel de vida acostumbrado por el 
beneficiario, para su normal desarrollo 
físico y psíquico, así como sus bienes.


Las personas obligadas al pago de una 
pensión alimentaria deberán cancelar 
en forma obligatoria y por concepto de 
aguinaldo, dentro de los primeros 
quince días del mes de diciembre de 
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cada año, una cuota igual a la que se 
paga como ordinaria, sin necesidad de 
que se ordene en resolución.


Según proceda, según si el demandado 
recibe beneficio de salario escolar en 
sus ingresos y se trate de beneficiarios 
que necesitan de gastos adicionales 
para la actividad académica, es 
obligatorio el pago de una cuota igual a 
la ordinaria, ello en el mes de enero de 
cada año para estos fines.  Si la 
autoridad judicial dispone, puede 
establecerse un monto fijo anual por 
este concepto de inicio de lecciones 
para quienes no reciben salario escolar 
en sus ingresos salariales, lo cual se 
establecerá en dependencia con las 
necesidades de ese tipo de los 
beneficiarios y el ingreso de los 
obligados.


cada año, una cuota igual a la que se 
paga como ordinaria, sin necesidad de 
que se ordene en resolución.


Según proceda, según si el demandado 
recibe beneficio de salario escolar en 
sus ingresos y se trate de beneficiarios 
que necesitan de gastos adicionales 
para la actividad académica, es 
obligatorio el pago de una cuota igual a 
la ordinaria, ello en el mes de enero de 
cada año para estos fines.  Si la 
autoridad judicial dispone, puede 
establecerse un monto fijo anual por 
este concepto de inicio de lecciones 
para quienes no reciben salario escolar 
en sus ingresos salariales, lo cual se 
establecerá en dependencia con las 
necesidades de ese tipo de los 
beneficiarios y el ingreso de los 
obligados.


 En el artículo 165 cambia la palabra “nacional” por “pactada”:


Texto Base Texto actualizado
Artículo 165. Pensiones 
alimentarias.  Forma de pago


Las cuotas de pensiones alimentarias se 
fijarán en una suma pagadera en cuotas 
quincenales o mensuales anticipadas.  
Serán exigibles por la vía de apremio 
corporal, lo mismo que la cuota de 
aguinaldo, el salario escolar o los gastos 
de inicio de lecciones y el pago de los 
tractos acordados.


La cuota alimentaria se cancelará en 
moneda nacional, salvo pacto en 
contrario, en cuyo caso se cubrirá en 
moneda nacional.”


Artículo 165.-Pensiones 
alimentarias.  Forma de pago


Las cuotas de pensiones alimentarias 
se fijarán en una suma pagadera en 
cuotas quincenales o mensuales 
anticipadas.  Serán exigibles por la vía 
de apremio corporal, lo mismo que la 
cuota de aguinaldo, el salario escolar o 
los gastos de inicio de lecciones y el 
pago de los tractos acordados.


La cuota alimentaria se cancelará en 
moneda nacional, salvo pacto en 
contrario, en cuyo caso se cubrirá en 
moneda pactada.”


 Agrega un nuevo inciso 6) al artículo 55 de la LOPJ que indica: 


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 55.- En materia laboral y de 
juicios universales, la Sala Segunda de 
la Corte Suprema de Justicia conocerá:


1.- De los recursos de casación y 


Artículo 55.- En materia laboral y de 
juicios universales, la Sala Segunda de 
la Corte Suprema de Justicia conocerá:


1.-De los recursos de casación y 
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revisión que procedan, con arreglo a la 
ley, en juicios ordinarios o abreviados 
de derecho sucesorio y en juicios 
universales, o en las ejecuciones de 
sentencia en que el recurso no sea del 
conocimiento de la Sala Primera.


2.- Del recurso de casación en los 
asuntos de la jurisdicción de trabajo 
cuya cuantía, determinada 
exclusivamente por el monto de sus 
pretensiones no accesorias, conforme 
con la cuantía que para este recurso 
establezca la Corte Plena, o cuando la 
cuantía sea inestimable. También 
conocerá del recurso de casación que 
proceda en los procesos de protección 
de fueros especiales y tutela del debido 
proceso con independencia de que se 
trate de una relación pública o privada 
de empleo.  Lo que resuelva la Sala 
sobre la competencia para conocer del 
recurso de casación, será vinculante 
para los otros órganos jurisdiccionales.


3.- De las demandas de 
responsabilidad civil contra los jueces 
integrantes de los tribunales colegiados 
de cualquier materia, excepto los de 
trabajo de menor cuantía.


4.- De las cuestiones de 
competencia que se susciten en 
asuntos de la jurisdicción laboral, 
cuando no corresponda resolverlos a 
otros tribunales de esa materia.


5.- De las competencias entre 
jueces cviles que pertenezcan a la 
circunscripción de tribunales colegiados 
de diferente territorio, en cualquier clase 
de asuntos, cuando no corresponda 
resolver la cuestión a la Sala Primera.”


revisión que procedan, con arreglo a la 
ley, en juicios ordinarios o abreviados 
de derecho sucesorio y en juicios 
universales, o en las ejecuciones de 
sentencia en que el recurso no sea del 
conocimiento de la Sala Primera.


2.-Del recurso de casación en los 
asuntos de la jurisdicción de trabajo 
cuya cuantía, determinada 
exclusivamente por el monto de sus 
pretensiones no accesorias, conforme a 
la cuantía que para este recurso 
establezca la Corte Plena, o cuando la 
cuantía sea inestimable. También 
conocerá del recurso de casación que 
proceda en los procesos de protección 
de fueros especiales y tutela del debido 
proceso con independencia de que se 
trate de una relación pública o privada 
de empleo. Lo que resuelva la Sala 
sobre la competencia para conocer del 
recurso de casación será vinculante 
para los otros órganos jurisdiccionales.


3.-De las demandas de responsabilidad 
civil contra los jueces integrantes de los 
tribunales colegiados de cualquier 
materia, excepto los de trabajo de 
menor cuantía.


4.-De las cuestiones de competencia 
que se susciten en asuntos de la 
jurisdicción laboral, cuando no 
corresponda resolverlos a otros 
tribunales de esa materia.


5.-De las competencias entre jueces 
civiles que pertenezcan a la 
circunscripción de tribunales colegiados 
de diferente territorio, en cualquier clase 
de asuntos, cuando no corresponda 
resolver la cuestión a la Sala Primera.


6) Del auxilio judicial internacional y 
del reconocimiento y eficacia de 
sentencias y laudos extranjeros en 
materia laboral, sucesoria y 
concursal, con la salvedad de lo que 
corresponda conocer a las otras 
salas de la Corte.
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 Realiza cambios de fondo en el artículo 16 del Código de Niñez y 
Adolescencia:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 16.- Control de salidas
La Dirección General de Migración y 
Extranjería otorgará permiso de salida 
temporal del país a las personas 
menores de edad, costarricenses o 
extranjeras, que gocen de una 
permanencia legal en el país, previa 
autorización expresa de quienes ejerzan 
los atributos de la responsabilidad 
parental o su representación legal.  
Cuando no exista la autorización de 
quienes ejerzan los atributos de la 
responsabilidad parental o su 
representación legal, el Patronato 
Nacional de la Infancia deberá autorizar 
el permiso de salida.  Estas 
autorizaciones podrán ser revocadas, 
en cualquier momento por quien la haya 
otorgado.  El Poder Ejecutivo o el 
Patronato Nacional de la Infancia, 
según corresponda, reglamentarán la 
forma, las condiciones los requisitos y 
procedimientos para otorgar los 
referidos permisos temporales de salida 
y revocarlos.


Sin el permiso de salida, la Dirección 
General de Migración no podrán permitir 
el egreso de las personas menores de 
edad.  No requerirán la referida 
autorización para salir del país, los 
menores autorizados para salir del país 
y los menores autorizados para 
permanecer en el país como no 
residentes.


Si se trata de permiso de salida 
permanente del país de personas 
menores de edad con oposición de uno 
de los padres para una nueva 
residencia fuera del territorio nacional, 
el trámite deberá hacerse en forma 
judicial mediante el procedimiento 
resolutivo familiar, salvo que exista 
ausencia declarada del padre que no ha 


Artículo 16.- Control de salidas
La Dirección General de Migración y 
Extranjería controlará la entrada y 
salida del país de las personas 
menores de edad, costarricenses o 
extranjeras, que gocen de una 
permanencia legal en el país, previa 
autorización expresa de quienes ejerzan 
los atributos de la responsabilidad 
parental o su representación legal.  
Cuando no exista tal autorización, el 
Patronato Nacional de la Infancia 
deberá autorizar el permiso de salida.  
Estas autorizaciones podrán ser 
revocadas, en cualquier momento por 
quien las haya otorgado.  El Poder 
Ejecutivo o el Patronato Nacional de la 
Infancia, según corresponda, 
reglamentarán la forma, las condiciones 
los requisitos y procedimientos para 
otorgar o revocar los referidos permisos 
temporales de salida.


La Dirección General de Migración no 
podrá permitir el egreso de las personas 
menores de edad que no estén 
debidamente autorizadas, salvo que 
tengan permanencia en el país como no 
residentes.


   


Si se trata de permiso de salida 
permanente del país de personas 
menores de edad con oposición de uno 
de los padres para una nueva 
residencia fuera del territorio nacional, 
el trámite deberá hacerse mediante el 
procedimiento judicial resolutivo familiar, 
salvo que exista ausencia declarada del 
padre que no ha dado consentimiento, 
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dado consentimiento, en cuyo caso el 
trámite se hará en la oficina 
administrativa según el procedimiento 
de este artículo.”


en cuyo caso el trámite se hará ante el 
Patronato Nacional de la Infancia, 
según el procedimiento de este 
artículo.”


 Cambio de forma en el 880 del CC, cambia palabra “durante” por “cuando”:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 880.- Casos de 
suspensión


No corre la prescripción:


1.- …
2.- Entre padres e hijos 
durante se mantenga los atributos de la 
responsabilidad parental.
3.- …
4.- …
5.- …”


“Artículo 880.- Casos de 
suspensión


No corre la prescripción:


1.- …
2.- Entre padres e hijos cuando se 
mantenga los atributos de la 
responsabilidad parental.
3.- …
4.- …
5.- …”


 Intitula los artículos 187 y 188 del Código Penal: 


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 187.-


El que incumpliere o descuidare los 
deberes de protección, de cuidado y 
educación que le incumbieren con 
respecto a un menor de dieciocho años, 
de manera que este se encuentre en 
situación de abandono material o moral, 
será reprimido con prisión de seis 
meses a un año o de veinte a sesenta 
días multa, y además con incapacidad 
para ejercer los atributos de la 
responsabilidad parental de seis meses 
a dos años.  Al igual pena estará sujeto 
el cónyuge que no proteja y tenga en 
estado de abandono material a su otro 
cónyuge.  En este caso y en los 
previstos por los artículos 185 y 186, 
quedará exento de pena el que pagare 
los alimentos debidos y diere seguridad 
razonable, a juicio del juez, del ulterior 
cumplimiento de sus obligaciones.


Artículo 188.-


Artículo 187.- Incumplimiento de 
deberes de asistencia
El que incumpliere o descuidare los 
deberes de protección, de cuidado y 
educación que le incumbieren con 
respecto a un menor de dieciocho años, 
de manera que este se encuentre en 
situación de abandono material o moral, 
será reprimido con prisión de seis 
meses a un año o de veinte a sesenta 
días multa, y además con incapacidad 
para ejercer los atributos de la 
responsabilidad parental de seis meses 
a dos años.  Al igual pena estará sujeto 
el cónyuge que no proteja y tenga en 
estado de abandono material a su otro 
cónyuge.  En este caso y en los 
previstos por los artículos 185 y 186, 
quedará exento de pena el que pagare 
los alimentos debidos y diere seguridad 
razonable, a juicio del juez, del ulterior 
cumplimiento de sus obligaciones.


Artículo 188.- Incumplimiento o abuso 
de los atributos de la responsabilidad 
parental
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Será penado con prisión de seis meses 
a dos años y además pérdida e 
incapacidad para ejercer los respectivos 
derechos o cargos, de seis meses a dos 
años, el que incumpliere o abusare de 
los derechos que le otorgue el ejercicio 
de los atributos de la responsabilidad 
parental, la tutela o curatela en su caso, 
con perjuicio evidente para el hijo pupilo 
o incapaz.”


Será penado con prisión de seis meses 
a dos años y además pérdida e 
incapacidad para ejercer los respectivos 
derechos o cargos, de seis meses a dos 
años, el que incumpliere o abusare de 
los derechos que le otorgue el ejercicio 
de los atributos de la responsabilidad 
parental, la tutela o curatela en su caso, 
con perjuicio evidente para el hijo pupilo 
o incapaz.”


 Cambia el punto IX que planteaba una reforma del artículo 110 de la Ley 
Orgánica del Ministerio de Trabajo por una reforma al artículo 57 de la Ley 
Orgánica del TSE:


Texto Base Texto actualizado
IX.- Los siguientes de la Ley 
Orgánica del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social


“Artículo 110.- Además de lo 
dispuesto en el artículo anterior, 
corresponde al director general de 
Bienestar Social:


a) …
b) …
c) Denunciar ante la Procuraduría 
General de la República, graves 
situaciones conocidas en las oficinas 
bajo su dependencia, relacionadas con 
el incumplimiento de obligaciones de los 
atributos de la responsabilidad parental 
y que según la ley sean motivo para la 
suspensión o terminación de estos 
atributos.
d) …
e) …
f) …”


La redacción actual de la norma señala:


ARTÍCULO 57.- Tanto las autoridades 
de la Iglesia Católica, Apostólica y 
Romana, como los funcionarios 
competentes para celebrar matrimonios, 


IX.- Los siguientes de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de 
Elecciones y del Registro Civil


“Artículo 57.- 


Tanto las autoridades de la Iglesia 
Católica, Apostólica y Romana, como 
los funcionarios competentes para 
celebrar matrimonios, están en 
obligación de declararlos al Registro 
Civil en el curso de los ocho días 
siguientes “
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están en obligación de declararlos al 
Registro Civil en el curso del mes 
siguiente.


 Incorpora un nuevo apartado XI que reforma  los artículos 162, 254, 260, 
420, 829, 845 y 880 del Código Procesal Civil:


Texto Base Texto actualizado
XI. Las siguientes del Código Procesal 
Civil, N.° 7130, y sus reformas:


“Artículo 162.- Cosa juzgada material.


Las sentencias firmes dictadas en 
procesos ordinarios o abreviados, 
producen la autoridad y la eficacia de la 
cosa juzgada material. También 
producirán aquellas resoluciones a las 
cuales la ley les confiera expresamente 
ese efecto.
Los efectos de la cosa juzgada material 
se limitan a lo resolutivo de la sentencia y 
no a sus fundamentos, lo cual hace 
indiscutible, en otro proceso, la existencia 
o la no existencia de la relación jurídica 
que ella declara.
No producirá cosa juzgada el 
pronunciamiento sobre alimentos, 
responsabilidad parental, guarda, crianza 
y educación de los hijos menores.”


“Artículo 254.- Derecho al beneficio.


La persona física cuyos ingresos de 
capital unidos a los sueldos, o rentas de 
que goce, calculados por un año, que no 
excedan de la cantidad que fije la Corte 
Plena, podrá solicitar el beneficio de 
pobreza. El beneficio también podrá 
otorgarse a las sucesiones y a las 
personas jurídicas que no tengan fines de 
lucro.


Para esta estimación no se tomarán en 
cuenta la casa de habitación familiar, las 
acciones judiciales, los créditos de cobro 
difícil, las pensiones alimenticias, los 
beneficios sociales, ni las herramientas, 
instrumentos o útiles indispensables para 
el ejercicio de la profesión u oficio de 
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quien solicita esta gracia.


Cuando sea parte un menor sujeto a la 
responsabilidad parental, que careciere 
de bienes, se estará a los que tengan el o 
los progenitores que lo representen en el 
proceso.


La Corte Plena fijará la cantidad hasta por 
la cual se permitirá el beneficio de 
pobreza, de conformidad con el 
incremento en el costo de la vida, fijación 
que revisará y actualizará periódicamente”


“Artículo 260.- Opuesto interés.


En los casos en que los padres del menor 
sujeto a la responsabilidad parental, o su 
tutor, si estuviere sujeto a tutela, no 
pudieran representarlo por estar en 
opuesto interés, se procederá a nombrarle 
un curador procesal si así lo solicitare.


Lo mismo se hará si el menor no tuviera 
tutor nombrado, y con el inhábil si 
careciere de curador o se hallare en 
opuesto interés con éste.
Al juez le corresponderá nombrarle 
curador procesal a las personas menores 
de quince años y a los inhábiles, 
nombramiento que hará recaer en un 
pariente inmediato del menor o inhábil 
que tenga la aptitud legal necesaria, si lo 
hubiere; en su defecto, en una persona de 
su confianza que tenga la aptitud 
necesaria.”


“Artículo 420.- Asuntos sujetos a este 
trámite. 


Cualquiera que sea su cuantía, las 
siguientes pretensiones se tramitarán y 
decidirán en proceso abreviado:
 


1) …
2) …
3) …
4) La suspensión o 
modificación de la 
responsabilidad parental, 
independientemente de los 
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procesos a que se refiere el 
inciso 1).
5) …
6) …
7) …
8) …
9) …
10) …
11) …
12) …
13) …
14) …
15) …”


“Artículo 829.- Menor sujeto a 
responsabilidad parental 


Constituído (sic) el depósito, si se tratare 
de un menor sujeto a la responsabiliadad 
parental, se le nombrará un curador, a 
quien, una vez aceptado el cargo, se le 
entregará certificación de las piezas 
necesarias, a fin de que pida en el 
proceso correspondiente lo que convenga 
en defensa de aquél.”


“Artículo 845.- Recursos y cosa 
juzgada.


La sentencia tendrá los recursos de 
apelación y de casación, y la autoridad y 
eficacia de cosa juzgada material. No 
producirá cosa juzgada el 
pronunciamiento sobre alimentos; la 
responsabilidad parental, la guarda, la 
crianza y la educación de los hijos 
menores.”


“Artículo 880.- Venta extrajudicial.


Si la venta se pidiere por el padre o madre 
que ejerza la responsabilidad parental, se 
observará lo dicho antes, con excepción 
de que la venta puede hacerse 
extrajudicialmente.”


 Incorpora un nuevo apartado XII que reforma el artículo 18 del Código 
Procesal Penal.


Texto Base Texto actualizado
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XII. El siguiente del Código Procesal 
Penal, N.° 7594, y sus reformas:


“Artículo 18.-


Delitos de acción pública perseguibles solo 
a instancia privada  


Serán delitos de acción pública 
perseguibles a instancia privada:  


a) …
b) …
c) …
d) El incumplimiento del 


deber alimentario o 
del deber de 
asistencia y el 
incumplimiento o 
abuso de la 
responsabilidad 
parental.


e) …”


 Incorpora un nuevo apartado XIII que reforma al artículo 390 del Código de 
Educación:


Redacción actual Texto actualizado


Artículo 390.- 
Los interesados presentarán sus 
solicitudes y atestados ante la Dirección 
del Colegio a que deseen ingresar, en 
papel sellado de cincuenta céntimos y 
escrita de puño y letra del aspirante.


Dicha solicitud debe estar autorizada 
por quien ejerza la patria potestad o 
tutela del menor, y será presentada 
junto con los siguientes documentos:


1º.-Certificación de nacimiento del 
petente extendida por el Registro del 
Estado Civil;


2º.-Certificación del Director de la 
escuela en que el interesado cursó el 


XIII. El siguiente del Código de 
Educación, N.° 181, y sus reformas:


“Artículo 390.- 
Los interesados presentarán sus 
solicitudes y atestados ante la Dirección 
del Colegio a que deseen ingresar, en 
papel sellado de cincuenta céntimos y 
escrita de puño y letra del aspirante.


Dicha solicitud debe estar autorizada 
por quien ejerza la responsabilidad 
parental o tutela del menor, y será 
presentada junto con los siguientes 
documentos:


1º.-Certificación de nacimiento del 
petente extendida por el Registro del 
Estado Civil;


2º.-Certificación del Director de la 
escuela en que el interesado cursó el 
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sexto grado de la enseñanza primaria, 
haciendo constar las calificaciones que 
obtuvo y el concepto que le mereció por 
su conducta y dedicación al estudio;


3º.-Si el solicitante hubiese cursado ya 
algún año de la segunda enseñanza, 
deberá presentar el documento 
señalado en el inciso anterior, pero 
extendido por el Director del colegio de 
procedencia;


4º.-Certificado de buena salud, 
extendido por un médico oficial;


5º.-Certificación de bienes del padre y 
de la madre del solicitante, extendida 
por el Registro de la Propiedad; y


6º.-Certificación de la Oficina de 
Tributación Directa y de la Tesorería 
Municipal del cantón respectivo, 
haciendo constar los impuestos que 
pagan el padre y la madre del 
interesado.


El Director de cada colegio examinará 
si las solicitudes vienen acompañadas 
de los documentos dichos y devolverá a 
los interesados las que estén 
incompletas, para que los solicitantes 
puedan completarlas. Vencido el plazo 
señalado para este efecto, el Director 
del plantel procederá a nombrar una 
comisión de profesores para su estudio 
definitivo.


sexto grado de la enseñanza primaria, 
haciendo constar las calificaciones que 
obtuvo y el concepto que le mereció por 
su conducta y dedicación al estudio;


3º.-Si el solicitante hubiese cursado ya 
algún año de la segunda enseñanza, 
deberá presentar el documento 
señalado en el inciso anterior, pero 
extendido por el Director del colegio de 
procedencia;


4º.-Certificado de buena salud, 
extendido por un médico oficial;


5º.-Certificación de bienes del padre y 
de la madre del solicitante, extendida 
por el Registro de la Propiedad; y


6º.-Certificación de la Oficina de 
Tributación Directa y de la Tesorería 
Municipal del cantón respectivo, 
haciendo constar los impuestos que 
pagan el padre y la madre del 
interesado.


El Director de cada colegio examinará si 
las solicitudes vienen acompañadas de 
los documentos dichos y devolverá a los 
interesados las que estén incompletas, 
para que los solicitantes puedan 
completarlas. Vencido el plazo señalado 
para este efecto, el Director del plantel 
procederá a nombrar una comisión de 
profesores para su estudio definitivo.”


 En el artículo 4 adición a otras leyes, se realiza cambio de forma al artículo 
63 bis de la Ley Orgánica del Registro Civil, Ley N.° 3504:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 63 bis.Procedimiento para 
el reconocimiento de hijos biológicos 
con presunción de paternidad


Cuando se trate del reconocimiento de 
hijos ya inscritos con presunción de 
paternidad; el padre biológico 
presentará la gestión ante la oficina del 
Registro Civil que corresponda, la cual 


“Artículo 63 bis.- Procedimiento para 
el reconocimiento de hijos 
biológicos con presunción de 
paternidad
Cuando se trate del reconocimiento de 
hijos ya inscritos con presunción de 
paternidad; el padre biológico 
presentará la gestión ante la oficina del 
Registro Civil que corresponda, la cual 
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llamará a quienes aparecen como 
padres registrales para que se 
pronuncien sobre la petición, pudiendo 
estos comparecer conjuntamente con el 
promoverte al inicio de las diligencias.


De existir oposición de alguno de ellos, 
se deberá archivar el asunto y enviar a 
las partes a la vía contenciosa prevista 
en el Código Procesal de Familia.


Si hay conformidad de los padres 
registrales, el órgano encargado 
autorizará el reconocimiento, salvo que 
considere la verificación de algún tipo 
de prueba, sea testimonial o científica 
para determinar la veracidad de la 
paternidad solicitada.  Recabada esta 
se hará pronunciamiento del mismo.”


llamará a quienes aparecen como 
padres registrales para que se 
pronuncien sobre la petición, pudiendo 
estos comparecer conjuntamente con el 
promovente al inicio de las diligencias.


De existir oposición de alguno de ellos, 
se deberá archivar el asunto y enviar a 
las partes a la vía contenciosa prevista 
en el Código Procesal de Familia.


Si hay conformidad de los padres 
registrales, el órgano encargado 
autorizará el reconocimiento, salvo que 
considere la verificación de algún tipo 
de prueba, sea testimonial o científica 
para determinar la veracidad de la 
paternidad solicitada.  Recabada esta 
se hará pronunciamiento del mismo.”


 Se modifica el inciso 4) del texto base (inciso 5) del texto actualizado) del 
artículo 55 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 55 bis.- La Sala Segunda 
de la Corte Suprema de Justicia


En lo familiar, la Sala Segunda de la 
Corte Suprema de Justicia conocerá de:


1.- Los recursos de casación y las 
demandas de revisión en los procesos 
resolutivos familiares cuya resolución 
tiene eficacia de cosa juzgada material 
y en procesos de ejecuciones de 
sentencia derivados de la aplicación del 
régimen patrimonial del matrimonio o 
reconocimiento de unión de hecho con 
cosa juzgada material.


2.- Los recursos de apelación contra 
la decisión final en los procesos de 
restitución internacional de personas 
menores de edad.


3.- Los conflictos de competencia 
material entre un juzgado o tribunal de 
familia y uno de otra materia cuando el 
que ha prevenido el asunto es el de 
familia; así como los conflictos de 


“Artículo 55 bis.- La Sala Segunda 
de la Corte Suprema de Justicia


En lo familiar, la Sala Segunda de la 
Corte Suprema de Justicia conocerá de:


1.- Los recursos de casación y las 
demandas de revisión en los procesos 
resolutivos familiares cuya resolución 
tiene eficacia de cosa juzgada material 
y en procesos de ejecuciones de 
sentencia derivados de la aplicación del 
régimen patrimonial del matrimonio o 
reconocimiento de unión de hecho con 
cosa juzgada material.


2.- Los recursos de apelación contra 
la decisión final en los procesos de 
restitución internacional de personas 
menores de edad.


3.- Los conflictos de competencia 
material entre un juzgado o tribunal de 
familia y uno de otra materia cuando el 
que ha prevenido el asunto es el de 
familia; así como los conflictos de 
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competencia territorial entre dos 
tribunales de familia.


4.- Ratificación y ejecución, cuando 
proceda, de sentencias pronunciadas 
por tribunales extranjeros, con arreglos 
a los tratados y leyes vigentes y de los 
demás casos del reconocimiento de 
sentencias y resoluciones extranjeras 
en las materias propias de familia, 
alimentos y niñez y adolescencia.


5.- Del recurso de apelación 
interpuesto contra la resolución que se 
pronunció acerca de la competencia 
internacional alegada.”


competencia territorial entre dos 
tribunales de familia.


4.- Del recurso de apelación 
interpuesto contra la resolución que se 
pronunció acerca de la competencia 
internacional alegada.”


(…)


5.- Del auxilio judicial internacional y 
del reconocimiento y eficacia de 
sentencias y laudos extranjeros en 
materia de familia con la salvedad de 
lo que corresponda conocer a las 
otras salas de la Corte.”


 En el artículo 85 bis de la LOPJ se cambian las palabras “este Código” por 
“esta ley”:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 85 bis.- Personal 
Interdisciplinario auxiliar de justicia


Estarán adscritos de manera funcional y 
administrativa a cada uno de los 
juzgados de familia, de niñez y 
adolescencia y de violencia doméstica y 
protección cautelar, bajo la supervisión 
técnica del Departamento de Psicología 
y Trabajo Social de la Dirección 
Ejecutiva del Poder Judicial, un grupo 
de especialistas que prestarán las 
labores que le encomienda este Código 
y leyes conexas, quienes, en caso de 
ser necesario, podrán prestar 
colaboración y auxilio a los juzgados de 
pensiones alimentarias respectivos; 
siendo indispensable que en cada 
despacho, en lo posible en forma única 
o compartida, la permanencia de un 
profesional en trabajo social y un 
profesional en psicología; sin perjuicio 
de que las funciones que se les asignan 
las puedan desarrollar otros 
profesionales adscritos a entes 
auxiliares del Poder Judicial, de 
cualquier otra institución estatal o 
profesionales privados.


“Artículo 85 bis.- Personal 
Interdisciplinario auxiliar de justicia


Estarán adscritos de manera funcional y 
administrativa a cada uno de los 
juzgados de familia, de niñez y 
adolescencia y de violencia doméstica y 
protección cautelar, bajo la supervisión 
técnica del Departamento de Psicología 
y Trabajo Social de la Dirección 
Ejecutiva del Poder Judicial, un grupo 
de especialistas que prestarán las 
labores que le encomienda esta ley y 
las leyes conexas, quienes, en caso de 
ser necesario, podrán prestar 
colaboración y auxilio a los juzgados de 
pensiones alimentarias respectivos; 
siendo indispensable en cada 
despacho, en lo posible en forma única 
o compartida, la permanencia de un 
profesional en trabajo social y un 
profesional en psicología; sin perjuicio 
de que las funciones que se les asignan 
las puedan desarrollar otros 
profesionales adscritos a entes 
auxiliares del Poder Judicial, de 
cualquier otra institución estatal o 
profesionales privados.
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Será potestad exclusiva de quién juzga 
el indicar en sus solicitudes si el auxilio 
deberá darse en forma conjunta entre 
varios profesionales o de uno solo de 
ellos en dependencia con al objeto 
probatorio y del proceso.


Corresponde a dichos especialistas:


1.- Rendir los peritajes e informes 
requeridos por la autoridad judicial 
competente de conformidad con lo 
establecido en este Código para las 
pruebas periciales.


2.- Atender y supervisar los 
regímenes de interrelación familiar 
ordenados por el juez en forma 
cautelar, debiendo brindar los 
informes requeridos por la autoridad 
judicial para efectos de establecer la 
decisión definitiva.
3.- Dar colaboración de contención 
emocional y atención profesional en 
caso de crisis cuando así sea 
requerido por alguna autoridad 
judicial o ente auxiliar del Poder 
Judicial.
4.- Asesorar al órgano jurisdiccional 
para la adecuada comparecencia, 
entrevista y declaración de las 
personas menores de edad y 
personas con discapacidad.


5.- Colaborar con la autoridad 
judicial en las materias relacionadas 
con su especialidad


6.- Realizar cualquier otra actividad 
ordenada por el órgano jurisdiccional 
que sea atinente y compatible con su 
función.


7.- Las demás funciones que 
señalen la ley o los reglamentos 
emitidos por el Poder Judicial.


Por ningún motivo, los especialistas a 
que se refiere este artículo llevarán a 
cabo labores de clínica o de terapia 


Será potestad exclusiva de quién juzga 
el indicar en sus solicitudes si el auxilio 
deberá darse en forma conjunta entre 
varios profesionales o de uno solo de 
ellos en dependencia con al objeto 
probatorio y del proceso.


Corresponde a dichos especialistas:


1.-Rendir los peritajes e informes 
requeridos por la autoridad judicial 
competente de conformidad con lo 
establecido en este Código para las 
pruebas periciales.


2.-Atender y supervisar los regímenes 
de interrelación familiar ordenados por 
el juez en forma cautelar, debiendo 
brindar los informes requeridos por la 
autoridad judicial para efectos de 
establecer la decisión definitiva.


3.-Dar colaboración de contención 
emocional y atención profesional en 
caso de crisis cuando así sea requerido 
por alguna autoridad judicial o ente 
auxiliar del Poder Judicial.


4.-Asesorar al órgano jurisdiccional 
para la adecuada comparecencia, 
entrevista y declaración de las personas 
menores de edad y personas con 
discapacidad.


5.-Colaborar con la autoridad judicial en 
las materias relacionadas con su 
especialidad


6.-Realizar cualquier otra actividad 
ordenada por el órgano jurisdiccional 
que sea atinente y compatible con su 
función.


7.-Las demás funciones que señalen la 
ley o los reglamentos emitidos por el 
Poder Judicial.


Por ningún motivo, los especialistas a 
que se refiere este artículo llevarán a 
cabo labores de clínica o de terapia 
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profesional.


En todo caso en el cual se soliciten el 
ejercicio de las funciones anteriores a 
varios profesionales de los indicados en 
uno o varios procesos que integran una 
misma situación familiar pendientes 
ante el mismo o diverso despacho 
judicial, deber de los profesionales 
auxiliares llevar a cabo todas las 
actividades de coordinación tendientes 
a evitar la revictimización de las 
personas a quienes se deba practicar 
las pericias o diligencias, para lo cual el 
despacho judicial podrá indicar a los 
profesionales la forma de entrega del 
respectivo informe o peritaje.


En aquellos casos en los cuales existe 
ya un informe pericial de este tipo en 
otro proceso de la misma situación 
familiar, se puede ordenar sustituir la 
pericia en el nuevo proceso por la 
anterior, debiendo el perito someterse al 
régimen de contradictorio si fuere 
pedido.
En aquellos casos en los cuales el 
profesional asignado para emitir el 
respectivo informe no pueda hacerlo por 
tener alguna causa de impedimento, 
inhibitoria o recusación de las 
establecidas para los administradores 
de justicia, la autoridad judicial deberá 
llevar a cabo el trámite necesario para 
sustituirlo por otro profesional de un 
juzgado del mismo circuito judicial o del 
más cercano posible.”


profesional.


En todo caso en el cual se soliciten el 
ejercicio de las funciones anteriores a 
varios profesionales de los indicados en 
uno o varios procesos que integran una 
misma situación familiar pendientes 
ante el mismo o diverso despacho 
judicial,  es deber de los profesionales 
auxiliares llevar a cabo todas las 
actividades de coordinación tendientes 
a evitar la revictimización de las 
personas a quienes se deba practicar 
las pericias o diligencias, para lo cual el 
despacho judicial podrá indicar a los 
profesionales la forma de entrega del 
respectivo informe o peritaje.


En aquellos casos en los cuales exista 
un informe pericial de este tipo en otro 
proceso de la misma situación familiar, 
se puede ordenar sustituir la pericia en 
el nuevo proceso por la anterior, 
debiendo el perito someterse al régimen 
de contradictorio si fuere pedido.


En aquellos casos en los cuales el 
profesional asignado para emitir el 
respectivo informe no pueda hacerlo 
por tener alguna causa de 
impedimento, inhibitoria o recusación 
de las establecidas para los 
administradores de justicia, la autoridad 
judicial deberá llevar a cabo el trámite 
necesario para sustituirlo por otro 
profesional de un juzgado del mismo 
circuito judicial o del más cercano 
posible.”


 Se modifica el inciso 1) y se elimina el inciso 2) del texto base del artículo 
106 bis LOPJ:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 106 bis.- Juzgados de 
niñez y adolescencia


Los juzgados de niñez y adolescencia, 
que siempre actuarán en forma 
unipersonal, conocerán de:


“Artículo 106 bis.- Juzgados de niñez 
y adolescencia


Los juzgados de niñez y adolescencia, 
que siempre actuarán en forma 
unipersonal, conocerán de:
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1.- Los procesos resolutivos 
familiares cuya resolución final tiene 
eficacia de cosa juzgada material 
referidos a derechos de personas 
menores de edad, además del proceso 
resolutivo familiar de suspensión de los 
atributos de la responsabilidad parental.
2.- El procedimiento especial de 
restitución  internacional de personas 
menores de edad y el proceso de 
adopción internacional.
3.- Las diligencias de protección 
cautelar referidas a personas menores 
de edad.
4.- Los procesos relativos a la 
adopción de personas menores de edad 
y su oposición.
5.- Los recursos de apelación 
provenientes de los juzgados de 
asuntos sumarios tratándose de 
derechos de personas menores de 
edad.
6.- La aplicación de convenios 
internacionales relativos a la materia de 
niñez y adolescencia.


Los procedimientos de restitución 
internacional de personas menores de 
edad, de adopción internacional y de 
aplicación de convenios internacionales 
relativos a materia de niñez y 
adolescencia deberán ser conocidos 
exclusivamente en el juzgado de niñez y 
adolescencia del Primer Circuito Judicial 
de San José.”


1.- Los procesos resolutivos familiares y 
la ejecución de sentencia 
proveniente de ellos cuya resolución 
final tiene eficacia de cosa juzgada 
material, salvo los que son de 
conocimiento de los juzgados de 
niñez y adolescencia.”


2.-Las diligencias de protección cautelar 
referidas a personas menores de edad.


3.-Los procesos relativos a la adopción 
de personas menores de edad y su 
oposición.


4.-Los recursos de apelación 
provenientes de los juzgados de 
asuntos sumarios tratándose de 
derechos de personas menores de 
edad.


5.-La aplicación de convenios 
internacionales relativos a la materia de 
niñez y adolescencia.


Los procedimientos de restitución 
internacional de personas menores de 
edad, de adopción internacional y de 
aplicación de convenios internacionales 
relativos a materia de niñez y 
adolescencia deberán ser conocidos 
exclusivamente en los juzgados de 
niñez y adolescencia del Primer Circuito 
Judicial de San José.”


 Se realiza cambio de forma en el artículo 119 de la LOPJ


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 119.- Juzgados de familia de 
asuntos sumarios


Los juzgados de asuntos 
sumarios, que siempre actuarán en 
forma unipersonal, conocerán de:


1.- Los procesos resolutivos 
familiares cuya resolución final no 
produce cosa juzgada material, salvo la 
suspensión de los atributos de la 


“Artículo 119.- Juzgados de 
familia de asuntos sumarios


Los juzgados de familia de asuntos 
sumarios, que siempre actuarán en 
forma unipersonal, conocerán de:


1.-Los procesos resolutivos familiares 
cuya resolución final no produce cosa 
juzgada material, salvo la suspensión 
de los atributos de la responsabilidad 
parental.
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responsabilidad parental.
2.- Los asuntos de petición 
unilateral.
3.- Los demás asuntos que estipule 
la ley.”


2.-Los asuntos de petición unilateral.


3.-Los demás asuntos que estipule la 
ley.”


 Se elimina el 114 bis de la LOPJ y se incorpora como un 121 bis:


Texto Base Texto actualizado
“Artículo 114 bis.- Juzgados de 
violencia doméstica y de protección 
cautelar


Los juzgados de violencia doméstica y 
de protección cautelar conocerán de:


1.- Todo lo relativo a los procesos 
de protección cautelar de violencia 
intrafamiliar, personas adultas mayores 
y personas con discapacidad.


2.- Los demás asuntos que estipule 
la ley.”


“Artículo 121 bis.- Juzgados de 
violencia doméstica y de protección 
cautelar


Los juzgados de violencia doméstica y 
de protección cautelar conocerán de:


1. Todo lo relativo a los procesos de 
protección cautelar de violencia 
intrafamiliar, personas adultas 
mayores y personas con 
discapacidad.


 2.- Los demás asuntos que 
estipule la ley.”


 En el artículo 4 (artículo 3 del texto base) del proyecto relativo a las 
derogatorias, se dan los siguientes cambios. En el punto II inciso a) se 
elimina los artículos 5, 6, 7, 8, 9, inciso 7) del artículo 48. En el punto c) se 
elimina el artículo 29. Incorpora un nuevo inciso e) que deroga los artículos 
110 y 114 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(Ley N.° 1860):


Texto Base Texto actualizado
II.- Deróguese los siguientes 
artículos de las leyes que se dirán:


a) Código de Familia (Ley N.° 
5476):  artículos 5, 6, 7, 8, 9, inciso 
7) del artículo 48, inciso 7) del 
artículo 58, 53, 54, último párrafo 
del artículo 96, 98 bis; 115 a 139, 
153, 154, 157, 160 bis, 197 y 233.


c) Código Civil (Ley N.° 63):  
artículos 27 párrafo tercero y 29.


II.- Deróguese los siguientes 
artículos de las leyes que se dirán:


a) Código de Familia (Ley N.° 
5476):  inciso 7) del artículo 
58, 53, 54, último párrafo del 
artículo 96, 98 bis; 115 a 139, 
153, 154, 157, 160 bis, 197 y 
233.


c)Código Civil (Ley N.° 63):  artículo 
27 párrafo tercero


e)    Ley Orgánica del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social (Ley N.° 
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1860): artículos 110 y 114. 


 Incorpora un artículo 5 con disposiciones transitorias  que señalan:


Texto Base Texto actualizado
““ARTÍCULO 5.- Disposiciones 
transitorias 


TRANSITORIO I.- La parte orgánica, en 
lo que respecta a los artículos 56 y 57 
del presente Código y 85 bis y 119 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 
N.°7333 y sus reformas, entra a regir 24 
meses después de su publicación en el 
Diario Oficial La Gaceta. Los juzgados 
de familia de asuntos sumarios podrán 
crearse de conformidad con las 
necesidades en cualquier momento, 
incluso antes de los 24 meses descritos 
en el párrafo anterior, la apelación de los 
mismos corresponderá a los tribunales 
de familia. Mientras no se creen esos 
juzgados de familia de asuntos 
sumarios, los asuntos de su 
competencia serán conocidos por los 
juzgados de familia y los juzgados de 
niñez y adolescencia según sea el caso, 
y la apelación de los mismos 
corresponderá conocerla a los tribunales 
de familia.


TRANSITORIO II.- Los procesos que 
estuvieran pendientes a la entrada en 
vigencia de este Código se tramitarán, 
en cuanto sea posible, ajustándolos a la 
nueva legislación, procurando aplicar las 
nuevas disposiciones y armonizándolas, 
en cuanto cupiera, con las 
actualizaciones ya practicadas.


TRANSITORIO III.-Contra las 
resoluciones que estuvieran dictadas al 
entrar en vigencia este Código cabrán 
los recursos autorizados por las 
disposiciones procesales vigentes al 
momento en que se dictaron.”


 
 Establece un rige de 6 meses posterior a su publicación:
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Texto Base Texto actualizado
Rige a partir de su publicación en el 
diario oficial La Gaceta.


Rige seis meses a partir de su 
publicación en el diario oficial La 
Gaceta.
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B. OBSERVACIONES FILOLÓGICAS REALIZADAS POR EL DEPARTAMENTO 
DE SERVICIOS PARLAMENTARIOS:


LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA:


CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA


ÍNDICE


Normas preliminares
Objeto y principios


LIBRO PRIMERO
NORMAS GENERALES


TÍTULO I
Jurisdicción y competencia
Capítulo I:  Competencia objetiva
Sección I:  Competencia material
Sección II:  Competencia ampliada
Sección III:  Competencia territorial
Sección IV:  Generalidades sobre declaratoria de competencia
Capítulo II:  Competencia subjetiva


TÍTULO II
Los sujetos procesales
Capítulo I:  La persona juzgadora
Sección I:  Poderes y deberes
Capítulo II:  Partes e intervinientes
Sección I:  Pretensión y legitimación
Sección II:  Intervinientes del proceso
Subsección II:  Terceros institucionales
Sección III:  Capacidad y representación
Subsección I:  Capacidad procesal
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Subsección II: Representación procesal de menores de edad y de personas con 


discapacidad


Subsección III:  Curatela procesal
Subsección IV: El arraigo
Subsección V:  Patrocinio letrado y suplencias
Subsección VI:  Intervención de la defensa pública
Sección IV:  Pluralidad de sujetos
Subsección I:  Acción conjunta
Subsección II:  Terceros con pretensiones excluyentes


TÍTULO III
Las actuaciones procesales
Capítulo I:  Generalidades
Sección I:  Idioma y lenguaje
Sección II:  Privacidad de las actuaciones
Sección III:  Tiempo y lugar para las actuaciones
Sección IV:  Medios tecnológicos
Sección V:  Plazos judiciales
Sección VI:  Suspensión de los procedimientos
Capítulo II:  Actos de la persona juzgadora
Sección I:  Las resoluciones judiciales
Sección II:  Tipos de resoluciones judiciales
Sección III:  Comunicación de resoluciones judiciales
Sección IV:  Efectos de las sentencias
Sección V:  Actividad procesal defectuosa
Sección VI:  Impugnación de resoluciones judiciales
Subsección I:  Generalidades
Subsección II:  Recurso de revocatoria
Subsección III:  Recurso de apelación
Subsección IV:  Recurso de casación
Subsección V:  Demanda de revisión
Capítulo III:  Actos de las partes
Capítulo IV:  Las audiencias judiciales


TÍTULO IV
Actuaciones cautelares
Capítulo I:  Generalidades
Capítulo II:  Procedimientos cautelares
Capítulo III:  Medidas cautelares típicas
Sección I:  Medidas cautelares en procesos de pretensiones personalísimas
Sección II:  Medidas cautelares en procesos de representación
Sección III:  Medidas cautelares en pretensiones patrimoniales
Sección IV:  Medidas autosatisfactivas
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TÍTULO V


La prueba


Capítulo I:  Disposiciones generales
Sección I:  Principios básicos
Sección II:  Carga de la prueba
Capítulo II:  Ofrecimiento y admisión
Sección I.  Prueba anticipada
Sección II:  Ofrecimiento de prueba
Capítulo III:  Admisión de la prueba
Sección I:  Iniciativa probatoria de la autoridad judicial
Sección II:  Admisión de prueba ofrecida
Capítulo IV:  Medios de prueba y su práctica
Sección I:  Generalidades
Sección II:  Particularidades de los medios de prueba
Subsección I:  Declaración de partes
Subsección II:  Declaración de terceros
Subsección III:  Documentos e informes
Subsección IV:  Informes periciales
Subsección V:  Dictámenes científicos y tecnológicos
Subsección VI:  Reconocimiento judicial de personas, lugares, cosas y situaciones 


familiares


Capítulo V:  Apreciación probatoria


TÍTULO VI 
Terminación anticipada de los procesos
Capítulo I:  Medios alternos de solución 
Capítulo II:  Otras formas de terminación del proceso
Sección I:  El desistimiento
Sección II:  Caducidad del proceso


TÍTULO VII


Consecuencias económicas del proceso
Capítulo I:  Costas
Capítulo II:  Honorarios del profesional en abogacía


LIBRO SEGUNDO
LOS PROCESOS


TÍTULO I 
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Disposiciones generales
Capítulo I:  Aplicaciones generales


TÍTULO II
El proceso resolutivo familiar
Capítulo I:  Normas generales 
Capítulo II: Procedimiento de conciliación previa
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CÓDIGO PROCESAL DE FAMILIA


ARTÍCULO 1.-  Díctese Se dicta el presente Código Procesal de Familia:


NORMAS PRELIMINARES
OBJETO Y PRINCIPIOS


Artículo 1.- Objeto
El presente Código establece la normativa procesal para hacer efectivas las 
normas jurídicas sustanciales relacionadas con la materia familiar.


Artículo 2.- Aplicación e interpretación
Al aplicar, interpretar e integrar la norma procesal familiar se deberán atender los 
principios rectores de este Código del resto del ordenamiento jurídico, el carácter 
instrumental de las normas procesales y los elementos propios del principio 
general de debido proceso, contextualizado en armonía con las necesidades y las 
características propias de la materia familiar.


Las normas se aplicarán, interpretarán e integrarán en de una forma sistemática, 
atendiendo al espíritu y la finalidad de ellas, haciendo prevalecer los principios 
constitucionales y de los instrumentos internacionales, potenciando las normas y 
los principios del derecho de fondo sobre los procesales y los de tipo personal 
sobre los patrimoniales.


Artículo 3.- Suficiencia normativa
En casos o situaciones no previstas en este Código, la autoridad competente 
integrará la normativa atendiendo a los principios sustanciales, procesales y 
demás fuentes de la materia familiar.  La decisión deberá ser fundamentada y no 
se recurrirá a la aplicación de fuentes procesales de otras materias que resulten, 
por su naturaleza, incompatibles con los fines previstos en esta ley.


Artículo 4.- Preferencia del sistema procesal de oralidad
Salvo disposición en contrario, los procedimientos que regula este Código se 
regirán por el sistema procesal de oralidad con aplicación del principio de 
privacidad dentro de él.


Artículo 5.- Principios procesales generales
Serán de aplicación general los principios de fácil acceso a la justicia, impulso 
procesal de oficio, celeridad procesal, buena fe, economía procesal y equilibrio 
procesal.


Artículo 6.- Principios propios del derecho procesal de familia
Las normas contenidas en la presente ley tienen como centro a la persona 
humana y deben interpretarse conforme a los principios de equilibrio entre las 
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partes, tutela de la realidad, ausencia de contención, solución integral, abordaje 
interdisciplinario, búsqueda de equidad y equilibrio familiar, el mejor interés, 
protección, accesibilidad, diversidad, participación e intervenciones especiales y 
progresivas, preclusión flexible e inestimabilidad de las pretensiones.


Artículo7.- Efectivización de los derechos transversales
En los procesos de la jurisdicción familiar, las personas juzgadoras tendrán 
particular esmero en la efectivización de los derechos humanos de personas en 
situación de vulnerabilidad contenidos en la normativa nacional, internacional y 
sus principios.


Artículo 8.- Acceso a la justicia
En todo procedimiento familiar se deberá garantizar que las personas menores de 
edad, las personas con capacidades especiales y las personas en estado de 
vulnerabilidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las 
demás personas, incluso mediante ajustes de procedimiento adecuados a la edad 
y a la capacidad especial o vulnerabilidad que se presenta, para facilitar el 
desempeño de las funciones efectivas de tales personas, como participaciones 
directas e indirectas, incluida la declaración como testigos en todos los 
procedimientos judiciales y en todas las etapas del proceso.


Artículo 9.- Audiencia previa de conciliación
En los procesos familiares, cuando proceda, se intentará la conciliación mediante 
una audiencia de conciliación previa al inicio del proceso, la cual tendría carácter 
obligatorio, o, a solicitud de algunas de las partes, en cualquier estado del proceso 
judicial.  Esta etapa la llevará a cabo la autoridad judicial, quien también podrá 
remitir a las partes a los centros especializados.  Lo acordado tendrá carácter y 
eficacia de cosa juzgada material o formal según el contenido del acuerdo.  
Podrán aplicarse otros mecanismos alternos de solución de conflictos, regulados 
en la Ley de Resolución Alterna de Conflictos o instrumentos internacionales, 
siempre que sean compatibles con los objetivos y fines de la materia familiar.


Se prohíbe la conciliación en aquellas situaciones en que se constaten relaciones 
desiguales de poder, salvo que se determine que lo acordado beneficie a la 
persona en situación de vulnerabilidad.


Artículo 10.- Auxilio a nivel interinstitucional
Los tribunales de justicia podrán coordinar con las instituciones u organizaciones 
comunales, regionales o nacionales, la prestación de servicios cuando se requiera.  
Para estos fines, se coordinará la elaboración de directrices, protocolos y 
directorios conjuntos.


Artículo 11.-  Costo mínimo
La tramitación de los asuntos contenidos en este Código o en las leyes especiales 
relativas a la materia familiar estará exenta del pago de tasas, impuestos y timbres 
de todo tipo.
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En las actuaciones jurisdiccionales privará el principio de gratuidad en los casos y 
formas en que la autoridad judicial considere necesario, en virtud de las 
condiciones socioeconómicas de quienes intervienen, todo según se regla en este 
Código.


LIBRO PRIMERO


NORMAS GENERALES


TÍTULO I
Jurisdicción y competencia


Capítulo I
Competencia objetiva


Sección I 
Competencia material


Artículo 12.-  Improrrogabilidad de la competencia material
La competencia en razón de la materia es improrrogable; sin embargo, tratándose 
de asuntos que son conocidos en los juzgados de Niñez y Adolescencia, si la 
pretensión lo permite y durante el proceso la persona cuyo derecho se discute 
adquiere la mayoría de edad, las actuaciones verificadas con posterioridad 
mantendrán su validez, pero antes del dictado del fallo definitivo deberá resolverse 
sobre la competencia.


Sección II


Competencia ampliada


Artículo 13.-  Deber de las partes de informar sobre otros procesos
Al presentarse cualquier tipo de proceso o al contestarse este, las partes tienen el 
deber de informar al despacho acerca de la existencia de cualquier otro litigio en el 
cual se discutan pretensiones sobre las relaciones familiares en que intervienen 
las mismas partes.  Deben indicar el órgano jurisdiccional o administrativo en que 
se encuentre y los datos necesarios para su identificación.  Esta obligación 
subsiste en cualquier estado del proceso.


Artículo 14.- Conocimiento concentrado
La autoridad judicial que conozca de un proceso resolutivo familiar acerca de 
algún asunto en que están involucradas las mismas partes podrá conocer de todos 
aquellos litigios en los cuales se estén debatiendo pretensiones sobre esa misma 
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situación familiar, incluidos los derechos alimentarios; salvo lo referido a procesos 
de protección cautelar y otros procesos especiales.


El proceso resolutivo familiar relacionado con la separación judicial, el divorcio, la 
nulidad del matrimonio o el reconocimiento de la unión de hecho atraerá a los 
demás procesos resolutivos referidos a pretensiones patrimoniales y personales 
de las mismas partes.


La ejecución de lo resuelto deberá hacerse en el despacho correspondiente de 
acuerdo con la materia.


Artículo 15.-  Oportunidad temporal para acumular las pretensiones
Las acumulaciones, en virtud de la competencia ampliada, serán procedentes 
únicamente si se llevan a cabo hasta el inicio de la audiencia de prueba del 
proceso al cual se acumulan, momento en el que se deberán cumplir las garantías 
procesales a las partes, así como el saneamiento debido.  En este caso, se podrá 
suspender la audiencia por el plazo de ley, a fin de que se corrijan los 
procedimientos y se continúe con la audiencia.


Sección III


Competencia territorial


Artículo 16.-  Proceso resolutivo familiar
Será competente para conocer del proceso resolutivo familiar, sin posibilidad de 
prórroga: 


a) El juzgado de la residencia habitual o del domicilio de cualquiera de las 
partes a elección de la actora.


b) Si tuviera más de un domicilio o residencia habitual, será competente la 
autoridad judicial de cualquiera de ellos.


c) Si fuera incierto o desconocido dicho domicilio o residencia habitual, 
será competente la autoridad judicial del lugar donde se encontrara el 
demandado, o el del domicilio o residencia habitual del actor.


d) Cuando el demandado no tuviera domicilio ni residencia en Costa Rica, 
será competente la autoridad judicial del domicilio del actor; si este 
tampoco tuviera domicilio ni residencia en el país, será competente el 
Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, que por 
turno corresponda. 


e) Habiendo Si hay dos o más demandados con diferentes domicilios o 
residencias habituales, será competente la autoridad judicial de 
cualquiera de esos domicilios, a elección del actor.


En caso de que haya una persona menor de edad involucrada, se tendrá por 
competente el juzgado del lugar de residencia habitual o el domicilio de la persona 
menor.
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Artículo 17.-  Diligencias de protección cautelar
En los procedimientos de protección cautelar será competente el juzgado de la 
residencia habitual de la persona beneficiaria; sin embargo, ante casos de 
urgencias e imposibilidad de acudir al despacho competente según el territorio, se 
puede plantear la respectiva petición en cualquier despacho competente por la 
materia, el cual establecerá las medidas provisionales correspondientes 
pertinentes y remitirá el expediente al despacho correspondiente para que en de 
forma inmediata continúe con los procedimientos.


Cuando exista una denuncia penal relacionada con los hechos de violencia 
intrafamiliar, el juzgado de la materia penal podrá ordenar, con independencia de 
la cautela penal que considere, las medidas de protección de las establecidas en 
la Ley N.° 7586, Ley contra la Violencia Doméstica, de 10 de abril de 1996, y sus 
reformas, y pasar luego al despacho de violencia doméstica correspondiente, 
mediante un testimonio de piezas, para continuar los procedimientos.


Artículo 18.- Trámites de petición unilateral, adopciones y divorcio, 
separación judicial o cese de la unión de hecho por mutuo consentimiento
La residencia habitual o el domicilio de la persona a favor de quien se promueven 
las diligencias determinará la competencia en los asuntos de petición unilateral o 
de adopción; si no existiera residencia habitual o domicilio para esa persona, la 
competencia la definirá el lugar de la residencia habitual o domicilio de la persona 
que promueve dicho trámite.


Tratándose de diligencias de divorcio, separación judicial o cese de la unión de 
hecho por mutuo consentimiento, será competente el despacho de la residencia 
habitual o el domicilio de cualquiera de los cónyuges o convivientes.


Artículo 19.-  Procesos especiales en pensión alimentaria
Serán competentes para conocer del proceso de fijación de cuota de pensión 
alimentaria el despacho de la residencia habitual o domicilio de la parte actora o 
de la parte demandada a elección de la primera en el momento de establecer la 
demanda.  La parte actora que cambie de residencia habitual o domicilio podrá 
pedir la remisión del expediente a la autoridad competente del nuevo lugar pero 
hasta la firmeza de la sentencia de primera instancia.  Si no lo pidiera y la parte 
demandada no tiene su domicilio o residencia habitual en ese territorio, el 
despacho lo remitirá a aquel que corresponda, según domicilio o residencia 
habitual de la parte actora o demandada a elección de la primera y dentro del 
plazo de tres días que se otorgarán para estos efectos.  Si no se pronuncia en ese 
plazo, el tribunal lo remitirá al de su nueva residencia.


Los procesos de modificación o extinción de la cuota de alimentos o de inclusión 
de nuevos beneficiarios se tramitarán en el despacho de competencia del principal 
a ese momento


Artículo 20.-  Pretensiones de ejecución de acuerdos y modificaciones de 
sentencias
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Cuando se pretenda la ejecución de un acuerdo sobre la guarda o custodia de una 
persona o de un régimen de interrelación familiar que hubiera sido homologado 
por un tribunal que no tiene competencia material para ejecutarlo, será 
competente el de la residencia actual de la persona a cuyo favor se pretende el 
derecho.  En tal caso, la parte que pretende la ejecución aportará copia certificada 
del acuerdo homologado.


Si se trata de la modificación del fallo sobre la guarda o custodia o de un régimen 
de interrelación familiar, será competente para conocer dicha pretensión el 
juzgado de la residencia habitual o domicilio de la persona a cuyo favor se verificó 
el fallo.  En tal caso, esta presentará copia certificada de la sentencia o del 
acuerdo homologado que pretende modificar.  Una vez resuelto el asunto, se 
remitirá oficio al juzgado que dictó la sentencia modificada, quien deberá 
incorporarla al expediente.  En caso de ser necesario para la tramitación del 
proceso de modificación, se podrá pedir al despacho del fallo original enviar el 
expediente al nuevo despacho en con carácter de vista, debiendo devolverse junto 
al oficio indicado una vez terminado el proceso de modificación.


Sección IV


Generalidades sobre declaratoria de competencia


Artículo 21.-  Declaratoria de falta de competencia
La falta de competencia territorial se declarará de oficio cuando no se esté en los 
presupuestos de la sección anterior, pero deberá hacerse antes de citar a la 
primera audiencia en el respectivo proceso.


Interpuesta una excepción de falta de competencia en razón del territorio, se 
resolverá en de forma previa a la convocatoria a esa primera audiencia del 
proceso.


Cuando no exista emplazamiento escrito y la excepción se oponga en la audiencia 
al contestar la demanda, se resolverá en de forma inmediata.


Artículo 22.-  Trámite para plantear el conflicto de competencia
La autoridad judicial que reciba el proceso en virtud de la declaratoria de oficio o 
por acogerse la excepción de falta de competencia mediante resolución que no fue 
apelada, podrá plantear el conflicto de competencia dentro de los tres días 
posteriores de recibido el expediente.


Capítulo II


Competencia subjetiva


Artículo 23.-  Causas de impedimento
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Serán causales de impedimento para las personas juzgadoras en cualquier tipo de 
proceso familiar:


a) Tener un interés directo en el resultado del proceso.
b) Tener o haber tenido relación de matrimonio, convivencia, noviazgo, 


ascendencia, descendencia o parentesco colateral hasta el tercer grado 
de consanguinidad o afinidad de una de las partes o intervinientes, o 
que uno de estos relacionados o parientes mantenga un interés directo 
en el proceso.


c) Cuando la persona juzgadora o algunos de sus relacionados o parientes 
indicados en el inciso anterior funja como persona abogada, tutora, 
curadora, apoderada, representante o administradora de alguna de las 
partes.


d) Cuando la persona juzgadora o algunos de sus relacionados o 
parientes, indicados en el segundo inciso, mantenga una relación 
comercial de persona acreedora, deudora, fiadora o fiada con alguna de 
las partes o intervinientes.


e) Cuando la persona juzgadora o algunos de sus relacionados o 
parientes, indicados en el segundo inciso, sea la parte contraria de 
algunas de las partes o intervinientes en otro proceso judicial activo o 
terminado en los dos años anteriores, salvo que este hubiera sido 
instaurado con el único propósito de inhabilitarlo.


f) Cuando deba fallar en grado judicial o administrativamente acerca de 
una resolución dictada por ella misma o por alguna de las personas con 
relaciones y parentescos en los grados indicados en el inciso segundo.


g) Cuando la persona juzgadora o sus relacionados y parientes, indicados 
en el inciso segundo, es compañera de oficina o de trabajo de alguna de 
las partes o intervinientes o haberlo sido en el último año.


h) Cuando la persona juzgadora o algunos de sus relacionados o 
parientes, indicados en el segundo inciso, funja o haya fungido como 
parte o interviniente en un proceso en el que figure como persona 
juzgadora una parte o interviniente del proceso de su conocimiento 


i) Habérsele impuesto alguna corrección disciplinaria en el mismo 
proceso, por queja presentada por una de las partes.


j) Haber manifestado opinión a favor o en contra de alguna de las partes o 
intervinientes.  Las opiniones expuestas o los informes rendidos que no 
se refieran al caso concreto, como aquellas dadas con carácter 
doctrinario, académica o en virtud de requerimientos de los otros 
poderes o en otros asuntos de que conozcan o hayan conocido de 
acuerdo con la ley, no configuran esta casual causal.


k) Haber manifestado opinión a favor o en contra de alguna de las partes o 
intervinientes en un proceso de su conocimiento y que se encuentre 
tramitando.


l) Haber sido llamado la persona juzgadora o alguno de los parientes, 
enunciados en el inciso segundo de este artículo, para brindar peritaje, 
prueba científica o como declarante en el mismo proceso.


m) Haber participado en la conducta activa u omisiva objeto del proceso.







63


Artículo 24.-  Procedimiento de inhibitoria
La autoridad judicial que se encuentre dentro de alguna de las causales del 
artículo anterior deberá inhibirse de oficio mediante resolución, debiendo enviar el 
proceso a la persona juzgadora que corresponda, quien lo continuará; salvo que, 
de estimar infundada la inhibitoria, planteara el conflicto ante el superior común de 
ambos.


En tribunales colegiados, la inhibitoria de alguna de las personas integrantes la 
resolverán las otras personas que integran el tribunal; pero si la causal los 
comprendiera a todas las personas que lo integran, decidirá el tribunal sustituto 
que corresponda.


Artículo 25.- Procedimiento de recusación
Podrá solicitar la recusación, por las causales que constituyen impedimento, 
conforme al artículo 23, la parte con derecho a recusar, el Patronato Nacional de 
la Infancia (PANI) y el Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu), en los asuntos en 
que figure como interventor y cualquier otra persona que figura como interviniente.  
Si después del señalamiento para audiencia y antes de su celebración surgiera 
alguna causal, deberá interponerse antes del inicio de la audiencia.  Puede 
formularse con posterioridad a la audiencia de prueba y antes de sentencia 
definitiva, siempre que se trate de causas no conocidas o sobrevinientes a la 
finalización de esa audiencia.


En la audiencia deberá formularse verbalmente y en los demás casos por escrito, 
pero en ambos supuestos la parte indicará la causa y los motivos de su gestión, 
acompañando toda la prueba.


Una vez interpuesta la recusación si es aceptada por la persona juzgadora, se 
inhibirá y pasará a quien deba suplirlo.  Si niega la recusación dictará resolución 
motivada y ordenará pasar el proceso a quien corresponda, quien resolverá sin 
más trámite.


Cuando la recusación se formule en la audiencia, se resolverá de inmediato con 
intervención de otra de las personas juzgadoras de ese despacho para la 
resolución en caso de negación de la causal.  Rechazada la recusación, se 
continuará con el desarrollo de la audiencia.  Cuando se admita, se procederá a la 
sustitución y, de ser posible, se continuará con la audiencia en ese mismo 
momento.


Artículo 26.-  Improcedencia de recusación
Se rechazará de plano cualquier gestión para ello, en los siguientes casos:


a) Cuando no se sustente en una de las causales expresamente previstas 
por la ley.


b) En procesos o actos de mera ejecución.
c) Cuando la parte interesada en la recusación haya intervenido antes en 


el proceso teniendo conocimiento de la causal.
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Artículo 27.- Efectos de la recusación
La solicitud de recusación no suspenderá la práctica de los actos procesales 
urgentes y necesarios para evitarle a las partes daños de difícil o imposible 
reparación. 


Artículo 28.-  Oportunidad para resolver
La inhibitoria y la recusación deberán quedar resueltas de inmediato, de previo y 
especial pronunciamiento, antes de iniciar la fase de conclusiones en la audiencia. 


Artículo 29.-  Perpetuidad de la competencia subjetiva
Cuando por inhibitoria o recusación una persona juzgadora haya sido 
reemplazada, el expediente regresará al despacho inicial si la persona inhibida o 
recusada haya dejado de ser titular y el asunto no inicia aún la fase de audiencia 
de prueba.


Artículo 30.- Recusación de personas peritas y otras de auxilio judicial
Serán causales de recusación de personas peritas y otras de auxilio judicial las 
siguientes:


a) Carecer de condiciones perceptivas necesarias para adquirir cabal 
conocimiento del tema sobre el que versa el peritaje.


b) Falta de discernimiento suficiente para apreciar con exactitud sobre el 
hecho que verse el peritaje.


c) Haber rendido el dictamen por fuerza, miedo, error o soborno.
d) Ser ascendiente o descendiente, cónyuge, hermano, tío, sobrino, primo 


hermano, cuñado, padre o hijo político del litigante que lo haya ofrecido.
e) Ser socio, dependiente o empleado del que lo presenta.
f) Tener interés directo o indirecto.
g) Haber sido condenado por falso testimonio o por delitos contra la fe 


pública o contra la propiedad.
h) Ser amigo íntimo del que lo presentara o haber enemistad grave entre él 


y el litigante contrario.
i) Ser un ebrio habitual.
j) La falta de pericia.


Es, además, motivo de recusación para el nombrado por el juez haber dado el 
perito, sobre un asunto igual, un dictamen contrario a la parte recusante o haber 
prestado servicios como perito a la parte contraria.


Las personas peritas designadas por acuerdo entre partes no podrán ser 
recusadas, salvo por causas sobrevinientes o ignoradas por las partes al momento 
de la escogencia.


Para aquellas no designadas de común acuerdo, las causas de impedimento les 
serán aplicables en cuanto fueran conducentes.  Además, constituyen causales de 
separación la falta de idoneidad o pericia y haber vertido sobre el mismo asunto un 
dictamen contrario a una de las partes.  La recusación de ellas se formulará por 
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escrito si fuera antes de la audiencia, y oral si fuera dentro de la audiencia; en 
ambos casos, se escuchará a la parte contraria y deberá resolverse al iniciar la 
audiencia.


El presente régimen será aplicable, en lo pertinente, a las demás personas 
funcionarias judiciales.


TÍTULO II


Los sujetos procesales


Capítulo I


La persona juzgadora


Sección I


Poderes y deberes


Artículo 31.-  Deberes
Son deberes de quienes administran justicia los siguientes:


a) Conducir el proceso manteniendo el equilibrio procesal; sancionar el 
fraude procesal e imponer las medidas de saneamiento para evitar la 
indefensión de las partes.


b) Dictar las medidas de protección necesarias para evitar la violación de 
los derechos de las personas en estado de vulnerabilidad, tales como 
las personas menores de edad, con capacidades especiales, adultos 
mayores, personas en situación de riesgo de violencia intrafamiliar o en 
desbalance de poder u otros, todo de conformidad con los principios que 
engloban el debido proceso y los demás enunciados en las normas 
preliminares de este Código.


c) Fomentar, en los casos procedentes, tanto en la etapa previa como en 
cualquier otra del proceso, la conciliación o mediación, dentro de un 
diálogo constructivo y no adversarial.


d) Resolver cada uno de los asuntos que se le presentan a su 
conocimiento, motivando las resoluciones judiciales en concordancia 
con el cuadro fáctico que se le presenta, la prueba evacuada, la 
normativa sustancial y procesal nacional e internacional aplicable. Esta 
resolución debe llevarla a cabo teniendo en consideración los principios 
fundamentales de la materia, el interés de las partes, la aplicación del 
derecho y la visión de una pronta y cumplida ejecución de lo resuelto.
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e) Rechazar en de forma fundamentada cualquier gestión o petición 
totalmente improcedente o que tenga signos evidentes de pretender 
atrasos en el proceso.


f) Ejercer el poder ordenatorio que la ley le otorga cuando considere que 
las partes y demás intervinientes han actuado en contra de los principios 
y deberes que rigen su actuación, incluyendo el abuso y el fraude 
procesal.  En estos supuestos deberá hacerse la comunicación 
respectiva a quien corresponda.


g) Integrar el procedimiento en aquellos casos en los cuales no hay norma 
para al caso concreto, respetando las garantías del debido proceso, el 
ejercicio legítimo de la tutela judicial y, en general, los principios que 
rigen la materia.


h) Dirigirse a las partes con respeto, con un lenguaje que elimine las 
actuaciones despectivas, mortificantes o degradantes para las partes y 
las personas usuarias de sus servicios, manteniendo el comportamiento 
en su condición en la judicatura y buscando siempre que las partes no 
generen mayor intensidad en el conflicto.


i) Mantener la privacidad del contenido del expediente y de los asuntos 
que son tratados, discutidos y acordados en las audiencias respectivas.


j) Informar adecuadamente a las partes y personas usuarias, en cada 
audiencia, de la finalidad de esta, de los temas a tratar y de los 
derechos y deberes que tienen dentro del proceso.


k) En la dirección de las audiencias, vigilará el orden y respeto entre 
quienes participan, pudiendo retirar a cualquiera en caso necesario.


l) Cuando la pretensión y el proceso lo permita, escuchar a las partes en 
conflicto y a aquellas personas cuyos derechos se están discutiendo en 
el proceso, a fin de conocer la opinión de ellas.


m) Ordenar, cuando dentro de un proceso familiar se detecte su necesidad, 
la apertura de cualquier proceso de protección para solucionar una 
problemática que atenta contra el desarrollo integral y digno de una 
persona en estado de vulnerabilidad.


n) Aplicar los deberes y las facultades que le sean propios en materia 
probatoria, en concordancia con el conflicto que se presenta, ejerciendo 
en debida forma la iniciativa probatoria y la admisión o no de los 
elementos probatorios presentados por partes e intervinientes, de 
acuerdo con criterios de utilidad y pertinencia; a fin de llegar a una 
decisión conforme a derecho y equidad.


ñ) Desarrollar los mecanismos establecidos y realizar las integraciones de 
los procedimientos concordantes, a fin de que la ejecución de los fallos sea 
efectiva y que las partes puedan ejercer en de forma real los derechos que 
le fueron otorgados en sentencia.


Artículo 32.-  Potestades
Serán poderes de la persona juzgadora, en uso racional, proporcional y de 
acuerdo con el conflicto o asunto que se le presenta, los siguientes:
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a) Recurrir a las personas auxiliares de la justicia, a fin de ampliar o 
verificar el ámbito fáctico que le es presentado en busca de la tutela 
efectiva.


b) Ordenar, en de forma fundamentada, cualquier medio probatorio que 
sea necesario para resolver con acierto el asunto sometido a su 
conocimiento.


c) Tratándose de asuntos relacionados con derechos personales, podrá 
decidir, incluso de oficio, la ejecución inmediata de las resoluciones 
judiciales, respetando siempre lo acordado.


d) Abstenerse de ejecutar las resoluciones en procesos que involucran 
protección de derechos de personas en estado de vulnerabilidad, tales 
como cuidado personal, interrelación familiar y otros, cuando haya 
transcurrido un tiempo prolongado desde su dictado en los casos en los 
cuales la situación fáctica posterior no sea acorde con la del momento 
de la resolución.


e) Disponer la ejecución de resoluciones no firmes cuando estén de por 
medio los derechos de las personas en estado de vulnerabilidad.


Capítulo II  


Partes e intervinientes


Sección I 


Pretensión y legitimación


Artículo 33.-  Partes legítimas
Parte legítima activa es aquella que alega tener determinada relación jurídica con 
la pretensión, y parte legítima pasiva es aquella a la cual se le atribuye una 
determinada relación jurídica con la pretensión. 


La legitimación sustancial deberá concurrir para acoger determinada pretensión en 
sentencia.


Artículo 34.-  Legitimación orgánica
Tendrán legitimación para iniciar y defender los derechos humanos de las 
personas o grupos en estado de vulnerabilidad, derechos difusos, colectivos y 
supraindividuales, el Patronato Nacional de la Infancia (PANI), el Instituto Nacional 
de las Mujeres (Inamu), el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad 
(Conapdis), el Consejo Nacional para el Adulto Mayor (Conapam), la Defensoría 
de los Habitantes, la Dirección General de Adaptación Social, la Dirección General 
de Migración y Extranjería, el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), la 
Procuraduría General de la República (PGR), demás entes estatales con 
competencia en materia de familia y las organizaciones no gubernamentales que 
trabajan con estos grupos sociales y estén debidamente constituidas.
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Asimismo, deberán entenderse con esta legitimación quienes ostentan el depósito, 
guarda de hecho o la curatela de aquellas personas.


Artículo 35.-  Sucesión procesal
En caso de muerte de una de las partes y cuando dicha situación no ponga fin al 
proceso, se continuará con el albaceazgo de la respectiva sucesión.


En caso de disolución de una persona jurídica que sea parte de un proceso, se 
continuará con su liquidador.


Sección II


Intervinientes del proceso


Subsección I


Familiares y otros terceros


Artículo 36.- Llamado de intervinientes
Podrán intervenir en el proceso todas aquellas personas que, sin pretender 
derecho alguno para sí, tengan relación con el vínculo familiar y cuya participación 
permita una mejor decisión del conflicto.


Lo anterior procederá a petición de parte o por iniciativa de quien vaya a intervenir.  
Dicha intervención no necesita patrocinio letrado para sus actuaciones.


Artículo 37.- Facultades y obligaciones dentro del proceso
Estas intervenciones tendrán la prerrogativa de participación activa en el proceso 
ofreciendo prueba, coadyuvando en el litigio, proponiendo soluciones al conflicto, 
asistiendo a las audiencias programadas, recurrir las resoluciones en las formas 
previstas, siempre que su agravio se derive de una protección a favor de las 
personas en estado de vulnerabilidad.


Quienes figuran como tales estarán obligados a cumplir con las normas 
procesales, someterse al régimen ordenatorio del tribunal y colaborar con el 
proceso y la ejecución de las resoluciones.


Subsección II


Terceros institucionales


Artículo 38.-  Actuación del Patronato Nacional de la Infancia (PANI)
En aquellos casos en los cuales que el Patronato Nacional de la Infancia no 
participe como parte en el proceso y se trate de litigios o asuntos en los cuales 
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está de por medio la discusión de los derechos de las personas menores de edad, 
la autoridad judicial está en la obligación de darle intervención en el proceso; para 
lo cual podrá apersonarse por medio de representación legal con personería 
acreditada y en su participación podrá ofrecer cualquier tipo de prueba en 
beneficio de las personas menores de edad, coadyuvando en el litigio con la parte 
que representa a dichas personas proponiendo con la propuesta de soluciones 
integrales al conflicto; podrá asistir a las audiencias señaladas y recurrir las 
resoluciones en las formas previstas, siempre que su agravio se derive de la 
protección de personas menores de edad.


Quien se apersone en su representación se someterá al régimen ordenatorio y 
disciplinario del tribunal; además, deberá colaborar con la autoridad judicial en 
cuanto al conocimiento que tenga la institución del conflicto familiar u otra ayuda 
que pueda brindar para esclarecerlo.


Artículo 39.-  Otras instituciones
Con las mismas capacidades, representaciones, atribuciones y obligaciones dadas 
al Patronato Nacional de la Infancia (PANI), la autoridad judicial puede llamar a 
participar en el proceso, a petición de parte o de oficio, y en calidad de 
interviniente, a cualquier institución pública o privada que tenga como función la 
protección de sectores vulnerabilizados de la población.  Si se trata de personas 
con discapacidad, la intervención será para el Consejo Nacional de Rehabilitación 
y Educación Especial y en casos de personas adultas mayores lo será para el 
Consejo Nacional de Protección al Adulto Mayor (Conapam).  Estas instituciones 
tienen la obligación de servicio y colaboración servir y colaborar en la solución del 
conflicto y en su ejecución.


Sección III


Capacidad y representación


Subsección I


Capacidad procesal


Artículo 40.- Reconocimiento de capacidad procesal
En los procesos de las jurisdicciones familiares se presume la capacidad procesal 
de toda persona que es parte. Aquellas personas que por disposición de ley o por 
su condición personal no tengan capacidad procesal y las personas jurídicas 
actuarán por medio de legítima representación.  Salvo motivos de imposibilidad, 
inexistencia o por ser innecesaria esa representación legítima, actuarán mediante 
representación nombrada para tal efecto.


Subsección II
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Representación procesal de menores de edad y de personas con 
discapacidad


Artículo 41.- Representación de personas menores de edad
Se reconoce a todas las personas mayores de doce años el ejercicio personal y 
pleno de la capacidad procesal para el trámite de los procesos establecidos en 
este Código, sin perjuicio de que prefieran que sus padres u otras personas 
representantes actúen en su nombre. 


Tratándose de personas menores de doce años de edad, la autoridad judicial 
llamará a quien ejerza la responsabilidad parental, o bien, en su caso, a quien 
asigne el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) y, si esta persona no se 
encontrara disponible en ese momento, podrá nombrársele representación 
provisional hasta tanto el ente mencionado apersone a la persona elegida.  No 
obstante, estas personas podrán ejercer el derecho a ser oídas y participar 
activamente de manera progresiva y conforme a su capacidad volitiva, según la 
ley y bajo la apreciación del tribunal; teniendo tendrán derecho de acudir 
personalmente ante este y a que se les atienda de forma personalizada y 
conforme a sus características etarias, debiendo las personas funcionarias 
judiciales velar por la efectivización de los derechos de las personas menores de 
edad.


Excepcionalmente, las personas menores de doce años podrán accionar en de 
forma personal.  En este caso, para el inicio del proceso el tribunal deberá contar 
con un informe psicológico que acredite que la persona menor de edad tiene la 
capacidad para ejercer dicha acción.


Artículo 42.-  Asistencia y patrocinio letrado gratuito
El Estado garantizará la asistencia y el patrocinio letrado gratuito a las personas 
menores de edad que carezcan de medios económicos suficientes.


Artículo 43.-  Garantías mínimas en el procedimiento para personas menores 
de edad
Se debe garantizar a toda persona menor de edad todos los derechos 
contemplados en la Constitución Política, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, otros tratados internacionales y las leyes de la materia.


Artículo 44.-  Garantía de derechos y principios a personas con discapacidad 
y personas adultas mayores
En los tribunales de materia familiar se han de garantizar los derechos y los 
principios contenidos en la Constitución Política, los instrumentos internacionales y 
las leyes de la materia atinentes a las personas con capacidades especiales, entre 
estos:


a) El respeto a su condición de persona en igualdad de oportunidades 
jurídicas en relación con las demás personas.
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b) El respeto de a su identidad, dignidad, autonomía individual, libertad de 
tomar decisiones propias e independencia.


c) La no discriminación.
d) La accesibilidad al sistema judicial o administrativo.
e) El respeto a la evolución de las facultades de las personas con 


capacidades especiales. 


Para tal efecto, el Poder Judicial, el Consejo Nacional de Rehabilitación y 
Educación Especial (CNREE), el Consejo Nacional de Protección del Adulto Mayor 
(Conapam) y demás instituciones intervinientes adoptarán las medidas pertinentes 
para proporcionar a estas el apoyo particular que requieran en el ejercicio de sus 
derechos.


Las personas declaradas en estado de interdicción que actúen como parte actora 
del proceso lo harán por medio de la persona curadora nombrada en el respectivo 
procedimiento; si no existe dicha condición de declaratoria de interdicción y si se 
considera innecesario o improcedente la existencia de una curatela definitiva, se 
procederá con el nombramiento de un representante para el proceso específico, 
para lo cual antes de iniciar el mismo este las personas interesadas deberán 
proponerlos al despacho competente del proceso a entablar.


Subsección III


Curatela procesal


Artículo 45.-  Procedencia
En los procesos que así lo requieran, cuando la parte demandada carezca de 
representante legal, procederá el nombramiento de una persona que actúe como 
curadora procesal:


a) Si no ha sido posible hallarla para que asuma el proceso.
b) Si se trata de personas que por tener limitaciones en su capacidad 


mental, física y sociocultural o se trate de personas en estado de 
vulnerabilidad, a quienes les es imposible hacer valer sus derechos por 
sí solas.


c) En los casos de una persona jurídica que careciera de representante 
legítimo, en tanto se convoca al respectivo procedimiento de 
nombramiento de representante dentro de la estructura de la persona 
jurídica.


d) Existiera incompatibilidad o intereses contrapuestos entre el 
representante y el representado.


Artículo 46.-  Forma de nombramiento
Verificado lo anterior, mediante los elementos probatorios que sean necesarios a 
consideración del tribunal, se realizará su nombramiento de la lista de personas 
curadoras que al efecto tiene el Poder Judicial.  Los gastos de esa persona 
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correrán por cuenta de la parte actora, para lo cual deben depositarse los 
respectivos honorarios provisionales antes del nombramiento, salvo aquellos 
casos en que la parte actora o promovente sea una institución pública, esté 
litigando con patrocinio de la defensa pública, consultorios jurídicos o en casos en 
que se estime así por parte de la autoridad judicial, en cuyo caso quedarán a 
cargo del Poder Judicial.


Artículo 47.-  Pago de honorarios
El pago de los honorarios establecidos estará supeditado al efectivo cumplimiento 
del cargo encomendado, por lo cual la persona curadora procesal estará obligada 
a apersonarse a todas las audiencias señaladas y a cumplir con los mínimos 
apersonamientos de contestación de demanda y otro tipo de intervenciones, 
pudiendo la autoridad judicial resolver una cuota menor de honorarios a la fijada 
inicialmente si considera que no se ha cumplido a cabalidad el cargo.


Subsección IV


El arraigo


Artículo 48.-  Justificación
Cuando una persona no tiene representación legal acreditada en el registro de 
personas del Registro Público o teniéndolo, se trata de pretensiones de derechos 
indisponibles y existe sospecha de que quiere evadir una demanda, ya sea porque 
se pretende ocultar o tiene prevista la salida del país, se puede solicitar el arraigo 
a la autoridad judicial competente para el proceso que se quiere entablar.


Artículo 49.-  Procedimiento
Se apercibirá a la persona arraigada para que en el plazo de cinco días nombre 
una representación con las suficientes facultades para asumir el proceso e informe 
al despacho con indicación de calidades y forma para sus notificaciones. En caso 
de no cumplirse, el proceso seguirá sin su intervención hasta el final o hasta que lo 
tome en el estado que se encuentre.


Por apersonada la representación o la persona apoderada con facultades 
suficientes, o transcurridos los cinco días señalados, la parte actora tendrá un 
máximo de quince días para presentar la demanda, bajo sanción de pago de 
daños y perjuicios en que se incurrió.


Subsección V


Patrocinio letrado y suplencias


Artículo 50.-  Excepción al patrocinio letrado
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Toda persona deberá comparecer al proceso con patrocinio letrado, excepto en 
los siguientes procesos:


a) Los resolutivos familiares que no producen cosa juzgada material.
b) La petición unilateral.
c) Los relativos a la materia de pensiones alimentarias.
d) La protección cautelar.
e) La ejecución de fallos de asuntos que no producen cosa juzgada 


material.


Artículo 51.- Facultades de los profesionales en abogacía y personas 
directoras judiciales y suplentes
La persona designada para actuar en la dirección legal del proceso tendrá las 
facultades dadas por un poder especial judicial, salvo cuando se trate de gestiones 
de petición de terminación del proceso, para la conciliación o actos que impliquen 
la disposición de derechos, para lo cual se requiere poder especialísimo.


La persona designada podrá nombrar, con autorización expresa de la parte, otras 
personas abogadas suplentes para que puedan cumplir los mismos deberes y 
ejercer sus derechos en el proceso.  Por ningún motivo esta suplencia podrá 
cobrar honorarios a cargo de las partes, salvo que hubieran actuado en el proceso 
durante un periodo de tiempo prolongado que fuera mayor al de la persona titular, 
pero en ese caso los honorarios se rebajarán de ella.


Artículo 52.-  Deberes de la persona abogada directora
La persona designada como abogada directora apersonada o quien le supla 
tendrá, dentro del proceso, los siguientes deberes:


a) Contribuir a la conducción del proceso, evitando el fraude, actuando con 
buena fe, lealtad y probidad, al igual que evitando las nulidades 
procesales.


b) Fomentar en los casos en que proceda, en la etapa previa o en 
cualquier fase del proceso, la conciliación o mediación y brindando 
brindar a la parte que representa un diálogo constructivo y no 
adversarial para la solución del conflicto.


c) Informar, en de forma adecuada, a la parte sobre el estado del proceso, 
el significado de cada audiencia y de los derechos y deberes que esta 
tiene dentro del proceso.


d) Dirigirse a las autoridades judiciales y a las otras partes e intervinientes 
con el respeto debido, con un lenguaje que elimine las actuaciones 
despectivas, mortificantes o degradantes; manteniendo mantener el 
comportamiento debido y buscando buscar siempre no generar mayor 
conflicto.


e) Motivar, en de forma debida, las gestiones verbales o escritas que 
presente, cuando así se requiera.


f) Facilitar a la autoridad judicial la obtención de los elementos probatorios 
y aquellos documentos que se requieran para el proceso.


g) Asistir a las audiencias judiciales.
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h) Contribuir a la ejecución de los fallos, aunque sea adverso a los 
intereses de su representación.


Artículo 53.-  Sustitución de personas abogadas directoras
Las partes podrán sustituir a las personas abogadas designadas para el proceso o 
a cualquiera de sus suplentes en todo momento y deben hacerlo saber a la 
autoridad judicial en cualquiera de las audiencias o por escrito.  El tribunal pondrá 
en conocimiento de la persona suplida y le prevendrá la liquidación de honorarios 
en el caso que procediera. 


Artículo 54.-  Omisión de firma de las personas abogadas directoras
Cuando una gestión escrita o digital dirigida a un órgano judicial deba tener 
autenticación profesional y se presenta sin la firma o el sello, en su caso, el 
despacho deberá advertir a la parte que, dentro de los tres días siguientes a la 
notificación de la prevención, debe subsanar la omisión en el despacho.  Si no se 
hiciera en el plazo indicado, la gestión no surtirá efecto alguno.


Artículo 55.-  Poder especialísimo
En los casos en que sea necesario un poder especialísimo, deberá ser otorgado 
en escritura pública y se consignarán los actos para los cuales se da la 
autorización dentro del proceso; en caso de conciliación o mediación, se deberá 
especificar en de forma concreta las cláusulas exactas del eventual arreglo, todo 
bajo pena de nulidad del acuerdo que se tome.  El poder podrá ser revocado en 
cualquier estado mediante la misma forma de su otorgamiento, salvo que sea en 
de forma oral en la audiencia, para lo cual no se exigirá ninguna formalidad.


Subsección VI


Intervención de la defensa pública


Artículo 56.-  Casos en que actúa
En todo proceso familiar, quienes no cuenten con los recursos económicos para 
contratar patrocinio letrado podrán solicitar asistencia letrada a la defensa pública 
del Poder Judicial.  En cualquier momento en que el juzgado detecte que la parte 
tiene los medios económicos para contar con ese tipo de asistencia le prevendrá 
que en el plazo de cinco días la asuma por su cuenta y cancele el monto de 
honorarios por la asistencia recibida; sin perjuicio de que pueda continuar con esa 
asesoría y se realice el cobro de honorarios que correspondan una vez finalizado 
el proceso.


Artículo 57.-  Funciones que se asumen
La defensa o asistencia gratuita asumirá las mismas funciones, deberes y 
derechos de quienes actúan como personas abogadas directoras.


Sección IV
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Pluralidad de sujetos


Subsección I


Acción conjunta


Artículo 58.-  Acción conjunta opcional
Conforme con el principio del abordaje integral, en caso de que se comparta causa 
u objeto u algún otro aspecto del asunto familiar que lo justifique, dos personas o 
más pueden litigar en de forma conjunta facultativamente.


Artículo 59.-  Acción conjunta necesaria
Cuando la intervención de otras personas en el proceso como partes sea 
indispensable para una sentencia útil, por la naturaleza de la relación jurídica 
sustancial, cuando la sentencia a dictarse pudiera afectarlas, o bien porque así lo 
dispone la ley, las partes deberán demandar o ser demandadas en el mismo 
proceso; de no ser así, el despacho ordenará, dentro de ocho días, la conjunta 
integración bajo el apercibimiento de archivar la demanda o las pretensiones de la 
parte demandada.  Si quien deba integrarse es una persona jurídica cuya 
representación la tiene una de las partes del proceso, esa integración se podrá 
hacer hasta en la propia audiencia en donde se deduce la demanda, contestación 
y pretensiones del contrario.


Subsección II


Terceros con pretensiones excluyentes


Artículo 60.-  Intervención de terceros en pretensiones principales 
excluyentes
Si está en curso un proceso resolutivo familiar y un tercero pretende para sí algún 
derecho que está en discusión, deberá apersonarse antes del inicio de la 
audiencia del proceso para demandar a ambas partes, con todas las facultades y 
deberes de estas.  En el fallo se resolverá lo que corresponda. 


TÍTULO III


Las actuaciones procesales


Capítulo I


Generalidades


Sección I
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Idioma y lenguaje


Artículo 61.-  Obligatoriedad del idioma español
Todas las actuaciones procesales, verbales o escritas, deberán llevarse a cabo en 
el idioma español, salvo en aquellas actuaciones verbales cuando quienes 
intervienen hablan una misma lengua indígena nacional.


Los documentos o informes aportados al proceso en un idioma distinto al español 
deberán contar con la debida traducción oficial, salvo casos en los cuales la 
normativa internacional prescinda de la traducción oficial.  El despacho podrá 
admitir u ordenar aquellos documentos o informes de traducción privada cuando 
las circunstancia así lo ameritan.  Podrá ordenarse la traducción a cargo del Poder 
Judicial en casos excepcionales o cuando la parte interesada carezca de recursos 
para sufragarlo.


Artículo 62.-  Sobre el lenguaje a utilizar
En las audiencias judiciales será obligatorio utilizar un lenguaje sencillo, claro, 
informal y de fácil entendimiento, evitando el lenguaje adversarial.


Sección II


Privacidad de las actuaciones


Artículo 63.-  Privacidad de la documentación
Todos los escritos, documentos e informes se considerarán privados.  Se podrá 
custodiar en de forma reservada en el archivo del despacho, de lo cual se dejará 
constancia en el expediente.  Se podrán hacer publicaciones relacionadas con el 
expediente, garantizando la privacidad de los litigantes.  Por ningún motivo, se 
ordenará la publicación del expediente por medios electrónicos que no aseguren 
esta privacidad de las personas intervinientes.


Artículo 64.-  Préstamo de expedientes judiciales
Los expedientes judiciales serán de conocimiento únicamente de las partes y 
quienes las representen o dirijan profesionalmente; por ningún motivo, los 
despachos judiciales podrán facilitar la sumaria a otras personas ajenas al 
proceso, salvo autorización expresa y por escrito de la parte o su representante 
legal o que el despacho lo autorice, debiendo constar en el expediente si dicho 
préstamo conlleva reproducción del mismo de este con firma de la persona 
autorizada.


Sección III


Tiempo y lugar para las actuaciones
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Artículo 65.-  Amplitud de horario
Para llevar a cabo las actuaciones judiciales todos los días y las horas son hábiles.


Artículo 66.-  Lugar de actuaciones
Las actuaciones se verificarán en la sede del despacho.  En casos especiales, 
atendiendo el estado de vulnerabilidad de las personas intervinientes o la 
naturaleza de la diligencia, se podrán llevar a cabo fuera de la sede judicial.


En tales casos, el Poder Judicial deberá cubrir los gastos que ello implique, salvo 
que la parte esté en condiciones económicas de asumir el costo de la diligencia. 


Artículo 67.-  Inicio de las actuaciones judiciales
Las actuaciones judiciales previamente señaladas deberán iniciar a la hora 
indicada, salvo situaciones excepcionales a criterio de quien juzga.  Si todas las 
partes concurren con anterioridad a la hora señalada y expresan conformidad con 
el inicio adelantado de la diligencia, se podrá aceptar si la agenda del despacho lo 
permite.  En ambos supuestos se dejará constancia en el expediente.


Sección IV


Medios tecnológicos


Artículo 68.-  Documentación de actuaciones
Las actuaciones judiciales podrán ser documentadas por los medios tecnológicos 
que disponga el despacho. 


Las partes podrán solicitar al despacho copia electrónica de esa documentación 
siempre y cuando existan condiciones para asegurar la privacidad.


Artículo 69.-  Uso de medios tecnológicos para obtener información
En cualquier estado del proceso, el despacho puede obtener información de 
interés para el proceso por medios electrónicos, si se tratara de elementos de 
prueba, deberá establecerse en cada caso el procedimiento necesario de garantía 
del debido proceso según las normas probatorias de este Código.


Sección V


Plazos judiciales


Artículo70.-  Determinación del plazo
Los actos procesales deben cumplirse dentro de los plazos establecidos en este 
Código.  Cuando no estén expresamente establecidos, la autoridad judicial podrá 
establecerlos tomando en cuenta la naturaleza del proceso, la importancia de 
estos dentro de la relación familiar, la calidad de la actuación que se pretende, las 
condiciones personales de quienes litigan y la dependencia de esa condición con 
la actuación, siempre y cuando se respeten los principios del debido proceso. 
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Artículo 71.-  Improrrogabilidad de los plazos
A excepción de los casos que la presente normativa así lo disponga en de forma 
expresa, todos los plazos judiciales que se otorguen para el cumplimiento de una 
determinada actividad procesal serán improrrogables.  En caso de que las partes 
pretendan prorrogarlo por haber acontecido alguna situación que lo amerite, la 
petición debe hacerse antes del vencimiento, salvo que ocurran situaciones que lo 
hagan imposible.  El despacho podrá disponer la prórroga cuando ocurran eventos 
de conocimiento general que hagan presumir la imposibilidad de que las partes 
cumplan lo ordenado dentro del plazo ordinario, o que se trate de situaciones 
especiales de personas en estado de vulnerabilidad.


Artículo 72.-  Renuncia, restricción y ampliación de plazos
Los plazos se pueden renunciar, ampliar o restringir cuando la ley así lo permita o 
el despacho considere procedentes las razones invocadas por las partes.  En todo 
caso, se deben proteger los derechos sustanciales y procesales de personas en 
estado de vulnerabilidad.


Artículo 73.-  Cómputo de los plazos
Todos los plazos, salvo excepciones expresas en este Código, empezarán a 
correr al día siguiente hábil a aquel en que se hubiera notificado a todas las 
partes.  Cuando el plazo es de veinticuatro horas se entenderá reducido a las 
horas hábiles del despacho correspondiente del día siguiente.  Si se trata de días, 
se contarán únicamente los que fueren sean hábiles, y si fueran por meses o 
años, se contarán de fecha a fecha.


Si el día de finalización no existe en el calendario el plazo, se considerará 
cumplido el último día del mes.  Si este plazo finaliza en un día no hábil, se 
considerará finalizado al día siguiente hábil.


En caso de que por disposición administrativa del Poder Judicial se declare asueto 
parte de un día, únicamente se entenderá extendido el plazo al día siguiente 
cuando se trata del último día del plazo otorgado.


Se considerará finalizado un plazo a la hora exacta de cierre del despacho, pero 
todo cumplimiento que inicie a esa hora se tendrá por válido.  Aquel que se inicia 
posteriormente a esa hora se tendrá por hecho al día siguiente hábil; todo de 
acuerdo con el reloj oficial del despacho o a lo que se desprende de los sistemas 
tecnológicos de que disponga el Poder Judicial.


Sección VI


Suspensión de los procedimientos


Artículo 74.-  Procedencia
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Se podrán suspender los procedimientos cuando las partes así lo requieran, por 
prejudicialidad, en los casos en que la autoridad judicial lo considere necesario o 
en los casos previstos en la ley.


La suspensión se decretará por el plazo que el despacho considere prudente, 
tomando en cuenta los fundamentos por los cuales se solicita, la situación fáctica 
del caso, la naturaleza de las pretensiones y el resguardo de los principios 
fundamentales del proceso.


Al decretar la suspensión, el despacho deberá respetar los principios de 
inmediación y concentración que rigen el sistema procesal de oralidad.


Artículo 75.-  Prejudicialidad
La existencia de un proceso penal pendiente en ningún caso dará lugar a 
prejudicialidad.  Cuando para resolver sobre el objeto del litigio sea necesario 
decidir acerca de alguna cuestión que, a su vez, constituya el objeto principal de 
otro proceso pendiente ante el mismo o distinto tribunal, si no fuera posible la 
acumulación de procesos, el despacho, de oficio o a solicitud de parte, podrá 
decretar la suspensión del curso de las actuaciones, en el estado en que se 
hallen, hasta que finalice el proceso que tenga por objeto la cuestión prejudicial.


Capítulo II


Actos de la persona juzgadora


Sección I


Las resoluciones judiciales


Artículo 76.-  Identificación en las resoluciones y firma de laspersonas 
juzgadoras
Toda resolución judicial deberá contener, salvo otros requisitos expresos en la ley 
para resoluciones específicas, la identificación del despacho judicial que la toma, 
el número de expediente, las partes, la hora y fecha y el nombre de quien la dicta.


Artículo 77.-  Firma de las personas juzgadoras
Toda resolución, salvo la tomada verbalmente en una audiencia, deberá ser 
firmada por quien la dicta.  En órganos colegiados, cuando existe imposibilidad 
para hacerlo, esto se indicará, pero únicamente procederá si se trata de un 
número menor al cincuenta por ciento (50%) de quienes conforman el órgano 
colegiado.


La firma deberá ser tomada a mano o por medio de la firma digital en casos 
necesarios, según se regula en la normativa de la materia.


Artículo 78.-  Fundamentación de la resolución judicial
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Las resoluciones judiciales deben ser claras, precisas y congruentes y, salvo las 
de mero trámite, deberán estar fundamentadas.


Artículo 79.-  Adición y aclaración de las sentencias
La parte dispositiva de las sentencias podrán adicionarse o aclararse de oficio o a 
solicitud de parte.  La solicitud deberá hacerse dentro del tercer día luego de la 
notificación de la sentencia en su totalidad.


Artículo 80.- Corrección de errores materiales en las resoluciones judiciales
Los errores materiales podrán ser corregidos en cualquier tiempo, de oficio o a 
petición de la parte interesada.


Sección II


Tipos de resoluciones judiciales


Artículo 81.-  Providencias, autos, autos con carácter de sentencia y 
sentencias
Providencia es toda decisión judicial de mero impulso del proceso sin necesidad 
de valoración de la persona juzgadora; auto es todo pronunciamiento que contiene 
un criterio de valor sobre la situación o derechos procesales de las partes; auto 
con carácter de sentecia es aquel que decide sobre excepciones o pretensiones 
incidentales que ponen término al proceso, y las sentencias resuelven 
definitivamente las pretensiones debatidas en el proceso. 


Artículo 82.-  Requisitos de las sentencias
Además de los requisitos generales de las resoluciones judiciales, toda sentencia 
debe contener lo siguiente:


a) Identificación de las partes y demás personas involucradas en el 
proceso.


b) Resumen de las pretensiones de partes e intervinientes.
c) Decisión sobre las cuestiones interlocutorias dejadas para resolver en el 


fallo.
d) Hechos tenidos por acreditados y no acreditados. 
e) Las consideraciones de hecho y de derecho, con la correspondiente 


valoración probatoria y análisis de las normas legales aplicables.
f) Resolución de las pretensiones y excepciones deducidas por las partes.
g) Las consecuencias económicas del proceso.


Artículo 83.-  Contenido adicional en sentencias de segunda instancia
Las sentencias de segunda instancia, además de los requisitos del artículo 
anterior, deberán contener lo siguiente:


a) La resolución sobre las cuestiones relativas a la actividad procesal 
defectuosa solicitada.  Se hará de oficio únicamente cuando sea 







81


necesario para una mejor comprensión de la resolución y el respeto del 
debido proceso.


b) Las consideraciones fácticas de modificación del fallo de primera 
instancia necesarias para la solución de la instancia superior.


c) La resolución de los recursos admitidos en de forma diferida en las 
resoluciones que definen el asunto en segunda instancia y se hayan 
reiterado en los agravios del recurso, o aquellos recursos diferidos 
necesarios para la resolución aunque no hubieran sido reiterados por las 
partes.


d) Consideraciones de hecho o derecho acerca de los agravios propuestos 
y las cuestiones que el tribunal considere prudente para la resolución.


Sección III


Comunicación de resoluciones judiciales


Artículo 84.-  Aplicación de la Ley N.° Ley de Notificaciones Judiciales
Salvo lo dispuesto en esta sección, las comunicaciones judiciales en los procesos 
contenidos en este Código se regularán conforme lo preceptuado en la Ley N.° 
Ley de Notificaciones Judiciales.


Artículo 85.-  Deberes de la persona notificadora
Cuando se deba efectuar la notificación de una resolución que ordena el  apremio 
corporal, la entrega de una persona menor de edad o en estado de vulnerabilidad 
o cualquier otra medida urgente, el despacho deberá indicarlo a la persona 
notificadora, para que la realice de forma inmediata.


Artículo 86.-  Resoluciones en audiencias
Las resoluciones que se dicten de forma verbal en las audiencias se tendrán por 
notificadas en el acto a todas las partes, aunque no hubieran comparecido.  De 
esas resoluciones no podrá alegarse desconocimiento.


Artículo 87.-  Notificaciones personales o en casa de habitación
Además de las establecidas en el artículo 19 de la Ley de Notificaciones Judiciales 
u otras leyes especiales, se notificarán de forma personal o en casa de habitación 
las siguientes resoluciones:


a) En los procesos resolutivos familiares las que establecen un sistema de 
interrelación familiar como medida cautelar o en sentencia, a ambas 
partes.


b) La medida cautelar que resuelva la entrega para el cuido personal de 
una persona menor de edad o persona en estado de vulnerabilidad, así 
como la sentencia que ordena esta obligación y la que le hace saber la 
forma de ejecutarla.


c) La primera resolución que ordene el depósito de cuotas alimentarias, la 
que establezca la posibilidad del despacho de cobro de salario escolar o 
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pago de inicio de lecciones y de los aumentos automáticos, así como la 
que aperciba el cumplimiento bajo aplicación del apremio corporal.


Artículo 88.-  Notificaciones en el extranjero
Las notificaciones en el extranjero deberán hacerse por los medios consulares 
respectivos y por conducto de la Secretaría General de la Corte Suprema de 
Justicia y del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, diligencias que serán 
gratuitas para la parte cuando de forma motivada el despacho así lo disponga, en 
ese caso del Poder Judicial asumirá los gastos.  El incumplimiento injustificado de 
esta norma se considerará falta grave y se pondrá en conocimiento de la 
Cancillería de la República, que determinará la responsabilidad respectiva del 
funcionario en caso de no haberse llevado a cabo la notificación por su 
negligencia. 


Sección IV


Efectos de las sentencias


Artículo 89.-  Carácter de cosa juzgada
La sentencia dictada en el proceso resolutivo familiar y cualquier otra resolución 
que indique la ley produce cosa juzgada material, salvo lo relativo a guarda 
crianza y educación, la suspensión de los atributos de la responsabilidad parental 
y la que resuelva el sistema de interrelación familiar o cualquier conflicto familiar 
que puedan ser modificado con posterioridad por el cambio de circunstancias en el 
ámbito familiar.


Sección V


Actividad procesal defectuosa


Artículo 90.-  Principios generales
Cuando un acto procesal contenga un vicio es deber de la persona juzgadora 
sanear el mismo este sin necesidad de decretar la nulidad del acto, salvo en 
aquellas situaciones en que se haya afectado el debido proceso, el defecto o vicio 
esté previsto con sanción de nulidad por la normativa y no sea posible continuar 
sin decretar esa nulidad.


No procede la declaratoria de la nulidad de la actividad procesal cuando se ha 
logrado el fin perseguido con la actuación, si quien la solicita concurrió a causar el 
vicio o no ha sufrido perjuicio por él o cuando el vicio pueda ser subsanado. 


Si la parte que se ha visto afectada por un vicio no lo alegara por los medios y en 
el momento oportuno, quedarán subsanados de pleno derecho.
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Artículo 91.-  Conservación de actos
Si fuera necesario decretar la nulidad de un acto procesal defectuoso, se deberán 
conservar las actuaciones a las que no alcance el motivo de nulidad, dejando 
constancia expresa de ellas.


Artículo 92.-  Decreto de nulidades de la actividad procesal
En los casos estrictamente necesarios, se decretará la nulidad de la actividad 
procesal defectuosa de oficio o a solicitud de parte.  Las de resoluciones judiciales 
deberán plantearse con los recursos que procedan contra ellas y las de otras 
actuaciones por petición de parte o interesado sin formalidad alguna, bajo el 
cumplimiento de los principios contenidos en este apartado una vez conocido el 
vicio y sin que opere su preclusión.  Los vicios de las actuaciones producidas en 
audiencia deberán reclamarse y resolverse de forma inmediata.


Cuando se solicite una actividad procesal defectuosa con posterioridad a la 
firmeza del fallo o a la conclusión del proceso se tramitará dentro del mismo 
expediente, siempre y cuando sea planteado en el plazo de tres meses a partir de 
su conocimiento.


Artículoi 93.-  Nulidades en actividades defectuosas en segunda instancia
En segunda instancia solo será decretada una nulidad de una actividad procesal a 
petición de parte y excepcionalmente se podrá decretar de oficio según los 
principios de este capítulo, cuando se trate de situaciones que requieran 
necesariamente su saneamiento.


Sección VI


Impugnación de resoluciones judiciales


Subsección I


Generalidades


Artículo 94.- Taxatividad y legitimación en los medios de impugnación
Las resoluciones judiciales únicamente podrán ser recurridas por los medios y en 
los casos que expresamente estén señalados y dentro de los plazos y formas 
previstas en la normativa.


Tendrán legitimación para recurrir todas aquellas personas a los que la resolución 
les cause algún perjuicio. 


Artículo 95.-  Desistimiento del recurso
Se puede desistir del recurso ante el despacho de origen o ante el superior en 
grado.  Presentado el desistimiento el despacho de primera instancia resolverá lo 
que corresponda.  Si se hubiese hubiera admitido el recurso, el superior conocerá 
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del desistimiento sin mayor trámite ni audiencia a las partes.  Cuando exista 
sospecha de fraude procesal, de un vicio de la voluntad o violaciones al debido 
proceso, se rechazará en resolución fundada.


Artículo 96.-  Efectos de la interposición de los medios de impugnación en 
cuanto a los plazos y ejecuciones
La impugnación de una resolución judicial no interrumpirá ni suspenderá la 
ejecución de lo resuelto, salvo cuando de la ejecución provisional resulte un daño 
irreparable, se trate de una situación de imposible restauración o cuando lo 
disponga una norma de forma expresa.


No se ejecutará la sentencia que resuelva sobre el estado civil de las personas o 
el desplazamiento de la filiación hasta que se encuentre firme.


Cuando se trate de sentencias de condena, la parte victoriosa puede pedir la 
ejecución de esta con el otorgamiento de las garantías necesarias a criterio del 
despacho.


Artículo 97.-  Deber de fundamentar los recursos
Todos los recursos interpuestos contra cualquier tipo de resolución deberán estar 
debidamente fundamentados, bajo pena de ser rechazados de plano. 


Artículo 98.-  Congruencia y no reforma en perjuicio
Al resolver el recurso, no se podrán conocer aspectos no impugnados ni hacer 
variaciones a la resolución que perjudiquen al recurrente; salvo que ello sea 
estrictamente necesario en atención a lo resuelto.  En todo caso, se evitará 
decretar nulidades de las resoluciones recurridas. 


Subsección II


Recurso de revocatoria


Artículo 99.- Procedencia y plazos
Los autos son revocables de oficio o a petición de parte.  La solicitud deberá 
hacerse dentro del tercero tercer día. Si se tratara de pronunciamientos en 
audiencia, la impugnación deberá hacerse durante el mismo acto de forma 
inmediata a su dictado y se resolverá en ese momento, previa escucha a las otras 
partes e intervinientes en caso de ser necesario a criterio de la persona juzgadora.


La resolución que deniega un recurso de revocatoria no será impugnable, pero la 
que revoque parcial o totalmente dicho pronunciamiento podrá ser recurrida por 
medio de los recursos que procedan contra la nueva resolución. 


Subsección III
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Recurso de apelación


Artículo 100.-  Procedencia y plazos
El recurso de apelación procederá únicamente contra las resoluciones judiciales 
que expresamente así se indique y deberá interponerse dentro del tercer día.  
Tratándose de resoluciones interlocutorias dictadas de forma verbal en las 
audiencias, se deberá interponer en el acto y resolver, de inmediato, sobre la 
admisibilidad o no de la apelación con efecto diferido. Cuando proceda el recurso 
de apelación contra autos, este deberá interponerse conjuntamente con el recurso 
de revocatoria y de no hacerlo se rechazará de plano. 


Artículo 101.-  Resoluciones apelables
El recurso de apelación cabrá contra las siguientes resoluciones, salvo norma en 
contrario:


a) Todas las sentencias que resuelven el fondo del asunto.
b) Los autos que:


1- Rechacen de plano una demanda o la ejecución de un fallo.
2- Declaren la inadmisibilidad de la demanda.
3- Decreten la suspensión o interrupción del proceso, excepto que 


se pida conjuntamente.
4- Denieguen medidas cautelares y los que resuelven cautelarmente 


sobre relaciones intrafamiliares no patrimoniales de personas en 
estado de vulnerabilidad.


5- Confirmen, cancelen, sustituyan o modifiquen medidas 
cautelares.


6- Resuelvan sobre acumulación o desacumulación de procesos.
7- Den por terminado anticipadamente el proceso.
8- Rechacen prueba ofrecida ordinariamente.
9- Ordenen prueba de oficio.
10-Declaren la nulidad de actos procesales defectuosos.
11-Fijen los honorarios de personas abogadas.
12-Denieguen la ejecución provisional del fallo.
13-Resuelven una liquidación de costas e intereses.
14-Consideren infundada la oposición a la sentencia anticipada en 


materia de pensiones alimentarias y restitución internacional de 
personas menores de edad.


15-Decreten apremio corporal.
16-Resuelven sobre los beneficios de pago en tractos y búsqueda de 


trabajo en materia alimentaria.
17-Resuelven sobre gastos extraordinarios en materia alimentaria.
18-La que autorice o rechace el reconocimiento de una resolución o 


una sentencia extranjera.


Artículo 102.-  Procedimiento
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Admitido el recurso se le otorgará un plazo de tres días a las otras partes e 
intervinientes para que expresen agravios.  Vencido el plazo se remitirá el 
expediente o legajo ante el superior sin ulterior trámite. 


Cuando fuere ofrecida se ofrezca prueba con el recurso o en los agravios de 
quienes no han recurrido, su admisión será restrictiva a las que sean necesarias 
para una solución acorde con la tutela de la realidad, y cuya omisión en primera 
instancia se haya debido a causas ajenas a las partes o a cuestiones propias del 
carácter de quienes están litigando.  En todo caso, se podrá ordenar prueba de 
oficio, cuando así lo estime necesario para la decisión.  Cuando se requiera 
recepción de prueba de declaraciones, se señalará una audiencia dentro del plazo 
de quince días y el despacho que conoce deberá resolver dentro del quinto día.


Si no fuera necesaria esta audiencia, el fallo se emitirá dentro del plazo de cinco 
días a partir de su recibido. 


Artículo 103.-  Apelación con efecto diferido
El recurso de apelación contra autos, planteado en la propia audiencia del 
proceso, se admitirá en efecto diferido para conocerse junto al recurso de la 
sentencia final.  La parte recurrente, cuya apelación fue diferida, debe reiterar y 
fundamentar sus motivos junto al recurso de la sentencia final; de lo contrario se 
tendrá por desistido.  El órgano de segunda instancia conocerá de los recursos 
reiterados y diferidos cuando exista interés y trascendencia para la decisión final. 


Si quien interpuso la apelación diferida no hubiera recurrido la sentencia, por 
haberle sido favorable, los alegatos que se habían dado en esa apelación deberán 
considerarse por el superior al conocerse el recurso de la otra parte, si fuera 
necesario en vista de la forma de resolución que se toma.


Artículo 104.-  Apelación por inadmisión
El recurso de apelación por inadmisión deberá presentarse ante el órgano  
superior correspondiente y procederá contra las resoluciones que denieguen 
ilegalmente un recurso de apelación.


El escrito se presentará ante ese órgano y contendrá necesariamente lo siguiente:
a) Los datos generales del asunto que se requieren para su identificación.
b) La fecha de la resolución que se hubiera apelado y de aquella en que 


quedó notificada a todas las partes.
c) La fecha en que se hubiera presentado la apelación ante el despacho 


de primera instancia.
d) Copia literal de la resolución en que se hubiera desestimado y de la 


resolución impugnada, con indicación de las fechas en que quedaron 
notificadas todas las partes.  La copia literal de las resoluciones podrá 
hacerse dentro del escrito o presentarse de forma separada, pero en 
ambos casos quien recurre deberá afirmar que es exacta. 
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El órgano superior resolverá sobre la inadmisibilidad dentro del tercer día del 
recibido del recurso, si lo deniega sin más trámite enviará la sumaria al despacho 
de origen para que sea agregado y si se admite lo hace para que se verifique la 
oferta de expresión de agravios y se continúe con el trámite del recurso.


Subsección IV


Recurso de casación


Artículo 105.-  Sentencias objeto de casación
El recurso de casación procede contra todas aquellas sentencias de segunda 
instancia dictadas en procesos resolutivos familiares que produzcan cosa juzgada 
material y en procesos de ejecuciones de sentencia con cosa juzgada material.


Artículo 106.-  Motivos de casación
El recurso de casación procederá cuando se invocan motivos procesales o 
motivos sustanciales.


Los motivos procesales serán:
a) Cuando se hayan producido en el proceso vicios o defectos que 


generen nulidad de actuaciones que hayan sido alegados y se hubiera 
desestimado o se tratara de recursos diferidos no resueltos sobre el 
tema.


b) Cuando la sentencia es incongruente o cuando la parte dispositiva es 
oscura o incompleta, en estos dos casos siempre y cuando se hubiera 
presentado la respectiva adición o aclaración.


c) Cuando no existe claridad ni precisión en la determinación de los 
hechos probados.


d) Cuando se hubiera fundado el fallo en medios de prueba ilegítimos o se 
hayan producidos de forma ilegal en el proceso.


e) Cuando la sentencia contenga el vicio de falta de fundamentación.


Los motivos sustanciales serán:
1- Violación directa del orden jurídico sustancial.
2- Violación del orden jurídico resultante de la incorrecta o ilegítima 


aplicación del régimen probatorio, siempre que no resulte afectado el 
principio de inmediación y con la condición de que se trate de 
cuestiones que se hayan propuesto y debatido en el proceso.


Artículo 107.-  Plazo y requisitos de interposición
El recurso deberá interponerse por escrito ante el mismo órgano que dictó la 
sentencia dentro de los diez días siguientes a la notificación; contendrá la 
identificación precisa del proceso; deberá puntualizar y fundamentar los motivos 
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en que se basa, y mencionará la pretensión concreta que se solicita, no es 
necesario citar las normas jurídicas violadas, pero sí indicar el derecho vulnerado.  
Por ningún motivo, se rechazará el recurso por cuestiones de errores materiales o 
de mención de normas jurídicas o falta de orden en los motivos.  Cuando se 
aleguen motivos de las apelaciones diferidas, deberán indicarse expresamente.


Artículo 108.-  Procedimiento de admisión
Recibido el recurso, el despacho que dictó la resolución recurrida revisará que se 
haya interpuesto en plazo, si así fuera emplazará a las partes por cinco días para 
que expresen agravios y posteriormente enviará la sumaria al órgano respectivo 
para su conocimiento.  Si el recurso fuera extemporáneo, el propio despacho lo 
rechazará de plano, sin perjuicio de la aplicación de las reglas de la inadmisión en 
este tipo de recursos.


Recibida la sumaria por el órgano de casación, revisará su admisión conforme los 
requisitos del artículo anterior y los motivos alegados; si se alegara actividad 
procesal defectuosa, revisará las alegaciones pudiendo disponer las correcciones 
necesarias para subsanar los vicios y si fuera procedente y no es posible la 
subsanación de los vicios alegados decretará las nulidades que considere.


Artículo 109.-  Prueba para mejor resolver en casación
En el procedimiento de casación únicamente se podrá admitir, de oficio o a 
petición de parte en el recurso y a criterio del órgano de casación, prueba para 
mejor resolver de tipo documental, pericial o científica que sea de influencia 
decisiva en el proceso, siguiendo los procedimientos de prueba de este Código, 
siempre que se trate de prueba que no hubiera sido admitida en el proceso o que 
de haberse admitido su falta de práctica no sea atribuible al ahora proponente.


Artículo 110.-  Audiencia y resolución final
Cuando la parte lo haya pedido y el órgano de casación lo considere necesario se 
verificará una audiencia con las partes e intervinientes, siempre que el recurso ya 
haya sido admitido y no existan vicios o de haberlos se hubieran subsanado; en la 
cual se evacuará la prueba para mejor resolver admitida si fuera procedente y se 
podrán hacer alegatos por las partes.


Dentro de los cinco días luego de la audiencia, el órgano tomará la decisión final 
mediante voto y tendrá un mes posterior a ello para su redacción y notificación.  Si 
no hubiera audiencia, estos plazos se tomarán a partir de la resolución que admitió 
el recurso.


Artículo 111.-  Resolución de fondo
Para el dictado de la sentencia de casación, en primer lugar se resolverán las 
cuestiones relativas al procedimiento y si se considera necesario, por no poderse 
hacer las correcciones de los vicios, se decretará la nulidad de la sentencia, se 
indicarán los vicios y defectos y se devolverá el expediente al despacho para que 
se repongan los trámites, se verifique nueva audiencia de segunda instancia, si 
fuera necesario, y se falle el asunto.
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Si se trata de revocación por el fondo, se casará la sentencia total o parcialmente 
y se procederá a fallar el asunto en lo revocado. Si no procede la revocatoria, se 
declarará sin lugar el recurso y se remitirá el expediente a la oficina de origen.


Subsección V


Demanda de revisión


Artículo 112.-  Procedencia y causales
La demanda de revisión procederá contra los pronunciamientos con autoridad y 
eficacia de cosa juzgada material, siempre que concurra alguna de  las siguientes 
causales:


a) Cuando se hubiera dictado como consecuencia de prevaricato, cohecho 
o actos fraudulentos declarados en sentencia penal.


b) Cuando mediara fraude procesal, colusión u otra maniobra fraudulenta 
de las partes para alcanzar el fallo.


c) Cuando alguna de las pruebas decisivas del pronunciamiento 
impugnado hubiera sido declarada falsa en fallo penal firme o se 
hubieran obtenido mediante violencia, intimidación o dolo.


d) Cuando por actos fraudulentos de la parte contraria no se hubiera 
presentado prueba esencial o se hubiera imposibilitado la 
comparecencia de la parte interesada a algún acto donde se practicó 
prueba trascendente.


e) Si se hubiera dictado sentencia sin emplazamiento a la parte 
impugnante.


f) Si hubiera existido falta o indebida representación durante todo el 
proceso.


g) Si la sentencia contradice otra anterior con autoridad de cosa juzgada 
material, siempre que no se hubiera podido alegar dicha excepción.


h) Cuando se hubieren hayan afectado ilícitamente bienes o derechos de 
terceros que no tuvieron participación en el proceso.


i) En cualquier otro caso en que se hubiere haya producido una grave y 
trascendente violación al debido proceso.


j) Cuando surgieran nuevos medios probatorios científicos o tecnológicos 
que permitan desvirtuar las conclusiones que se obtuvieron en la 
sentencia impugnada, salvo en materia filiatoria cuando la sentencia 
establezca un estado de filiación de una persona menor de edad; sin 
embargo, en este último caso procederá la revisión a instancia de la 
persona cuya filiación se declaró cuando adquiera la mayoría de edad.


k) Cuando en materia filiatoria se hubiere haya denegado el 
emplazamiento de estado en virtud de que no fue posible verificar la 
prueba científica acorde con el tiempo del proceso.


Será necesario que el vicio hubiere haya causado perjuicio a la parte  impugnante 
y no haya sido posible subsanarlo dentro del mismo proceso en que se produjo.
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No es procedente la revisión cuando se sustente en una causal ya conocida y no 
invocada por quien impugna en una solicitud de revisión anterior.


Artículo 113.- Legitimación y plazo
La solicitud de revisión puede ser interpuesta por quienes hayan sido parte en el 
proceso, las personas que sean sus sucesoras o causahabientes, el Patronato 
Nacional de la Infancia (PANI), el Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu), el 
Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), el Consejo Nacional 
para el Adulto Mayor (Conapam), la Defensoría de los Habitantes, la Dirección 
General de Adaptación Social, la Dirección General de Migración y Extranjería, el 
Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), la Procuraduría General de la República 
(PGR), demás entes estatales y las organizaciones no gubernamentales en los 
asuntos en que exista interés legítimo, y por personas terceras cuando se trate de 
causales establecidas en su interés.


El plazo para interponer la revisión será de un año, contado a partir del momento 
en el cual la persona perjudicada tuviera la posibilidad de alegar la causal 
respectiva; no obstante, no procederá la demanda cuando hayan transcurrido diez 
años desde la firmeza de la sentencia que se impugna.  Tratándose de derechos 
humanos vulnerados no existirá caducidad del plazo para interponer tal demanda.


Artículo 114.-  Requisitos y efecto de la interposición
La demanda de revisión se presentará ante el propio órgano que dictó el fallo en 
primera instancia y deberá indicar expresamente la causal y los hechos concretos 
que la fundamentan, invocando todos los motivos que conozca al momento de 
interponerlo, así como la proposición de prueba pertinente.


Esta demanda no suspenderá la ejecución de la sentencia recurrida. Sin embargo, 
de acuerdo con las circunstancias y a petición de la persona impugnante, se podrá 
suspender la ejecución de la sentencia, previo establecimiento de las garantías 
con base en la naturaleza de las pretensiones.


Artículo 115.-  Procedimiento
Por interpuesta la revisión, el despacho de instancia remitirá de forma inmediata el 
expediente al órgano competente, quien revisará las cuestiones formales y podrá 
pedir subsanar errores en la presentación en un plazo de cinco días.  Si reúne los 
requisitos o subsanados estos, el tribunal se pronunciará sobre su admisión, así 
como sobre la garantía de suspensión si hubiera sido solicitado, y emplazará a 
quienes hubieran litigado en el proceso o a sus causahabientes, por el plazo de 
cinco días.  Por ningún motivo, se rechazará el recurso por cuestiones de errores 
materiales o de mención de normas jurídicas o falta de orden en los motivos.  


Contestada la demanda o transcurrido el plazo para hacerlo, practicada la prueba 
científica o pericial admitida y estando en autos los informes, se señalará hora y 
fecha para una audiencia con las partes e intervinientes en la que se admitirán y 
practicarán las demás pruebas y se expondrán conclusiones.
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Dentro de los cinco días luego de la audiencia, el órgano tomará la decisión final 
mediante voto y tendrá un mes posterior a ello para su redacción y notificación. 


Artículo 116.-  Contenidos y efectos del fallo
Declarada con lugar la demanda de revisión, el tribunal anulará, en todo o en 
parte, la sentencia impugnada, en cuanto fuera procedente, y ordenará reponer las 
actuaciones necesarias.  A pesar de la existencia de la causal, si esta no fuera 
determinante de la decisión impugnada, el tribunal podrá mantener incólume lo 
resuelto.


Dictada la sentencia, se remitirá el expediente al órgano de primera instancia para 
que proceda conforme se disponga. Si hubiera que reponer actuaciones, serán 
eficaces las pruebas recibidas y practicadas en el tribunal que conoció de la 
revisión.


La nulidad declarada producirá todos sus efectos legales, salvo los derechos 
adquiridos por terceros que deban respetarse.


Cuando se haya rendido garantía dineraria para suspender la ejecución del fallo 
impugnado, esta se le girará a quien o quienes se hayan causado perjuicio por la 
suspensión, como indemnización mínima, según la proporción prudencial que 
determine el tribunal que conoció de la impugnación.


En el fallo se ordenará la condena en costas para quien demandó la revisión en 
caso de no acogerse la petición, salvo que se estimen los presupuestos de 
exención de costas en el proceso, según lo normado en este Código.  Si se 
acogiera la revisión, se falla sin condena en costas.


Artículo 117.-  Recursos
Contra la sentencia que resuelva la revisión no cabrá recurso alguno.  El rechazo 
por razones meramente formales no impedirá la interposición de una nueva 
demanda de revisión.


Capítulo III


Actos de las partes


Artículo 118.-  Forma de gestión de las partes
Las partes o las personas profesionales que intervienen en su representación 
deberán gestionar de forma escrita en las actuaciones previas a la audiencia o 
fuera de estas.  En las audiencias solo se admitirán gestiones verbales. 


Los escritos necesariamente deberán ser firmados por las partes con 
autenticación de persona abogada, pero cuando ya estas están debidamente 
acreditadas en el proceso es suficiente su firma.  En los procesos que 
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expresamente se indique, no se requiere que el escrito contenga la firma de 
autenticación de una persona abogada, pero deberá ser entregado personalmente 
por el firmante.


Cuando la parte gestionante debe firmar un escrito y por motivos de imposibilidad 
no pueda hacerlo, se presentará personalmente con el escrito ante el despacho 
judicial y se dejará constancia de esa situación; pero si la parte imposibilitada no lo 
presenta personalmente en los procesos que no requieren la autenticación de 
persona abogada, firmará un tercero a ruego con autenticación profesional.  En 
todo caso, la parte imposibilitada estampará en el escrito su huella dactilar, salvo 
que la imposibilidad no lo permita.


Artículo 119.-  Entrega de copias de escritos y documentos
En los procesos resolutivos familiares con cosa juzgada material y en los procesos 
especiales de adoptabilidad y adopción, divorcio, separación judicial o cese de la 
unión de hecho por mutuo consentimiento, y los procedimientos de ejecución de 
estos procesos, se deberán entregar copias de los escritos que se presentan y de 
los documentos que acompañan, salvo que a criterio de la autoridad judicial no 
sea necesario por la calidad de las partes y el costo de estos, los mismos en cuyo 
caso el despacho lo suplirá si fuera necesario.


Artículo 120.-  Efectos de las actuaciones de las partes
Los actos procesales de las partes, una vez verificados de manera efectiva ante el 
despacho competente, producirán inmediatamente la constitución, modificación o 
extinción de derechos y deberes procesales, salvo disposición legal en contrario.


Capítulo IV


Las audiencias judiciales


Artículo 121.-  Privacidad de las audiencias
Toda audiencia judicial será privada, sin perjuicio de la presencia de personas 
ajenas al proceso cuando la autoridad judicial lo autorice con la necesaria 
anuencia de las partes, siempre y cuando esa presencia tenga una finalidad 
académica o de colaboración con las partes o la propia autoridad judicial.


Artículo 122.-  Debido comportamiento de las partes y representantes
En toda audiencia las partes y sus representantes legales y judiciales deberán 
tener un adecuado comportamiento en el desempeño de las labores asignadas a 
cada uno y en el respeto debido hacia las demás personas.  


Artículo 123.-  Deberes de la persona juzgadora al inicio de la audiencia
En toda audiencia, conforme a las pretensiones que se deducen, las personas 
juzgadoras deberán dirigirse a las partes y sus representantes para:
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a) Explicar claramente a las partes e intervinientes de las funciones que se 
asumen en la audiencia, los derechos y deberes que les competen, las 
oportunidades de participación, las consecuencias de su desatención y 
la obligación de comportamiento en esta, con la necesaria anuencia de 
las partes e intervinientes a no tomarla como la condición propicia de 
agravamiento de conflictos.


b) Invitar a las partes e intervinientes a la consideración de una forma 
alterna a la solución del conflicto, para lo cual dará el espacio físico y 
temporal necesario, y en caso de considerarse prudente podrá llamar a 
la audiencia a cualquier profesional especialista en resolución alterna de 
conflictos para el tratamiento de esta fase.


Artículo 124.- Principio de concentración de la audiencia
Todos los actos de la audiencia deben llevarse a cabo de forma consecutiva, 
pudiendo únicamente interrumpirse las audiencias por motivos de horario de los 
despachos o cualquier situación que ocurra que imposibilite la diligencia, pero en 
todo caso debe proseguirse lo antes posible ese mismo día o al día siguiente, 
conservando la unidad de la audiencia.


Artículo 125.-Suspensión y continuación de audiencias de prueba y 
decisorias
Cuando sea necesario, por la imposibilidad de práctica probatoria, para considerar 
aspectos procesales complejos, por el inminente arreglo conciliatorio entre las 
partes o la enfermedad de la persona juzgadora, algunas de las partes del proceso 
o sus representantes profesionales, se pueden suspender las diligencias de una 
audiencia probatoria y decisoria final hasta por un plazo máximo de quince días 
hábiles; en cuyo caso el tribunal deberá indicar en ese momento la fecha y hora de 
la continuación.  Quien o quienes inician presidiendo la audiencia deberán 
finalizarla y dictar el fallo.


Si no se pudiera continuar esta audiencia por motivos de imposibilidad de la 
persona juzgadora o un miembro de un tribunal, se deberá nuevamente iniciar la 
audiencia con otras personas juzgadoras.


Artículo 126.-  Registro de las audiencias
Las audiencias, hasta donde sea posible y los medios tecnológicos lo permitan, 
deberán ser grabadas en voz y video.  Por ningún motivo se filmarán las 
entrevistas de personas menores de edad. 


En caso de que no existan medios tecnológicos para la grabación de la audiencia, 
en el acta deberán consignarse todo lo actuado y la prueba recibida, sin necesidad 
de anotar las discusiones sobre la práctica de esta.


TÍTULO IV


Actuaciones cautelares
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Capítulo I


Generalidades


Artículo 127.-  Principios que las rigen y su oportunidad
La materia cautelar garantizará la efectiva tutela de los derechos fundamentales y 
el objeto del proceso.  Las medidas cautelares se podrán solicitar en cualquier 
estado del proceso o antes de su interposición.


Artículo 128.-  Presupuestos y legitimación para su aplicación
Las medidas cautelares procederán a solicitud de parte o de oficio.  Para 
ordenarla se atenderá a la apariencia del derecho que se pretende y al peligro de 
la espera de la solución final.


Artículo 129.-  Medidas cautelares potestativas
La autoridad judicial al resolver una petición de medida cautelar podrá ordenar, 
aún de oficio, cualquier otra medida para tutelar los intereses de las personas 
involucradas en el proceso.


Artículo 130.-  Caducidad de las medidas cautelares anticipadas
Cuando se ha concedido una medida cautelar anticipada la parte tendrá que 
presentar su demanda o gestión de audiencia previa dentro del mes siguiente a su 
dictado o ejecución, según corresponda; de lo contrario, esta caduca y quedará sin 
efecto.


Capítulo II


Procedimientos cautelares


Artículo 131.-  Requisitos de la petición
Al solicitar una medida cautelar se deben expresar claramente los motivos en que 
se funda, ofrecer la prueba necesaria y, si es anticipada, deberá indicar el tipo de 
proceso que se pretende instaurar.


Artículo 132.-  Decreto y ejecución
El despacho adoptará la medida cautelar sin dar audiencia a las otras partes o 
intervinientes, salvo que lo considere necesario.  Se ejecutará a pesar de que 
existan recursos pendientes de resolver. 


La medida cautelar firme se podrá revisar, de oficio o a petición de parte, cuando 
se estime que variaron las circunstancias que la motivaron.  De ser necesario, se 
ordenará su cancelación, modificación o sustitución.
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Capítulo III


Medidas cautelares típicas


Sección I


Medidas cautelares en procesos de
pretensiones personalísimas


Artículo 133.-  Régimen provisional de sistema de interrelación familiar
En los procesos familiares se podrá establecer un régimen provisional de 
interrelación familiar con personas menores de edad, personas con discapacidad o 
personas adultas mayores; además, se podrán establecer otras medidas que 
aseguren, desde el inicio del proceso, la identidad y relación propia entre estas 
personas y quien pretenda el régimen.


Artículo 134.-  Cuido provisional de personas
La autoridad judicial podrá ordenar la anticipación del derecho pretendido de cuido 
provisional de personas como medida cautelar, procurando que el lapso que 
transcurra hasta la sentencia no provoque la consolidación del derecho a favor del 
titular de la medida otorgada.


En los asuntos de petición unilateral para el nombramiento de un representante o 
el cuido personal para una persona con discapacidad o persona menor de edad, la 
autoridad judicial podrá ordenar el cuido personal con independencia de los 
aspectos patrimoniales.


Artículo 135.-  Entrevistas, diagnósticos sociales y psicológicos de personas 
menores de edad, adultas mayores o con discapacidad
Cuando sea estrictamente necesario para la resolución de alguna de las medidas 
cautelares indicadas en los artículos anteriores, de forma excepcional la autoridad 
judicial podrá ordenar, incluso de oficio, cualquier prueba que estime necesaria 
para establecer la realidad en cuanto a la relación existente entre quien la pide y la 
persona menor de edad, adulta mayor o con discapacidad.


También podrá ordenar la entrevista personal, para lo cual podrá solicitar la 
participación y colaboración de los integrantes del equipo interdisciplinario. 


Artículo 136.-  Salida del domicilio conyugal
En los procesos de disolución, nulidad y separación judicial del matrimonio y en el 
reconocimiento de unión de hecho, la autoridad judicial podrá ordenar o autorizar a 
cualquiera de los cónyuges o convivientes la salida inmediata del hogar, con 
independencia de la titularidad de la propiedad en el que se encuentren.  En todo 
caso, al ordenar la medida se deberá considerar la existencia de personas 
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menores de edad o personas con discapacidad y su relación afectiva con 
cónyuges o convivientes. 


A fin de hacer efectiva esta medida, el despacho judicial podrá solicitar la 
intervención de la autoridad de policía y hacer uso de cualquier otra medida 
tendiente a asegurar la integridad física y moral de las partes y demás miembros 
de la familia y, en casos excepcionales, podrá ordenar el allanamiento de morada.


Artículo 137.-  Otras medidas cautelares de protección en procesos donde se 
discuten relaciones de pareja
La autoridad judicial podrá ordenar, a fin de asegurar la protección de los 
miembros de la familia, cualquier medida de protección que estime pertinente, 
además de las establecidas en la normativa de violencia intrafamiliar.


Sección II


Medidas cautelares en procesos de representación


Artículo 138.-  Administración interina de bienes
En los asuntos de petición unilateral para el nombramiento de representantes de 
personas menores de edad o con discapacidad, o en cualquier otro proceso que 
así lo requiera, de ser necesario y existan indicios de que el patrimonio corre 
peligro, se ordenará el nombramiento de una persona administradora interina de 
los bienes.


Artículo 139.-  Inmovilización de bienes
En caso de que exista riesgo patrimonial relacionado con una posible defraudación 
en contra de los intereses de la persona presunta insana o de la persona menor 
de edad, se podrá ordenar al Registro Público de la Propiedad la inmovilización de 
los bienes inmuebles o muebles registrables e inscritos a su nombre.


Sección III


Medidas cautelares en pretensiones patrimoniales


Artículo 140.-  Embargo preventivo
En el trámite de procesos con pretensiones patrimoniales, a fin de impedir que la 
parte demandada, mediante el ocultamiento o distracción de bienes, pueda eludir 
su responsabilidad, se podrá pedir el embargo preventivo de bienes, sin que se 
exija garantía pecuniaria alguna, aunque la autoridad judicial será vigilante en 
determinar en cualquier momento del proceso la existencia de un embargo 
excesivo y ordenar la reducción.
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Cuando se solicita el embargo de una propiedad para el cobro de la eventual 
condena de responsabilidad en procesos en los que ambas partes son miembros 
de la misma familia, la autoridad judicial deberá valorar adecuadamente si la 
procedencia de ese embargo puede afectar los derechos de otras personas 
miembros de la familia, en especial personas en estado de vulnerabilidad y, de ser 
así, denegará la petición.


Artículo 141.-  Anotación de demanda
En el proceso donde se discuta la declaratoria del derecho de ganancialidad de 
bienes inmuebles, muebles inscribibles o derechos de concesión de órganos 
administrativos, que presumiblemente puedan ser considerados de esa forma, se 
ordenará la anotación de estos; para lo cual se enviará de forma inmediata el 
respectivo mandamiento al Registro correspondiente, sin perjuicio de que se haga 
mediante vías electrónicas directas.


De igual forma, se ordenará la anotación de ese tipo de bienes de una persona 
jurídica, cuando se demande a ella por considerar que ha sido constituida para 
sustraer bienes con derecho de ganancialidad del patrimonio de la pareja, o que 
exista para tales fines.


Artículo 142.-  Medidas cautelares referentes a libros de personas jurídicas
Cuando en un proceso se discuta la existencia de bienes de los cónyuges o 
convivientes, inscritos a nombre de una persona jurídica, la autoridad judicial 
podrá ordenar el decomiso de los libros de la sociedad o inmovilización de 
cualquier registro de acciones o cuotas de participación, a fin de evitar que se 
trasladen de forma simulada y se vulnere el derecho de ganancialidad.  En este 
caso, se dejará constancia en el expediente y se devolverán de forma inmediata.


En caso de que la persona jurídica no cuente aún con los libros respectivos, la 
autoridad judicial podrá ordenar al ente administrativo encargado la no entrega de 
los mismos estos en caso de que se soliciten, o que antes de otorgarlas hagan 
constancia de fecha cierta al día entregado para verificar la autenticidad de 
posteriores traspasos.


Artículo 143.-  Inmovilizaciones y depósito de bienes muebles
Cuando se discute el derecho de ganancialidad sobre bienes muebles no inscritos, 
la autoridad judicial podrá apersonarse al lugar en donde se encuentran, llevar a 
cabo un inventario detallado de dichos bienes y ordenar a quien los posea la 
obligación de no enajenarlos ni gravarlos sin consentimiento del despacho.


También puede ordenarse el depósito de los bienes en cónyuges o convivientes 
que no los posea o en un tercero que garantice el cuido y el mantenimiento.


Sección IV


Medidas autosatisfactivas
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Artículo 144.-  Procedencia
Procederá el dictado de una medida autosatisfactiva por parte de la autoridad 
judicial cuando a su juicio sea necesario para procurar el mejor disfrute de los 
derechos fundamentales en el ámbito familiar, cuyo dictado no causa un perjuicio 
grave para los otros miembros de la familia.


Quien lo solicita deberá acompañar la petición de los elementos de prueba 
necesarios para la identificación del derecho pretendido y la urgencia de la tutela.


Artículo 145.-  Efectos
El dictado de la medida autosatisfactiva conlleva la inmediata ejecución de lo 
decidido y no requiere de discusión posterior, salvo la activación de otras vías 
procesales para discutir lo resuelto.


TÍTULO V


Actividad probatoria


Capítulo I


Disposiciones generales


Sección I


Principios básicos


Artículo 146.-  Principios específicos de prueba en el proceso familiar
La materia probatoria en el proceso familiar se regirá por los principios generales 
de la prueba; específicamente los principios de libertad probatoria, gratuidad, 
privacidad, confidencialidad, contradictorio, concentración y flexibilidad en el 
ofrecimiento, admisión y práctica probatoria dentro del marco de legalidad.


Artículo 147.-  Principio de libertad probatoria
Los hechos sometidos al debate podrán ser demostrados con cualquier tipo de 
prueba.  El tribunal estará obligado a consultar documentos, indicadores 
económicos u otros, así como cualquier normativa pertinente para establecer los 
hechos. 


Artículo 148.-  Principio de concentración de la prueba
La prueba deberá ser evacuada en una sola audiencia, según se dispone y regula 
en este Código.


Artículo 149.-  Juramento y examen de condiciones de personas declarantes 
y peritas
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Salvo las personas menores de doce años, todas rendirán declaración testimonial 
o de parte y las personas peritas están obligadas a rendir juramento. La autoridad 
judicial les hará saber las consecuencias legales existentes en caso de no cumplir 
con esto en cada caso.  Antes de rendir la declaración, se deberán expresar las 
calidades propias, las relaciones de parentesco, amistad, compañerismo laboral, 
vecindad o cualquier circunstancia que pueda ser determinante para valorar la 
prueba.  En sus dictámenes, las personas peritas están en el deber de indicar 
estas circunstancias.


Artículo 150.-  Incorporación de prueba de otros procesos
De acuerdo con el principio de abordaje integral de los procesos sobre una misma 
situación familiar, la prueba evacuada en otros procesos podrá ser incorporada sin 
necesidad de ratificación siempre y cuando se trate de las mismas partes 
involucradas.  Cuando se trate de prueba pericial o testimonial, excepcionalmente 
se podrá hacer llegar al proceso a quien la haya emitido, con el fin de ser 
examinado sobre determinados aspectos de interés. 


Artículo 151.-  Costo económico en materia probatoria
Las actuaciones o diligencias probatorias serán gratuitas salvo que la parte 
solicitante cuente con recursos.


Sección II


Carga de la prueba


Artículo 152.-  Principio de facilidad probatoria
Al momento de ordenar la prueba se tomará en cuenta la disposición y facilidad 
que cada una de las partes e intervinientes tienen para hacerla llegar al proceso.  
Las partes estarán obligadas a cooperar en el aporte de las pruebas, con 
independencia del hecho que se pretenda demostrar.


El incumplimiento de ese deber permitirá al tribunal tener por demostrado el hecho 
de la contraria que se pretende acreditar con la prueba.


Capítulo II


Ofrecimiento y admisión


Sección I


Prueba anticipada


Artículo 153.-  Procedencia y recepción
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Cuando se pretenda demostrar un hecho que por su propia naturaleza o por los 
riesgos que tiene con respecto a personas o bienes no pueda esperar a ser 
evacuada en la etapa procesal establecida, la parte podrá solicitar la admisión y 
práctica de esta acreditando debidamente la situación.


La prueba así admitida se recibirá en audiencia con la presencia de las partes.  
Excepcionalmente, y en casos de suma urgencia a criterio del tribunal, se podrá 
recibir sin citación de partes.


La prueba carecerá de eficacia si se comprobara que no se produjeron las 
condiciones que ameritaron su recibo anticipado.  En todo caso, el tribunal deberá 
fundamentar debidamente su decisión.


Sección II


Ofrecimiento de prueba


Artículo 154.-  Momento del ofrecimiento
Las pruebas deberán ser aportadas u ofrecidas conforme lo indica este Código 
para cada uno de los procedimientos.  Cuando se trate de prueba no conocida por 
las partes o que no haya sido posible obtenerla con anterioridad, podrá ser 
ofrecida sin formalismo alguno en cualquier momento del proceso hasta el inicio 
de la audiencia.


Capítulo III


Admisión de la prueba


Sección I


Iniciativa probatoria de la autoridad judicial


Artículo 155.-  Potestad del tribunal en la introducción de prueba en el 
proceso
En todo proceso, ya sea al inicio de este o durante la audiencia respectiva, la 
autoridad judicial tendrá potestad de hacer llegar la prueba no ofrecida por las 
partes o aquella que sea necesaria para demostrar los hechos sugeridos por las 
partes e intervinientes que no ha sido posible demostrar con las ofrecidas 
inicialmente.


La persona juzgadora deberá fundamentar su decisión tomando en cuenta los 
principios de imparcialidad, razonabilidad, proporcionalidad, experiencia, solución 
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integral, vulnerabilidad, protección y accesibilidad, así como para evitar los fraudes 
procesales.


Sección II


Admisión de prueba ofrecida


Artículo 156.-  Potestad de la autoridad judicial
Serán admisibles las pruebas que tengan conexión y sean pertinentes con los 
hechos y que sean útiles, en la aplicación de los principios de protección del 
proceso familiar, sin perjuicio de excluirlas cuando se refieran a hechos admitidos 
en asuntos de derechos disponibles, las relacionadas con hechos notorios de 
forma general dentro de una determinada región o en un ámbito subjetivo concreto 
y las que se refieran a hechos evidentes a una presunción que no admite 
contradicción.


Artículo 157.-  Prueba abundante
Se podrán denegar las pruebas que se consideren abundantes, siempre y cuando 
se respete el principio de equilibrio procesal.


Tratándose de declaración de terceros, la autoridad judicial podrá reducir el 
número de declarantes, valorando para ello las circunstancias del tipo de proceso 
y las pretensiones.


Capítulo IV


Medios de prueba y su práctica


Sección I


Generalidades


Artículo 158.-  Medios de prueba
Se consideran medios de prueba los siguientes:


a) La declaración de partes.
b) La declaración de terceros.
c) Los documentos e informes.
d) Los dictámenes periciales.
e) Los dictámenes científicos y tecnológicos.
f) El reconocimiento de lugares, personas, cosas y situaciones familiares.
g) Cualquier otro con garantía del debido proceso
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Artículo 159.-  Participación de intérpretes
Si por motivos de idioma, expresión del lenguaje, impedimentos físicos, 
limitaciones de tipo socioeducativas y cualquier otra situación la práctica de la 
prueba pueda causar perjuicio en los derechos de las partes e intervinientes en el 
proceso, la autoridad judicial, a solicitud de parte o de oficio, dispondrá el 
nombramiento de intérpretes a cargo del Poder Judicial, salvo que la parte 
proponente cuente con recursos.


La parte proponente de la prueba deberá informar al despacho con la antelación 
debida el requerimiento de intérprete, a fin de realizar las gestiones necesarias 
para el nombramiento.


Artículo 160.-  Lugar, momento y forma de la práctica de la prueba
Las pruebas se practicarán en el momento que señale la autoridad judicial y en el 
asiento del despacho.  Se podrá realizar la recepción de pruebas en lugar diverso 
cuando las circunstancias lo ameriten o utilizarse medios tecnológicos disponibles, 
siempre y cuando se garantice el debido proceso y el principio de inmediación.


Artículo 161.-  Medios de protección
A fin de evitar la revictimización de partes, intervinientes y cualquier otro sujeto del 
proceso, el tribunal dispondrá el uso de medios tecnológicos disponibles.


Sección II


Particularidades de los medios de prueba


Subsección I


Declaración de partes


Artículo 162.-  Obligación de declarar
Las partes tienen el deber de prestar declaración sobre los hechos que le sean 
propios o ajenos.


Cuando se trate de personas jurídicas, podrán hacerlo no solo quienes ostenten al 
momento de la declaración la calidad de representantes, sino que también podrán 
ser llamados quienes las representaban al momento de suceder los hechos, sin 
perjuicio de que estos puedan declarar en calidad de testigos.


Artículo 163.-  Repercusiones por la ausencia
Cuando la parte debidamente notificada de la audiencia para la declaración de 
parte no se apersonara sin justificación alguna, no quiera declarar o de cualquier 
forma lleve a cabo actos que frustren la realización de la prueba, se considerará 
que admite tácitamente los hechos del interrogatorio, presumiéndose como 
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ciertos, siempre y cuando sean contrarios a sus intereses en el proceso, todo de 
conformidad con los términos de valoración probatoria que regula este Código.


Artículo 164.-  Inadmisión de la declaración de parte
No será admisible la declaración de parte sobre hechos referentes a derechos no 
disponibles, salvo que sea necesaria como elemento integrador de otras pruebas 
o para tener mejor visión del conflicto familiar.
Por ningún motivo se admitirá la prueba de declaración de parte en los 
procedimientos de aplicación de las medidas de protección contra la violencia 
doméstica ni en los procesos de protección cautelar establecidos en este Código.


Artículo 165.-  Imposibilidad de utilizar notas y apuntes
Al momento de la declaración no se podrán utilizar notas ni apuntes, excepto 
cuando se trate de preguntas referidas a cifras o datos de difícil precisión, siempre 
y cuando los tenga en su poder al momento en la audiencia.


Subsección II


Declaración de terceros


Artículo 166.-  Personas sujetas a declarar 
Toda persona que tenga la capacidad suficiente para declarar podrá ser ofrecida 
como testigo o llamada a declarar por el tribunal, sin perjuicio de las restricciones 
que se mencionan en este apartado.


Artículo 167.-  Testigos hijas o hijos de las partes
Cuando se trate de testigos hijas o hijos de las partes o de alguna de ellas y que 
sean menores de quince años de edad, se recibirá su testimonio sin la presencia 
de las partes, quienes deberán hacerse representar por sus representantes 
legales.


Artículo 168.-  Examen del declarante sobre todo el contexto familiar
Las personas quienes que rindan testimonio podrán ser interrogadas sobre los 
hechos propuestos y cualquier situación familiar personal o patrimonial de interés 
para la decisión del proceso.


Artículo 169.-  Abstención para de declarar
Al momento de rendir la declaración el tribunal advertirá a las personas 
declarantes que se pueden abstener de hacerlo cuando la declaración puede 
implicar consecuencias penales, de conformidad con el artículo 36 de la 
Constitución Política, o cuando se trate de personas protegidas por el secreto 
profesional o deber de reserva legal.  En estos dos últimos supuestos la parte 
podrá relevarlas y deberá procederse a recibir su declaración.


Artículo 170.-  Consulta a documentos
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En la declaración de terceros se aplicará lo dispuesto sobre la excepcionalidad de 
declarar consultando notas y apuntes dispuesta para la declaración de partes.


Artículo 171.-  Dirección del interrogatorio
Una vez juramentada la persona declarante será examinada sobre sus calidades y 
relación con las partes, se le invitará a declarar sobre los hechos del proceso.  Las 
partes podrán preguntar en varias ocasiones en el orden que la autoridad judicial 
considere en cada caso, manteniendo el equilibrio procesal.  La advertencia a 
decir verdad deberá hacerla el tribunal únicamente.


El interrogatorio será verbal y directo, salvo tratándose de personas menores de 
edad, con discapacidad, o en cualquier otra situación de vulnerabilidad, caso en el 
cual el interrogatorio se hará por medio de la autoridad judicial o con la ayuda de 
profesionales.  Por ningún motivo, se permitirán tratos inadecuados de las partes y 
representantes legales hacia las personas declarantes.


Una vez terminada la declaración, la persona declarante se retirará de la sala de 
audiencias, salvo que el tribunal le ordene que permanezca dentro de las 
instalaciones del despacho para cualquier situación de nueva convocatoria a 
declarar o la realización de un careo.


Artículo 172.-  Sustitución de testigos
En cualquier estado del proceso, incluso hasta antes de la etapa de recepción de 
prueba, se podrá solicitar la sustitución de quienes han sido ofrecidos para 
declarar, siempre y cuando el cambio no produzca retraso o imposibilidad en la 
realización de la audiencia.


Artículo 173.-  Careo
Cuando exista contradicción entre declarantes, sean partes o terceros, se podrá, 
de oficio o a petición de parte, ordenar un careo.


Artículo 174.-  Ausencia de testigos
Cuando a la audiencia no compareciera alguna de las personas admitidas para 
recibir su declaración y se considere necesaria la misma esta, se deberá hacerlo 
llegar dentro del plazo que se estipule para la suspensión de las audiencias, con 
auxilio de la fuerza pública si fuera necesario.


Subsección III


Documentos e informes


Artículo 175.-  Validez documental
Todo documento aportado por las partes en la fase inicial del proceso se 
considerará admitido de pleno derecho y estos y los que fueran aportados 
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posteriormente y admitidos por el despacho se presumirán válidos y auténticos, 
salvo que por los medios establecidos se llegue a considerar lo contrario.


Tendrán la validez de un documento físico los que sean entregados por medios 
tecnológicos.


Los documentos aportados por las partes o los requeridos por el tribunal a las 
instituciones públicas estarán exentas de pago de impuestos, pero sí deberán 
contener el sello de la institución y la firma de quien los emite con competencia 
para ello; lo mismo respecto de las reproducciones de dichos documentos y las 
autenticaciones del contenido de los medios electrónicos.


Artículo 176.-  Documentos públicos
Se considerarán documentos públicos aquellos que sean emanados por personas 
funcionarias públicas en el ejercicio de su cargo, o por aquellas personas que para 
tales efectos revisten tal carácter con los requisitos exigidos en la ley.


Los documentos expedidos por instituciones públicas de otros países deberán 
contar con la debida traducción al idioma español y con los requisitos de 
autenticación consular, salvo que a criterio de la autoridad judicial o por existencia 
de convenios internacionales, en salvaguarda de la gratuidad, la sumariedad y la 
informalidad del proceso, no sea necesario sin que se afecte el debido proceso y 
el derecho de defensa.


Observación: la redacción de este último párrafo está confusa.  


Artículo 177.-  Impugnación de documento privado
En caso de impugnación, el documento privado deberá ser debidamente 
reconocido por quien lo ha emitido o firmado.


De oficio o a petición de parte, se hará comparecer a las personas involucradas en 
la emisión, confección, firma o en el contenido de un documento, para que aclaren 
cualquier duda que se tenga sobre la autenticidad o su contenido.


Artículo 178.-  Obligatoriedad de la exhibición de los documentos
El despacho, a solicitud de parte o de oficio, podrá ordenar a quien tenga posesión 
de cualquier tipo de documento privado, informe, libro, documento público 
extranjero o cualquier otro elemento de prueba, su presentación cuando sea 
estrictamente necesario para la resolución de las pretensiones deducidas de las 
partes.


Artículo 179.-  Petición de informes
El despacho podrá, de oficio o a petición de parte, solicitar a cualquier persona 
física o jurídica, de hecho o derecho, institución pública o ente privado: los 
informes, expedientes, estudios y otros documentos referentes a los hechos del 
proceso y cuya demostración no pueda ser solventada por otro medio de prueba.  
Lo solicitado puede ser remitido por cualquier medio que asegure autenticidad.
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Artículo 180.-  Secreto y privacidad de documentos
Será potestad de la autoridad judicial, en resguardo de los principios procesales 
de privacidad y reserva en el proceso y tomando en consideración las condiciones 
vulnerables de las personas involucradas y cuyos derechos se discuten, mantener 
en reserva cualquier tipo de documento o informe y únicamente mostrarlo a las 
partes en las respectivas audiencias, cuando el documento contenga información 
privada de ellas o de personas allegadas, en especial de las personas menores de 
edad.  Al momento de presentar el documento, se ordenará a las partes 
abstenerse de llevar a cabo acciones contrarias a la armonía familiar en vista del 
descubrimiento del contenido de este. del  mismo.


Artículo 181.-  Procedimiento de impugnación de documentos
Los documentos que hayan sido presentados junto a la demanda únicamente 
podrán ser impugnados al momento de contestar las pretensiones, y los 
presentados posteriormente se impugnarán en la audiencia inicial, sin que deban 
requerirse más formalidades que las necesarias para identificar la causa, el objeto 
y la pretensión de la articulación.  En el primer caso, la autoridad judicial otorgará 
una audiencia de tres días a la parte, y en el segundo caso, lo hará de forma 
verbal.  Se podrán ordenar las pruebas necesarias para resolver lo pedido, salvo 
que en la vía penal se haya resuelto sobre la falsedad, con efectos de cosa 
juzgada material.


Subsección IV


Informes periciales


Artículo 182.-  Ofrecimiento y admisión
Se podrá pedir la intervención de las personas peritas para la elaboración de 
informes en aquellos hechos o circunstancias que requieran conocimientos ajenos 
al derecho.  Esta pericia se limitará al objeto que se puntualiza en su pedido.


La autoridad judicial podrá admitir, en con carácter de prueba documental o de 
informes según corresponda, peritajes ya confeccionados con anterioridad, 
siempre que no exista duda de la autenticidad, profesionalidad y resulten 
oportunos para la decisión del asunto.


Artículo 183.- Nombramiento de las personas peritas no institucionales
El nombramiento de las personas peritas no institucionales se hará con base en la 
lista que al efecto existe en el Poder Judicial.  Previamente a la designación, se 
prevendrá el depósito de los honorarios cuando proceda.  En caso de personas 
que no integren esas listas, será necesario su juramento en el despacho.


Cuando la pericia así lo exija, el nombramiento podrá recaer en un grupo de 
personas o de un ente u órgano público o privado para la elaboración del informe; 
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caso en el cual debe incluirse en el peritaje el nombre de las personas que 
intervinieron directamente en la pericia.


Artículo 184.-  Deberes de las personas peritas
Antes de la rendición del informe, las personas peritas están en la obligación de 
mantener reserva y privacidad de la información, salvo que a criterio del tribunal se 
requieran informes preliminares relacionados con dicha información.


Artículo 185.-  Contenido y limitaciones del peritaje
En el informe pericial se deberán incluir únicamente aquellos datos indispensables 
para la apreciación del elemento probatorio.  Se prescindirá de todas aquellas 
situaciones de la vida de las personas involucradas en el proceso que no sean 
relevantes.  En sus conclusiones el peritaje deberá ser congruente con la petición 
judicial.


Artículo 186.-  Examen y ampliación de peritajes en audiencias
Cuando así lo determine el tribunal, la persona perita deberá comparecer a la 
audiencia de prueba para informar, ampliar o aclarar la pericia y lo hará de la 
forma más sencilla posible.  Las partes podrán hacerse acompañar para estos 
efectos de una persona profesional en la materia, quien podrá solicitar a través por 
medio de la autoridad judicial las aclaraciones y las adiciones que sean 
necesarias.


Subsección V


Dictámenes científicos y tecnológicos


Artículo 187.-  Casos en que procede
Se podrá ordenar prueba eminentemente científica o tecnológica, o la práctica de 
reproducciones de cualquier naturaleza, cuya elaboración estará a cargo de una 
persona, un grupo de ellas o un ente público o privado, adscrito o no al Poder 
Judicial.


El nombramiento de ellas, el pago de sus honorarios, sus deberes y funciones se 
regirán por lo reglado para la prueba pericial.  De la misma forma deberá 
comparecer a audiencia cuando así es requerido para su examen e interrogatorio 
de las partes.


Artículo 188.-  Prueba científica en procesos relativos a la filiación
Tratándose de pretensiones sobre filiación en las cuales sea indispensable prueba 
científica, la autoridad judicial deberá ordenarla, incluso de oficio, de forma 
inmediata al inicio del proceso.
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Cuando una persona debidamente citada para la práctica de esta prueba se niega 
a acudir a la cita, podrá ser conducida por la autoridad de policía, para lo cual el 
despacho hará uso de los medios coercitivos necesarios.


Subsección VI


Reconocimiento judicial de personas, lugares, cosas y situaciones 
familiares


Artículo 189.-  Reconocimiento de personas
En cualquier tipo de proceso en el cual que se demanda la existencia de 
agresiones físicas o emocionales, la autoridad judicial ordenará, de inmediato, la 
realización de un reconocimiento de las personas víctimas, a fin de valorar la 
magnitud y las secuelas de los hechos, por medio de profesionales de los equipos 
interdisciplinarios o de otras dependencias del Poder Judicial o cualquier entidad 
pública o privada que se encargan de estas actuaciones.


Al momento de llevar a cabo esta diligencia, se deben tener en cuenta todas las 
precauciones necesarias para el respeto de los derechos de la personalidad, 
incluyendo la posibilidad de acompañamientos con personas de confianza y que 
se verifique sin presencia de las otras partes y representantes legales y en lugares 
debidamente acondicionados para su práctica. Por ningún motivo, se admitirá esta 
prueba si ello implica violación del derecho fundamental de la dignidad humana.


Artículo 190.-  Reconocimiento de situaciones familiares, lugares y cosas
A fin de valorar el lugar y la forma en que se desarrolla la dinámica familiar en 
aquellos procesos en los cuales es requerido para la pretensión concreta y no sea 
necesario peritaje social, se podrá ordenar llevar a cabo un reconocimiento de 
esos lugares o de las situaciones familiares que allí se presentan; a esta diligencia 
pueden asistir las partes, los representantes legales, las personas peritas y otras 
personas que puedan coadyuvar para que se diligencie adecuadamente, sin 
perjuicio de que se ordene con carácter de prueba anticipada, según los 
procedimientos señalados en este Código.


Si se tratara de un reconocimiento ofrecido por alguna de las partes, se debe 
indicar cuál es el motivo y el objeto de este, y la parte contraria podrá indicar al 
despacho antes de su realización otros aspectos que se incluyan en su objeto.


A fin de verificar este tipo de actuaciones, la autoridad judicial podrá contar con el 
auxilio policial que estime conveniente y las partes o personas encargadas de los 
lugares no podrán negar el ingreso a las autoridades a dichos sitios, de lo 
contrario se podrá ordenar de inmediato el allanamiento del lugar para cumplir con 
lo ordenado.
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Si se trata de reconocimiento de cosas, se podrá ordenar el traslado de estas al 
despacho judicial para la práctica de este.


Capítulo V


Apreciación probatoria


Artículo 191.-  Forma de apreciación y valoración de la prueba
En materia de familia se apreciarán y valorarán las probanzas conforme a los 
criterios de lógica, experiencia, sentido común, ciencia y correcto entendimiento 
humano, sin sujeción a reglas de valores determinados para cada medio de 
prueba, atendiendo a todas las circunstancias y los elementos de convicción que 
los autos suministren; pero, en todo caso, deberán hacerse constar las razones 
fundamentos de que fundamentaron la valoración.


Artículo 192.-  Presunción ante inasistencia a prueba científica
En procesos relativos a pretensiones de filiación, cuando no se pudo verificar la 
prueba científica a causa de la inasistencia de una de las personas compelida a 
esos efectos, se tendrá como presunción en su contra aquello que se quería 
demostrar con la prueba. Lo anterior, salvo que la ausencia se diera por causas de 
fuerza mayor o caso fortuito


TÍTULO VI


Terminación anticipada de los procesos


Capítulo I


Medios alternos de solución


Artículo 193.-  Conciliación en el proceso
Además de la gestión previa de conciliación en el proceso resolutivo familiar, en 
cualquier estado de este u otros procesos las partes podrán proponer la 
realización de una audiencia conciliatoria, sin que se pueda rechazar la solicitud, 
salvo que se trate de materia no conciliable o que sea previsible que la gestión 
pretenda dilatar el proceso.


Para la realización de la audiencia, se podrá recurrir a los servicios profesionales 
especializados en conciliación del Poder Judicial.


Artículo 194.-  Conciliación extrajudicial
Las partes podrán presentar, en cualquier tipo de proceso, arreglos de tipo 
conciliatorio.  La autoridad judicial revisará el arreglo y, si lo encuentra ajustado a 
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derecho, lo homologará.  Cuando se considere necesario, se convocará a una 
audiencia para la discusión de lo conciliado.


Si el acuerdo es presentado al despacho por una sola de las partes, se debe dar 
audiencia a la parte contraria para que se manifieste acerca de la petición de 
homologación.


Artículo 195.-  Opinión previa
Tratándose de personas menores de edad o con discapacidad que puedan 
externar su opinión, de previo a la homologación en la audiencia indicada, se 
deberá escuchar su posición acerca de los aspectos conciliados que se refieran a 
derechos propios, todo bajo pena de nulidad de la resolución homologatoria.


Artículo 196.-  Asuntos no conciliables
No procederá la conciliación cuando se trata de la discusión de derechos 
irrenunciables o indisponibles.  En violencia intrafamiliar o protección de derechos 
de personas en estado de vulnerabilidad solo se admitirá cuando sea evidente que 
el acuerdo favorezca a la víctima.


Cuando en un proceso se concilian extremos que no afectan los aquí enunciados, 
se podrá admitir el arreglo parcial.


Artículo 197.-  Efectos del acuerdo conciliatorio en materia de pensiones 
alimentarias
Los acuerdos extrajudiciales en materia de pensiones alimentarias surtirán efectos 
a partir de su adopción salvo para el cobro por la vía de apremio corporal, el cual 
solo se podrá solicitar a partir de la homologación judicial y en relación con las 
cuotas futuras.  Los montos adeudados antes de la homologación se cobrarán por 
la vía de apremio patrimonial.


Capítulo II


Otras formas de terminación del proceso


Sección I


El desistimiento


Artículo 198.-  Procedencia
Se podrán desistir, en de forma total o parcial, las pretensiones o peticiones en 
cualquier etapa del proceso, hasta antes del dictado de la sentencia de primera 
instancia.  Si la demanda ha sido contestada, se requerirá el asentimiento de la 
otra parte, para lo cual se dará el plazo de tres días.
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Cuando existen pretensiones de ambas partes, quien no ha desistido podrá 
aceptar el desistimiento e indicar que desea continuar el proceso en todo o en 
parte en cuanto a las suyas.  Si se presentara en audiencia, se oirá a la otra parte 
y se resolverá ahí mismo.


En ambos casos, la no contestación a esa audiencia tendrá por desistido todo el 
proceso.
No se admitirá el desistimiento parcial de litis consortes necesarios.


Artículo 199.-  Limitaciones al desistimiento
No procederá el desistimiento de procesos de protección cautelar y todos aquellos 
que tutelen derechos de personas en estado de vulnerabilidad.


Artículo 200.-  Efectos del desistimiento
El desistimiento provoca la terminación del proceso en cuanto a las pretensiones 
desistidas y la demanda se tendrá por no puesta para todos los efectos.


Una vez admitido el desistimiento, se condenará en costas a quien haya desistido, 
salvo casos excepcionales a criterio de la autoridad judicial.


Sección II


Caducidad del proceso


Artículo 201.-  Procedencia
Cuando la parte no haya cumplido una prevención ordenada por la autoridad 
judicial impidiendo la continuación del proceso, transcurridos tres meses se 
declarará caduco.  Esta declaratoria se hará de oficio o a petición de la persona 
interesada.


Artículo 202.-  Improcedencia de la caducidad
No procede la caducidad en los procesos de protección cautelar y todos aquellos 
que tutelen derechos de personas en estado de vulnerabilidad.  Tampoco 
procederá en los asuntos de petición unilateral de nombramiento de tutor o 
curador.


Artículo 203.-  Efectos de la caducidad del proceso
La caducidad extingue el proceso y se tendrán como no interpuestas las 
pretensiones de la parte que incumpliera y se le condenará al pago de las costas, 
salvo casos excepcionales a criterio de la autoridad judicial.


Cuando se trata de procesos con pretensiones de ambas partes, se continuará 
con las de la otra parte.
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TÍTULO VII
Consecuencias económicas del proceso


Capítulo I


Costas


Artículo 204.-  Imposición de costas
Toda resolución que le ponga fin a un proceso contencioso impondrá al pago de 
las costas a la parte vencida.  Podrá eximirse cuando se estime que la parte litigó 
con evidente buena fe, no procedieron todas las pretensiones o se acojan las de 
ambas partes de forma total o parcial.


Se considerarán costas los honorarios del profesional en abogacía, la 
indemnización del tiempo invertido por la parte en asistir a las actuaciones 
judiciales en que fuera necesaria su presencia y los demás gastos indispensables 
del proceso.


Artículo 205.-  Costas en casos de pluralidad subjetiva
Cuando exista pluralidad de personas obligadas en costas, se determinará si la 
imposición es solidaria o divisible.  En caso de resultar divisible, se indicará la 
distribución de la responsabilidad.


Cuando fueron sean varias las personas acreedores de las costas, el monto 
establecido aprovechará a todas por partes iguales, salvo que se justifique una 
distribución diferente.


Artículo 206.-  Honorarios de auxiliares en el proceso
Lo relativo a los honorarios de personas ejecutoras, peritas y otras auxiliares 
judiciales se regulará según los reglamentos y las circulares que emanen del 
Poder Judicial.


Ninguna persona que labore para el Poder Judicial podrá percibir remuneración o 
retribución de las partes por el desempeño de su función.


Capítulo II


Honorarios del profesional en abogacía


Artículo 207.-  Fijación
Los honorarios se fijarán conforme lo establecen la Ley Orgánica del Colegio de 
Abogados y el decreto de arancel de honorarios de profesionales en abogacía y 
notariado.


Artículo 208.-  Petición conjunta de fijación de honorarios
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La parte y su profesional en abogacía podrán solicitar a la autoridad judicial la 
fijación de los honorarios, lo que deberá resolverse de forma inmediata.


Artículo 209.-  Cobro unilateral de honorarios
Cuando no existe acuerdo entre la persona profesional y su cliente, aquel podrá 
solicitar al despacho, de forma unilateral, su fijación.  La petición deberá 
presentarse, bajo pena de caducidad de la vía, dentro del año siguiente a la 
separación de la persona abogada o la terminación del proceso.  Tal petición se 
sustanciará en pieza separada en el mismo proceso y no suspenderán su 
tramitación.


De la solicitud se dará audiencia a la parte que representó para que en cinco días 
manifieste, por escrito, si acepta o no la liquidación presentada.  La autoridad 
fallará el asunto sin más trámite, salvo prueba que recabar, en cuyo caso se 
convocará a una audiencia según las normas de este Código.


La resolución final tendrá efectos de cosa juzgada material.


Artículo 210.-  Fijación contractual de honorarios
Las personas profesionales en abogacía y sus clientes podrán fijar 
contractualmente el monto de los honorarios y sus modalidades de pago, 
respetando los límites impuestos por la normativa profesional.  Dicha estipulación 
no afectará a las partes contrarias del proceso, para efectos de fijación de costas 
personales.


Artículo 211.-  Convenio de cuota litis
El convenio de cuota litis será procedente en asuntos patrimoniales o con 
trascendencia económica.  Deberá constar por escrito y la cantidad pactada no 
podrá exceder el veinticinco por ciento (25%) que se obtenga en el proceso 
respectivo, sin importar la naturaleza de dicho proceso.  Para la validez del 
convenio, la persona profesional deberá asumir los gastos del asunto y supeditar 
su cobro el resultado económico favorable para su cliente.


Cuando no se obtenga resultado económico en ese proceso, pero sí resultado 
positivo para las partes de las pretensiones, los honorarios se fijarán 
prudencialmente por la autoridad judicial.


Será nula cualquier estipulación que conceda mayores beneficios a favor de la 
persona abogada, aún por intermedio de terceros y la cesión que se haga con la 
finalidad de permitir el ejercicio ilegal de la profesión.


Los profesionales en derecho no podrán cobrar suma alguna si han renunciado al 
proceso sin justa causa.  Si la separación se diera por imposibilidad legal o 
material antes de que el proceso concluya, tendrá derecho a los honorarios que le 
hubieran correspondido si no existiera el contrato de cuota litis.  Cuando se 
suscribiera con varias personas procesionales, se establecerán las obligaciones 
de cada una; el porcentaje estipulado se distribuirá proporcionalmente entre ellas 
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o conforme a lo pactado y la separación de una de ellas no implica terminación del 
contrato, salvo disposición en contrario.


LIBRO SEGUNDO


LOS PROCESOS


TÍTULO I


Disposiciones generales


Capítulo I


Aplicaciones generales


Artículo 212.-  Indicación de procesos
Toda pretensión de carácter familiar se tramitará, según su naturaleza, en los 
siguientes procesos:


a) Los resolutivos familiares.
b) De protección cautelar.
c) De petición unilateral.
d) Los resolutivos especiales.
e) De ejecución de resoluciones judiciales.


Artículo 213.-  Pretensiones sin procedimiento regulado
Las pretensiones que no tengan una tramitación especial en este Código se 
regirán por el trámite que la autoridad judicial determine y que mejor se ajuste a 
una oportuna solución oportuna del conflicto conforme a los principios de este 
Código.


Artículo 214.-  Documento sobre la representación
La parte actora, cuando sea necesario, debe presentar los documentos para 
acreditar la personería con la demanda o la gestión previa cautelar.  La parte 
accionada debe presentarlos al momento de la audiencia inicial o al contestar de 
forma escrita; pero no se exigirá acreditar la personería de los padres cuando 
actúan en representación de sus hijos o hijas menores de edad. Las partes no 
estarán obligadas a indicar los nombres de los representantes ni a presentar 
documentos de personería de las personas jurídicas demandadas.


Capítulo II


La demanda
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Artículo 215.-  Requisitos de la demanda
La demanda, en cualquier tipo de proceso, deberá contener como mínimo los 
siguientes requisitos:


a) Los nombres, las calidades, el número de documento de identificación y el 
domicilio de las partes; sin perjuicio de que ante la imposibilidad de la parte 
actora de suministrar los datos completos de identificación, se inicie el 
proceso con la obligación de las partes de hacerlos llegar durante la 
tramitación del mismo de este.  Cuando por la existencia de situaciones de 
riesgo a la integridad de las partes se amerite, las calidades y el domicilio 
se indicarán por aparte para manejo exclusivo y restringido del despacho. 


b) Una exposición clara de los hechos en que se basa lo pretendido.
c) Las pretensiones del proceso, especificando las principales, subsidiarias y 


accesorias y su fundamentación normativa sustancial.
d) La estimación de los daños y perjuicios cuando se solicitan de forma 


accesoria con indicación de los hechos que los originan.
e) Ofrecimiento de las pruebas y aporte de las documentales.
f) Informar al despacho de cualquier tipo de litigio en el cual se discuten las 


pretensiones relacionadas con las partes o de las personas a quienes 
representan.  Se deberán indicar los datos requeridos para su 
identificación.


g) Señalar el medio y el lugar, en los casos en que procede, para recibir las 
notificaciones futuras y el lugar en el cual se debe notificar el curso de la 
demanda.


Artículo 216.-  Corrección de la demanda
La autoridad judicial apercibirá corregir cualquier omisión que impida cursar la 
demanda o la gestión inicial.  Para su cumplimiento, se otorgará a la parte actora 
un plazo de cinco días para cumplir. Transcurrido ese plazo, se procederá al 
archivo del expediente.


Artículo 217.-  Rechazo de plano e improcedencia de la demanda
La autoridad judicial declarará improponible la demanda y la rechazará de plano 
cuando se evidencie claramente alguno de los siguientes supuestos:


a) La caducidad.
b) La cosa juzgada material. 
c) La litis pendencia.
d) La improcedencia por el objeto o la causa propuesta. 


Para determinar esta situación el despacho tomará en cuenta lo expresado en la 
demanda, los documentos aportados con ella y cualquier antecedente del que 
tenga conocimiento por haber tramitado o estar tramitando en el propio despacho 
judicial o en otro.


Artículo 218.-  Ampliación y modificación de pretensiones
La demanda podrá ser ampliada o modificada en cuanto a las partes y 
pretensiones pero siempre antes de ser contestada.  En este caso, el despacho 
deberá otorgar un nuevo emplazamiento. 
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Únicamente en el proceso resolutivo familiar, definidos los hechos y pretensiones, 
se admitirá la ampliación de los hechos cuando es presentada en la audiencia de 
prueba, antes de su recepción; de lo cual se conferirá audiencia a la parte 
contraria.


Artículo 219.-  Citaciones y emplazamientos a personas residentes en el 
extranjero
Cuando se deba notificar personalmente una citación previa o una demanda a una 
persona que reside en el extranjero, se otorgará un plazo mínimo de quince días, 
el cual podrá ampliarse por la lejanía del país, la naturaleza del proceso y sus 
pretensiones.


Artículo 220.-  Efectos de la presentación de la demanda y del  
emplazamiento
El emplazamiento o la convocatoria a la audiencia previa, debidamente notificada, 
tienen como efecto procesal prevenir el conocimiento del asunto al despacho y 
sujetar a las partes al proceso en caso de que no exista oposición, además de que 
produce la interrupción de la prescripción. 


Artículo 221.-  Requisitos de la contestación
Al contestar la demanda, la parte demandada deberá referirse a cada uno de los 
hechos y pretensiones, además deberá ofrecer la prueba aportando la de tipo 
documental.  La autoridad judicial prevendrá que se complete la contestación 
cuando no sea acorde con lo normado, lo que se indicará se haga al momento en 
caso de contestación verbal en audiencia o en tres días si se trata de una 
contestación escrita.


En la parte probatoria, aplica lo estipulado en el artículo 152.


TÍTULO II


El proceso resolutivo familiar


Capítulo I


Normas generales


Artículo 222.-  Pretensiones
En el proceso resolutivo familiar se conocerán las pretensiones relacionadas con:


a) El vínculo matrimonial.
b) El reconocimiento de la unión de hecho.
c) La aplicación del régimen patrimonial del matrimonio y de la unión de 


hecho.
d) La filiación y la oposición de la adopción.
e) La oposición a la declaratoria de adoptabilidad en sede administrativa.







117


f) Los conflictos en el ejercicio de los atributos de la responsabilidad parental 
referidos al cuidado personal de hijas e hijos y las modificaciones de las 
sentencias sobre estas pretensiones que no se tramiten en la vía de 
petición unilateral.


g) La pérdida, con petición o no de adoptabilidad, y la suspensión de los 
atributos de la responsabilidad parental. 


h) La oposición válida y definida por la autoridad judicial a la declaratoria de 
insania.


i) Los reclamos de daños y perjuicios. 
j) Cualquier otra que indique ley.


Capítulo II
Procedimiento de conciliación previa


Artículo 223.-  Convocatoria a audiencia de conciliación
Presentada la demanda en forma, en los casos en que procede y dentro de los 
siguientes diez días hábiles, se citará a las partes a una audiencia en la que se 
intentará la conciliación previa a todo trámite.  Para poder llevar a cabo esta 
audiencia en el momento señalado, el tribunal podrá solicitar la intervención del 
personal profesional del Centro de Resolución Alterna de Conflictos del Poder 
Judicial.  


Artículo 224.-  Realización de la audiencia
Las partes comparecerán a la audiencia de forma personal con su representante 
legal, salvo aquellos asuntos en los que no se obliga al patrocinio letrado. 


Podrán comparecer a través de mediante poder especialísimo siempre y cuando 
en el poder se hayan establecido de forma expresa los extremos a conciliar y las 
propuestas del arreglo.


La autoridad judicial invitará a las partes a conciliar, evitará el lenguaje adversarial 
y solicitará mantener una conducta respetuosa y conciliadora, evitando 
discusiones acerca de los hechos que motivaron el conflicto.


Si las partes llegan a un acuerdo parcial o total en las pretensiones, el despacho 
en ese mismo momento homologará el acuerdo y ordenará, si fuera del caso y lo 
piden las partes, la ejecución de esos acuerdos.


Artículo 225.-  Desistimiento tácito de la demanda
En el supuesto de que la parte accionante no comparezca a la audiencia se tendrá 
por desistida la demanda sin recurso alguno y se ordenará su archivo y la 
autoridad judicial podrá, cuando proceda, condenarle al pago de las costas.







118


Queda a salvo de este archivo cuando se trata de una demanda en la cual se 
discuten derechos de personas menores de edad, personas con capacidades 
especiales o en situación de vulnerabilidad de género y que pueda seguirse el 
proceso bajo la representación legal que corresponda.


Artículo 226.-  Registro de la audiencia
De lo actuado en la audiencia previa de conciliación, se levantará un acta lacónica 
indicando la existencia o no del arreglo.  En este último caso, no será necesaria la 
firma de las personas presentes, sino únicamente de quien la presidió.


Capítulo III


Trámite del procedimiento


Sección I


Etapa de definición del proceso


Artículo 227.-  Procedimiento en caso de fracaso de la conciliación
Fracasada la conciliación, de forma verbal el demandado contestará la demanda 
en los términos establecidos en este Código, pudiendo para lo cual podrá invocar 
las excepciones pertinentes. 


La autoridad judicial prevendrá que se complete la contestación cuando no sea 
acorde con lo normado, lo que se indicará se haga al momento dentro de la 
audiencia.


De ser posible, en la misma audiencia se pondrá en conocimiento a la otra parte.


Artículo 228.-  Consecuencias de la ausencia del demandado a la audiencia 
previa
En caso de que la parte accionada no se hubiera haya apersonado a la audiencia 
previa, admitida la demanda, se tendrá por notificada y sin contestación y se 
continuará hasta la fijación de la audiencia de prueba si fuera procedente; todo 
con ausencia de la parte demandada, quien podrá apersonarse al proceso en 
cualquier momento y tomarlo en el estado en que se encuentre.


Artículo 229.-  Pretensiones de la parte demandada y contestación
Al momento de contestar la demanda la parte accionada podrá formular  
pretensiones contra la parte actora o cualquier otra persona, para lo cual precisará 
los hechos en que se motivan y ofrecerá las pruebas que considere de su interés, 
aportando las de tipo documental.  De las pretensiones se dará traslado verbal a la 
parte actora para que se refiera a ellas, quien podrá interponer las excepciones 
que considere oportunas y ofrecerá la prueba de descargo.  Todo lo anterior 
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siempre y cuando se trate de pretensiones vinculadas con la situación familiar y de 
acuerdo con el principio de abordaje integral.


En caso de formulación de pretensiones, por parte del demandado, contra un 
tercero, la autoridad judicial decidirá la admisión de la misma esta y en ese caso 
pondrá en conocimiento a la parte actora presente y ordenará notificar al tercero, a 
quienes invitará a una nueva audiencia con todas las partes, la cual se deberá 
realizar cinco días después de la primera audiencia, en ella tanto la parte actora 
como el tercero contestarán los hechos y podrán interponer excepciones y 
proponer la prueba pertinente aportando la de tipo documental.  De no asistir el 
tercero, estando debidamente notificado, el proceso seguirá y se tendrá por 
apersonado al proceso y si la parte actora no asiste se tendrá por contestada en 
esas pretensiones del demandado.  En este caso, el procedimiento seguirá de 
forma diferida, según el artículo siguiente.


Artículo 230.-  Contestación diferida y audiencia
El despacho podrá, a petición de la parte accionada, al momento de iniciar esta 
fase y cuando lo estime necesario, diferir la contestación de la demanda, para lo 
cual señalará una nueva audiencia al quinto día posterior a la audiencia, para que 
el demandado conteste con las formalidades previstas en este Código.  En caso 
de contestación incompleta, se pedirá su subsanación en el acto.


En la misma contestación la parte demandada podrá deducir hechos y 
pretensiones propias en de forma escrita de lo que se dará traslado verbal al actor 
o contra quien se dirige, si es contra el actor allí mismo se contestará la demanda, 
opondrá excepciones y ofrecerá y aportará la prueba documental; si es un tercero 
se procede conforme al artículo anterior, con nueva audiencia para que el tercero 
la conteste e interponga las excepciones y proponga la prueba que estime 
oportuna, aportando la de tipo documental.


En esta audiencia la parte actora contestará la demanda y demás actuaciones que 
pueda establecer.


Artículo 231.-  Allanamiento
En los procesos en los cuales es posible allanarse a las pretensiones de la 
contraria, en virtud del objeto debatido, se procederá con el dictado del fallo en lo 
aceptado de forma dispositiva y dentro del tercer día se dictará y notificará el fallo 
en su totalidad.


Artículo 232.-  Planteamiento de excepciones
Únicamente, se admitirán las siguientes excepciones de carácter procesal:


a) La falta de competencia.
b) La falta de capacidad o defectos en la representación.
c) La litis consorcio pasivo necesario incompleto o indebida constitución 


subjetiva de la litis.
d) La litispendencia.
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e) La cosa juzgada.
f) La caducidad.
g) La transacción.
h) La indebida acumulación de pretensiones


Al formularse cualquiera de estas excepciones, se deberá fundamentar y ofrecer la 
prueba.  La autoridad judicial podrá rechazarlas de plano si las estima infundadas, 
improcedentes o porque tengan como finalidad un abuso procesal.


En la audiencia inicial del proceso estas excepciones se contestarán y se 
resolverán, salvo que se haya diferido la fase para conocerse de forma escrita se 
resolverán de esa forma y se notificará.
Presentada esta excepción, si el juez la considera válida, se le otorgará a la parte 
actora un plazo de cinco días para que se integre la litis. El juez tendrá la facultad 
de solicitar dicha integración una vez presentada la demanda, sin esperar que la 
parte demandada interponga la excepción.


Sección II


Fase probatoria y de conclusión del proceso


Artículo 233.-  Actuaciones en la audiencia de prueba del proceso
En la audiencia inicial o en la segunda audiencia en caso de contestación diferida, 
una vez establecidos los hechos y las pretensiones de las partes y resueltas las 
excepciones procesales, se resolverá cualquier gestión atinente al proceso, se 
admitirá la prueba ofrecida y se convocará a la audiencia de prueba, sin perjuicio 
de que por acuerdo de partes, y de ser procedente se lleve a cabo 
inmediatamente.


La audiencia deberá verificarse dentro del mes siguiente a su señalamiento, salvo 
razones probatorias o de otra índole debidamente justificada que amerita un plazo 
mayor.


En la audiencia de prueba se realizarán las siguientes actuaciones:
a) Explicación clara a las partes de las funciones que cada una asume, sus 


derechos y deberes, las oportunidades de participación, las consecuencias 
de su desatención y la obligación de mantener un comportamiento 
adecuado; con una actitud no adversarial y la necesaria anuencia de las 
partes e intervinientes a no tomar la audiencia como propicia para el 
agravamiento de conflictos.


b) Instar a las partes a considerar una forma alterna de la solución del 
conflicto.


c) Resolución de cualquier cuestión procesal interlocutoria que haya sido 
formulada antes de esta audiencia o durante esta.  Si se trata de medidas 
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cautelares que deben ser revisadas, se procederá con el trámite de la 
gestión, sin perjuicio de que lo haga en cualquier momento en la audiencia. 


d) Práctica de la prueba
e) Las partes expresarán sus conclusiones, para lo cual el tribunal regulará el 


tiempo de las intervenciones.
f) El dictado de la parte dispositiva de la sentencia.  En casos de especial 


complejidad, mediante resolución debidamente fundamentada al concluir la 
audiencia, se podrá diferir este dictado dentro de un plazo máximo de tres 
días, a lo cual se convocará a las partes.  En todo caso, la sentencia 
integral deberá ser dictada y notificada en los medios señalados dentro del 
quinto día posterior a la parte dispositiva.


TÍTULO III


Procesos de protección cautelar


Capítulo I


Disposiciones especiales


Artículo 234.-  Objeto de regulación
Mediante el presente título se regula el procedimiento para la protección de las 
personas en condición de vulnerabilidad, salvo aquellos regulados por leyes 
especiales.


Los procesos de protección para personas menores de edad en sede 
administrativa se regirán por lo dispuesto en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia; y en la sede jurisdiccional se conocerán las situaciones suscitadas 
a partir del dictado de las medidas de protección administrativas, esto mediante el 
procedimiento establecido en este título.


Artículo 235.-  Legitimación especial
Cualquier persona puede comparecer, en nombre de otra, a solicitar el proceso de 
protección.  En caso de personas menores de doce años de edad y cuando no se 
trate del procedimiento de protección de niñez y adolescencia, el despacho 
llamará a una persona representante del Patronato Nacional de la Infancia para 
que asuma la representación e inicie el procedimiento.


Artículo 236.-  Conocimiento previo del Patronato Nacional de la Infancia
En materia de protección de niñez y adolescencia en vía judicial, previa a acceder 
a esta vía, es necesario que el caso se haya conocido en el Patronato Nacional de 
la Infancia.


Artículo 237.-  Medidas de protección para la tutela de derechos
Para la tutela de los derechos se podrán decretar las siguientes medidas de 
protección:
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a) Suspender o modificar provisionalmente cualquier medida o acuerdo 
conciliatorio extrajudicial que viole o amenace violar los derechos 
consagrados en la normativa sustantiva.


b) Ordenar de forma inmediata la atención de carácter médico, educativo 
u otro, que requiera la situación.


c) Nombrar a una persona como representante específica cuando exista 
interés contrapuesto.


d) Ordenar el pago de una pensión alimentaria provisional, en cuyo caso 
una vez establecida se deberá enviar de inmediato el correspondiente 
legajo al despacho de la materia alimentaria competente, para que se 
continúe con el procedimiento según el trámite previsto en este 
código.


e) Ordenar el cumplimiento de cualquier medida de carácter personal que 
se requiera para el desarrollo integral y el mantenimiento de la salud 
física o emocional.  Para ello, ordenará la colaboración de las 
instituciones públicas correspondientes.


f) Confiar provisionalmente el cuidado de las personas menores de edad, 
adultas mayores o con discapacidad, hasta que se resuelva lo 
pertinente en el proceso respectivo. 


g) Cualquier otra medida necesaria para la protección de los derechos 
fundamentales de la persona agredida.


Capítulo II


Del procedimiento de protección


Artículo 238.-  Contenido de la solicitud
La solicitud deberá contener, como mínimo, los datos que identifique a la persona 
solicitante de la medida y de la persona contra quien se solicite la medida; su 
grado de parentesco si lo hubiera, o bien, el interés que defiende, los datos de 
identificación de la persona que se pretende tutelar y el domicilio de todos con 
indicación de medio para notificaciones y el ofrecimiento de la prueba respectiva. 


Artículo 239.-  Otorgamiento de medidas provisionales
Presentada la solicitud y de considerarse procedente, se dictarán, sin mayor 
trámite, las medidas provisionales que la autoridad judicial considere oportunas. 


Cuando se muestre inconformidad fundada dentro de los cinco días siguientes a la 
última notificación a las personas interesadas, el juzgado convocará a las partes a 
una audiencia en la que se evacuarán las pruebas que correspondan.


La audiencia se realizará dentro de los quince días siguientes, momento en el cual 
deberá constar en autos la pericia de tipo médica, psicológica, social u otra. 


Artículo 240.-  Resolución final
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Recibida la prueba, se procederá de inmediato al dictado de la parte dispositiva de 
la sentencia.  La sentencia integral deberá ser dictada y notificada en los medios 
señalados dentro del plazo de tres días.


La resolución podrá confirmar la medida dispuesta, prorrogarla por un período 
igual, sustituirla por otra o revocarla. 


Se podrá iniciar de oficio el proceso correspondiente para definir la situación 
jurídica de la persona vulnerabilizada respecto de la persona que ejerce sobre 
aquella atributos de depósito, tutela, curatela o responsabilidad parental.


Artículo 241.-  Delegación de ejecución
El tribunal dará el seguimiento al cumplimiento de la resolución dictada. 


Cuando se trate de alguna de las medidas de protección previstas para la sede 
administrativa o las aplicables para los padres, madres o responsables de las 
personas menores de edad, podrá delegar la ejecución de lo acordado para 
proteger a la persona menor de edad en la oficina local competente del Patronato 
Nacional de la Infancia, el que deberá brindar informes sobre dicho cumplimiento 
dentro del plazo señalado.  Tratándose de otras personas en estado de 
vulnerabilidad el seguimiento se podrá delegar en las instituciones competentes. 


TÍTULO IV


Procesos de petición unilateral


Artículo 242.-  Aplicación del procedimiento
Se tramitarán como procesos de petición unilateral los siguientes:


a) El nombramiento de personas tutoras para personas menores de edad, 
en aquellos casos en que no se ha establecido como pretensión 
subsidiaria de un proceso de terminación de los atributos de la 
responsabilidad parental.


b) El nombramiento de personas curadoras para personas con 
discapacidad.


c) El nombramiento de personas depositarias para personas menores de 
edad, en los casos en los cuales no corresponde el nombramiento 
como medida subsidiaria en procesos judiciales relativos a la 
resolución de la responsabilidad parental de los padres.


d) Las autorizaciones para la disposición de derechos en bienes de 
personas menores de edad o personas con discapacidad.


e) La autorización de la dispensa del consentimiento de los padres o 
representantes para el matrimonio de personas menores de edad.


Artículo 243.-  Intervención de instituciones públicas y otras personas
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La autoridad judicial podrá dar intervención a cualquier institución pública que 
represente los intereses de las personas con discapacidad o adultas mayores.


Cuando se trate de personas menores de edad, la autoridad judicial valorará la 
posibilidad de darle intervención a la madre o al padre en ejercicio de los atributos 
de la responsabilidad parental que no ha intervenido en la gestión.


En el caso del nombramiento de la persona curadora para una persona con 
discapacidad, se deberá notificar a todas aquellas personas que figuren como sus 
hijas, padres, cónyuge o conviviente de hecho.


Artículo 244.-  Requisitos de la petición
La petición se presentará por escrito o mediante actuación verbal ante el 
despacho de forma clara.  Deberá contener los datos necesarios de identificación, 
los hechos que la motivan, ofrecer la prueba aportando la documentación e indicar 
el medio para atender notificaciones.  


Artículo 245.-  Audiencia y sentencia
Notificadas las personas intervinientes y llegada a los autos las pruebas 
solicitadas, se convocará a una audiencia, a la que se podrá hacer llegar la 
persona en cuya favor se promueve la diligencia.  Se escuchará a las personas 
solicitantes, parientes y afectadas, se analizarán los informes periciales y se 
recibirá la prueba testimonial que se haya admitido.
Posterior a ello y previa audiencia de conclusiones si fuera necesario, se 
procederá de inmediato al dictado de la parte dispositiva de la sentencia y la 
sentencia integral deberá ser dictada y notificada dentro del plazo de tres días.


Artículo 246.-  Modificaciones materiales de lo dispuesto
Acogida la petición, a gestión de parte y en cualquier tiempo, se podrán hacer 
modificaciones a lo pronunciado mediante resolución, siempre y cuando las 
circunstancias lo ameriten y no se varíe en lo sustancial lo resuelto.


Artículo 247.-  Oposición fundada
Si existiera oposición fundada a las diligencias presentadas, se valorará su 
procedencia.  En caso de que la contención no pudiera resolverse en el mismo 
proceso, así se razonará y se deberá continuar el trámite mediante las normas del 
proceso resolutivo familiar, para lo cual la autoridad judicial tomará las medidas 
pertinentes.


TÍTULO V


Procedimientos especiales


Capítulo I


Procesos en materia de pensiones alimentarias







125


Sección I


Disposiciones generales


Artículo 248.-  Ámbito de aplicación
Las pretensiones alimentarias derivadas de las relaciones familiares tendiente a la 
imposición y demás situaciones de la cuota de pensión alimentaria se tramitarán 
de acuerdo con las disposiciones de este capítulo y las gestiones de las partes e 
intervinientes podrán ser verbales o escritas.


Artículo 249.- Integración de procedimientos según principios sustantivos
Al aplicarse esta normativa procesal, las normas y las situaciones de hecho se 
interpretarán siempre tomando en cuenta el interés de la persona beneficiaria y el 
principio de la responsabilidad de cumplimiento de la obligación alimentaria, 
además de los principios de celeridad, informalidad, sencillez, oficiosidad y 
sumariedad.


Artículo 250.-  Carga probatoria y dinamicidad de la prueba
La carga probatoria corresponderá a quien niegue o se oponga a los ingresos y 
formas económicas indicadas por la parte acreedora, la responsabilidad en el 
aporte de esta corresponderá a quien tenga mejores elementos para entregarla al 
despacho.


Artículo 251.-  Ejecución de obligaciones establecidas en otros procesos
Si en otro proceso se estableciera por acuerdo conciliatorio o por decisión judicial 
una obligación alimentaria cuantificada derivada de la relación familiar, se deberán 
enviar las piezas necesarias para su debida ejecución al despacho de pensiones 
alimentarias que por competencia territorial corresponda.
Cuando se hubiera haya llevado a cabo algún tipo de acuerdo conciliatorio ante el 
Patronato Nacional de la Infancia, cualquiera de las partes podrá iniciar el trámite 
de ejecución de lo acordado.  También podrán ejecutarse en esta vía los montos 
pactados o establecidos mediante los mecanismos previstos en la Ley de 
Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social.  En ambos 
supuestos no se requiere la homologación del despacho judicial.  En todo caso, 
cualquier discusión acerca del contenido o validez del acuerdo se tramitará ante la 
autoridad de la materia alimentaria mediante el proceso resolutivo familiar, sin 
perjuicio de la ejecutividad del monto pactado en tanto se discute aquella 
pretensión.


Artículo 252.-  Restricción migratoria e índice de personas obligadas
A fin de poder salir del país, toda persona deudora de una obligación alimentaria 
establecida judicialmente deberá contar con la respectiva autorización de la parte 
acreedora de la obligación, salvo que garantice el cumplimiento de todos los 
pagos correspondientes a un año, incluyendo el aguinaldo y el salario escolar o los 
gastos derivados del inicio de lecciones, en caso de estar obligado con cuota fija.







126


El Poder Judicial y la Dirección General de Migración y Extranjería contarán con 
un índice de personas obligadas alimentariamente, para lo cual las autoridades 
judiciales deberán enviar de forma inmediata, por los medios más eficientes y 
seguros posibles, cualquier tipo de imposición alimentaria que se haga, salvo que 
la parte actora manifieste expresamente no tener interés en esa comunicación, sin 
perjuicio de la posibilidad de solicitarlo posteriormente.


Artículo 253.-  Efectos de las resoluciones en materia alimentaria
Ninguna resolución dictada conforme este capítulo sobre el monto de cuota 
alimentaria constituirá cosa juzgada material, lo decidido podrá ser modificado por 
medio de los procedimientos establecidos en este Código.


Artículo 254.-  Representaciones especiales
Tendrán personería para demandar alimentos en favor de las personas menores 
de edad o personas con capacidad disminuida, declarada o no, sus 
representantes legales cuando tengan a su cargo a esas personas o, en su 
defecto, sus simples guardadores, quienes podrán probar tal circunstancia por los 
medios a su alcance, incluyendo quienes actúan como representantes de las 
instituciones públicas o privadas a cuyo cargo se encuentran estas personas.


Artículo 255.-  Obligaciones patronales y sanciones
Ningún patrono, persona física o representante legal de entidad jurídica, podrá 
negar información acerca de los salarios y otros ingresos de la persona deudora 
de alimentos.  La negativa a indicarlo o la falsedad en lo expresado lo hará incurrir 
en los delitos de desobediencia a la autoridad o falsedad de documentos públicos 
o privados contemplados en el Código Penal.


Artículo 256.-  Pago obligatorio de los alimentos
No será excusa atendible para oponerse a la fijación de la cuota de pensión 
alimentaria el no tener trabajo, salario o ingresos; tampoco que los negocios no 
produzcan utilidades, todo sin perjuicio del análisis de la prueba y de las 
averiguaciones que, de oficio o a solicitud de parte, ordene el tribunal.


Si se ocultaran o distrajeran bienes o ingresos, se testimoniarán piezas ante el 
Ministerio Público, a fin de que se determine si se está en presencia de una 
actividad delictiva. 


Artículo 257.-  Embargo para el cobro de cuotas retroactivas de alimentos
A fin de hacer efectivo el cobro de las cuotas alimentarias retroactivas que 
establece el artículo 96 del Código de Familia, se puede ordenar, a pedido de la 
parte ejecutante, el embargo de los bienes de la persona obligada en cantidad 
suficiente para cubrir lo adeudado, los intereses legales y los costos de la 
ejecución. 


Sección II
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Procedimiento principal de fijación de cuota alimentaria


Artículo 258.-  Contenido de la demanda
La demanda deberá contener, en lo compatible, los requisitos establecidos en este 
Código.  No será necesario indicar medio o lugar para notificaciones, en cuyo caso 
las notificaciones serán por estrados.


Cuando se pretenda alimentos para dos o más personas, deberá expresarse la 
pretensión del monto a imponer para cada una.


En la demanda se podrá solicitar la orden de retención salarial, sin perjuicio de 
poder pedirlo posteriormente


Si la demanda no cumple con los requisitos y ello impide iniciar el procedimiento, 
se procederá con el trámite de prevención de inadmisibilidad previsto en este 
Código


Artículo 259.-  Rechazo de plano
La demanda se rechazará de plano cuando sea evidente la inexistencia del 
derecho o cuando se tenga conocimiento de la existencia de otro proceso en el 
cual se discute la misma obligación.


Artículo 260.-  Audiencia previa de conciliación
Si la demanda es admisible, dentro de los diez días hábiles a la presentación de la 
demanda o de su corrección, el tribunal convocará a las partes a una audiencia 
previa de conciliación, con el fin de avenir a las partes a un arreglo conciliatorio 
acerca de la obligatoria alimentaria.  El despacho podrá consultar antes de esa 
audiencia la información de planillas reportadas ante la Caja Costarricense de 
Seguro Social, o verificar cualquier dato de ingreso salarial de la persona deudora 
directamente ante su ente patronal o de registros de bienes por los medios que 
considere prudentes. 


Artículo 261.-  Sentencia anticipada
Si no se pudiera realizar la audiencia previa o no prosperara en ella una 
conciliación entre las partes, se procederá al dictado de una resolución con 
carácter de sentencia anticipada que deberá contener:


a) La razón y el fundamento de la existencia del derecho para la prestación 
alimentaria.


b) El monto razonado de la cuota alimentaria mensual para cada una de las 
personas beneficiarias.


c) La indicación de la obligación de pago de la cuota de aguinaldo y de salario 
escolar o gasto de inicio de lecciones, según proceda.


d) La advertencia de la existencia del aumento automático de la cuota 
alimentaria, de acuerdo con lo normado en este Código.


e) En caso de haberse pedido y de que haya existido la condena en el 
proceso respectivo, la fijación del monto de pago de las cuotas alimentarias 
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retroactivas y los gastos de embarazo y maternidad cuando corresponde 
en esta sede, ambas reguladas en el artículo 96 del Código de Familia.


f) El apercibimiento de la existencia del apremio corporal a pedido de parte en 
caso de no cumplimiento de la obligación alimentaria.


g) El apercibimiento a la persona demandada para la oposición a la sentencia 
anticipada y la indicación de la facultad de establecer medio o lugar para 
escuchar notificaciones futuras.


h) La orden de retención salarial que haya sido solicitada y en la cual se tenga 
la información necesaria para ello.


i) La orden de inclusión en el índice de personas obligadas.


A fin de notificar esta resolución, a criterio del despacho por haberse agotado otras 
posibilidades, se podrá ordenar el allanamiento del lugar en donde se oculte la 
persona deudora; esta actuación será verificada por la autoridad  judicial que 
conoce el asunto u otra debidamente comisionada al efecto, según los 
procedimientos dados en el Código Procesal Penal.


Artículo 262.-  Plazo para oposición
Las partes podrán oponerse a la sentencia anticipada en el plazo de cinco días.  
La oposición no suspenderá sus efectos sin perjuicio de lo que se resuelva en la 
sentencia final. 


La oposición a la sentencia anticipada deberá contener una concreta y clara 
referencia a los hechos de la demanda, las pretensiones que se solicitan y el 
ofrecimiento de la prueba de su interés.


Artículo 263.-  No oposición a la sentencia anticipada
Si ninguna de las partes se manifiesta disconforme en tiempo con lo establecido 
en la sentencia anticipada, se continuarán los procedimientos de ejecución de 
cobro de los montos allí establecidos sin necesidad de ulterior trámite.


Artículo 264.-  Convocatoria a audiencia
Planteada en tiempo la oposición de alguna de las partes, se convocará a una 
audiencia a realizarse dentro de los quince días siguientes a la presentación de la 
oposición o del vencimiento del plazo si solo una de las partes se opone.  En esa 
misma resolución se pondrá en conocimiento la oposición, se admitirán las 
pruebas ofrecidas por las partes y se advertirá de la obligación de presentar estas 
el día de la audiencia.  En ese acto se verificarán las siguientes actuaciones:


a) Se instará a las partes a la consideración de una forma alterna a la solución 
del conflicto.  En caso de considerarse necesario, podrá llamarse a la 
audiencia a cualquier profesional especialista en resolución alterna de 
conflictos para el tratamiento de esta fase. 


b) De no existir conciliación se practicará la prueba de carácter interlocutoria y 
resolverá cualquier cuestión procesal interlocutoria que haya sido 
planteada antes o en la misma audiencia, incluyendo las excepciones 
procesales establecidas en la oposición.


c) Práctica de las pruebas admitidas.
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d) Las partes expresarán sus conclusiones de forma breve.
e) Se procederá al dictado de la parte dispositiva de la sentencia.  La 


sentencia integral deberá ser dictada y notificada dentro del plazo de tres 
días.


La indicación del monto pedido en la demanda no implicará limitación alguna para 
la fijación de la cuota alimentaria.


Artículo 265.-  Procedimiento de inclusión de persona beneficiaria
Cuando se pretende incluir una persona beneficiaria en un proceso ya instaurado 
contra el mismo deudor alimentario del principal, el despacho deberá llevar a cabo 
el procedimiento de este apartado, debiendo ajustar el trámite al caso concreto 
con respeto al debido proceso.


Artículo 266.-  Procedimiento para el cobro de las sumas derivadas de la 
restitución de cuotas alimentarias
Para el cobro de las sumas adeudas por la restitución de cuotas alimentarias que 
establece el artículo 168 del Código de Familia, quien tenga legitimación deberá 
llevar a cabo la respectiva petición, de lo que se dará audiencia por tres días a la 
otra parte y posterior a ello se resuelve decidiendo el monto debido, cuyo cobro se 
hará en el mismo proceso, según lo normado en las normas relativas a los cobros 
judiciales de los títulos ejecutorios.


Artículo 267.-  Suspensión del cobro de la obligación alimentaria definitiva
Existiendo sentencia firme de fijación de cuota alimentaria, la ejecución se puede 
suspender por acuerdo de partes o a solicitud de la parte actora.  La ejecución no 
podrá reanudarse hasta tanto no exista manifestación expresa de la parte actora 
de reiniciar los procedimientos.  En este caso, deberá notificarse personalmente o 
en la casa de habitación a la persona obligada.  En tanto se mantenga esa 
suspensión quedará sin efecto el impedimento migratorio.


Sección III


Procedimientos de extinción o modificación de la cuota fijada de 
alimentos y cobro de gastos extraordinarios no pactados


Artículo 268.-  Disposición general y proposición
El trámite de modificación o exoneración de la cuota de pensión alimentaria y el 
cobro de gastos extraordinarios se hará en legajo separado.  Una vez firme la 
resolución que se dicte el legajo será agregado al expediente principal.


La persona interesada hará la solicitud mediante escrito o de forma verbal ante el 
despacho, exponiendo los motivos en que se basa y su pretensión concreta y 
debe ofrecer las pruebas respectivas, aportando la documental.  Si la gestión está 
incompleta, se aplicará el procedimiento de inadmisión previsto en este Código.  Si 
fuera infundada, se rechazará de plano.
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Artículo 269.-  Audiencia única
Estando en forma la petición, el despacho convocará a una audiencia a las partes, 
con notificación personal a la persona accionada, resolución en la cual se le 
pondrá en conocimiento de los hechos de la gestión y que puede hacer llegar la 
prueba idónea.


La audiencia se desarrollará de la siguiente forma:
a) Explicación clara de los derechos y los deberes de los participantes.
b) Invitación a las partes a conciliar.  En caso de considerarse necesario, 


podrá llamar a la audiencia a cualquier profesional especialista en 
resolución alterna de conflictos para el tratamiento de esta fase.


c) Audiencia a la parte contraria acerca de los hechos.
d) Práctica de prueba interlocutoria y resolución de cualquier cuestión 


procesal que haya sido planteada antes o durante la audiencia. 
e) Admisión y práctica de las pruebas ofrecidas u ordenadas de oficio.
f) Las partes expresarán sus conclusiones de forma breve.
g) Se procederá al dictado de la parte dispositiva de la sentencia.  La 


sentencia integral deberá ser dictada y notificada dentro del plazo de 
tres días.


Artículo 270.-  Aumento automático de la cuota alimentaria
El monto de la cuota alimentaria se actualizará de oficio, en virtud del aumento del 
costo de la vida, de la siguiente forma:


a) Para la persona obligada no asalariada de forma anual en el mes de enero, 
en un porcentaje igual a la variación del salario establecido, según lo 
descrito en el artículo segundo de la Ley N.° 7337, de 5 de mayo de 1993.


b) Para la persona obligada asalariada cada seis meses en los meses de 
enero y julio de forma porcentual, de acuerdo con el aumento de ley 
decretado por el Estado para el sector público o privado, según 
corresponda.


En todo caso, si al momento de establecer el monto vigente se había tomado en 
cuenta ese aumento próximo, se realizará hasta el próximo período.


Sección IV


Ejecución de la deuda alimentaria


Artículo 271.-  Exigibilidad de la obligación alimentaria
La cuota alimentaria establecida en el acuerdo previo de conciliación o en la 
sentencia anticipada será ejecutable por los medios coercitivos establecidos, 
después del tercer día de la notificación.
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Artículo 272.-  Forma normal de pago
La deuda de alimentos se pagará mediante la entrega de la cuota establecida a la 
persona beneficiaria o su representante de forma directa o por depósito bancario a 
una cuenta de la parte gestionante o, en su defecto, a una cuenta del Poder 
Judicial, según los trámites establecidos en las normas reglamentarias y circulares 
que al efecto dicta la institución.


Artículo 273.-  Retención salarial
En cualquier momento de su ejecución, incluso desde la propia demanda de 
alimentos, la parte actora podrá solicitar al despacho judicial que se ordene la 
retención de la cuota alimentaria de la fuente regular de ingresos que la persona 
deudora devenga en su trabajo u otra actividad, y se deposite en el lugar que se le 
indica.  Ninguna persona podrá negarse a llevar a cabo esa retención y depósito, 
su falta podrá ser denunciada por el delito de desobediencia a la autoridad.


No podrá despedirse a una persona trabajadora por la retención de salario 
ordenada en virtud de una deuda alimentaria.


La retención del salario por concepto de pensión alimentaria tendrá preferencia 
sobre cualquier embargo o retención de carácter civil que tenga la persona 
deudora.  Si se tratara de dos o más deudas alimentarias y el salario de la persona 
deudora no alcanza para la retención de todas ellas, con independencia de su 
nacimiento, deberá prorratearse entre las personas beneficiarias el monto 
retenido.


Artículo 274.-  Apremio corporal
En caso de no cumplirse el pago normal de la deuda alimentaria, a petición de la 
parte acreedora se podrá girar contra la persona deudora mayor de edad y menor 
de setenta y cinco años una orden de apremio corporal, la cual procederá hasta 
para el cobro de seis mesualidades incluyendo la presente, además de los rubros 
de aguinaldo, salario escolar o gastos de inicio de lecciones y los gastos 
extraordianarios. 


Para el cumplimiento de la orden de apremio corporal podrá extenderse, a pedido 
de la parte gestionante y luego de agotadas otras formas para hacer efectiva la 
orden, allanamiento del lugar en donde se oculte la persona deudora, cuya 
actuación verificará la autoridad judicial que conoce del asunto o comisionar a otro 
despacho, todo según los procedimientos dados en la legislación procesal penal.


No procede el apremio corporal contra la persona deudora a quien se le retiene la 
cuota alimentaria de su fuente de ingreso por orden de la autoridad judicial y se ha 
verificado tal retención de forma periódica; salvo que la retención fuera incompleta 
o existieran cuotas pendientes, pero previo a esto debe hacerse una advertencia 
de pago por cinco días.


Ninguna persona deudora alimentaria podrá estar en apremio corporal por más de 
seis meses, al vencimiento de este plazo se ordenará su libertad y lo no pagado 
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podrá cobrarse mediante vía de cobro ejecutorio; pero si se activa esta vía 
estando aún apremiada la persona deudora, cesa dicho estado de forma 
inmediata; todo sin perjuicio de que las cuotas de alimentos, que corren en tanto 
se mantenga el apremio, podrán cobrarse también por aquella vía ejecutoria sin 
necesidad de que se haya solicitado el respectivo apremio.


Artículo 275.-  Cobro mediante título ejecutorio
La resolución judicial firme que indique montos de las cuotas alimentarias 
ordinarias, aguinaldos, salarios escolares, gastos derivados de inicio de lecciones 
y gastos extraordinarios debidos por la persona deudora y emanada por los 
despachos competentes, aunque se trate de mensualidades para las cuales no 
haya solicitado apremio corporal, podrán ser cobradas en el propio despacho 
judicial que conoce del proceso mediante la vía de ejecución directa; solicitando se 
ordene el embargo de bienes en cantidad suficiente para la suma adeudada, los 
intereses legales y los costos de la ejecución para su posterior remate, según lo 
establecido en la normativa referente a los cobros judiciales.


Artículo 276.-  Pedidos de autorización para búsqueda de trabajo y pago en 
tractos
Si la persona deudora alimentaria comprobara de forma satisfactoria, a juicio de la 
autoridad competente, que carece de trabajo y de recursos económicos para 
cumplir con el pago de las cuotas alimentarias, se podrá conceder un plazo 
prudencial que no exceda de un mes, prorrogable por otro, para que cumpla con el 
pago de las cuotas adeudadas.


El despacho podrá ordenar, a pedido de la persona deudora, el pago en tractos de 
una deuda total o parcial de alimentos morosa.


Si se ha solicitado cualquiera o ambos beneficios, el despacho ordenará recabar 
de forma inmediata, sin audiencia a las partes, la prueba ofrecida y resolverá y 
notificará dentro de las veinticuatro horas siguientes, ordenando la suspensión, 
cuando proceda, de la orden de apremio corporal en caso de concesión de alguno 
de los beneficios.


Artículo 277.-  Liquidación de gastos extraordinarios pactados
Cuando se trate de liquidar los gastos extraordinarios se solicitará al despacho su 
cuantificación.  Para estos efectos, aportará la prueba pertinente, sin perjuicio de 
aquellos gastos de fijación prudencial.  Se dará audiencia a la otra parte por tres 
días y posterior a ello la autoridad judicial resolverá.


Los montos establecidos se cobrarán por los medios dados en este Código, 
incluso el apremio corporal.


Capítulo II


Procedimiento de divorcio, separación judicial o cese
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de la unión de hecho por mutuo consentimiento


Artículo 278.-  Entrega de la petición
Los cónyuges o convivientes, conjunta o separadamente, o la persona autorizada, 
presentará la petición por escrito ante el despacho competente, adjuntando el 
testimonio de escritura y las certificaciones correspondientes.


Artículo 279.-  Participación de las personas menores de edad
La persona menor de edad hija del matrimonio o de la unión de hecho podrá ser 
escuchada para el entendimiento en lo relacionado a su cuidado personal o su 
interrelación con los padres, ya sea directamente por el tribunal o a través por 
medio de los equipos interdisciplinarios, si lo considera necesario. 


En todo caso, si se solicita homologación de un convenio de divorcio, separación 
judicial o cese de la unión de hecho y existen hijas o hijos menores de edad, 
deberá concederse audiencia por tres días al Patronato Nacional de la Infancia 
para que se refiera al convenio en lo relacionado con las personas menores de 
edad.


Artículo 280.-  Notificación a quien no firma la petición
Cuando el escrito de gestión no viene firmado por alguna de las personas 
cónyuges o convivientes y esta no ha dado autorización para la presentación de 
esa forma en la escritura del convenio, se le deberá notificar la presentación de la 
solicitud y se concederá un plazo de cinco días para lo que corresponda.


Artículo 281.-  Homologación del acuerdo
Estando en forma la petición, con los documentos necesarios, y transcurrido el 
plazo de las audiencias ofrecidas, se dictará la resolución que homologue o no el 
acuerdo.  La autoridad judicial podrá variar lo acordado en lo que respecta a los 
derechos de las personas menores de edad referentes a cuidado personal y 
visitas, sin perjuicio de la petición de aclaración o adición al convenio o la petición 
de cualquier documento faltante que pueda pedir la autoridad judicial.


Cuando exista duda sobre alguna de las cláusulas del convenio, se citará a una 
audiencia para aclarar lo acordado.


La resolución de homologación podrá no contener de forma puntual lo resuelto, 
sino hacer referencia al convenio presentado, salvo que la autoridad judicial 
considere necesario una mejor redacción del acuerdo para su mejor comprensión 
y para efectos de una eventual ejecución.  En el primer caso, y para efectos de la 
ejecutoria para su inscripción en los registros correspondientes, deberá 
acompañarse a esta la copia certificada por el tribunal del respectivo convenio.


Artículo 282.-  Oposición al convenio y procedimiento
Solo se admitirá oposición al convenio cuando se trate de vicios en el 
consentimiento o falsedad y se alegue antes de la homologación.  Para estos 
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efectos, se conferirá el plazo de cinco días a la otra parte para que se manifieste y 
aporte prueba.  Vencido este plazo se citará a una audiencia para recibir la 
prueba, escuchar las conclusiones de las partes y se procederá al dictado de la 
parte dispositiva de lo resuelto.  La sentencia integral deberá ser dictada y 
notificada dentro del plazo de tres días e incluirá la resolución sobre la oposición 
formulada y, en caso de no accederse a ella, se deberá pronunciar sobre la 
homologación pedida.


Capítulo III


Procedimientos de adoptabilidad y de adopción


Sección I


Declaratoria de adoptabilidad


Artículo 283.-  Requisitos previos a la adopción
Para el trámite de la adopción de una persona menor de edad, se deberán 
presentar las copias certificadas de la sentencia firme de la autoridad judicial que 
ha declarado adoptabilidad en el respectivo proceso de terminación de los 
atributos de la responsabilidad parental, o de la declaratoria de adoptabilidad 
emanada del Patronato Nacional de la Infancia y tratándose de adopción 
internacional, de la autoridad central.


Artículo 284.-  Adoptabilidad en sede administrativa
La declaratoria de adoptabilidad de una persona menor de edad será declarada en 
sede administrativa en el Patronato Nacional de la Infancia.


En caso de que exista oposición fundada en sede administrativa, el Patronato 
Nacional de la Infancia deberá interponer la petición de declaratoria en sede 
judicial, mediante el proceso resolutivo familiar de terminación de los atributos de 
la responsabilidad parental con petición subsidiaria de adoptabilidad.


Artículo 285.- Adoptabilidad de personas mayores de edad con discapacidad
Tratándose de personas mayores de edad con capacidades especiales que le 
impida otorgar consentimiento, no se necesitará el trámite previo de adoptabilidad; 
sin embargo, para el inicio del trámite de la adopción deberá tener una persona 
representante o salvaguardas nombrado por la autoridad judicial para esos 
efectos.


Artículo 286.-  Integración de trámites
En la misma sentencia del proceso resolutivo familiar de terminación de los 
atributos de la responsabilidad parental y declaratoria de adoptabilidad, si se dan 
las condiciones para hacerlo, se podrá resolver sobre la adopción.
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Sección II 


Procedimiento de adopción


Artículo 287.-  Legitimación
Están legitimadas para iniciar el trámite de adopción las personas declaradas 
idóneas para estos efectos por parte del ente administrativo corrrespondiente, 
salvo el caso de adopción de personas mayores de edad con capacidades 
especiales que no puedan otorgar consentimiento, en cuyo caso la idoneidad de 
los promoventes se valorará en este mismo procedimiento.


Artículo 288.-  Medidas provisionales
Una vez presentada la petición, se podrá ordenar, como medida cautelar, el 
cuidado provisional de la persona por adoptar a cargo de quienes pretenden la 
adopción o cualquier otra medida que procure facilitar la interrelación.


Si se trata de la adopción de personas menores de edad con desprendimiento 
directo, según el inciso c) del artículo 109 del Código de Familia, el despacho 
deberá establecer los procedimientos provisionales regulados en esa norma 
jurídica.


Artículo 289.-  Informes periciales
Si se admite la solicitud, se ordenarán los peritajes o informes necesarios de 
carácter interdisciplinario o multidisciplinario según el caso.


Artículo 290.-  Audiencia privada
Una vez notificado el Patronato Nacional de la Infancia, cuando proceda, ya 
recibidos los informes periciales ordenados y si fuera el caso cumplidos los 
trámites del inciso c) del artículo 109 del Código de Familia, la autoridad judicial 
resolverá sobre la prueba solicitada y convocará a una audiencia en la cual 
deberán estar presentes, obligatoria y personalmente, los promoventes, en forma 
obligada los promoventes en forma personal la persona representante del 
Patronato Nacional de la Infancia, en caso de tratarse de adoptados menores de 
edad, y la persona por adoptar, en caso de que tenga edad suficiente para el acto; 
en la que se verificará lo siguiente:


a) Entrevista a la persona por adoptar.
b) Recibo de manifestación directa, personal y expresa, de las personas 


adoptantes de su deseo en la adopción.
c) En caso de considerarse necesario para aclarar o ampliar, se escuchará a 


quienes han hayan rendido los informes periciales.
d) Recepción de la prueba testimonial admitida o cualquier otra que se estime 


conveniente.
e) Escucha del criterio de la persona representante del Patronato Nacional de 


la Infancia en casos de personas menores de edad por adopción.
f) Dictado de la parte dispositiva del fallo, momento en el cual deberá 


exponerse a las personas adoptantes las obligaciones que se asumen.  La 
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sentencia, de forma integral, deberá dictarse y notificarse dentro del tercer 
día. 


Artículo 291.-  Adopción en sede notarial
Cuando se trata de personas mayores de edad y no se trate de capacidades 
especiales que no les permita dar su consentimiento, la adopción se tramitará en 
sede notarial, mediante los procedimientos establecidos en el título VI del Código 
Notarial.


Una vez aprobada, la persona notaria estará en la obligación de presentar el 
testimonio de escritura ante el Registro Civil dentro de los ochos días siguientes y 
tramitar su inscripción.


Capítulo IV


Procedimiento para la restitución internacional
de personas menores de edad


Sección I


Generalidades


Artículo 292.-  Legitimación activa
Será titular de la acción de restitución el padre, la madre, la persona tutora o 
guardadora de hecho o de derecho, la institución u organismo que ejerciera el 
derecho de guarda o custodia, conforme al régimen jurídico del país de residencia 
habitual del niño inmediatamente antes de su traslado o retención.


Artículo 293.-  Legitimación pasiva
Estará legitimado pasivamente la persona quien que ha sustraído o retiene 
ilícitamente a la persona menor de edad, cuyo desplazamiento o retención 
constituye la causa de la solicitud.


Sección II


Actuaciones preliminares


Artículo 294.-  Medidas precautorias
Previo a la presentación de la solicitud de la restitución, la autoridad central 
designada o la parte interesada podrá solicitar, como medida urgente, la 
localización y la protección de la persona menor de edad.
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Verificada la localización, lo comunicará de inmediato al Estado requirente vía 
autoridad central.
La autoridad central solicitará o adoptará las medidas adecuadas tendientes a 
conseguir la restitución voluntaria de la persona menor de edad y comunicará al 
juzgado el resultado de la solicitud.


A partir de dicha noticia, en caso que se hubiera solicitado la previa localización de 
la persona menor de edad, comenzará a correr un plazo de treinta días naturales a 
efectos de la correspondiente presentación de solicitud de restitución, para el caso 
de que esta no se hubiese haya deducido.  Vencido este plazo sin que se presente 
la solicitud de restitución, las medidas adoptadas de forma cautelar caducarán de 
pleno derecho.


Artículo 295.-  Fase preliminar
La solicitud de restitución deberá ajustarse a los requisitos establecidos en los 
convenios internacionales atinentes a la materia y se podrá presentar de forma 
directa ante la autoridad central, o mediante solicitud directa ante el órgano 
jurisdiccional competente.  En este último caso, se remitirá de inmediato a la 
autoridad central.


En ambos casos, la autoridad central deberá llevar a cabo las acciones 
establecidas en el artículo 7 del Convenio de la Haya sobre Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Personas Menores de Edad.


La documentación que se acompañe a la solicitud de restitución, con el fin de 
acreditar la legitimación activa del requirente y demás recaudos, deberá 
presentarse traducida en caso de así corresponder, no requiriéndose su 
legalización.


Sección III


Procedimiento


Artículo 296.-  Admisibilidad y emplazamiento
Una vez presentada la solicitud de restitución, el juzgado procederá a la 
calificación de las condiciones de admisibilidad y titularidad activa.  Para estos 
efectos, el peticionante deberá acreditar la verosimilitud de su derecho, 
demostrando sumariamente en el escrito inicial que se encuentra en el ejercicio de 
la guarda o custodia de la persona menor de edad.


La presentación de la solicitud de restitución ante el despacho jurisdiccional 
marcará la fecha de iniciación de los procedimientos.


Admitida la solicitud, se procederá al dictado de una resolución con carácter de 
sentencia anticipada, la que debe contener:
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a) El dictado contra la persona requerida de la orden de restitución de la 
persona menor de edad.


b) El otorgamiento del plazo de tres días para la oposición a la petición y para 
que se opongan las excepciones pertinentes y se presente y ofrezca la 
prueba.


c) El dictado de las medidas cautelares necesarias a los efectos de la 
protección y sujeción de la persona menor de edad al país, o bien, la 
modificación o mantenimiento de las medidas adoptadas inicialmente.


d) La orden de notificación al Patronato Nacional de la Infancia, para que 
actúe en defensa de los derechos de la persona menor de edad. de edad.


e) Designación de un representante para la persona requirente, en caso de 
que no pueda trasladarse al país.


Artículo 297.-  Oposición a la petición
La oposición a la solicitud deberá realizarse en escrito fundado en el que se 
opondrán las excepciones pertinentes y se presentará y ofrecerá la prueba. 


Las oposiciones en este procedimiento persiguen la demostración de los 
siguientes hechos:


a) Que la persona, institución u organismo que se hubiere haya hecho cargo 
de la persona menor de edad no ejercía, de modo efectivo, el derecho de 
custodia en el momento en que fue trasladado o retenido, o había 
consentido o posteriormente aceptado el traslado o retención.


b) Existencia de un grave riesgo de que la restitución de la persona menor de 
edad lo exponga a un peligro físico o psíquico o que, de cualquier otra 
manera, ponga a la persona menor de edad en una situación intolerable.  
El tribunal no podrá denegar la restitución de un niño por estos motivos si 
se demuestra que se han adoptado las medidas adecuadas para garantizar 
la protección del mismo de este tras la restitución.


c) Que la propia persona menor de edad, con edad, con edad y grado de 
madurez suficiente para tener en cuenta su opinión, se exprese de forma 
contraria a la restitución.


d) Que el otorgamiento de la restitución es manifiestamente violatoria de los 
principios fundamentales del Estado requerido, en materia de protección de 
los derechos humanos y libertades fundamentales.


El conocimiento de las excepciones opuestas se hará en sentencia.


Artículo 298.-  No oposición u oposición inatendible
Si no existiera oposición ni se formularan excepciones a la solicitud, la sentencia 
anticipada quedará firme y se dispondrá hacerla efectiva comunicando a la 
autoridad central. 


En caso de que se considere que la oposición no se encuentra fundada, la 
autoridad judicial resolverá de esa forma y ordenará la firmeza de la sentencia 
anticipada con comunicación a la autoridad central.
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Artículo 299.-  Traslado de la oposición y audiencia del proceso
Admitida la oposición formulada, se pondrá en conocimiento de la parte requirente 
por el plazo de tres días y en esa resolución se convocará a audiencia dentro de 
los cinco días siguientes. En esta misma resolución el despacho se pronunciará 
sobre la admisión de los medios probatorios ofrecidos por las partes. La resolución 
que rechace prueba no tendrá recurso de apelación. 


Artículo 300.-  Procedimiento en la audiencia
La audiencia no dejará de celebrarse por la ausencia de los citados.  En ella se 
intentará la conciliación, la que verificada se hará constar en el acta y será 
homologada por la autoridad judicial.  En caso contrario, se procederá a la fijación 
de los puntos en debate, se diligenciarán los medios probatorios dispuestos, se 
oirá a la persona menor de edad cuando a juicio del tribunal esté en condiciones 
de formarse un juicio propio y de forma breve a las partes.  Al final de la audiencia 
se emitirán conclusiones.  Posterior a ello, se procederá al dictado de la parte 
dispositiva de la sentencia.  La sentencia integral deberá ser dictada y notificada 
dentro del plazo de tres días.


Al dictarse la sentencia, la autoridad judicial deberá valorar, opuestas o no como 
excepciones por parte de la persona requerida, la procedencia o no de lo pedido 
conforme a los motivos indicados en su oposición.


Artículo 301.-  Derecho de interrelación familiar
La solicitud que tiene por objeto hacer efectivo el derecho de visitas o de 
interrelación familiar por parte de sus titulares en los casos previstos en los 
convenios internacionales de la materia, seguirán seguirá el procedimiento 
establecido en la presente ley.


No son requisitos necesarios para la procedencia de la solicitud en el marco de los 
instrumentos internacionales la existencia de un traslado o retención ilícitos 
previos, ni la existencia de un régimen de visitas establecido previamente.


TÍTULO VI


La ejecución de las resoluciones


Capítulo I


Ejecución de las resoluciones inscribibles


Artículo 302.-  Inscripción de sentencias ante el Registro Civil y el Registro 
de Personas
Todas las sentencias firmes que establezcan obligación de inscripción de estado 
civil, filiación, suspensión y terminación de los atributos de la responsabilidad 
parental y nombramiento de representantes en los registros públicos, se deberán 
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ejecutar de oficio dentro de los cinco días siguientes a esa firmeza y podrán 
llevarse a cabo por medios electrónicos.


Artículo 303.-  Inscripción de resoluciones con carácter patrimonial
La ejecución de las resoluciones de carácter patrimonial que impliquen 
inscripciones ante registros públicos o privados se ordenará a petición de la parte 
interesada.


Artículo 304.-  Exención de pago de tributos en traspasos
La inscripción de cualquier resolución que decida cuestiones patrimoniales entre 
cónyuges, o entre estos e hijas o hijos estará exenta de pago de derechos de 
traspasos.


Capítulo II


Ejecución de derechos personalísimos


Artículo 305.-  Principio de la tutela de la realidad
Cuando alguna de las partes pretenda la ejecución de una sentencia, acuerdo o 
resolución que trate sobre del cuido personal de una persona en condición de 
vulnerabilidad, de un sistema de interrelación familiar o de la administración de 
bienes y ha transcurrido un tiempo prologando sin que se hubiera ejecutado, la 
autoridad judicial se abstendrá de ejecutarla en aquellos casos en que la realidad 
haga evidente que se ha consolidado una situación diferente de la que se 
pretende ejecutar y esta beneficia a la persona en la referida condición.  En este 
supuesto, la autoridad judicial remitirá a las partes a la vía de modificación de fallo 
y sin perjuicio del disfrute del monto de pensión alimentaria vigente.


Artículo 306.-  Ejecuciones provisionales
Se podrá ordenar, de oficio o a petición de parte y en resolución fundada, la 
ejecución provisional de la sentencia sin estar firme, cuando se trate del cuidado 
de personas en estado de vulnerabilidad o de fijación de relaciones 
interpersonales.


Artículo 307.-  Cumplimiento coercitivo
Para la ejecución de lo resuelto, la autoridad judicial podrá ordenar el 
cumplimiento por medios coercitivos, incluso el allanamiento y el apercibimiento de 
las sanciones penales que correspondan en caso de negativa.


Artículo 308.- Competencia de los regímenes de relaciones interpersonales 
supervisados
La ejecución de un régimen de relaciones interpersonales de carácter supervisado 
para personas menores de edad luego de la firmeza del fallo, estará a cargo del 
Patronato Nacional de la Infancia o cualquier otro órgano estatal que realice 
labores en beneficio de esta población; sin perjuicio del compromiso que adquiera 
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algún ente privado acreditado ante dicha institución.  Si se trata de otras personas 
en condición de vulnerabilidad, será correspondencia de las instituciones públicas 
que trabajan en beneficio de ellas.


Para estos efectos, estas instituciones públicas o privadas dispondrán del personal 
necesario en los horarios no hábiles de oficinas y en los lugares adecuados.


En caso de las organizaciones privadas que asuman la supervisión por voluntad 
propia, no podrán revocar su ofrecimiento, salvo por cuestiones autorizadas por la 
autoridad judicial.


En todo caso, los funcionarios públicos o privados que lleven a cabo la supervisión 
deberán entregar los informes sobre lo acontecido cuando así sea dispuesto por la 
autoridad judicial.


Capítulo III


Ejecución de derechos patrimoniales


Sección I


El derecho de ganancialidad


Artículo 309.-  Legitimación y trámite inicial
Una vez establecido en sentencia el derecho de ganancialidad y cuando se hayan 
individualizados los bienes sobre los cuales recae de forma concreta, cualquiera 
de las partes interesadas solicitará la ejecución, debiendo indicar los bienes 
declarados con derecho de ganancialidad y ofrecer la prueba necesaria para fijar 
el valor neto de estos.


Cuando la petición esté en forma, se dará audiencia a la otra por tres días para 
proponer cualquier otro tipo de prueba sobre ese aspecto del valor neto y de forma 
inmediata se ordenará traer las pruebas ofrecidas y pertinentes, incluyendo si 
fuera necesario y no hay acuerdo sobre el valor del bien, la de tipo pericial para la 
valoración del bien.


Artículo 310.-  Convocatoria a audiencia conciliatoria y decisión final
Rendido el peritaje y los informes necesarios se convocará a una audiencia de 
conciliación.


No existiendo acuerdo, la autoridad judicial emitirá, dentro del tercer día, la 
resolución final sobre el valor del derecho de cada parte y las obligaciones 
pecuniarias que se asumen y su forma de pago, de conformidad con el artículo 41 
del Código de Familia.
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En esa misma resolución se otorgará al titular del bien un plazo razonable para el 
cumplimiento de la obligación, si no se cumple en ese plazo, la persona acreedora 
del derecho de ganancialidad podrá pedir el cobro de la suma indicada mediante 
el procedimiento de cobro ejecutorio establecido en la normativa de cobro de las 
obligaciones civiles y mercantiles.


Artículo 311.-  Definición de bienes comunes en ganancialidad
Tratándose de bienes en copropiedad de la pareja, no existiendo hijos o hijas 
menores de edad o existiendo no hay interés en el que ostentará la custodia de 
ellos en permanecer con el bien y otorgar pago al otro cónyuge, y si ambas partes 
tienen interés en la titularidad completa del bien sin que exista acuerdo en otra 
solución, la autoridad ordenará el remate con la base del acuerdo de partes o, en 
su defecto, del dictamen pericial pedido, salvo que existan gravámenes 
hipotecarios, sin posibilidad de rebajar la base ante los remates fracasados.


Sección II


Obligaciones de hacer, no hacer y entrega de cosas


Artículo 312.- Ejecución de obligaciones de hacer
Cuando se haya establecido en una sentencia una obligación de hacer, el 
despacho ordenará a la persona obligada llevar a cabo lo dispuesto, para lo cual 
concederá un plazo razonable de conformidad con la naturaleza de la obligación y 
las condiciones personales y económicas de la persona obligada.


Vencido el plazo dado sin que se hubiera cumplido, la parte ejecutante podrá 
llevar a cabo lo ordenado, pudiendo establecer luego el respectivo cobro de los 
gastos incurridos, así como de los daños y perjuicios, mediante el procedimiento 
de cobro de sumas no determinadas que establece este Código. 


La parte ejecutante podrá cobrar, en esta misma vía, los daños y perjuicios en 
caso de que no pueda o no quiere cumplirla.


Si se tratara de firma de una escritura pública y si el obligado no cumple con 
otorgarla en el plazo conferido, el tribunal ordenará la confección de la escritura 
correspondiente a un notario público a elección de la parte ejecutante con 
otorgamiento de la obligación por parte de la autoridad judicial.


Artículo 313.-  Obligaciones de no hacer
Cuando se haya obligado a una persona a no hacer determinado acto o conducta 
bajo apercibimiento de ser juzgado por el delito de desobediencia a la autoridad y 
ha incumplido, la autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, lo comunicará al 
Ministerio Público para lo correspondiente y se tomarán las medidas necesarias 
para el cumplimiento de la orden de no hacer, incluso con auxilio de la autoridad 
de policía.
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Para el cobro de los daños y perjuicios provocados por el incumplimiento, se 
seguirán los trámites previstos en este capítulo. 


Artículo 314.-  Entrega de cosas
Si se ha apercibido de la entrega de una cosa en plazo establecido, sin 
advertencia de juzgamiento por el delito de desobediencia a la autoridad, se 
procederá a apercibirlo de esa forma para que se cumpla de forma inmediata.  Si 
no se cumple la obligación y la cosa fuera localizable y no recompensable en 
dinero, se podrá llevar a cabo, con auxilio de la autoridad de policía, el 
allanamiento del lugar en que se encuentre con las formalidades de la legislación 
procesal penal.


Si el incumplimiento de esta obligación provoca daños y perjuicios, para su cobro 
se seguirán los trámites previstos en este capítulo


Sección III


Obligaciones de pago


Subsección I


Sumas no determinadas


Artículo 315.-  Trámite inicial
Cuando en resolución judicial se hubiera ordenado el pago de daños y perjuicios o 
de una suma por definir, se debe presentar la liquidación concreta y detallada de 
los montos.  


La petición se pondrá en conocimiento de la parte ejecutada por cinco días.  En 
caso de no oposición o allanamiento a las pretensiones, se dictará, sin más 
trámite, la resolución final.


En caso de oposición y si fuera necesario, la autoridad judicial ordenará la 
realización de los dictámenes periciales y pedirá los informes y documentos que la 
partes propongan.


Artículo 316.-  Audiencia
Rendidas las pericias y recibidos los demás informes y documentos, se admitirán 
las demás pruebas y se convocará a una audiencia en la cual se intentará la 
conciliación, en caso de que esta fracase se recibirá la prueba admitida, se oirán 
las conclusiones y se emitirá la parte resolutiva de la sentencia, en tanto la 
sentencia integral deberá ser dictada y notificada dentro del tercer día.


Artículo 317.-  Decisión final
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De establecerse un monto para el pago, la autoridad judicial deberá otorgar en esa 
resolución el plazo razonable para el cumplimiento de lo ordenado, de acuerdo al 
monto y las condiciones personales y patrimoniales de la persona obligada, el cual 
no podrá exceder de seis meses, y de no hacerlo la parte ejecutante podrá iniciar 
el trámite de apremio patrimonial ejecutorio para conseguir ese pago.


Subsección II


Cobro de sumas líquidas


Artículo 318.-  Normativa aplicable
Salvo lo dispuesto en esta normativa, el trámite del cobro de las sumas de dinero 
establecidas en resolución judicial firme se hará efectivo directamente en el mismo 
proceso mediante el trámite previsto para el cobro de las obligaciones civiles o 
mercantiles. Tratándose del nombramiento de la persona depositaria judicial se 
tendrá en cuenta el interés familiar para su designación.


Artículo 319.-  Bienes con derecho de ganancialidad
No será necesario decretar embargo de los bienes sobre los cuales recayó el 
monto del derecho de ganancialidad si ya existe anotación en virtud del proceso 
resolutivo; para proceder con la fase de remate, únicamente deberá presentarse la 
certificación registral en la que conste la preferencia de esa anotación.
Cuando dicha anotación no es preferente, el eventual remate deberá efectuarse 
con el gravamen que tenga ese carácter.


Artículo 320.-  Embargo de bienes en sociedades comunes
A fin del cobro de cualquier suma de dinero líquida determinada en resolución de 
proceso familiar, procederá el embargo de los bienes propiedad de una sociedad 
en la cual los cónyuges, excónyuges o exconvivientes de hecho son los únicos 
accionistas.


Artículo 321.-  Inscripción de aprobaciones de remate entre familiares
Una vez aprobado un remate en un proceso familiar en el cual la adjudicación 
correspondió a uno de los cónyuges o a cualquiera de sus hijas o hijos, su 
inscripción se verificará por medio de ejecutoria de la resolución que lo aprobó y 
demás piezas necesarias para esa inscripción.


Artículo 322.-  Liquidación del producto de remate en materia de 
ganancialidad
Tratándose de un remate consecuencia del cobro del derecho de ganancialidad, el 
producto de este será liquidado luego de las deudas preferentes en el siguiente 
orden:


a) Intereses y costas.
b) Gastos de cuido y mantenimiento del bien cuando se nombró depositario 


mediante resolución judicial.
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c) Capital adeudado por el derecho de ganancialidad.


El remanente será devuelto al propietario del bien ejecutado


LIBRO TERCERO


NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL PROCESAL DE FAMILIA


TÍTULO I


Competencia internacional


Capítulo I


Disposiciones generales


ARTÍCULO 323.-  Normas aplicables
Las normas jurídicas de competencia aplicables a situaciones vinculadas con 
varios ordenamientos jurídicos nacionales se determinan, en primer lugar por 
acuerdo de partes en materias disponibles para la prórroga de competencia; en su 
defecto por los tratados y las convenciones internacionales vigentes de aplicación 
en el caso y, en ausencia de ambos, se aplican las normas del derecho 
internacional procesal contenidas en este capítulo y demás leyes especiales.


Artículo 324.-  Igualdad de trato
Los ciudadanos y los residentes permanentes en el extranjero gozan del libre 
acceso a la jurisdicción para la defensa de sus derechos e intereses, en las 
mismas condiciones que los ciudadanos y los residentes permanentes en Costa 
Rica. 


Ninguna caución o depósito, cualquiera sea su denominación, puede ser impuesto 
en razón de la calidad de ciudadano o residente permanente en otro Estado.


Artículo 325.-  Cooperación y asistencia procesal internacional
Sin perjuicio de las obligaciones asumidas por los instrumentos jurídicos 
internacionales, las autoridades judiciales costarricenses deben brindar amplia 
cooperación jurisdiccional con los requerimientos emanados de otros estados y las 
comunicaciones dirigidas a autoridades extranjeras deben hacerse mediante 
exhorto.


Se debe dar cumplimiento a las medidas de mero trámite y probatorias solicitadas 
por autoridades jurisdiccionales extranjeras siempre que la resolución que las 
ordena no afecte principios de orden público internacional costarricense.  
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Los exhortos deben tramitarse de oficio y sin demora, de acuerdo con las leyes 
costarricenses, sin perjuicio de disponer lo pertinente con en relación con los 
gastos que demande la asistencia requerida.


Artículo 326.-  Acuerdo de elección de foro
En materia patrimonial e internacional, las partes están facultadas para prorrogar 
competencia en las autoridades judiciales fuera de Costa Rica, excepto que las 
autoridades costarricenses tengan competencia exclusiva.


Artículo 327.-  Exclusividad de la elección del foro
La autoridad judicial elegida por las partes tiene competencia exclusiva, excepto 
que ellas decidan expresamente lo contrario.


Artículo 328.-  Prórroga expresa o tácita
La prórroga de competencia procede si nace del convenio escrito mediante el cual 
los interesados manifiestan su decisión de someterse a la competencia de la 
autoridad judicial a la cual acuden.  Asimismo, opera la prórroga de competencia, 
para el actor por el hecho de entablar la demanda y, con respecto al demandado, 
cuando la conteste, deje de hacerlo u oponga excepciones previas sin articular la 
declinatoria.


Artículo 329.-  Foro de necesidad
Aunque las reglas del presente Código no atribuyan competencia internacional a la 
autoridad judicial costarricense, esta pueden intervenir, excepcionalmente, con la 
finalidad de evitar la denegación de justicia, siempre que no sea razonable exigir la 
iniciación de la demanda en el extranjero y en tanto la situación privada presente 
contacto objetivo o subjetivo suficiente con el país, se garantice el derecho de 
defensa en juicio y se atienda a la conveniencia de lograr una sentencia eficaz.


Capítulo II


Disposiciones especiales


Artículo 330.-  Norma general aplicable
Para el conocimiento de las pretensiones relativas al derecho de familia, será 
competente la autoridad judicial del domicilio o la residencia habitual de la parte 
demandada, salvo norma contraria particular. 


Artículo 331.-  Medidas provisionales y cautelares
Las autoridades judiciales costarricenses son competentes para decretar medidas 
provisionales y cautelares en los siguientes casos:


a) Cuando conocen del proceso principal, sin perjuicio de que los bienes o las 
personas no se encuentren en el país.


b) A pedido de una autoridad judicial extranjera competente o en casos de 
urgencia, cuando los bienes o las personas se encuentran o pueden 
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encontrarse en el país, aunque carezcan de competencia internacional 
para conocer del proceso principal.


c) Cuando la sentencia dictada por una autoridad judicial extranjera deba ser 
reconocida o ejecutada en Costa Rica.


Artículo 332.-  Litispendencia
Cuando una pretensión que tiene el mismo objeto y la misma causa se ha 
admitido previamente por la autoridad judicial y está pendiente entre las mismas 
partes en el extranjero, las autoridades judiciales costarricenses deben suspender 
el proceso en trámite si es previsible que la decisión extranjera puede ser objeto 
de reconocimiento.


El proceso suspendido puede continuar si la autoridad judicial extranjera declina 
su propia competencia o si el proceso extranjero se extingue sin que medie 
resolución sobre el fondo del asunto o, en el supuesto en que habiéndose dictado 
sentencia en el extranjero, esta no es susceptible de reconocimiento en nuestro 
país. 


Artículo 333.-  Matrimonio, separación judicial y divorcio
Las pretensiones de validez, nulidad y disolución del matrimonio, así como las 
referentes a los efectos del matrimonio, la separación judicial y el divorcio, deben 
interponerse ante la autoridad judicial del último domicilio conyugal efectivo o ante 
el domicilio o la residencia habitual del cónyuge demandado.


Se entiende por domicilio conyugal efectivo el lugar de efectiva e indiscutida 
convivencia de los cónyuges.


Artículo 334.-  Unión de hecho
Las pretensiones que surjan como consecuencia de la unión de hecho deben 
presentarse ante la autoridad judicial del último domicilio efectivo común de las 
personas que la constituyen o del domicilio o residencia habitual del demandado.


Artículo 335.-  Alimentos
Las pretensiones relativas a la prestación alimentaria deben interponerse a opción 
del acreedor en cualquiera de los siguientes foros:


a) El despacho o la autoridad del estado del domicilio o de la residencia 
habitual del acreedor.


b) El despacho o la autoridad del estado del domicilio o de la residencia 
habitual del deudor. 


c) El despacho o autoridad del estado con el cual el deudor tenga vínculos 
personales tales como: posesión de bienes, percepción de ingresos u 
obtención de beneficios económicos.  
 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, se considerarán igualmente 
competentes las autoridades judiciales o administrativas de otros estados a 
condición de que el demandado en el juicio hubiera comparecido sin objetar la 
competencia
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Serán competentes para conocer las acciones de aumento de alimentos, 
cualesquiera de las autoridades señaladas en los incisos anteriores.


Serán competentes para conocer de las acciones de cese y reducción de 
alimentos las autoridades que hubiesen hayan conocido de la fijación de estos, los 
mismos, excepto si el acreedor alimentario acepta la competencia de una 
autoridad judicial diversa. 


Artículo 336.- Filiación por naturaleza y por técnicas de reproducción 
humana asistida
Las pretensiones relativas a la determinación e impugnación de la filiación deben 
interponerse, a elección de la parte actora, ante las autoridades judiciales del 
domicilio o de la residencia habitual de quien reclama el emplazamiento filial o 
ante las autoridades del domicilio o residencia habitual del progenitor o pretendido 
progenitor.


En caso de reconocimiento son competentes las autoridades del domicilio de la 
persona que efectúa el reconocimiento, las del domicilio o residencia habitual del 
hijo o las del lugar de su nacimiento.


Artículo 337.-  Adopción
Las autoridades judiciales costarricenses son exclusivamente competentes para la 
decisión de la guarda con fines de adopción y para el otorgamiento de una 
adopción de personas menores de edad con su residencia habitual en Costa Rica


Para la anulación o revocación de una adopción son competentes las autoridades 
judiciales del lugar del otorgamiento o los de la residencia habitual del adoptado.


Las autoridades administrativas o jurisdiccionales costarricenses deben prestar 
cooperación a las personas con domicilio o residencia habitual en Costa Rica, 
aspirantes a una adopción a otorgarse en país extranjero, que soliciten informes 
sociales y ambientales de preparación o de seguimiento de una adopción a 
conferirse o conferida en el extranjero.


TÍTULO II


Ejecución de resoluciones extranjeras


Artículo 338.-  Ámbito de aplicación
Las sentencias y las resoluciones dictadas en el extranjero que se deban ejecutar 
en Costa Rica deberán cumplir con el requisito de autorización previsto en este 
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título y, de ser admisible, se procederá con su ejecución en el despacho que 
corresponda por competencia material y territorial.


Artículo 339.-  Normas sobre cuidado de menores de edad y alimentos
Las normas relativas a cuidado o guarda de personas menores de edad con 
conflicto entre personas que viven en diversos países se ejecutarán y decidirán de 
acuerdo con el procedimiento especial de restitución dado en este Código. 


Serán de aplicación concreta y directa las normas internacionales referentes a 
ejecución de deberes alimentarios decretados en otros países, mediante la debida 
adecuación de los procedimientos dados en esta normativa.


Artículo 340.-  Requisitos de la solicitud
Con la gestión se debe adjuntar copia auténtica de la resolución expedida por el 
órgano competente del país de origen y se hará constar que se han cumplido los 
requisitos diplomáticos y consulares exigidos en aquel país y en Costa Rica.


Si el fallo no lo contiene, se deben agregar a la certificación auténtica los 
elementos suficientes para demostrar que, en el proceso en que se dictó la 
resolución, se cumplió legalmente con el debido emplazamiento para la otra parte 
y, en caso de no contestación, las consecuencias en la legislación 
correspondiente.


Artículo 341.-  Improcedencia de la autorización
No procederá la autorización si existiera en Costa Rica sentencia firme con 
carácter de cosa juzgada material sobre las pretensiones dadas en el fallo por 
inscribir, cuando estas no sean competencia exclusiva de los tribunales nacionales 
o sean contrarias a los principios de orden público internacional de Costa Rica.


Artículo 342.-  Procedimiento
Admitida la gestión en sus requisitos formales, se dará traslado a la parte contra 
quien se dirige la ejecución, para que se manifieste dentro de los cinco días 
siguientes; si no se conoce su domicilio, se le hará saber mediante edicto 
publicado por una vez en cualquier periódico de circulación nacional, y si se 
localiza en el extranjero se le notificará por medios consulares, en cuyo caso el 
plazo indicado aumenta a treinta días naturales.


Finalizado el plazo se dictará la resolución y de ser procedente se enviará al 
despacho que corresponda para su debida ejecución.


Si se tratara de ejecución de simple inscripción, el mismo órgano procederá con la 
emisión de la ejecutoria correspondiente.


Artículo 343.-  Rechazo de la ejecución
Si el reconocimiento se deniega, se devolverá la documentación a quien la haya 
presentado y si el rechazo se debió a cuestiones formales, una vez subsanados, 
se podrá formular una nueva solicitud.
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ARTÍCULO 2.- Reformas
Refórmese Se reforman las siguientes disposiciones legales, para que digan así:


I.- Los siguientes titulares de títulos y capítulos de la Ley N.° 5476,  
Código de Familia, Ley N.° 5476, para que se tenga lean así:
a) El título III Para que el título III se llame: “De Los atributos de la 


responsabilidad parental”.
b) Para que se llame el capítulo II del título III para que se llame: “De 


Los atributos de la responsabilidad parental sobre los hijos habidos 
en el matrimonio”.


c) El capítulo III del título III para que se llame: “De Los atributos de la 
responsabilidad parental sobre los hijos habidos fuera del 
matrimonio”.


d) El capítulo IV del título III para que se llame: “Extinción, pérdida y 
suspensión de los atributos de la responsabilidad parental.


II.- Se reforman los siguientes artículos 5, 6, 7, 8, 9, 16, 21, 24, 30, 31, 41, 
48, 60, 84, 85, 102, 107, 109, 140, 141, 143, 145, 146, 147, 148, 151, 
152, 155, 158, 159, 162, 163, 164, 165, 168, 175, 176, 183, 187 y 243 
de la Ley N.° 5476, Código de Familia, de 21 de diciembre de 1973. 
para que se tenga así: Los textos son los siguientes:


“Artículo 5.-  Normas aplicables
Las normas jurídicas aplicables a las situaciones vinculadas con varios 
ordenamientos jurídicos nacionales se determinan por los tratados y las 
convenciones internacionales vigentes de aplicación en el caso y, en 
defecto de normas de fuente internacional, se aplican las normas del 
derecho internacional privado costarricense de fuente interna determinadas 
en esta ley.


Artículo 6.-  Aplicación del derecho extranjero


Cuando un derecho extranjero resulte aplicable, el juez costarricense lo 
hará de oficio y evitando evitará la figura del reenvío, pudiendo contar con la 
directa colaboración de las partes.  El juez buscará tener en claro la 
vigencia, el contenido y la interpretación actual del derecho extranjero. 
Dicha interpretación será tal y como es realizada por los jueces del estado 
al que ese derecho pertenece.


Para poder demostrar lo anterior, el juez podrá utilizar todos los 
mecanismos que considere necesarios y a su juicio podrá utilizar los 
siguientes recursos: 


a) La prueba documental, consistente en copias certificadas de 
textos legales con indicación de su vigencia, o precedentes 
judiciales.







151


b) La prueba pericial, consistente en dictámenes de abogados o 
expertos en la materia.
c) Informes del estado requerido sobre el texto, la vigencia, el sentido 
y el alcance legal de su derecho sobre determinados aspectos.


Si existieran varios sistemas jurídicos co-vigentes con competencia 
territorial o personal, o se sucedieran diferentes ordenamientos legales, el 
derecho aplicable se determinará por las reglas en vigor dentro del estado 
al que ese derecho pertenece y, en defecto de tales reglas, por el sistema 
jurídico que presente los vínculos más estrechos con la relación jurídica de 
que se trate.


Si diversos derechos fueran aplicables a diferentes aspectos de una misma 
situación jurídica o a diversas relaciones jurídicas comprendidas en un 
mismo caso, esos derechos deberán ser armonizados por el juez, 
procurando realizar las adaptaciones necesarias para respetar las 
finalidades perseguidas por cada uno de ellos.


La parte que se estime afectada por la vulneración de la presente norma y 
que lo haya alegado antes de la sentencia de primera instancia podrá 
interponer, en el momento procesal oportuno, un recurso de casación por la 
infracción, la interpretación errónea o la aplicación indebida de una ley de 
otro estado contratante, en las mismas condiciones y casos que con 
respecto al derecho nacional. 


Las disposiciones de derecho extranjero aplicables deben ser excluidas 
cuando conducen a soluciones que sean incompatibles con consecuencias 
que vulneren los principios fundamentales de orden público internacional 
que inspiran el ordenamiento jurídico costarricense.


Artículo 7.-  Ley aplicable al estado y capacidad de las personas
La ley aplicable al estado de las persona será la de su domicilio.  En 
ausencia del anterior, aplicará la ley de la residencia habitual. 


La capacidad de las personas estará sujeta a la ley del lugar de celebración 
del acto o contrato de familia realizado.  En defecto de lo anterior, será 
aplicable la ley del domicilio de la persona y de no existir este regirá la ley 
de la nacionalidad. 


El cambio de domicilio de la persona no afecta su capacidad una vez que 
ha sido adquirida.


Artículo 8.- Ley aplicable a la cuestiones de familia
Las partes podrán determinar, como regla general, el derecho aplicable a su 
relación jurídica, lo cual será realizado ya sea de forma expresa, o bien, 
tácita.  Lo anterior será posible siempre que no se afecten los derechos de 
terceros, o bien, se vulnere debido a sus consecuencias los principios de 
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orden público internacional de Costa Rica o del país cuyo derecho fuera 
originalmente aplicable en ausencia de voluntad de partes. 


En ausencia de lo anterior las relaciones de familia serán regidas por las 
siguientes disposiciones: 


En cuanto al matrimonio, el divorcio, la separación y la unión de hecho.  La 
ley del lugar de la celebración del matrimonio rige la forma, la existencia y la 
validez del acto matrimonial.  Las pretensiones relacionadas con los efectos 
personales y económicos del matrimonio con a excepción de las 
obligaciones alimentarias, así como del divorcio y la separación, serán 
regidas por el derecho del último domicilio conyugal y, en su defecto, el de 
su última residencia habitual común.  De no existir ninguno de los 
anteriores, regirá el derecho del lugar de celebración del matrimonio.  En 
cuanto a las uniones de hecho, sus efectos personales y patrimoniales con 
a excepción de las obligaciones alimentarias, se rigen por el derecho de la 
última residencia habitual común de la pareja. 


En cuanto a la filiación: las condiciones del reconocimiento se rigen por el 
derecho del domicilio del hijo al momento del nacimiento o al tiempo del 
acto o por el derecho del domicilio del autor del reconocimiento al momento 
del acto.  La forma del reconocimiento se rige por el derecho del lugar del 
acto o por el derecho que lo rige en cuanto al fondo.  Todo emplazamiento 
filial constituido de acuerdo con el derecho extranjero debe ser reconocido 
en la República de conformidad con los principios de orden público 
internacional costarricense, especialmente aquellos que imponen 
considerar prioritariamente el interés superior del niño.  Los principios que 
regulan las normas sobre filiación por técnicas de reproducción humana 
asistida integran el orden público internacional y deben ser ponderados por 
la autoridad competente en ocasión caso de que se requiera su intervención 
a los efectos del reconocimiento de reconocer el estado o la inscripción de 
las personas nacidas a través por medio de estas técnicas.  En todo caso, 
se debe adoptar la decisión que redunde en beneficio del interés superior 
del niño.


En cuanto a las obligaciones alimentarias: las obligaciones alimentarias, así 
como las calidades de acreedor y del deudor de alimentos, se regularán por 
aquel de los siguientes órdenes jurídicos que, a juicio de la autoridad 
competente, resultare resulte más favorable para el interés del acreedor:


3) El ordenamiento jurídico del estado del domicilio o de la 
residencia habitual del acreedor.


4) El ordenamiento jurídico del estado del domicilio o de la 
residencia habitual del deudor.


Serán regidas por el derecho aplicable las siguientes materias: el monto del 
crédito alimentario y los plazos y las condiciones para hacerlo efectivo. La 
determinación de quienes pueden ejercer la acción alimentaria en favor del 
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acreedor y las demás condiciones requeridas para el ejercicio del derecho 
de alimentos.


Artículo 9.-  Domicilio y residencia habitual
Para los fines del derecho internacional de familia, la persona física tiene su 
domicilio en el estado en que reside con la intención de establecerse en él, 
y su residencia habitual en el estado en el que tiene su círculo social de 
vida por un tiempo prolongado.


Una persona no puede tener varios domicilios al mismo tiempo. En caso de 
no tener domicilio conocido, se considera que lo tiene donde está su 
residencia habitual o, en su defecto, el lugar donde se localice.   


El domicilio de las personas menores de edad se encuentra en el estado 
del domicilio de quienes ejercen los atributos de la responsabilidad parental.  
Si el ejercicio de estos atributos es conjunto en ambos padres y estos se 
domicilian en estados diferentes, las personas menores de edad se 
consideran domiciliadas donde tienen su residencia habitual. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por convenciones internacionales, las personas 
menores de edad que han sido sustraídas o retenidas ilícitamente no 
adquieren domicilio en el lugar donde permanezcan sustraídas, fuesen 
fueran trasladadas o retenidas ilícitamente.


El domicilio de las personas sujetas a curatela u otro instituto equivalente 
de protección es el lugar de su residencia habitual.


El domicilio de las personas que actúan en función diplomática, así como 
de las personas que residan temporalmente en el extranjero por razones de 
trabajo, estudios u otros, será el último que hayan tenido en su territorio 
nacional.”


“Artículo 16.- Matrimonio.  Prohibición para celebrarlo
Es prohibido el matrimonio:


1) Del menor de dieciocho años sin el asentimiento, previo y 
expreso, de quien ejerza sobre él los atributos de la 
responsabilidad parental o tutela, salvo lo estipulado en el 
inciso 1) del artículo 21 de este Código.


[…].”


“Artículo 21.- Matrimonio.  Menor de edad.  Asentimiento del padre o la 
madre
Para la celebración del matrimonio de una persona menor de edad es 
necesario que cualquiera de sus padres, en ejercicio de los atributos de la 
responsabilidad parental, otorgue su asentimiento y no estén obligados a 
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motivar su negativa.  La dispensa del asentimiento será suplida por el 
tribunal mediante el respectivo procedimiento, señalado en el Código 
Procesal de Familia, en los siguientes casos:


1) Cuando el menor haya sido declarado en adoptabilidad con 
terminación de los atributos de la responsabilidad parental para sus 
progenitores y si siendo huérfano careciera de tutor.
2) Cuando el asentimiento se niegue y sea necesario para evitar que 
el menor de edad sufra los perjuicios que se podrán derivar de los 
delitos, cuya acción o pena se extinguen con el matrimonio.”


“Artículo 24.-  Matrimonio civil.  Celebración
Además del caso del artículo anterior, el matrimonio podrá celebrarse ante 
las autoridades de jefatura de las oficinas centrales o regionales del 
Registro Civil o ante los notarios públicos.  Los primeros no podrán cobrar 
honorarios por sus actuaciones.  En el caso de los segundos, el acta 
correspondiente se asentará en su protocolo y deberán conservar en el de 
referencia la copia respectiva, y deberán enviar todos los antecedentes y 
los documentos requeridos a los contrayentes, el testimonio notarial y la 
copia del acta en los formularios que son suministrados por el Registro Civil 
a esta institución, dentro de los ocho días siguientes a la celebración del 
matrimonio para su inscripción.  Ambos funcionarios estarán sometidos al 
régimen disciplinario y penal correspondientes.


Los funcionarios judiciales o administrativos no podrán cobrar honorarios
por los matrimonios que celebren.”


“Artículo 30.-  Matrimonio.  Imposibilidad de matrimonio por poder
Bajo ninguna circunstancia se verificará un matrimonio con poder de alguno 
de los contrayentes. 


Los funcionarios o el notario público que celebren matrimonios deberán dar 
constancia y fe pública de que al acto concurrieron los dos contrayentes en 
un mismo momento.


Artículo 31.-Matrimonio.  Requisitos
El matrimonio, una vez establecida la autoridad que lo celebrará y su 
competencia, se verificará ante dos testigos mayores de edad, los 
contrayentes expresarán su voluntad de contraer matrimonio entre sí y el 
funcionario los declarará unidos en matrimonio; de todo lo cual se levanta 
una acta que firmarán los contrayentes y los testigos junto al funcionario y 
una copia de ella se entregará a los primeros.”


“Artículo 41.-  Régimen de gananciales
Al disolverse o declararse nulo el matrimonio, al declararse la separación 
judicial y al celebrarse, después de las nupcias, capitulaciones 
matrimoniales, cada cónyuge adquiere el derecho de participar en la mitad 
del valor neto de los bienes gananciales constatados en el patrimonio del 
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otro.  Tales bienes se considerarán gravados de pleno derecho, a partir de 
la declaratoria a las resultas de la respectiva liquidación.


Podrá procederse a la liquidación anticipada de los bienes gananciales 
cuando el tribunal, previa solicitud de uno de los cónyuges, compruebe, de 
modo indubitable, que los intereses de este corren el riesgo de ser 
comprometidos por la mala gestión de su consorte, o por actos que 
amenacen burlarlo.  Únicamente, no son gananciales los siguientes bienes, 
sobre los cuales no existe el derecho de participación.


1) Los que fueran introducidos al matrimonio o adquiridos 
durante él, por título gratuito o por causa aleatoria.


2) Los comprados con valores propios de uno de los cónyuges, 
destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales.


3) Aquellos cuya causa o título de adquisición precedió al 
matrimonio.


4) Los muebles o inmuebles que fueron subrogados a otros 
propios de alguno de los cónyuges.


5) Los adquiridos durante la separación de hecho de los 
cónyuges.


Se permite renunciar, en las capitulaciones matrimoniales o en un convenio 
que deberá hacerse en escritura pública, a las ventajas de la distribución 
final.


El progenitor o la progenitora que tenga el cuidado personal de los hijos o 
las hijas menores de edad y se trata de un bien inmueble que se utiliza 
como habitación familiar tendrá preferencia para el pago del monto que 
corresponde como ganancial.  La misma regla se aplicará cuando dicho 
bien se encuentre en copropiedad.”


“Artículo 48.-  Divorcio.  Causales
Serán motivos para decretar el divorcio los siguientes:


1) El adulterio de cualquiera de los cónyuges.
2) El atentado de uno de los cónyuges contra la vida del otro o de 


sus hijos.
3) La tentativa de uno de los cónyuges para prostituir o corromper al 


otro cónyuge y la tentativa de corrupción o la corrupción de los 
hijos de cualquiera de ellos.


4) La sevicia en perjuicio del otro cónyuge o de sus hijos.
5) La separación judicial por un término no menor de un año, si 


durante ese lapso no ha mediado reconciliación entre los 
cónyuges; durante dicho lapso el tribunal, a solicitud de los 
interesados y con un intervalo mínimo de tres meses, celebrará 
no menos de dos comparecencias para intentar la reconciliación 
entre los cónyuges.  La primera comparecencia no podrá 
celebrarse antes de tres meses de decretada la separación. 
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Para tales efectos, el despacho judicial solicitará los informes que 
considere pertinentes. 


Si alguno de los cónyuges no asistiera a las comparecencias, si 
estas no se solicitan, o si las conclusiones a que llegue el tribunal 
así lo aconsejan, el plazo para decretar el divorcio será de dos 
años.


6) La ausencia del cónyuge, legalmente declarada. 
7) La separación de hecho por un término no menor de tres años.


También podrá decretarse el divorcio por el mutuo consentimiento 
de los cónyuges, el cual se tramitará conforme lo dispone el 
Código Procesal de Familia y deberá presentarse al tribunal el 
convenio en escritura pública en la forma indicada en el artículo 60 
de esta ley.  El convenio y la separación, si son procedentes y no 
perjudican los derechos de los menores, se aprobarán por el 
tribunal en resolución considerada; el despacho podrá pedir que 
se complete o aclare el convenio presentado si es omiso, oscuro 
en los puntos señalados en este artículo de previo a su 
aprobación.”


“Artículo 60.-  Separación por mutuo consentimiento. Momento en que 
puede pedirse
Se puede decretar la separación judicial de los cónyuges por mutuo 
consentimiento de acuerdo con el procedimiento establecido en el Código 
Procesal de Familia.  Los esposos que la pidan deben presentar al tribunal 
un convenio firmado en escritura pública por ambos cónyuges o, en su 
defecto, por un apoderado especialísimo para el acto que contenga cada 
uno de los puntos requeridos según este artículo; pero únicamente uno de 
los cónyuges puede estar representado, documento en el cual se debe 
hacer mención sobre los siguientes puntos:


1) A quien corresponde la guarda, la crianza y la educación de 
los hijos comunes menores de edad.


2) Cuál de los dos cónyuges asume la obligación de alimentar a 
dichos hijos y la proporción en que se obligan ambos.


3) El establecimiento del derecho o no de la obligación 
alimentaria entre los cónyuges y el monto en que se obligan.


4) Sobre la propiedad de los bienes habidos en el patrimonio de 
los cónyuges.


Este pacto no valdrá mientras no se pronuncie la aprobación de la 
separación.


El convenio no podrá surtir efecto para su homologación si no es 
presentado ante el despacho antes de los tres meses posteriores a su 
celebración notarial.
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Lo convenido con respecto a los hijos podrá ser modificado por el tribunal.


El convenio y la separación, si son procedentes y no perjudican los 
derechos de los menores de edad, se aprobarán por el tribunal, quien que 
podrá pedir que se complete o aclare el convenio presentado si es omiso u 
oscuro en los puntos señalados en este artículo de previo a su aprobación.”


“Artículo 84.-  Reconocimiento administrativo de la paternidad
Podrán ser reconocidos por sus padres todos los hijos habidos fuera de 
matrimonio y cuya paternidad no conste en el Registro Civil, igualmente los 
hijos por nacer y los hijos muertos.


Si el hijo no tiene paternidad asignada, el reconocimiento se hará ante el 
Registro Civil o el notario público, siempre que ambos padres comparezcan 
personalmente o haya mediado consentimiento expreso de la madre.  El 
notario público deberá enviar el acta respectiva al Registro Civil dentro de 
los ocho días hábiles siguientes.


Si el hijo tuviera una paternidad asignada registralmente, por motivo de la 
presunción de paternidad de un padre que no corresponde a la verdad 
biológica, se podrá pedir su reconocimiento por quien corresponda ante el 
Registro Civil, según los trámites administrativos contemplados en las 
normas orgánicas de esta institución.  Si sucediera una oposición fundada 
del padre o la madre registrales, el asunto deberá conocerse 
jurisdiccionalmente mediante el proceso resolutivo familiar de filiación.


Artículo 85.-Reconocimiento mediante juicio
En un proceso de impugnación de paternidad o de impugnación de 
reconocimiento de paternidad, podrá reconocerse al hijo o a la hija cuya 
paternidad inscrita se pretenda desplazar mediante pretensión que se 
pedirá hasta antes de terminar la recepción de prueba, y surtirá efecto 
únicamente ante el acogimiento de la pretensión principal de 
desplazamiento de estado.
Tanto en los casos del artículo anterior como en el que establece este 
artículo, el funcionario encargado o el juez podrá solicitar la realización de la 
prueba científica establecida en el artículo 98 de este Código.”


“Artículo 102.-  Efectos de la adopción
La adopción produce los siguientes efectos:
[…]


c) En lo concerniente al término y la suspensión de los atributos de la 
responsabilidad parental, para la adopción regirá lo estipulado en 
este Código.”
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“Artículo 107.-  Impedimentos para adoptar
No podrán adoptar:
[…]


d) Quienes hayan sido privados o suspendidos del ejercicio de los 
atributos de la responsabilidad parental, sin el asentimiento expreso 
del tribunal.”


“Artículo 109.-  Personas adoptables
La adopción procederá en favor de: 


a) Las personas menores de edad de quienes se haya declarado en 
juicio la terminación de los atributos de la responsabilidad parental 
de sus padres, excepto cuando un cónyuge adopte a los hijos 
menores del otro, siempre y cuando el cónyuge con quien viven 
los menores ejerza, en forma exclusiva, los atributos de la 
responsabilidad parental.


[…].”


“Artículo 140.-  Atributos de la responsabilidad parental
Compete a los padres regir a los hijos, protegerlos, administrar sus bienes y 
representarlos legalmente.  En caso de que exista entre ellos opuesto 
interés, los hijos serán representados por un curador especial.


Artículo 141.- Atributos de la responsabilidad parental.  Derechos y 
obligaciones.  Irrenunciabilidad
Los derechos y las obligaciones inherentes a los atributos de la 
responsabilidad parental no pueden renunciarse.  Tampoco pueden 
modificarse por acuerdo de partes, salvo lo dispuesto para la separación y 
el divorcio por mutuo consentimiento, en cuanto se refiera a la guarda, 
crianza y educación de los hijos.”


“Artículo 143.- Atributos de la responsabilidad parental y 
representación.  Deberes y derechos
Los atributos de la responsabilidad parental confieren los derechos e 
impone los deberes de orientar, educar, cuidar, vigilar y disciplinar a los 
hijos y las hijas; esto no autoriza, en ningún caso, el uso del castigo 
corporal ni ninguna otra forma de trato humillante contra las personas 
menores de edad.


Asimismo, faculta para pedir al tribunal que autorice la adopción de 
medidas necesarias para coadyuvar a la orientación del menor, las cuales 
pueden incluir su internamiento en un establecimiento adecuado, por un 
tiempo prudencial.  Igual disposición se aplicará a los menores de edad con 
terminación o que no estén sujetos de alguna persona de los atributos de la 
responsabilidad parental, en cuyo caso la solicitud podrá hacerla el 
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Patronato Nacional de la Infancia.  El internamiento se prolongará hasta que 
el tribunal decida lo contrario, previa realización de los estudios periciales 
que se requieran para esos efectos; estos estudios deberán ser rendidos en 
un plazo contado a partir del internamiento.”


“Artículo 145.- Atributos de la responsabilidad parental. 
Administración de bienes de hijos menores de edad
Los atributos de la responsabilidad parental comprenden el derecho y la 
obligación de administrar los bienes del hijo menor.


El hijo menor administrará y dispondrá como si fuera mayor de edad los 
bienes que adquiera con su trabajo. 
Se exceptúan de la administración paterna los bienes heredados, legados o 
donados al hijo, si así se dispone por el testador o donante, de un modo 
expreso o implícito.  En tal caso, se nombrará un administrador.


Artículo 146.-  Atributos de la responsabilidad parental. Bienes de 
hijos menores de edad.  Exento de cautela preventiva
El ejercicio de los atributos de la responsabilidad parental, en cuanto a los 
bienes del menor, no está sujeto a cautela preventiva alguna, salvo lo 
dispuesto en el artículo 149.


Artículo 147.-  Atributos de la responsabilidad parental. Enajenación y 
gravamen de bienes del hijo
Los atributos de la responsabilidad parental no dan derecho a enajenar ni a 
gravar los bienes del hijo, salvo en caso de necesidad o de provecho 
evidente para el menor.  Para ello será necesaria una autorización judicial si 
se tratara de inmuebles o de muebles con un valor superior a diez mil 
colones.


Artículo 148.-  Atributos de la responsabilidad parental.  Reemplazo
Quien ejerza los atributos de la responsabilidad parental entregará a su hijo 
mayor o emancipado o a la persona que lo reemplace en la administración 
cuando esta concluya por otra causa, todos los bienes y frutos que 
pertenezcan al hijo y rendirá cuenta general de dicha administración. 
Cuando procediera el nombramiento de un administrador de bienes, el 
tribunal, atendidas las circunstancias, señalará el honorario que haya de 
cobrar aquel.


En el caso de que la administración de los bienes del menor esté a cargo 
de personas distintas de aquella que tuviera la guarda, la crianza y la 
educación del mismo de este, el tribunal autorizará la suma periódica que 
debe ser entregada para su alimentación.”


“Artículo 151.-  Ejercicio conjunto, casos de conflicto, administración 
de bienes de hijo
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El padre y la madre ejercen, con iguales derechos y deberes, los atributos 
de la responsabilidad parental sobre los hijos habidos en el matrimonio.  En 
caso de conflicto, a petición de cualquiera de ellos y mediante el 
procedimiento resolutivo familiar establecido en el Código Procesal de 
Familia, el juez decidirá oportunamente.  Se deberá resolver tomando en 
cuenta el interés superior del menor de edad.


La administración de los bienes del hijo corresponde a aquel que se 
designe de común acuerdo o por disposición del tribunal.


Artículo 152.-  Hijos menores de edad. Atributos de la responsabilidad 
parental, guarda, crianza y educación
En caso de divorcio, nulidad de matrimonio o separación judicial, el tribunal, 
tomando en cuenta primordialmente el interés de los hijos menores, 
dispondrá, en la sentencia, todo lo relativo a los atributos de la 
responsabilidad parental, guarda, crianza y educación de ellos, 
administración de bienes y adoptará las medidas necesarias concernientes 
a las relaciones personales entre padres e hijos y los abuelos de estos.  
Queda a salvo lo dispuesto para el divorcio y la separación por mutuo 
consentimiento.  Sin embargo, el tribunal podrá improbar o modificar, en 
estos casos, improbar o modificar el convenio en beneficio de los hijos. 


Lo resuelto conforme a las disposiciones anteriores no constituye cosa 
juzgada y el tribunal podrá modificarlo por vía incidental, a solicitud de parte 
o del Patronato Nacional de la Infancia, de acuerdo con la conveniencia de 
los hijos o por un cambio de circunstancias.”


“Artículo 155.-  Atributos de la responsabilidad parental. Hijos habidos 
fuera de matrimonio
La madre, aún cuando fuera menor, ejercerá los atributos de la 
responsabilidad parental sobre los hijos habidos fuera del matrimonio y 
tendrá plena personería jurídica para esos efectos.


El tribunal puede conferir, en casos especiales, a juicio suyo, a petición de 
parte o del Patronato Nacional de la Infancia y atendiendo exclusivamente 
al interés de los menores, conferir los atributos de la responsabilidad 
parental al padre conjuntamente con la madre.”


“Artículo 158.- Extinción de los atributos de la responsabilidad 
parental
Los atributos de la responsabilidad parental se extinguen:


a) Por el matrimonio o la mayoridad adquirida.
b) Por la muerte de quienes la ejerzan o de la persona menor de 


edad.
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Artículo 159.-  Suspensión de los atributos de la responsabilidad 
parental
Son causas de suspensión de los atributos de la responsabilidad parental 
las siguientes:


1) Cuando el uso indebido y habitual de drogas u otras sustancias 
estupefacientes torne imposible la convivencia y el sano ejercicio de 
los deberes y derechos para con los hijos.
2) Por cualquier otra forma de mala conducta notoria de los padres, 
abuso del poder paterno e incumplimiento de los deberes familiares.”


“Artículo 162.-  Atributos de la responsabilidad parental.  Negocios del 
menor de edad.  Nombramiento de representante legal
Cuando quien tenga la responsabilidad parental del menor edad estuviera 
incapacitado para determinado o determinados negocios de este, del 
mismo, se le nombrará al menor un representante legal para ese negocio.


Artículo 163.-  Recuperación de los atributos de la responsabilidad 
parental
Cuando haya cesado el motivo de la suspensión o de la incapacidad, el 
suspendido o el incapacitado recobrará los derechos de los atributos de la 
responsabilidad parental, mediante declaratoria expresa del tribunal que lo 
rehabilite, siempre y cuando la persona menor de edad no haya sido 
declarado adoptable.


Artículo 164.-  Alimentos.  Prestaciones que comprende
Se entienden por alimentos los que provean sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, diversión, transporte y otros, además de todo lo 
referente a la educación, instrucción o capacitación para el trabajo de los 
alimentarios menores de edad o incapaces, todo conforme a las 
posibilidades económicas y el capital que le pertenezca o posea quien ha 
de darlos.  Se tomarán en cuenta las necesidades y el nivel de vida 
acostumbrado por el beneficiario, para su normal desarrollo físico y 
psíquico, así como sus bienes.


Las personas obligadas al pago de una pensión alimentaria deberán 
cancelar de forma obligatoria y por concepto de aguinaldo, dentro de los 
primeros quince días del mes de diciembre de cada año, una cuota igual a 
la que se paga como ordinaria, sin necesidad de que se ordene en 
resolución.


Según proceda, según si el demandado recibe beneficio de salario escolar 
en sus ingresos y se trate de beneficiarios que necesitan de gastos 
adicionales para la actividad académica, es obligatorio el pago de una cuota 
igual a la ordinaria, ello en el mes de enero de cada año para estos fines.  
Si la autoridad judicial dispone, puede establecerse un monto fijo anual por 
este concepto de inicio de lecciones para quienes no reciben salario escolar 
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en sus ingresos salariales, lo cual se establecerá en dependencia con las 
necesidades de ese tipo de los beneficiarios y el ingreso de los obligados.


Artículo 165.-  Pensiones alimentarias.  Forma de pago
Las cuotas de pensiones alimentarias se fijarán en una suma pagadera en 
cuotas quincenales o mensuales anticipadas.  Serán exigibles por la vía de 
apremio corporal, lo mismo que la cuota de aguinaldo, el salario escolar o 
los gastos de inicio de lecciones y el pago de los tractos acordados.


La cuota alimentaria se cancelará en moneda nacional, salvo pacto en 
contrario, en cuyo caso se cubrirá en moneda pactada.”


“Artículo 168.-  Restitución de cuotas de alimentos fijadas sin derecho
Cuando en la sentencia anticipada de pensión alimentaria se fije una cuota 
alimentaria y en el proceso se decide que el deudor demandado no es 
obligado preferente o que el acreedor alimentario no tiene derecho a los 
alimentos, quien la haya pagado, sus representantes o personas herederas
podrán exigir la restitución del monto cubierto.”


“Artículo 175.-  Tutela.  Menor de edad que no tiene sobre sí los 
atributos de la responsabilidad parental
El menor de edad que no exista sobre él atributo de la responsabilidad 
parental de ninguno de los padres estará sujeto a tutela.


Artículo 176.-  Tutor.  Nombramiento en testamento
Quienes ejerzan los atributos de la responsabilidad parental podrán 
nombrar en testamento, tutor a sus hijos cuando estos no hayan de quedar 
sujetos a la patria potestad del padre sobreviviente.”


“Artículo 183.-  Tutor.  Derecho de prioridad
Quien haya recogido un niño expósito o abandonado será preferido en la 
tutela.


Cuando un menor de edad no sujeto a atributos de responsabilidad parental 
fuera acogido en un establecimiento de asistencia social, el director o el jefe 
de la institución será su tutor y representante legal desde el momento del 
ingreso.
El cargo no necesita discernimiento, pero el tutor está obligado a rendir al 
tribunal un informe anual sobre la situación del pupilo y sus bienes. 


Asimismo, informará al tribunal del ingreso o salida del menor del 
establecimiento.”


“Artículo 187.-  Tutor.  Impedimentos para su nombramiento
No podrá ser tutor:
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1- El menor de edad ni la persona declarada en estado de 
interdicción.
2.-La persona que presente una discapacidad que le dificulte tratar 
personalmente los negocios propios.
3.-Quien tenga deudas con el menor de edad, a no ser que el 
testador lo haya nombrado con conocimiento de la deuda y lo haya 
declarado así, expresamente, en el testamento.
4.-El que tenga pendiente litigio propio o de sus ascendientes, 
descendientes o cónyuge con el menor de edad.
5.-Quien no tenga domicilio en el territorio nacional.
6.-El que haya sido removido de otra tutela por incumplir sus 
obligaciones y aquel que al rendir cuentas estas le hubieran sido 
rechazadas por inexactas.
7.-Quien haya incurrido en ofensa o daño grave contra el menor de 
edad o sus padres.
8.-El que no tenga oficio ni medio de vida conocido, o sea 
notoriamente de mala conducta.
9.-Los funcionarios o empleados del tribunal que conocen del caso, 
salvo que se trate de tutela legítima o testamentaria.
10.-Quien hubiera sido privado de los atributos de la responsabilidad 
parental.”


“Artículo 243.-  Unión de hecho. Solicitud de reconocimiento


Para los efectos indicados en el artículo anterior, cualquiera de los 
convivientes o sus herederos podrá solicitar al tribunal el 
reconocimiento de la unión de hecho; la acción caducará en dos 
años a partir de la ruptura de la convivencia o de la muerte del 
causante.


Los convivientes, de forma conjunta, podrá solicitar al tribunal el 
reconocimiento de la unión una vez finalizada y con el mismo plazo 
de caducidad, mediante el trámite establecido en el Código Procesal 
de Familia, para lo cual se deberán plasmar en una escritura pública 
los respectivos acuerdos referentes a los bienes constantes en el 
patrimonio de los convivientes, lo referido a los alimentos, entre ellos, 
la custodia, los alimentos e interrelación de hijos menores de edad, 
según el artículo 60 del Código de Familia, y en ella se deberán 
plasmar las declaraciones de al menos dos personas que manifiesten 
sobre la existencia de la unión y los requisitos del artículo anterior.”


III.- Se reforman los artículos 55, 99, 106 y 120 Las siguientes de la Ley N.° 
7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, N.° 7333, y sus reformas.  Los textos 
son los siguientes:


[…]
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“Artículo 55.- En materia laboral y de juicios universales, la Sala 
Segunda de la Corte Suprema de Justicia conocerá:


1.-De los recursos de casación y revisión que procedan, con arreglo 
a la ley, en juicios ordinarios o abreviados de derecho sucesorio y en 
juicios universales, o en las ejecuciones de sentencia en que el 
recurso no sea del conocimiento de la Sala Primera.
2.-Del recurso de casación en los asuntos de la jurisdicción de 
trabajo cuya cuantía, determinada exclusivamente por el monto de 
sus pretensiones no accesorias, conforme a la cuantía que para este 
recurso establezca la Corte Plena, o cuando la cuantía sea 
inestimable. También conocerá del recurso de casación que proceda 
en los procesos de protección de fueros especiales y tutela del 
debido proceso con independencia de que se trate de una relación 
pública o privada de empleo. Lo que resuelva la Sala sobre la 
competencia para conocer del recurso de casación será vinculante 
para los otros órganos jurisdiccionales.
3.-De las demandas de responsabilidad civil contra los jueces 
integrantes de los tribunales colegiados de cualquier materia, 
excepto los de trabajo de menor cuantía.
4.-De las cuestiones de competencia que se susciten en asuntos de 
la jurisdicción laboral, cuando no corresponda resolverlos a otros 
tribunales de esa materia.
5.-De las competencias entre jueces civiles que pertenezcan a la 
circunscripción de tribunales colegiados de diferente territorio, en 
cualquier clase de asuntos, cuando no corresponda resolver la 
cuestión a la Sala Primera.
6) Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de 
sentencias y laudos extranjeros en materia laboral, sucesoria y 
concursal, con la salvedad de lo que corresponda conocer a las otras 
salas de la Corte.


“Artículo 99.- Los tribunales colegiados de familia conocerán:
1.- Los recursos de apelaciones interlocutorias y de sentencias de los 
procesos conocidos en los juzgados de familia, los juzgados de niñez 
y adolescencia y los juzgados de violencia doméstica y protección 
cautelar, salvo la sentencias finales de los procesos de restitución 
internacional de personas menores de edad.
2.-Los conflictos de competencia entre los juzgados de familia, entre 
los juzgados de niñez y adolescencia, entre los juzgados de violencia 
doméstica y de protección cautelar o entre dos de cualquiera de este 
tipo de juzgados.
3.-Los impedimentos, las excusas y las recusaciones de uno o varios 
de sus miembros propietarios o suplentes.
4.-Los demás asuntos que determine la ley.”
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“Artículo 106.-  Los juzgados de familia conocerán:
1.-Los procesos resolutivos familiares cuya resolución final tiene 
eficacia de cosa juzgada material, salvo los que son de conocimiento 
de los juzgados de niñez y adolescencia.
2.-La ejecución de sentencia provenientes de procesos resolutivos 
familiares cuya resolución final tiene eficacia de cosa juzgada 
material, salvo los que son de conocimiento de los juzgados de niñez 
y adolescencia.
3.-Las diligencias de divorcio, separación judicial y unión de hecho 
por mutuo consentimiento, salvo cuando se trate de matrimonios sin 
hijos o hijas menores de edad o discapacitados y no existiera 
referencia a bienes, caso en el cual se tramitará en sede notarial.
4.-Las diligencias de adopción de las personas menores de edad y la 
de personas mayores de edad con algún grado de discapacidad que 
le impida otorgar su consentimiento y la oposición de estas o de las 
diligencias conocidas en sede notarial.
5.-Los recursos de apelación provenientes de los juzgados de 
pensiones alimentarias y juzgados de asuntos sumarios, salvo los de 
conocimiento del juzgado de niñez y adolescencia.
6.-Los conflictos de competencia entre los juzgados de pensiones 
alimentarias o entre los juzgados de asuntos sumarios, en estos 
últimos siempre que no se trata de pretensiones relacionadas con los 
derechos de personas menores de edad.
7.-Los demás asuntos que estipule la ley.”


“Artículo 120.-  Los juzgados de pensiones alimentarias conocerán:
1.-Todos los asuntos referidos a prestaciones alimentarias derivadas 
de las relaciones familiares.
2.-La ejecución de pago de alimentos retroactivos estipulados en la 
sentencia del proceso resolutivo familiar de establecimiento de 
filiación.
3.-Los demás asuntos que estipule la ley.”


IV.- Las siguientes Se reforman los artículos 16, 25, 36 y 140 de la Ley N.° 
7739, del Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998, 
y sus reformas. Ley N.° 7739 Los textos son los siguientes:


“Artículo 16.- Control de salidas


La Dirección General de Migración y Extranjería controlará la entrada 
y salida del país de las personas menores de edad, costarricenses o 
extranjeras, que gocen de una permanencia legal en el país, previa 
autorización expresa de quienes ejerzan los atributos de la 
responsabilidad parental o su representación legal.  Cuando no 
exista tal autorización, el Patronato Nacional de la Infancia deberá 
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autorizar el permiso de salida.  Estas autorizaciones podrán ser 
revocadas, en cualquier momento, por quien las haya otorgado.  El 
Poder Ejecutivo o el Patronato Nacional de la Infancia, según 
corresponda, reglamentarán la forma, las condiciones, los requisitos 
y los procedimientos para otorgar o revocar los referidos permisos 
temporales de salida.


La Dirección General de Migración no podrá permitir el egreso de las 
personas menores de edad que no estén debidamente autorizadas, 
salvo que tengan permanencia en el país como no residentes.   


Si se trata de permiso de salida permanente del país de personas 
menores de edad con oposición de uno de los padres para una 
nueva residencia fuera del territorio nacional, el trámite deberá 
hacerse mediante el procedimiento judicial resolutivo familiar, salvo 
que exista ausencia declarada del padre que no ha dado 
consentimiento, en cuyo caso el trámite se hará ante el Patronato 
Nacional de la Infancia, según el procedimiento de este artículo.”


“Artículo 25.-  Derecho a la privacidad


Las personas menores de edad tendrán derecho a no ser objeto de 
injerencia en su vida privada, familia, domicilio y correspondencia, sin 
perjuicio de los derechos y deberes inherentes a los atributos de la 
responsabilidad parental.”


“Artículo 36.-  Causales de separación definitiva


Las causas que dan lugar a la separación definitiva de una persona 
menor de edad de su familia son las previstas en el Código de 
Familia como causales de pérdida y suspensión de los atributos de la 
responsabilidad parental.  Esta suspensión o terminación solo podrá 
ser decretada por un juez.”


“Artículo 140.-  Incumplimiento de medidas
De incumplirse algunas de las medidas previstas en los artículos 135 
a 136, la oficina local del Patronato Nacional de la Infancia podrá 
adoptar una medida alternativa, ampliar el plazo de cumplimiento de 
la anterior o remitir el asunto al juez, para la suspensión de los 
atributos de la responsabilidad parental.


Si la medida incumplida fuera una de las previstas en el artículo 137, 
la oficina local del Patronato pondrá la denuncia ante la autoridad 
administrativa a quien corresponda tomar las acciones coercitivas 
que proceda.”


V.-  Se reforma el artículo 880 de la Ley N.° 63, Código Civil, de 26 de abril de 
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1886, y sus reformas. El texto dirá: , El siguiente del Código Civil


“Artículo 880.- Casos de suspensión


No corre la prescripción:
[…]


2.- Entre padres e hijos cuando se mantenga los atributos de la 
responsabilidad parental.


[….].”


VI.- Se reforman el inciso 5) del artículo 57 y los artículos 187 y 188 de la 
Ley N.° 4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970, y sus reformas-  Los 
textos dirán: Los siguientes del Código Penal, 


“Artículo 57.-  Inhabilitación absoluta


La inhabilitación absoluta que se extiende de seis meses a doce 
años, excepto la señalada en el inciso 6) de este artículo, que se 
extiende de cuatro años a cincuenta años, produce al condenado a lo 
siguiente:


[…]
5) Incapacidad para ejercer los atributos de la responsabilidad 


parental, tutela, curatela o administración judicial de bienes.


[…].”


“Artículo 187.-  Incumplimiento de deberes de asistencia
El que incumpliera o descuidara los deberes de protección, de cuidado 
y educación que le incumbieran con respecto a un menor de dieciocho 
años, de manera que este se encuentre en situación de abandono 
material o moral, será reprimido con prisión de seis meses a un año o 
de veinte a sesenta días multa, y, además, con incapacidad para 
ejercer los atributos de la responsabilidad parental de seis meses a 
dos años.  Al A igual pena estará sujeto el cónyuge que no proteja y 
tenga en estado de abandono material a su otro cónyuge.  En este 
caso y en los previstos por los artículos 185 y 186, quedará exento de 
pena el que pagare pague los alimentos debidos y diere dé seguridad 
razonable, a juicio del juez, del ulterior cumplimiento de sus 
obligaciones.
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Artículo 188.- Incumplimiento o abuso de los atributos de la 
responsabilidad parental
Será penado con prisión de seis meses a dos años y, además, pérdida 
e incapacidad para ejercer los respectivos derechos o cargos, de seis 
meses a dos años, el que incumpliera o abusara de los derechos que 
le otorgue el ejercicio de los atributos de la responsabilidad parental, la 
tutela o curatela en su caso, con perjuicio evidente para el hijo pupilo o 
incapaz.”


VII.-  Se reforma el inciso l) del artículo 4 de la Ley N.° 7648, El siguiente de la Ley 
Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, de 9 de diciembre de 1996.  El 
texto es el siguiente:


“Artículo 4.- Atribuciones


Las atribuciones del Patronato Nacional de la Infancia serán:
[…]


l)  Representar legalmente a los menores de edad que no se encuentren 
bajo los atributos de la responsabilidad parental ni tutela, así como a 
quienes estén bajo esos atributos de una persona no apta para 
asegurarles la garantía de sus derechos.


[…].”


VIII.- Se reforma el inciso c) del artículo 85 de la Ley N.° 7527, El siguiente de la 
Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, de 10 de julio de 1995, y sus 
reformas.  El texto es el siguiente:


“Artículo 85.-  Muerte del arrendatario de vivienda
En caso de muerte del titular en un arrendamiento para vivienda, las 
siguientes personas pueden subrogarse en el contrato, de pleno derecho, 
sin que precise trámite sucesorio, en el orden de prelación que aquí 
aparecen:


[…]


c) Los descendientes del arrendatario que, en el momento de su 
fallecimiento, estén sujetos a los atributos de la responsabilidad parental o 
hayan convivido habitualmente con él en la vivienda arrendada. 


[…]
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El arrendador podrá invocar la resolución del contrato si en el plazo de 
treinta días no se le notifica el hecho del fallecimiento del arrendatario, 
acompañando la certificación registral de la defunción y la prueba de 
identidad y del derecho del subrogado.


Si en el momento de fallecer el arrendatario no existe ninguna de las 
personas citadas en los incisos anteriores, el arrendamiento quedará 
extinguido y el arrendador podrá promover el proceso de desahucio por 
desalojo en lo personal.”


IX.-  Se reforman los artículos 57 y 58 de la Ley N.° 3504, Los siguientes de la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, de 10 
de mayo de 1965, y sus reformas.  Los textos son los siguientes:


“Artículo 57.- 
Tanto las autoridades de la Iglesia católica, apostólica y romana, como los 
funcionarios competentes para celebrar matrimonios, están en la obligación 
de declararlos al Registro Civil en el curso de los ocho días siguientes 


Artículo 58.-En la inscripción del matrimonio, además de las declaraciones 
generales, deben consignarse:


a)  Los nombres, apellidos y generales de los cónyuges, con 
indicación de su estado civil anterior;
b) Los nombres, apellidos y nacionalidad de los progenitores de los 
contrayentes, si fueren conocidos;
c)  Los nombres, apellidos y generales del funcionario y testigos ante 
quienes se hubiera celebrado el matrimonio.
d)  El lugar, la hora, el día, el mes y los años, el edificio público o 
particular en que el matrimonio se hubiera celebrado.


Si hubiera habido dispensa o hubiera sido necesario el consentimiento de 
quien ejerciera los atributos de la responsabilidad parental o la tutela, se 
harán constar esas circunstancias.”


X.- Se reforma el artículo 5 de la Ley N.° 8454, El siguiente de la Ley de 
Certificaciones, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, de 30 de 
agosto de 2005.  El texto es el siguiente: (Ley N.° 8454)


“Artículo 5.-  En particular y excepciones
En particular y sin que conlleve la exclusión de otros actos, contratos o 
negocios jurídicos, la utilización de documentos electrónicos es válida para 
lo siguiente:
a) La formación, formalización y ejecución de los contratos.
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b) El señalamiento para notificaciones conforme a la Ley N.° 7637, Ley de 
Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales, de 21 de 
octubre de 1996.
c) La tramitación, la gestión y la conservación de expedientes judiciales y 
administrativos; asimismo, la recepción, la práctica y la conservación de la 
prueba, incluida la recibida por archivos y medios electrónicos.  De igual 
manera, los órganos jurisdiccionales que requieran la actualización de las 
certificaciones y, en general, de otras piezas, podrán proceder sobre 
simples impresiones de los documentos en línea efectuadas por el 
despacho o aceptar las impresiones de dichos documentos en línea, 
aportadas por la parte interesada y certificadas notarialmente.
d) La emisión de certificaciones, constancias y otros documentos.
e) La presentación, la tramitación e inscripción de documentos en el 
Registro Nacional.
f) La gestión, la conservación y la utilización, en general, de protocolos 
notariales, incluso la manifestación del consentimiento y la firma de las 
partes.


No se podrán consignar en documentos electrónicos:
a) Los actos o negocios en los que, por mandato legal, la fijación física 
resulte consustancial.
b) Las disposiciones por causa de muerte.
c) Los actos y los convenios no jurisdiccionales relativos al derecho de 
familia.
d) Los actos personalísimos en general.”


XI. Se reforman los artículos 162, 254, 260, 420, 829, 845 y 880 de la Ley N.° 
7130, Las siguientes del Código Procesal Civil, N.° 7130, de 16 de agosto de 
1989, y sus reformas.  Los textos son los siguientes:


“Artículo 162.- Cosa juzgada material
Las sentencias firmes dictadas en procesos ordinarios o abreviados 
producen la autoridad y la eficacia de la cosa juzgada material. También 
producirán aquellas resoluciones a las cuales la ley les confiera 
expresamente ese efecto.


Los efectos de la cosa juzgada material se limitan a lo resolutivo de la 
sentencia y no a sus fundamentos, lo cual hace indiscutible, en otro 
proceso, la existencia o la no existencia de la relación jurídica que ella 
declara.


No producirá cosa juzgada el pronunciamiento sobre los alimentos, la 
responsabilidad parental, la guarda, la crianza y la educación de los hijos 
menores.”
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“Artículo 254.- Derecho al beneficio
La persona física, cuyos ingresos de capital unidos a los sueldos o rentas 
de que goce, calculados por un año, que no excedan de la cantidad que fije 
la Corte Plena, podrá solicitar el beneficio de pobreza. El beneficio también 
podrá otorgarse a las sucesiones y a las personas jurídicas que no tengan 
fines de lucro.


Para esta estimación no se tomarán en cuenta la casa de habitación 
familiar, las acciones judiciales, los créditos de cobro difícil, las pensiones 
alimenticias, los beneficios sociales, ni las herramientas, instrumentos o 
útiles indispensables para el ejercicio de la profesión u oficio de quien 
solicita esta gracia.


Cuando sea parte un menor sujeto a la responsabilidad parental, que 
careciera de bienes, se estará a los que tengan el o los progenitores que lo 
representen en el proceso.


La Corte Plena fijará la cantidad hasta por la cual se permitirá el beneficio 
de pobreza, de conformidad con el incremento en el costo de la vida, 
fijación que revisará y actualizará periódicamente.”


“Artículo 260.- Opuesto interés
En los casos en que los padres del menor sujeto a la responsabilidad 
parental, o su tutor, si estuviera sujeto a tutela, no pudieran representarlo 
por estar en opuesto interés, se procederá a nombrarle un curador procesal, 
si así lo solicitara.


Lo mismo se hará si el menor no tuviera tutor nombrado, y con el inhábil si 
careciera de curador o se hallara en opuesto interés con este.


Al juez le corresponderá nombrarle curador procesal a las personas 
menores de quince años y a los inhábiles, nombramiento que hará recaer 
en un pariente inmediato del menor o inhábil que tenga la aptitud legal 
necesaria, si lo hubiera; en su defecto, en una persona de su confianza que 
tenga la aptitud necesaria.”


“Artículo 420.-  Asuntos sujetos a este trámite 
Cualquiera que sea su cuantía, las siguientes pretensiones se tramitarán y 
decidirán en proceso abreviado:


[…]


4) La suspensión o modificación de la responsabilidad parental, 
independientemente de los procesos a que se refiere el inciso 1).


[…].”
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“Artículo 829.- Menor sujeto a responsabilidad parental 
Constituído (sic) el depósito, si se tratara de un menor sujeto a la 
responsabiliadad parental, se le nombrará un curador, a quien, una vez 
aceptado el cargo, se le entregará certificación de las piezas necesarias, a 
fin de que pida en el proceso correspondiente lo que convenga en defensa 
de aquel.”


“Artículo 845.- Recursos y cosa juzgada
La sentencia tendrá los recursos de apelación y de casación, y la autoridad 
y eficacia de cosa juzgada material. No producirá cosa juzgada el 
pronunciamiento sobre los alimentos, la responsabilidad parental, la guarda, 
la crianza y la educación de los hijos menores.”


“Artículo 880.- Venta extrajudicial
Si la venta se pidiera por el padre o la madre que ejerza la responsabilidad 
parental, se observará lo dicho antes, con a excepción de que la venta 
puede hacerse extrajudicialmente.”


XII. Se reforma el inciso d) artículo 18 de la Ley N.° 7594, El siguiente del    
Código Procesal Penal, N.° 7594, de 10 de abril de 1996, y sus reformas.  
El texto es el siguiente:


“Artículo 18.-
Delitos de acción pública perseguibles solo a instancia privada  
Serán delitos de acción pública perseguibles a instancia privada:  


[…]


d) El incumplimiento del deber alimentario o del deber de asistencia y 
el incumplimiento o abuso de la responsabilidad parental.


[…].”


XIII.- Se reforma el artículo 390 de la Ley N.° 181, El siguiente del Código de 
Educación, N.° 181, de 18 de agosto de 1944, y sus reformas.  El texto es el 
siguiente:


“Artículo 390.- 
Los interesados presentarán sus solicitudes y atestados ante la Dirección 
del Colegio a que deseen ingresar, en papel sellado de cincuenta céntimos 
y escrita de puño y letra del aspirante.
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Dicha solicitud debe estar autorizada por quien ejerza la responsabiliada 
responsabilidad parental o tutela del menor, y será presentada junto con los 
siguientes documentos:


1. La certificación de nacimiento del petente extendida por el 
Registro del Estado Civil.


2. La certificación del director de la escuela en que el interesado 
cursó el sexto grado de la enseñanza primaria, haciendo constar 
las calificaciones que obtuvo y el concepto que le mereció por su 
conducta y dedicación al estudio.


3. Si el solicitante hubiese hubiera cursado ya algún año de la 
segunda enseñanza, deberá presentar el documento señalado en 
el inciso anterior, pero extendido por el director del colegio de 
procedencia.


4. Un certificado de buena salud, extendido por un médico oficial.
5. La certificación de bienes del padre y de la madre del solicitante, 


extendida por el Registro de la Propiedad.
6. La certificación de la Oficina de Tributación Directa y de la 


Tesorería Municipal del cantón respectivo, haciendo constar los 
impuestos que pagan el padre y la madre del interesado.


El director de cada colegio examinará si las solicitudes vienen 
acompañadas de los documentos dichos y devolverá a los interesados las 
que estén incompletas, para que los solicitantes puedan completarlas. 
Vencido el plazo señalado para este efecto, el director del plantel procederá 
a nombrar una comisión de profesores para su estudio definitivo.”


ARTÍCULO 3.- Adiciones a otras leyes
1.- Adiciónese el siguiente Se adiciona el artículo 158 bis a la Ley N.° 
5476, Código de Familia, Ley N.° 5476 de 21 de diciembre de 1973, y sus 
reformas.  El texto es el siguiente:


“Artículo 158 bis.- Pérdida de los atributos de la responsabilidad 
parental


Son causas de la pérdida de los atributos de la responsabilidad parental:
a)  El estado de abandono en que se encuentra la persona menor de 
edad.
b) Cuando habiendo sido suspendidos esos atributos, no se demuestre 
haber modificado la situación de vulnerabilidad en el plazo otorgado en la 
sentencia de suspensión.
c) Cuando la persona menor de edad haya sido objeto, por parte del padre 
o la madre, de cualquiera de los delitos contra la integridad física y 
sexuales del Código Penal u otras leyes.
d) La ebriedad habitual, el uso indebido de drogas u otras sustancias 
estupefacientes, el hábito de juego en forma que perjudique el patrimonio 
de la familia, las costumbres depravadas y la vagancia comprobada de los 
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padres; sin posibilidad de rehabilitación o cuando dicha conducta causó 
daño grave al menor de edad.
e) La dureza excesiva en el trato o las órdenes, consejos, insinuaciones o 
ejemplos corruptores que los padres dieran a sus hijos.
f) La negativa de los padres a dar alimentos a sus hijos, el dedicarlos a la 
mendicidad y permitir que deambulen en las calles.
g) Incapacidad irreversible o ausencia declarada judicialmente.”


2.- Adiciónese el siguiente Se adiciona el artículo 63 bis a la Ley N.° 
3504, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del 
Registro Civil, Ley N.° 3504 de 10 de mayo de 1965.  El texto es el 
siguiente:


“Artículo 63 bis.- Procedimiento para el reconocimiento de hijos 
biológicos con presunción de paternidad


Cuando se trate del reconocimiento de hijos ya inscritos con presunción de 
paternidad, el padre biológico presentará la gestión ante la oficina del 
Registro Civil que corresponda, la cual llamará a quienes aparecen como 
padres registrales para que se pronuncien sobre la petición, pudiendo 
estos comparecer conjuntamente con el promovente al inicio de las 
diligencias.


De existir oposición de alguno de ellos, se deberá archivar el asunto y 
enviar a las partes a la vía contenciosa prevista en el Código Procesal de 
Familia.


Si hay conformidad de los padres registrales, el órgano encargado 
autorizará el reconocimiento, salvo que considere la verificación de algún 
tipo de prueba, sea testimonial o científica, para determinar la veracidad 
de la paternidad solicitada.  Recabada esta se hará pronunciamiento del 
mismo.”


3.- Se adicionan los artículos 55 bis, 85 bis, 106 bis, 119 y 121 bis, 
124 Y 252 y se reforma el epígrafe el capítulo IV de título IV para que 
diga: “Los tribunales de trabajo de menor cuantía y del juez de enlace 
en materia de niñez y adolescencia” de Agréguese los siguientes 
artículos la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de 
mayo de 1993, Ley N.° 7333, y sus reformas. para que diga Los textos 
son los siguientes:


“Artículo 55 bis.- La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia


En lo familiar, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia conocerá 
de:


1. Los recursos de casación y las demandas de revisión en los 
procesos resolutivos familiares, cuya resolución tiene eficacia de 
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cosa juzgada material, y en procesos de ejecuciones de sentencia 
derivados de la aplicación del régimen patrimonial del matrimonio 
o reconocimiento de unión de hecho con cosa juzgada material.


2. Los recursos de apelación contra la decisión final en los procesos 
de restitución internacional de personas menores de edad.


3. Los conflictos de competencia material entre un juzgado o tribunal 
de familia y uno de otra materia cuando el que ha prevenido el 
asunto es el de familia, así como los conflictos de competencia 
territorial entre dos tribunales de familia.


4. Del recurso de apelación interpuesto contra la resolución que se 
pronunció acerca de la competencia internacional alegada.


5. Del auxilio judicial internacional y del reconocimiento y eficacia de 
sentencias y laudos extranjeros en materia de familia, con la 
salvedad de lo que corresponda conocer a las otras salas de la 
Corte.”


“Artículo 85 bis.- Personal Interdisciplinario auxiliar de justicia
Estarán adscritos de manera funcional y administrativa a cada uno de los 
juzgados de familia, de niñez y adolescencia y de violencia doméstica y 
protección cautelar, bajo la supervisión técnica del Departamento de 
Psicología y Trabajo Social de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, un 
grupo de especialistas que prestarán las labores que le encomienda esta 
ley y las leyes conexas, quienes, en caso de ser necesario, podrán prestar 
colaboración y auxilio a los juzgados de pensiones alimentarias respectivos; 
siendo indispensable en cada despacho, en lo posible de forma única o 
compartida, la permanencia de un profesional en trabajo social y un 
profesional en psicología, sin perjuicio de que las funciones que se les 
asignan las puedan desarrollar otros profesionales adscritos a entes 
auxiliares del Poder Judicial, de cualquier otra institución estatal o 
profesionales privados.


Será potestad exclusiva de quien juzga el indicar en sus solicitudes si el 
auxilio deberá darse de forma conjunta entre varios profesionales o de uno 
solo de ellos en dependencia con el objeto probatorio y del proceso.


Corresponde a dichos especialistas:
1.-Rendir los peritajes e informes requeridos por la autoridad judicial 
competente, de conformidad con lo establecido en este Código para 
las pruebas periciales.
2.-Atender y supervisar los regímenes de interrelación familiar 
ordenados por el juez de forma cautelar, debiendo brindar los 
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informes requeridos por la autoridad judicial para efectos de 
establecer la decisión definitiva.
3.-Dar colaboración de contención emocional y atención profesional 
en caso de crisis cuando así sea requerido por alguna autoridad 
judicial o ente auxiliar del Poder Judicial.
4.-Asesorar al órgano jurisdiccional para la adecuada 
comparecencia, entrevista y declaración de las personas menores de 
edad y personas con discapacidad.
5.-Colaborar con la autoridad judicial en las materias relacionadas 
con su especialidad
6.-Realizar cualquier otra actividad ordenada por el órgano 
jurisdiccional que sea atinente y compatible con su función.
7.-Las demás funciones que señalen la ley o los reglamentos 
emitidos por el Poder Judicial.


Por ningún motivo, los especialistas a que se refiere este artículo llevarán a 
cabo labores de clínica o de terapia profesional.


En todo caso en el cual se soliciten el ejercicio de las funciones anteriores a 
varios profesionales de los indicados en uno o varios procesos que integran 
una misma situación familiar pendientes ante el mismo este o diverso 
despacho judicial; es deber de los profesionales auxiliares llevar a cabo 
todas las actividades de coordinación tendientes a evitar la revictimización 
de las personas a quienes se deban practicar las pericias o diligencias, para 
lo cual el despacho judicial podrá indicar a los profesionales la forma de 
entrega del respectivo informe o peritaje.


En aquellos casos en los cuales exista un informe pericial de este tipo en 
otro proceso de la misma situación familiar, se puede ordenar sustituir la 
pericia en el nuevo proceso por la anterior, debiendo el perito someterse al 
régimen de contradictorio si fuera pedido.


En aquellos casos en los cuales el profesional asignado para emitir el 
respectivo informe no pueda hacerlo por tener alguna causa de 
impedimento, inhibitoria o recusación de las establecidas para los 
administradores de justicia, la autoridad judicial deberá llevar a cabo el 
trámite necesario para sustituirlo por otro profesional de un juzgado del 
mismo circuito judicial o del más cercano posible.”


“Artículo 106 bis.- Juzgados de niñez y adolescencia
Los juzgados de niñez y adolescencia, que siempre actuarán de forma 
unipersonal, conocerán de:
1.- Los procesos resolutivos familiares y la ejecución de sentencia 
proveniente de ellos, cuya resolución final tiene eficacia de cosa juzgada 
material, salvo los que son de conocimiento de los juzgados de niñez y 
adolescencia.”
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2.-Las diligencias de protección cautelar referidas a las personas menores 
de edad.
3.-Los procesos relativos a la adopción de las personas menores de edad y 
su oposición.
4.-Los recursos de apelación provenientes de los juzgados de asuntos 
sumarios tratándose de los derechos de las personas menores de edad.
5.-La aplicación de los convenios internacionales relativos a la materia de la 
niñez y la adolescencia.


Los procedimientos de restitución internacional de personas menores de 
edad, de adopción internacional y de aplicación de convenios 
internacionales relativos a materia de niñez y adolescencia deberán ser 
conocidos exclusivamente en los juzgados de niñez y adolescencia del 
Primer Circuito Judicial de San José.”


“Artículo 119.-  Juzgados de familia de asuntos sumarios
Los juzgados de familia de asuntos sumarios, que siempre actuarán de 
forma unipersonal, conocerán de:


1.-Los procesos resolutivos familiares, cuya resolución final no 
produce cosa uzgada material, salvo la suspensión de los atributos 
de la responsabilidad parental.
2.-Los asuntos de petición unilateral.
3.-Los demás asuntos que estipule la ley.”


“Artículo 121 bis.- Juzgados de violencia doméstica y de protección 
cautelar
Los juzgados de violencia doméstica y de protección cautelar conocerán de:


2. Todo lo relativo a los procesos de protección cautelar de violencia 
intrafamiliar, personas adultas mayores y personas con 
discapacidad.


2.- Los demás asuntos que estipule la ley.”


“CAPÍTULO IV


LOS TRIBUNALES DE TRABAJO DE MENOR CUANTÍA Y DEL JUEZ DE 
ENLACE EN MATERIA DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA


Artículo 124.- Juez de enlace en materia de niñez y adolescencia
La Corte Suprema de Justicia, de entre las personas juzgadoras del Poder 
Judicial en materia familiar, elegirá una o varias personas que ejercerán la 
función de personas juzgadoras de enlace, con el cometido de facilitar las 
consultas y las comunicaciones judiciales directas sobre los asuntos 
tramitados, en aplicación de los convenios internacionales y leyes 
nacionales.
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Estas consultas y comunicaciones judiciales podrán ser recíprocas entre los 
tribunales extranjeros y los tribunales nacionales y se dejará constancia de 
las mismas estas en los respectivos expedientes con comunicación a las 
partes.”


“Artículo 252.-  Capacitación de servidores en materia familiar
A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 
efectivo a la justicia, el Poder Judicial promoverá la capacitación adecuada 
de los que trabajan en la administración de justicia.”


ARTÍCULO 4.-  Derogatorias


I.- Deróguese  Se deroga, en su totalidad, la Ley N.° 7654, Ley de 
Pensiones Alimentarias, Ley N.° 7654 de 19 de diciembre de 1996.


II.- Deróguese Se derogan los siguientes artículos de las leyes que 
se dirán se citan a continuación:


a)  El inciso 7 del artículo 58, los artículos 53, 54, el último párrafo del 
artículo 96, los artículos 98 bis, 115, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 
123, 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 
138, 139, 153, 154, 157, 160 bis, 197 y 233 de la Ley N.° 5476, Código de 
Familia, de 21 de diciembre de 1973. (Ley N.° 5476):  inciso 7) del artículo 
58, 53, 54, último párrafo del artículo 96, 98 bis; 115 a 139, 153, 154, 157, 
160 bis, 197 y 233.
b)  Los artículos 40, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147 y 148 de la Ley N.° 
7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998. (Ley 
N.° 7739): artículos 40 y 141 a 148.
c)  El tercer párrafo del artículo 27 de la Ley N.° 63, Código Civil, de 26 de 
abril de 1886, y sus reformas. (Ley N.° 63):  artículo 27 párrafo tercero.
d) La Ley N.° 7130, Código Procesal Civil, de 16 de agosto de 1989 
(Únicamente en caso de que a la entrada en vigencia de esta ley no se 
haya derogado el Código Procesal Civil de 1990), Ley N.° 7130, de 21 de 
julio de 1989, así: en lo siguiente:


1.-  El artículo 14 en la siguiente frase:  “Lo serán también las referentes 
a la materia familiar en aquellos lugares en donde no haya juzgado de 
familia”.
2.-  El párrafo final del artículo 162.
3.- El artículo 314 en la frase final del segundo párrafo que dice:  “En 
materia de familia, solo se admitirá el poder especial”.
4.- Los incisos 1), 4), 5), 6) y 7) del artículo 420.
5.- El inciso 10) del artículo 438.
6.- Los incisos 1), 2), 3), 4), 5) y 7) del artículo 819.
7.- Los artículos 825 a 870 y 877 a 885.
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e)  Los artículos 110, 111, 112, 113 y 114 de la Ley N.° 1860, Ley 
Orgánica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 21 de 
abril de 1955. (Ley N.° 1860): artículos 110 y 114.


“ARTÍCULO 5.- DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


TRANSITORIO I.- La parte orgánica, en lo que respecta a los artículos 56 y 57 del 


presente Código y los artículos 85 bis y 119 de la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del 


Poder Judicial, Ley N.°7333 de 5 de mayo de 1993, y sus reformas, entra a regir 


veinticuatro meses después de su publicación en el diario oficial La Gaceta.


Los juzgados de familia de asuntos sumarios podrán crearse, de conformidad con 


las necesidades, en cualquier momento, incluso antes de los veinticuatro meses 


descritos en el párrafo anterior, la apelación de los mismos estos corresponderá a 


los tribunales de familia.


Mientras no se creen esos juzgados de familia de asuntos sumarios los asuntos de 


su competencia serán conocidos por los juzgados de familia y los juzgados de 


niñez y adolescencia, según sea el caso, y la apelación de los mismos estos 


corresponderá conocerla a los tribunales de familia.


TRANSITORIO II.- Los procesos que estuvieran pendientes a la entrada en 


vigencia de este Código se tramitarán, en cuanto sea posible, ajustándolos a la 


nueva legislación, procurando aplicar las nuevas disposiciones y armonizándolas, 


en cuanto cupiera, con las actualizaciones ya practicadas.


TRANSITORIO III.- Contra las resoluciones que estuvieran dictadas al entrar en 


vigencia este Código cabrán los recursos autorizados por las disposiciones 


procesales vigentes al momento en que se dictaron.


Rige seis meses a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.
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OBSERVACIONES


1. En el ARTÍCULO 2, en el apartado X se reforma el artículo 5 de la Ley N.° 
8454.  En el segundo párrafo, se recomienda utilizar los números ordinales, 
a efectos de evitar en futuras referencias la duplicidad de las letras de los 
incisos.


 
2. En el ARTÍCULO 3, Adiciones a otras leyes, en el apartado número 3, 


correspondiente a la Ley N.° 7333, se incluye la reforma del epígrafe del 
capítulo IV del título IV.  Lo anterior se recomienda incluir en el ARTÍCULO 
2, correspondiente a las reformas. 






